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PRESENTACIÓN

Tiene Vd en sus manos el segundo volumen del Código del Derecho sobre la 
Ordenación Territorial y Urbanísitca de Andalucía de la obra completa denominada 
“El Derecho sobre la Ordenación Territorial y Urbanística en Andalucía”, la cual 
forma parte de la  Colección que bajo el nombre “Legislación de Derecho propio 
de Andalucía” edita el Instituto Andaluz de Administración Pública orgánicamente 
dependiente de la Consejería de Hacienda y Adminstración Pública de la Junta de 
Andalucía.

La obra completa se ha estructurado en dos  Tomos.

El Tomo I, es un Estudio editado en dos partes, que incluyen ambos los comentarios 
generales y artículos doctrinales más recientes relativos a la competencia de la 
Junta de Andalucía en materia de ordenación del territorio y urbanismo, el suelo en 
Andalucía, el derecho a la vivienda, los instrumentos de intervención en el mercado 
del suelo, la ejecución urbanística, la disciplina urbanística, los delitos sobre la 
ordenación del territorio y el urbanismo, el Registro de la Propiedad y el Catastro; 
la normativa sectorial configurada como normas de directa aplicación, etc.

El Tomo II ha sido editado en cuatro volúmenes y  cada uno corresponde a un Có-
digo,  que  contiene una compilación normativa, es decir, no se elaboran artículos 
doctrinales de las diferentes materias que conforman el Urbanismo o la Ordenación 
del Territorio, sino que se han sistematizado las normas que regulan y que tienen 
incidencia en dicha materia. Asimismo, se ha procurado su concordancia con la 
mayor exactitud y contenido posible de todas y cada una de las Leyes autonómicas 
y estatales (estas últimas sólo extractadas) que inciden en ambas materias, sin olvi-
dar, lógicamente, la diversidad de leyes y reglamentos sectoriales que, igualmente 
de procedencia estatal o autonómica, inciden en ambos sectores del ordenamiento 
jurídico.

En este Código II  titulado Legislación en materia de Ordenación del Territorio, 
Protección del Litoral y Paisaje,  podrá encontrar toda la normativa dictada por 
nuestra Comunidad Autónoma en materia de ordenación del territorio, protección 
del litoral y paisaje, es decir, se incluye normativa tanto de rango legal como 
reglamentario exclusivamente autonómica, dictada en el ejercicio de competencias 
exclusivas y/o compartidas que el artículo 148 de la Constitución Española permite 
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su asunción competencial por las Comunidades Autónomas que conforman el 
territorio español y que, en nuestro caso, han sido asumidas por el Estatuto de 
Autonomía andaluz como exclusivas.

Normas como la propia Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía o Decretos autonómicos dictados para 
la protección del litoral, para la implantación de campos de golf en Andalucía, o 
el propio Decreto 129/2006, de 27 de junio, por el que se aprueba el Plan de 
Ordenación del Territorio de Andalucía, conforman un cuerpo normativo autonómico 
de obligado conocimiento para el aplicador del Derecho en nuestra Comunidad 
Autónoma.

A ello debe añadirse un apartado especial regulador del Paisaje, elemento deter-
minante en la interpretación y correcta aplicación de la totalidad de la normativa 
urbanística y de ordenación del territorio, y respecto al cual hemos considerado 
necesario la inclusión tanto del Convenio Europeo del Paisaje, aprobado por Consejo 
de Ministros del Consejo de Europa el 19 de julio de 2000,  como del Acuerdo de 
6 de marzo de 2012, del Consejo de Gobierno de Andalucía, por el que se aprueba 
la estrategia andaluza del paisaje.

Finalmente, se incluye normativa sectorial, de directa aplicación, relativa al dominio 
público natural, tanto estatal como aútonómico, en una selección de artículos 
que se procura abordar con el máximo acierto posible pese a lo ingente de estas 
materias. Se trata de normas relativas al medio ambiente, aguas, costas, montes, 
vias pecuarias y minas.

Nos corresponde advertir, en este punto, que el extracto normativo sectorial que 
se incorpora a este Código II  únicamente recoge la parte del articulado que puede 
resultar relevante, a grandes rasgos, sobre la materia que nos ocupa de cada 
una de las distintas Leyes o Decretos, presentándose los artículos extractados sin 
solución de continuidad.

La Junta Directiva de la Asociación
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Nota 

La publicación que se presenta tiene la principal pretensión de ofrecer a los aplicadores del derecho 
una herramienta eficaz para el desarrollo su actividad.

No obstante, abordar en un solo trabajo la totalidad de la legislación territorial y urbanística supone 
una ingente tarea que necesariamente debía circunscribirse a criterios delimitadores. 

Así, la normativa andaluza en materia de ordenación del territorio y urbanismo se incluye completa y 
debidamente concordada, mientras que se ha procurado la inclusión parcial de la restante normativa, 
tanto estatal como autonómica, que incide en ella. En este caso, los extractos escogidos no son 
más que un referente que pueden coadyuvar a cuantos precisan de consultas a diferentes textos 
normativos sin que exista pretensión -ni sea posible- abordar la absoluta totalidad que del articulado 
de cada norma pueda resultar de utilidad. En este sentido se incluye el articulado extraído sin división 
interna alguna que haga referencia a los Títulos, capítulos, etc, en que quedan incluidos.

Sobre los anteriores criterios, se ha procurado la siguiente división:

− Bloque de normativa estatal.

− Bloque de normativa territorial andaluza.

− Bloque de normativa urbanística andaluza. 

− Bloque de normativa de desarrollo en materia de urbanismo en Andalucía y sectorial de 
directa aplicación, tanto estatal como autonómica.
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§ 1.1 LEY 1/1994, DE 11 DE ENERO, DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO 
 DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA1

(Texto completo)

(Boja núm. 8, de 22 de enero de 1994)

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

El territorio se configura mediante procesos complejos en los que intervienen múltiples 
agentes de origen natural o antrópico, entre ellos, la acción pública, que tiene un papel 
esencial en dicha configuración dada la importancia decisiva de sus intervenciones, cuando 
éstas se dirigen de forma expresa a la creación de un determinado orden físico surge la 
política de Ordenación del Territorio.

La Ordenación del Territorio constituye por tanto una función pública2 destinada a establecer 
una conformación física del territorio acorde con las necesidades de la sociedad. En 
este sentido, la Carta Europea de la Ordenación del Territorio3 la define como «expresión 
espacial de las políticas económica, social, cultural y ecológica de toda sociedad», y debe 
ser democrática, global, funcional y prospectiva, en la que todo ciudadano debe tener la 

1 Aprobada por el Pleno del Parlamento los días 9 y 10 de diciembre de 1993 – Promulgada el día 11 de enero de 
1994 – Publicada en el BOPA núm. 333, de 27 de diciembre de 1993 – Publicada en el BOJA núm. 8, de 22 de enero 
de 1994 – Publicada en el BOE núm. 34, de 9 de febrero de 1994.
Esta Ley ha sufrido hasta la actualidad once modificaciones de las cuales cuatro son las más importantes, habiendo 
supuesto introducir cuatro nuevos títulos en la Ley. Estos son los siguientes:
- El Título IV “De las Actuaciones de Interés Autonómico”, introducido por la Ley 3/2004, de 28 de diciembre, de medi-

das tributarias, administrativas y financieras.
- El Título V “De las declaraciones de campos de golf de interés turístico”, introducido por la Ley 1/2008, de 27 de 

noviembre, de medidas tributarias y financieras de impulso a la actividad económica de Andalucía, y de agilización de 
procedimientos administrativos.

- El Título VI “De las inversiones empresariales declaradas de interés estratégico para Andalucía”, introducido por el De-
creto-Ley 7/2010, de 28 de diciembre, de medidas para potenciar inversiones empresariales de interés estratégico 
para Andalucía y de simplificación, agilización administrativa y mejora de la regulación de actividades económicas en 
la Comunidad Autónoma de Andalucía.

- El Título VII “Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía”, introducido por el Decreto-Ley 5/2012, de 27 de 
noviembre, de medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía.

2 La Constitución Española (1978) presenta a la Ordenación del Territorio como una función pública diferenciada del 
urbanismo. Ver art. 148.1.3º.
3 Aprobada el 20 de mayo de 1983 en Torremolinos (España) por la Conferencia Europea de Ministros Responsables de 
la Ordenación del Territorio.
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posibilidad de participar por estructuras y procedimientos adecuados, en defensa de sus 
legítimos intereses y del respeto debido a su cultura y marco de vida.

La legislación o regulación específica por la que debe regirse la acción política y adminis-
trativa en esta materia es un hecho reciente, favorecido y posibilitado en España por la 
organización del Estado de las Autonomías.

Con la presente Ley, la Comunidad Autónoma de Andalucía en virtud de la competencia 
exclusiva que en materia de Ordenación del Territorio le atribuye el artículo 13.8 de 
su Estatuto de Autonomía4, y dentro del máximo respeto debido a las atribuidas a las 
Administraciones públicas estatal y local, procede a regular esta actividad, estableciendo 
los objetivos, principios, instrumentos y procedimientos para su ejercicio efectivo.

Los objetivos específicos de la Ordenación del Territorio, de acuerdo con esta Ley, son la 
articulación territorial interna y con el exterior de la Comunidad Autónoma y la distribución 
geográfica de las actividades y de los usos del suelo, armonizada con el desarrollo 
económico, las potencialidades existentes en el territorio y la protección de la naturaleza 
y del patrimonio histórico; todo ello con el fin de conseguir la plena cohesión e integración 
de la Comunidad Autónoma, su desarrollo equilibrado y, en definitiva, la mejora de las 
condiciones de bienestar y calidad de vida de sus habitantes.

La Ordenación del Territorio, de acuerdo con dichos objetivos, encuentra su nivel propio de 
actuación en el ámbito supralocal, regional y subregional, y para ello la Ley establece dos 
instrumentos de ordenación integral5:

El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía6.

Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional7.

Asimismo, la Ley establece el contenido territorial y el procedimiento que, sin perjuicio 
de lo regulado por la correspondiente legislación especial, y con el debido respeto a 
las competencias atribuidas a las restantes Administraciones Públicas, ha de seguir la 
planificación de materias que inciden en el orden territorial y que, a los efectos de esta Ley, 
se consideran Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio8.

4 Referencia hecha a la Ley Orgánica 6/1981, de 30 de diciembre, por la que se aprobó el primer Estatuto de 
Autonomía para Andalucía. (Vigente hasta el 20 de marzo de 2007). Actualmente la competencia exclusiva de 
la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de ordenación del territorio está recogida en el art. 56.5 de la 
Ley Orgánica 2/2007, de 19 de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía de Andalucía.
5 Ver art. 5 de la LOTA. Este artículo fue modificado por el Decreto-Ley 5/2012, de 27 de noviembre, que introdujo 
un nuevo instrumento para la ordenación del territorio: el Plan de Protección del Corredor Litoral (PPCL).
6 Ver arts. 6, 7, 8 y 9 de la LOTA.
7 Ver arts. 10, 11, 12, 13, 14, 15 y 16 de la LOTA.
8 Ver arts. 17, 18 y 19 de la LOTA.



LEY 1/1994, DE 11 DE ENERO, DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

15

El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía establece la organización y estructura 
territorial que se pretende para la Comunidad Autónoma, constituyendo el marco de 
referencia territorial para los Planes de Ordenación del Territorio que se efectúen para 
ámbitos menores y para los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio. Asimismo, 
este instrumento debe servir de referente para la planificación del Estado y de la Unión 
Europea, en aquellas materias que tengan incidencia territorial.

Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional se podrán formular para 
espacios menores que precisen la mejora de su estructura territorial y de la articulación 
física interna y que puedan constituir ámbitos funcionales unitarios. Se configuran de manera 
flexible en su contenido, al objeto de que puedan adaptarse a las variadas circunstancias 
de orden territorial que se presenten, siempre en relación al interés supramunicipal y sin 
clasificar suelo. Estos planes se podrán realizar a propuesta de las Corporaciones Locales 
cuando se cumplan determinados requisitos establecidos por la Ley.

De acuerdo con su objeto, la Ley no se limita a crear nuevos instrumentos de ordenación 
territorial, sino que dispone los medios necesarios para que sea posible la efectiva 
concertación de los hechos y procesos con incidencia territorial.

Por lo que se refiere a los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio, la Ley 
establece en un anexo9 las actuaciones de planificación que se consideran como planes de 
esta clase. La Ley especifica el contenido territorial de dichos planes10. Serán redactados 
por el órgano competente en la materia de que se trate y requerirán informe acerca de 
sus aspectos territoriales a fin de asegurar su coherencia con los objetivos, criterios y 
determinaciones establecidos para la Ordenación del Territorio.

La presente Ley establece como Actuaciones con Incidencia en la Ordenación del Territorio 
aquellas actuaciones singulares no incluidas en planes y que figuran en el anexo11 de la 
Ley. Las mismas deberán ser objeto de informe del órgano competente en Ordenación 
del Territorio, con el fin de asegurar la coherencia de tales proyectos singulares con 
los objetivos, criterios y determinaciones de la Ordenación del Territorio y, en su caso, 
establecer las medidas que deban adoptarse para su correcta ejecución.

El análisis territorial requiere la incorporación de una numerosa información textual, 
estadística y cartográfica que permita prever las modificaciones que se producen en el 
territorio. Por ello, la Ley dispone que el sistema de información territorial12 se constituya 
como instrumento de apoyo para la toma de decisiones en esta materia, ya que permitirá 
disponer de forma actualizada del conjunto de datos necesarios para la más correcta 
interpretación y diagnóstico de los procesos territoriales.

9 Anexo II.1 de la LOTA.
10 Ver art. 17 de la LOTA.
11 Anexo II.2 de la LOTA.
12 Ver art. 33 de la LOTA.
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Finalmente, la Ley establece los mecanismos para la protección de la legalidad13 fijando 
la obligación de restituir los daños a la situación anterior y la imposición de sanciones por 
infracciones a la misma.

TITULO PRELIMINAR

DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.

La presente Ley tiene por objeto la regulación de los instrumentos y procedimientos 
necesarios para el ejercicio por la Junta de Andalucía de su competencia en Ordenación 
del Territorio14.

Artículo 2.

1.   La Ordenación del Territorio tiene por objetivo contribuir a la cohesión e integración de 
la Comunidad Autónoma y a su desarrollo equilibrado.

2.   Son objetivos específicos de esta materia:

a) La articulación territorial interna y con el exterior de la Comunidad Autónoma.

b) La distribución geográfica de las actividades y de los usos del suelo, armonizada 
con el desarrollo socioeconómico, las potencialidades existentes en el territorio y la 
protección de la naturaleza y del patrimonio histórico y cultural.

Artículo 3.

La actuación de las Administraciones Públicas se regirá a efectos de esta Ley por los 
principios de planificación, participación, cooperación y coordinación, y garantizará la 
plena aplicación y efectividad de los instrumentos y procedimientos en ella establecidos, 
sin perjuicio del respeto a las competencias atribuidas a cada una de ellas.

13 Ver Título III de la LOTA.

14 La Constitución Española (1978) presenta a la Ordenación del Territorio como una función pública diferenciada 
del urbanismo. Ver art. 148.1.3º CE. Sobre el contenido material de la competencia de ordenación del territorio 
hay varias sentencias, destacan STC 77/1984, de 3 de julio de 1984, fdto. jco. 2º (BOE núm. 181, de 30 de 
julio de 1984).

STC 149/1991, de 4 de julio de 1991, fdto. jco. 1º B, (BOE núm. 180, de 29 de julio de 1991) sobre la Ley 
de Costas y STC 36/1994, de 10 de febrero de 1994, fdto. jco. 3º, (BOE núm. 65, de 17 de marzo de 1994).
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Artículo 4.

Las actividades de planificación o de intervención singular, que por su incidencia en la 
Ordenación del Territorio se relacionan en el anexo, quedarán sometidas a lo que para 
cada supuesto establece la presente Ley.

TITULO I

DE LOS PLANES PARA LA ORDENACIÓN DEL TERRITORIO

Artículo 5.

1.   La planificación territorial se realizará a través de los siguientes instrumentos:

a) El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía.

b) El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía15.

c) Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional.

2.   Las actividades de planificación de la Junta de Andalucía incluidas en el anexo tendrán, 
a efectos de esta Ley, la consideración de Planes con Incidencia en la Ordenación del 
Territorio y se someterán a las disposiciones sobre contenido y tramitación establecidas 
en el presente Título.

 
CAPITULO I

Del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía16

Artículo 6.

El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía establece los elementos básicos para 
la organización y estructura del territorio de la Comunidad Autónoma, siendo el marco de 
referencia territorial para los demás planes regulados en esta Ley y para las Actuaciones 
con Incidencia en la Ordenación del Territorio, así como para la acción pública en general17.

15 La figura del Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía fue introducida por el Decreto-Ley 5/2012, 
de 27 de noviembre, de medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía 
(vigente desde el 28 de noviembre de 2012).

16 La figura del Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía fue introducida por el Decreto-Ley 5/2012, 
de 27 de noviembre, de medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía 
(vigente desde el 28 de noviembre de 2012).
17 Ver art. 22 de la LOTA.
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Artículo 7.

1.   El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía tendrá el siguiente contenido:

a) El diagnóstico de las oportunidades y problemas territoriales, los objetivos específicos 
a alcanzar y las propuestas a desarrollar durante la vigencia del plan.

b) El esquema de articulación territorial, integrado por el sistema de ciudades y sus áreas 
de influencia, los principales ejes de comunicación del territorio, los criterios para la 
mejora de la accesibilidad y las infraestructuras básicas del sistema de transportes, 
hidráulicas, de las telecomunicaciones, de la energía y otras análogas.

c) Los criterios territoriales básicos para la delimitación y selección de áreas de 
planificación territorial, ambiental, económica y sectorial.

d) Los criterios territoriales básicos para la localización de las infraestructuras, equipa-
mientos y servicios de ámbito o carácter supramunicipal y para la localización de 
actuaciones públicas de fomento al desarrollo económico.

e) Los criterios territoriales básicos para el mejor uso, aprovechamiento y conservación del 
agua y demás recursos naturales y para la protección del patrimonio histórico y cultural.

f) La indicación de las zonas con riesgos catastróficos y la definición de los criterios 
territoriales de actuación a contemplar para la prevención de los mismos.

g) La indicación de las áreas o sectores que deban ser objeto prioritario de Planes de 
Ordenación del Territorio de ámbito subregional o de Planes con Incidencia en la 
Ordenación del Territorio, y la definición de sus objetivos territoriales generales.

h) Las determinaciones de los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional 
y de los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio que deban ser objeto de 
adaptación.

i) La concreción de aquellas determinaciones del plan cuya alteración precisará su 
revisión a los efectos del artículo 26, apartado 118.

j) La estimación económica de las acciones comprendidas en el Plan y las prioridades 
de ejecución de las mismas.

k) Las previsiones para el desarrollo, seguimiento y ejecución del plan.

l) Los criterios de periodicidad y contenido necesario para la elaboración de memorias 
de gestión en las que se analice el grado de cumplimiento del plan.

18 Por defecto la alteración de los objetivos del Plan y de las determinaciones relativas a los apartados 1, “b)”, 
“c)” o “e)” requieren su revisión.
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m) Los demás aspectos que el Consejo de Gobierno considere necesario incluir para la 
consecución de los objetivos del plan.

2.   El plan tendrá en cuenta las políticas de la Unión Europea y del Estado que puedan 
afectar en sus aspectos territoriales a la Comunidad Autónoma y especificará las determi-
naciones de éste que deban ser referentes para dichas políticas.

3.   El plan concretará la naturaleza y efectos de sus determinaciones con arreglo a lo 
previsto en el artículo 2119.

4.   La documentación del plan será la adecuada en términos gráficos y escritos para la 
justificación y más correcta comprensión de los contenidos expresados en el apartado 1 
de este artículo.

Artículo 8.

1.   Corresponde al Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Obras Públicas 
y Transportes, acordar la formulación del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía.

2.   El acuerdo de formulación establecerá los objetivos generales que habrán de orientar 
su redacción, la composición y funciones de la Comisión de Redacción y el procedimiento 
y plazo para su elaboración.

3.   En el procedimiento de elaboración del plan se garantizará la información pública por 
un plazo no inferior a dos meses y la participación de las Administraciones y Entidades 
Públicas afectadas por razón de su competencia20.

4.   El plan, una vez aprobado por el Consejo de Gobierno, se remitirá al Parlamento para 
su aprobación, siguiéndose la tramitación que para los planes contenidos en el artículo 
30.521 del Estatuto de Autonomía establece el artículo 143 del Reglamento de la Cámara.

5.   Una vez aprobado el Plan por el Parlamento y efectuadas por el Consejo de Gobierno 
las adaptaciones que vengan requeridas por las Resoluciones de la Cámara, se publicará 
en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» para su efectividad.

19 El art. 21.1 de la LOTA establece que “Las determinaciones de los Planes de Ordenación del Territorio podrán 
tener el carácter de Normas, Directrices o Recomendaciones Territoriales”. El POTA, publicado por Decreto 
206/2006, de 28 de noviembre, contiene además “objetivos” y “líneas estratégicas”, conforme a lo establecido 
con carácter de norma en su art. 2.

20 En su tramitación, el POTA es informado tanto por las Comisiones Territoriales de Ordenación del Territorio 
y Urbanismo (art. 12.1.a) Decreto 36/2014, de 11 de febrero), como por Consejo Andaluz de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo (art. 18.2.b) Decreto 36/2014, de 11 de febrero).

21 Referencia hecha al Estatuto de Autonomía de Andalucía de 1.981. Se corresponde con el atr. 106.11º del la 
Ley orgánica 2/2007, de 19 de marzo, por la que se aprueba la reforma del Estatuto de Autonomía de Andalucía.
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Artículo 9.

El Consejo de Gobierno podrá acordar la elaboración de bases o estrategias regionales22, 
con ámbito general o para zonas o sectores determinados.

Dichos documentos, cuya aprobación corresponderá al Consejo de Gobierno, tendrán 
carácter preparatorio del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía.

CAPÍTULO II

De los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional23

Artículo 10.

Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional establecen los elementos 
básicos para la organización y estructura del territorio en su ámbito, siendo el marco de 
referencia territorial para el desarrollo y coordinación de las políticas, planes, programas 

22 Decreto 103/1999, de 4 de mayo, se aprobaron las Bases y Estrategias del Plan de Ordenación del Territorio 
de Andalucía.

23 Decreto 142/2014, de 14 de octubre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la 
aglomeración urbana de Jaén. («B.O.J.A.» 3 de noviembre de 2014)

Decreto 3/2012, 10 enero, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio del Sur de Córdoba y se 
crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 22 marzo 2012).

Decreto 370/2011, 20 diciembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio del Campo de 
Gibraltar (Cádiz) y se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 19 marzo 2012).

Decreto 369/2011, 20 diciembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la Costa 
Tropical de Granada y se crea su comisión de seguimiento («B.O.J.A.» 1 febrero 2012).

Decreto 351/2011, de 29 de noviembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la 
aglomeración urbana de Almería. (Boja nº 2 de 4 de enero de 2012)

Decreto 359/2011, de 8 de noviembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de La Janda 
(Cádiz). («B.O.J.A.» 21 de diciembre de 2011)

Decreto 308/2009, 21 julio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la aglomeración 
urbana de Málaga y se crea su comisión de seguimiento («B.O.J.A.» 23 julio).

Decreto 267/2009, 9 junio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la aglomeración 
urbana de Sevilla y se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 9 julio).

Decreto 26/2009, 3 febrero, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio del Levante Almeriense 
y se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 24 marzo).

Decreto 142/2006, 18 julio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la Costa del Sol 
Occidental de la provincia de Málaga y se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 9 octubre). Anulado por 
STS de 6/10/2015 (ROJ: STS 4382/2015 – ECLI:ES:TS:2015:4382).

Decreto 147/2006, 18 julio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la Costa del Sol 
Oriental-Axarquía de la provincia de Málaga y se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 3 octubre).
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y proyectos de las Administraciones y Entidades Públicas así como para las actividades 
de los particulares24.

Artículo 11.

1.   Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional tendrán el siguiente 
contenido:

a) Los objetivos territoriales a alcanzar y las propuestas a desarrollar durante la vigencia 
del plan.

b) El esquema de las infraestructuras básicas y la distribución de los equipamientos y 
servicios de ámbito o carácter supramunicipal necesarios para el desarrollo de los 
objetivos propuestos.

c) La indicación de las zonas para la ordenación y compatibilización de los usos del 
territorio y para la protección y mejora del paisaje, de los recursos naturales25 y del 
patrimonio histórico y cultural, estableciendo los criterios y las medidas que hayan de 
ser desarrolladas por los distintos órganos de las Administraciones Públicas26.

Decreto 130/2006, 27 junio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio del Litoral Occidental 
de Huelva y se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 17 julio).

Decreto 462/2004, 27 julio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la Bahía de Cádiz y 
se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 8 octubre).

Decreto 341/2003, 9 diciembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio del Ambito de 
Doñana y se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 3 febrero 2004).

Decreto 219/2003, 22 julio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la Sierra de Segura 
de la provincia de Jaén y se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 30 septiembre).

Decreto 222/2002, 30 julio, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio del Poniente de la 
provincia de Almería, y se crea su Comisión de Seguimiento («B.O.J.A.» 10 octubre).

Decreto 244/1999, 27 diciembre, por el que se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de la Aglomeración 
Urbana de Granada («B.O.J.A.» 28 marzo 2000).

24  Ver art. 23 de la LOTA.

25 STS 397/2016 de 17 de febrero de 2016 (Roj: STS 397/2016 - ECLI:ES:TS:2016:397) sobre el POT del 
Levante Almeriense. Posibilidad de que los POTAS establezcan medidas adicionales de protección con respecto 
a lo establecido en la legislación sectorial.

26 Véase sentencias sobre la capacidad de los POT de establecer zonas de especial protección, apartado III.2.4.a) 
Tomo I. STS 261/2016 de 3 de febrero de 2016 (Roj: STS 261/2016 - ECLI:ES:TS:2016:261) en relación al POT 
del Campo de Gibraltar, la STS 809/2014 de 10 de febrero de 2016 (Roj: STS 404/2016-ECLI:ES:TS:2016:404) 
en relación al POT de la Aglomeración Urbana de Málaga y la Sentencia del TSJA 3785/2010 de 22 octubre de 
2010 (Roj: STSJ AND 6158/2010 - ECLI:ES:TSJAND:2010:6158) sobre el Plan de Ordenación del Territorio de 
la Axarquía (Málaga).
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d) Las determinaciones de los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio y de 
los Planes Urbanísticos vigentes en su ámbito que deban ser objeto de adaptación, 
justificando las alteraciones propuestas para los mismos.

e) La concreción de aquellas determinaciones del plan cuya alteración precisará su 
revisión a los efectos del artículo 26, apartado 227.

f) Las previsiones para el desarrollo, seguimiento y ejecución del plan.

g) Los demás aspectos que el Consejo de Gobierno considere necesario incluir para la 
consecución de los objetivos del plan.

2.   El plan concretará la naturaleza y efectos de sus determinaciones con arreglo a lo 
previsto en el artículo 2128.

Artículo 12.

El plan constará de la siguiente documentación:

a) Memoria informativa, que contendrán el análisis y diagnóstico de las oportunidades 
y problemas para la Ordenación del Territorio en el momento de la elaboración del 
plan.

b) Memoria de ordenación, que contendrá la definición de los objetivos y criterios de la 
ordenación, las propuestas y medidas y, en su caso, las determinaciones objeto de 
adaptación de los planes a que se hace referencia en el apartado 1, d), del artículo 
anterior.

c) Memoria económica con la estimación de las acciones comprendidas en el plan y el 
orden de prioridad de ejecución de las mismas.

d) Normativa, que contendrá las determinaciones de ordenación y de gestión del plan y 
la naturaleza de las mismas, de acuerdo con lo establecido en el artículo 21.

e) Documentación gráfica, con planos de información y propuesta, a escala adecuada 
para la correcta comprensión de su contenido y determinaciones.

27  Por defecto la alteración de los objetivos del Plan y de las determinaciones relativas a los apartados 1, “b)” 
o “c)” requieren su revisión.

28  El artículo 21.1 establece que “Las determinaciones de los Planes de Ordenación del Territorio podrán tener 
el carácter de Normas, Directrices o Recomendaciones Territoriales”.



LEY 1/1994, DE 11 DE ENERO, DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE ANDALUCÍA

23

Artículo 13.

1.   Corresponde al Consejo de Gobierno acordar la formulación de los Planes de 
Ordenación del Territorio de ámbito subregional, a propuesta del Consejero de Obras 
Públicas y Transportes29 de oficio o a instancia de las Corporaciones Locales.

2.   Antes de elevar su propuesta, el Consejero de Obras Públicas y Transportes dará 
audiencia a las Corporaciones Locales afectadas por el ámbito del Plan.

3.   El acuerdo establecerá el ámbito, los objetivos generales que habrán de orientar su 
redacción, la composición y funciones de la Comisión de Redacción y el procedimiento y 
plazo para su elaboración.

4.   En la Comisión de Redacción participará una representación de los municipios 
afectados.

5.   Redactado el plan, se someterá a información pública30, por un plazo no inferior a dos 
meses, y audiencia a las Administraciones y Entidades Públicas afectadas por razón de 
su competencia31.

6.   El plan será aprobado32 por Decreto del Consejo de Gobierno, dando cuenta al Parlamento 
y publicándose en el «Boletín Oficial de la Junta de Andalucía» para su efectividad.

Artículo 14.

El ámbito de los planes abarcará necesariamente el conjunto de términos municipales 
completos y contiguos, que por sus características físicas, funcionales y socioeconómicas 
conformen un área coherente de planificación territorial y, en su caso, respetará las áreas 
definidas en el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 7, apartado 1, c), de esta Ley.

29 Ahora Consejero de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio.

30 Sentencia del Tribunal Supremo STS 261/2016 de 3 de febrero de 2016 (Roj: STS 261/2016 - 
ECLI:ES:TS:2016:261) relativa al POT del Campo de Gibraltar, argumenta que “no es pertinente un nuevo 
trámite de información pública, toda vez que el derecho de participación ciudadana es de configuración legal, 
sin que esté previsto en la legislación autonómica dicho trámite, salvo en el supuesto de los planes urbanísticos”.

31 En su tramitación, los POTAS son informados tanto por las Comisiones Territoriales de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo (art. 12.1.c) Decreto 36/2014, de 11 de febrero), como por Consejo Andaluz de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo (art. 18.2.c) Decreto 36/2014, de 11 de febrero).

32 STS 1527/2012 (Roj: STS 1527/2012 – ECLI:ES:TS:2012:1527) y 1545/2012 (Roj: STS 1545/2012 - 
ECLI:ES:TS:2012:1545), de 8 de marzo, sobre el Plan de Ordenación del Territorio del Litoral Occidental de 
Huelva argumentan que a los planes de ordenación del territorio, por su naturaleza de disposición de carácter 
general no le es de aplicación el instituto de la caducidad.
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Artículo 15.

Cuando las Corporaciones Locales insten la formulación de Planes de Ordenación del 
Territorio de ámbito subregional, la iniciativa deberá estar refrendada por los acuerdos 
plenarios de los Ayuntamientos de al menos los tres quintos de los municipios incluidos 
en el ámbito del plan, siempre que estos municipios agrupen al menos la mitad de la 
población de dicho ámbito.

Artículo 16.

El Consejo de Gobierno podrá acordar la elaboración de bases o estrategias subregionales, 
con ámbito general o para sectores determinados. Dichos documentos, cuya aprobación 
corresponderá al Consejo de Gobierno, tendrán carácter preparatorio de los Planes de 
Ordenación del Territorio de ámbito subregional.

CAPITULO III

De los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio

Artículo 17.

Los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio a que se refiere el artículo 5, 
apartado 233, de esta Ley, sin perjuicio de los contenidos establecidos por la correspondiente 
legislación especial o por el acuerdo que disponga su formulación, incluirán:

a) La expresión territorial del análisis y diagnóstico del sector.

b) La especificación de los objetivos territoriales a conseguir de acuerdo con las 
necesidades sectoriales y criterios establecidos para la Ordenación del Territorio.

c) La justificación de la coherencia de sus contenidos con el Plan de Ordenación del 
Territorio de Andalucía y con las determinaciones de los Planes de Ordenación del 
Territorio de ámbito subregional que les afecten.

Artículo 18.

1.   Corresponde al Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero competente, acordar 
la formulación de los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio.

2.   La elaboración de los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio se regirá 
por la correspondiente legislación especial y por el acuerdo de formulación.

33  Actividades de planificación de la Junta de Andalucía con incidencia en la OT. Se enumeran en el Anexo II.1 
de la presente Ley.
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3.   Redactado el plan se emitirá informe, sobre sus aspectos territoriales, por el órgano 
competente en Ordenación del Territorio34. El plazo para la emisión del informe será de dos 
meses, transcurrido el cual, sin pronunciamiento expreso, se considerará que el mismo 
tiene carácter favorable.

4.   El plan será aprobado por Decreto del Consejo de Gobierno.

Artículo 19.

Las alteraciones de los contenidos de los Planes con Incidencia en la Ordenación del 
Territorio que supongan modificación de sus objetivos territoriales se someterán a las 
disposiciones establecidas en los artículos 17 y 1835.

CAPITULO IV

De los efectos de los Planes de Ordenación del Territorio

Artículo 20.

1.   Los Planes de Ordenación del Territorio a que se refiere el artículo 5.1 de esta Ley 
serán públicos y vinculantes.

2.   El grado de vinculación de estos planes dependerá de la naturaleza de sus 
determinaciones, de conformidad con lo dispuesto en el artículo siguiente.

Artículo 2136.

1.   Las determinaciones de los Planes de Ordenación del Territorio podrán tener el 
carácter de Normas, Directrices o Recomendaciones Territoriales.

34  El órgano competente es la Secretaria General de OT y Urbanismo (art. 5.2.d) del Decreto 36/2014, de 11 
de febrero)

35  Se someterá a informe sobre sus contenidos territoriales por el órgano competente en materia de OT.

36  Ver art. 35.4 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía:
“(…/…)

4.  La entrada en vigor sobrevenida de Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional comportará:
a) La prevalencia de sus normas de aplicación directa cuando éstas sean contrarias o incompatibles con las 

determinaciones del instrumento de planeamiento urbanístico.
b) La adaptación de las normas del instrumento de planeamiento urbanístico en la forma que establezcan sus 

directrices.
c) La obligación del municipio o municipios afectados de proceder a la innovación de sus instrumentos de 

planeamiento urbanístico para la adaptación de sus determinaciones a las de la planificación territorial en 
los términos previstos en éstas. (…/…)”
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2.   Las normas son determinaciones de aplicación directa vinculantes para las Administra-
ciones Públicas y para los particulares, en los suelos urbanizables y no urbanizables.

3.   Las Directrices son determinaciones vinculantes en cuanto a sus fines. Con sujeción 
a ellas, los órganos competentes de las Administraciones Públicas a quienes corresponda 
su aplicación establecerán las medidas concretas para la consecución de dichos fines.

4.  Las recomendaciones son determinaciones de carácter indicativo dirigidas a las 
Administraciones Públicas que, en caso de apartarse de las mismas, deberán justificar de 
forma expresa la decisión adoptada y su compatibilidad con los objetivos de la Ordenación 
del Territorio37.

Artículo 22.

1.   El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía será vinculante para el resto de los 
instrumentos de planificación territorial38, para los Planes con Incidencia en la Ordenación 
del Territorio y para el planeamiento urbanístico general39.

2.   El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía determinará los plazos para la 
adaptación de los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional y de los 
Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio, de acuerdo con lo establecido en el 
artículo 7, apartado 1, h).

3.   Las determinaciones del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía que sean de 
aplicación directa prevalecerán desde su entrada en vigor sobre las determinaciones de 
los planes citados en el apartado 1 de este artículo anteriormente aprobados40.

37 Sobre la naturaleza y vinculación de las determinaciones de los planes de ordenación del territorio véase 
sTSJA242/2011 de 31 de enero de 2011, fdto. jco. 5º, (Roj: STSJ AND 3102/2011 - ECLI:ES:TSJAND:2011:3102) 
en relación Decreto 206/2006, de 28 de noviembre, sobre Adaptación y Publicación del Plan de Ordenación del 
Territorio de Andalucía. Fundamento Jurídico Quinto

38 STS 1129/2016, de 14 de marzo de 2016 (Roj: STS 1129/2016 - ECLI:ES:TS:2016:1129) sobre el POT de la 
Janda (Cádiz) sobre la incapacidad de excepcionar las áreas de oportunidad del cumplimiento de la norma 45.4 del 
POTA.

39 Número 1 del artículo 22 redactado por el apartado 2.º del artículo 1 del Decreto-Ley 5/2012, 27 noviembre, de 
medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía («B.O.J.A.» 28 noviembre).Vigencia: 
28 noviembre 2012. Se especifica la vinculación del POTA sobre el planeamiento urbanístico general municipal.

40 Ver art. 35.4 de la LOUA.
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Artículo 23.

1.   Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional serán vinculantes para 
los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio y para el Planeamiento Urbanístico 
General.

2.   En el Decreto de aprobación de los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional se determinarán los plazos para la adaptación de los Planes con Incidencia 
en la Ordenación del Territorio y del Planeamiento Urbanístico General, de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 11.1, d).

3.   Las propuestas de adaptación del Planeamiento Urbanístico General deberán ser 
tramitadas de acuerdo con el procedimiento establecido en la legislación urbanística para 
su revisión o modificación41.

4.   Las determinaciones de los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional que 
sean de aplicación directa prevalecerán desde su entrada en vigor sobre las determinaciones 
de los planes citados en el apartado 1 de este artículo anteriormente aprobados.

Artículo 24.

1.   La aprobación de Planes de Ordenación del Territorio implicará la declaración de 
utilidad pública y la necesidad de ocupación de los bienes y adquisición de derechos 
correspondientes, a los fines de expropiación, de ocupación temporal o de imposición o 
modificación de servidumbres.

2.   La declaración de utilidad pública y la necesidad de ocupación se referirá a los 
proyectos que se realicen en ejecución directa de los Planes de Ordenación del Territorio 
y también a los bienes y derechos comprendidos en los replanteos de los proyectos y en 
las modificaciones de obras que puedan aprobarse posteriormente.

3.   A los efectos indicados en los apartados anteriores, los proyectos de obras y sus 
modificaciones deberán comprender la definición de su localización y la determinación 
concreta e individualizada de los terrenos, construcciones u otros bienes o derechos que 
se estime preciso ocupar o adquirir, para la construcción, defensa, seguridad o servicio 
de aquéllas.

41  La innovación, mediante modificación o revisión se encuentra regulada en los artículos 36, 37 y 38 de la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.
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CAPITULO V

De la vigencia de los Planes de Ordenación del Territorio 
y de su revisión y modificación

Artículo 25.

Los Planes de Ordenación del Territorio a que se refiere el artículo 5.1 de esta Ley tendrán 
vigencia indefinida.

Artículo 26.

1.   A los efectos de esta Ley se entiende por revisión del Plan de Ordenación del Territorio 
de Andalucía la alteración de los objetivos del plan, así como de las determinaciones 
establecidas en el artículo 7, apartados 1, b), c) o e)42.

2.   Asimismo, se entiende por revisión de los Planes de Ordenación del Territorio de 
ámbito subregional la alteración de los objetivos del plan así como de las determinaciones 
establecidas en el artículo 11, apartados 1, b) o c)43.

3.   Se entiende por modificación cualquier otra alteración no incluida en los dos apartados 
anteriores44.

42  Son revisiones las modificaciones del POTA que afecten a:

– El esquema de articulación territorial, integrado por el sistema de ciudades y sus áreas de influencia, 
los principales ejes de comunicación del territorio, los criterios para la mejora de la accesibilidad y las 
infraestructuras básicas del sistema de transportes, hidráulicas, de las telecomunicaciones, de la energía y 
otras análogas.

– Los criterios territoriales básicos para la delimitación y selección de áreas de planificación territorial, 
ambiental, económica y sectorial.

– Los criterios territoriales básicos para el mejor uso, aprovechamiento y conservación del agua y demás 
recursos naturales y para la protección del patrimonio histórico y cultural.

43  Son revisiones de los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito Subregional (POTAS), las modificaciones 
que afecten a:

– El esquema de las infraestructuras básicas y la distribución de los equipamientos y servicios de ámbito o 
carácter supramunicipal necesarios para el desarrollo de los objetivos propuestos.

– La indicación de las zonas para la ordenación y compatibilización de los usos del territorio y para la protección 
y mejora del paisaje, de los recursos naturales y del patrimonio histórico y cultural, estableciendo los criterios 
y las medidas que hayan de ser desarrolladas por los distintos órganos de las Administraciones Públicas.

44 STS 261/2016, de 3 de febrero de 2016, (Roj:STS261/2016-ECLI:ES:TS:2016:261) relativa al POT del 
Campo de Gibraltar, reflexiona sobre lo que se considera modifica sustancial en un POTAS.
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Artículo 27.

1.   La revisión de los Planes de Ordenación del Territorio se someterá a las mismas 
disposiciones establecidas para su elaboración45.

2.   Corresponde al Consejo de Gobierno, a propuesta del Consejero de Obras Públicas 
y Transportes, acordar la formulación de las modificaciones del Plan de Ordenación del 
Territorio de Andalucía que, previa información pública, serán aprobadas por Decreto, 
dando cuenta al Parlamento de Andalucía46.

3.   Corresponde al Consejero de Obras Públicas y Transportes la formulación y aprobación 
de las modificaciones de los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, 
previa información pública y audiencia de las Corporaciones Locales afectadas47.

4.   Las modificaciones de los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subre-gional, 
que impliquen alteración de las determinaciones de los Planes con Incidencia en la Ordenación 
del Territorio, se someterán a las disposiciones establecidas para su revisión.

TITULO II

DE LA COORDINACIÓN, COOPERACIÓN Y ORGANIZACIÓN

Artículo 28.

1.   A los efectos de lo dispuesto en el artículo 348 de esta Ley, los órganos de la Ordenación 
del Territorio coordinarán las actividades de la Junta de Andalucía en esta materia y 
propondrán o adoptarán las medidas necesarias para prever y facilitar la concertación y 
cooperación con la Administración del Estado y con las Corporaciones Locales.

2.   Los acuerdos para la formulación de los planes previstos en esta Ley y de las bases 
o estrategias contendrán las disposiciones necesarias para garantizar la participación de 
las Corporaciones Locales en la elaboración y modificación de los mismos.

45  La elaboración del POTA se regula en el art. 8 y la de los POTAS en el art. 13.

46  Las modificaciones del POTA también son informadas por las Comisiones Territoriales de Ordenación 
del Territorio y Urbanismo (art. 12.1.a) Decreto 36/2014, de 11 de febrero), como por Consejo Andaluz de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo (art. 18.2.b) Decreto 36/2014, de 11 de febrero).

47 Las modificaciones de los POTAS también son informadas por las Comisiones Territoriales de Ordenación 
del Territorio y Urbanismo (art. 12.1.a) Decreto 36/2014, de 11 de febrero), como por Consejo Andaluz de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo (art. 18.2.b) Decreto 36/2014, de 11 de febrero).

48 “La actuación de las Administraciones Públicas se regirá a efectos de esta Ley por los principios de 
planificación, participación, cooperación y coordinación, y garantizará la plena aplicación y efectividad de los 
instrumentos y procedimientos en ella establecidos, sin perjuicio del respeto a las competencias atribuidas a 
cada una de ellas.”
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Artículo 29.

1.   Los órganos de la Administración del Estado que en el ejercicio de sus competencias 
lleven a cabo actividades de planificación de las relacionadas en el anexo de la presente 
Ley deberán someterlas, con carácter previo a su aprobación, a informe preceptivo del 
órgano competente en Ordenación del Territorio de la Junta de Andalucía49.

2.   El informe a que hace referencia el apartado anterior versará sobre la coherencia de 
la actividad de planificación de que se trate con la política de ordenación del territorio de 
la Comunidad Autónoma.

3.   El plazo para la emisión del informe será de dos meses, transcurrido el cual, sin 
pronunciamiento expreso, se considerará que el mismo tiene carácter favorable.

4.   Se propiciará que la resolución de las discrepancias que pudieran plantearse entre ambas 
Administraciones se realice de común acuerdo, para lo cual se constituirán comisiones mixtas 
de concertación que propondrán convenios o fórmulas de resolución de las mismas.

Artículo 30.

1.   Las actividades de intervención singular que se relacionan en el anexo, y que se efectúen 
en ausencia de plan de los previstos en esta Ley o no estén contempladas en los mismos, 
tendrán a efectos de esta Ley la consideración de Actuaciones con Incidencia en la Ordenación 
del Territorio y se someterán a informe del órgano competente en Ordenación del Territorio50.

2.   El informe a que hace referencia el apartado anterior versará sobre la coherencia 
territorial de la actuación en virtud de sus efectos en la Ordenación del Territorio y señalará, 
en su caso, las medidas correctoras, preventivas o compensatorias que deban adoptarse.

3.   El plazo para la emisión del informe será de dos meses, a partir de la recepción de 
la documentación a que se refiere el artículo 31, transcurrido el cual sin pronunciamiento 
expreso se considerará que el mismo tiene carácter favorable51.

49 Titular de la Consejería de Medio Ambiente y OT según artículo 4 del Decreto 36/2014, de 11 de febrero, 
por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Junta de Andalucía en materia 
de Ordenación del Territorio y Urbanismo.

50 Titular de la Secretaria General de Ordenación del Territorio y Sostenibilidad Urbana cuando su ámbito afecte 
a más de una provincia, artículo 5 del Decreto 36/2014, de 11 de febrero. Titular de la Delegación Territorial 
cuando su ámbito afecte a una sola provincia, artículo 13 Decreto 36/2014, de 11 de febrero.

51 Téngase en cuenta que la Disposición Adicional 3.ª de la Ley 5/2001, 4 junio, por la que se regulan las áreas 
de transporte de mercancías en la Comunidad Autónoma de Andalucía («B.O.J.A.» 19 junio), establece: «En 
relación con los centros de transporte de mercancías, el informe previsto en el artículo 30 de la Ley 1/1994, de 
11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, no será preceptivo cuando 
aquéllos estén previstos en el planeamiento urbanístico general.»
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Artículo 31.

A los efectos de lo establecido en el artículo anterior, el órgano promotor de la actuación 
remitirá la documentación que permita valorar las incidencias previsibles en la Ordenación 
del Territorio, considerando, según los casos, las que puedan tener en:

a) El sistema de ciudades.

b) Los principales ejes de comunicaciones y las infraestructuras básicas del sistema de 
transportes, de las telecomunicaciones y de la energía.

c) Los equipamientos educativos, sanitarios, culturales y de servicios sociales.

d) Los usos del suelo y la localización de las actividades económicas.

e) El uso, aprovechamiento y conservación de los recursos naturales básicos.

Artículo 32.

1.   Cuando existan discrepancias respecto al contenido del informe serán resueltas por 
el Consejo de Gobierno.

2.   Las discrepancias respecto de actuaciones de la Administración del Estado se 
resolverán en la forma prevista en el artículo 29, apartado 452.

Artículo 33.

1.   Como instrumento de apoyo a la toma de decisiones y de coordinación, el órgano 
competente en Ordenación del Territorio dispondrá de un sistema de información territorial, 
que integrará cuantos datos e informaciones se consideren necesarios para el desarrollo y 
aplicación de la política de la Junta de Andalucía en esta materia.

2.   Las Administraciones autonómica y local facilitarán al órgano gestor de dicho sistema 
la información solicitada, que sea relevante para el mismo.

3.   El sistema de información territorial incluirá, en todo caso, un Inventario de Ordenación 
del Territorio, en el que figurarán los planes y actuaciones previstos en esta Ley y el 
Planeamiento Urbanístico general.

52 Se propiciará Administraciones se realice de común acuerdo, para lo cual se constituirán comisiones mixtas 
de concertación que propondrán convenios o fórmulas de resolución de las mismas.
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53 Este órgano ha sido sustituido en el Decreto 36/2014, de 11 de febrero, por el Consejo Andaluz de OT y 
Urbanismo de OT y Urbanismo. Ver art. 18.2. del Decreto 36/2014, de 11 de febrero.
54 Ahora Comisiones Territoriales de Ordenación del Territorio y Urbanismo. Ver art. 12.1. del Decreto 36/2014, 
de 11 de febrero.

55 Las competencias en materia de protección de la legalidad corresponden a la Inspección de Ordenación 
del Territorio, Urbanismo y Vivienda de la Junta de Andalucía. El cuerpo de inspectores fue creado por la Ley 
13/2005, de 11 de noviembre, de Medidas para la Vivienda Protegida y el Suelo (Disposición Adicional Cuarta). 
Esta Inspección se inserta en la Secretaria General de Ordenación del Territorio y Sostenibilidad Urbana, según 
el Decreto 216/2015, de 14 de julio, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio.

Artículo 34.

La Comisión de Ordenación del Territorio y Urbanismo de Andalucía53, además de las 
competencias que le corresponden en virtud de otras disposiciones, es el órgano superior 
consultivo en materia de Ordenación del Territorio, debiendo informar, con carácter previo 
a su aprobación, los Planes de Ordenación del Territorio, sus revisiones y modificaciones.

Artículo 35.

Las Comisiones Provinciales de Ordenación del Territorio y Urbanismo54, además de las 
competencias que le correspondan en virtud de otras disposiciones, deberán informar, 
con carácter previo a su aprobación, los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional, sus revisiones y modificaciones.

TITULO III

DE LA PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD55

Artículo 36.

Los actos y acuerdos que infrinjan la presente Ley, o las disposiciones y Planes de 
Ordenación del Territorio aprobados con arreglo a la misma, podrán ser impugnados ante 
los órganos del orden jurisdiccional competente, de acuerdo con la legislación procesal 
del Estado.

Artículo 37.

1.   Las actividades de intervención singular que careciendo o sin ajustarse a las licencias 
preceptivas se ejecuten sin acomodarse a las determinaciones de esta Ley y de los Planes 
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de Ordenación del Territorio que les afecten, serán paralizadas por la Consejería de Obras 
Públicas y Transportes56, sin perjuicio de las responsabilidades a que hubiera lugar.

2.   Cuando la ejecución de las actividades a que se refiere el apartado anterior produzca 
una alteración ilegal de la realidad física, su titular deberá proceder a la restitución de la 
misma en la forma en que disponga la Consejería de Obras Públicas y Transportes.

3.   La Consejería de Obras Públicas y Transportes podrá imponer multas coercitivas 
sucesivas, a los particulares infractores, de hasta el 10 por 100 del presupuesto de 
la actividad, atendiendo al importe de la actividad, gravedad e incidencia territorial, en 
la forma que reglamentariamente se establezca y sin perjuicio de la posible ejecución 
subsidiaria por la propia Consejería a cargo de aquéllos.

4.   En cualquier caso el titular de la actividad deberá indemnizar los daños y perjuicios oca-
sionados. La valoración de los mismos se hará por la Consejería de Obras Públicas y Trans-
portes previa tasación contradictoria cuando el titular de aquélla no prestara conformidad.

TÍTULO IV57

DE LAS ACTUACIONES DE INTERÉS AUTONÓMICO58

Artículo 38. Declaración de Interés Autonómico. Efectos

1.   El Consejo de Gobierno podrá declarar de Interés Autonómico, por su especial 
relevancia derivada de su magnitud, su proyección económica y social o su importancia 
para la estructuración territorial de Andalucía, las actuaciones de carácter público 
contempladas en planes de ordenación del territorio y en planes con incidencia territorial. 

56 Las competencias en materia de protección de la legalidad corresponden a la Inspección de Ordenación 
del Territorio, Urbanismo y Vivienda de la Junta de Andalucía. El cuerpo de inspectores fue creado por la Ley 
13/2005, de 11 de noviembre, de Medidas para la Vivienda Protegida y el Suelo (Disposición Adicional Cuarta). 
Esta Inspección se inserta en la Secretaria General de Ordenación del Territorio y Sostenibilidad Urbana, según 
el Decreto 216/2015, de 14 de julio, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Medio 
Ambiente y Ordenación del Territorio.

57 Título IV «De las Actuaciones de Interés Autonómico» introducido por el artículo 43 de la Ley 3/2004, 28 
diciembre, de Medidas Tributarias, Administrativas y Financieras («B.O.J.A.» 31 diciembre). Vigencia: 1 enero 
2005. Véase el Acuerdo 17 febrero 2009, del Consejo de Gobierno, por el que se aprueba la propuesta de 
actuación para la implantación del Centro Tecnológico Avanzado de Energías Renovables de Andalucía, en el 
término municipal de Tabernas (Almería), y se declara de interés autonómico («B.O.J.A.» 19 marzo).

58 La Ley 2/2012, de 30 de enero, de Modificación de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, introduce una 
disposición adicional Undécima en la mismas denominada “Actuaciones de Relevancia Autonómica” para garantizar 
la integración de estas Actuaciones de Interés Autonómico en el planeamiento urbanístico.
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59  Actividades de intervención singular recogidas en el apartado II del Anexo II de la Ley.
60 Actualmente la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio. Dentro de la Consejería corresponde 
a la Secretaria General de OT y Sostenibilidad Urbana (art. 5 del Decreto 36/2014, de 11 de febrero) tramitar 
las declaraciones de interés autonómico.

61 Último párrafo del número 2 del artículo 38 introducido por el número 1 de la Disposición Final 2.ª de la Ley 
1/2008, 27 noviembre, de medidas tributarias y financieras de impulso a la actividad económica de Andalucía, 
y de agilización de procedimientos administrativos («B.O.J.A.» 11 diciembre). Vigencia: 12 diciembre 2008.

Asimismo, podrán ser objeto de esta declaración las actuaciones relativas a los ámbitos 
sectoriales citados en el Anexo II59 de la presente Ley. Esta declaración afectará y 
comprenderá las obras de titularidad pública a las que las actuaciones anteriores se 
refieran.

2.   La declaración de interés autonómico se realizará a propuesta de la Consejería 
competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo60, y previa iniciativa de la 
Consejería competente en razón a la actuación.

La declaración de interés autonómico requerirá del trámite de previa audiencia de las 
Administraciones Públicas afectadas, y en todo caso, del Ayuntamiento o Ayuntamientos 
de los municipios en cuyo término municipal se ubique la actuación.

La declaración se producirá una vez redactado el estudio informativo, anteproyecto u otro 
documento de análogo alcance, a los que se acompañará, a los efectos de lo previsto en 
este artículo, justificación del cumplimiento de los criterios establecidos en el apartado 
anterior.

En el acuerdo de declaración de Interés Autonómico, el Consejo de Gobierno podrá 
adoptar cuantas medidas se precisen para la construcción y explotación de las obras de 
titularidad pública por la Administración de la Junta de Andalucía, o en su caso, mediante 
la intervención de sus empresas públicas.

Lo previsto en este apartado y en el anterior no se aplicará en aquellos supuestos en los 
que la legislación sectorial de aplicación contenga normas específicas sobre la declaración 
de interés autonómico de determinadas obras de titularidad pública, así como en aquellos 
casos en los que la declaración esté prevista con tal carácter en los planes de ordenación 
del territorio o en los planes con incidencia territorial.

La declaración por el Consejo de Gobierno de actuaciones de interés autonómico cuyas 
determinaciones supongan una alteración de los Planes de Ordenación del Territorio de 
ámbito subregional implica la modificación de dichos planes61.
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3.   La aprobación por la Administración de la Junta de Andalucía de los estudios, proyectos 
y planes relativos a las actuaciones objeto de la declaración de Interés Autonómico, tendrá, 
de acuerdo con su alcance concreto, los siguientes efectos, además de los que pudiera 
prever la legislación sectorial de aplicación:

a) Llevará implícita la declaración de la utilidad pública y la necesidad de urgente ocupación 
a los efectos de la expropiación forzosa de los bienes y derechos necesarios para su 
ejecución.

b) Legitimará inmediatamente su ejecución siendo sus determinaciones directamente 
aplicables.

c) Sus determinaciones vincularán directamente al planeamiento del municipio o muni-
cipios afectados que, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b) anterior, deberán 
incorporar dichas determinaciones con ocasión de la siguiente innovación urbanística.

d) Dado el excepcional interés público que conlleva la declaración de Interés Autonómico, 
su construcción y puesta en funcionamiento no estarán sujetas a licencias ni, en 
general, a actos de control preventivo municipal, y ello sin perjuicio del procedimiento 
de armonización a que hace referencia el apartado 3 del artículo 170 de la Ley 
7/200262, de Ordenación Urbanística de Andalucía o el que prevea la legislación 
sectorial aplicable.

Artículo 39. Proyectos de Actuación

1.   Cuando las actuaciones a que se refiere el artículo anterior supongan la implantación 
de usos productivos, dotaciones, o cualesquiera otros análogos que precisen desarrollo 

62 “3. Se exceptúan igualmente de la regla prevista en el apartado 1 los actos promovidos por una Administración 
Pública en los que concurra un excepcional o urgente interés público. La Administración promotora del proyecto 
técnico deberá, para legitimar la misma, acordar su remisión al municipio correspondiente para que, en el 
plazo de un mes, comunique a aquélla la conformidad o disconformidad del mismo con el instrumento de 
planeamiento de aplicación.

Cuando estos actos sean promovidos por la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía o entidades 
adscritas o dependientes de la misma, en caso de comunicación de la disconformidad, las actuaciones deberán 
ser remitidas a la Consejería competente en materia de urbanismo para que, tras los informes correspondientes 
y junto con su propuesta, las eleve al Consejo de Gobierno, que decidirá sobre la procedencia de la ejecución 
del proyecto. El acuerdo que estime dicha procedencia, que posibilitará su inmediata ejecución, deberá ordenar 
la iniciación del procedimiento de innovación del instrumento de planeamiento.”

También se regula en el art. 10.5 del Decreto 60/2010, de 16 de marzo, por el que se aprueba el Reglamento 
de Disciplina Urbanística de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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urbanístico63, la declaración de Interés Autonómico se producirá mediante la aprobación 
por el Consejo de Gobierno de un proyecto de actuación a propuesta de la Consejería 
competente en materia de ordenación del territorio y urbanismo, previa iniciativa de la 
Consejería competente en razón de la actuación.

La aprobación del proyecto de actuación precisará audiencia de las Administraciones 
Públicas afectadas por plazo no inferior a dos meses; en todo caso, tendrán tal consideración 
el Ayuntamiento o Ayuntamientos del término municipal en que aquél se ubique.

Asimismo, la aprobación del proyecto de actuación requerirá de información pública por 
plazo no inferior a un mes y requerimiento de los informes y dictámenes u otro tipo de 
pronunciamientos de los órganos y entidades administrativas gestoras de los intereses 
públicos afectados que sean legalmente preceptivos.

2.   El proyecto de actuación contendrá las determinaciones de planificación y ejecución 
que se precisen para su realización efectiva.

En todo caso el proyecto de actuación deberá justificar la concreta ubicación de la 
actuación, su incidencia territorial y ambiental, y su grado de integración con la planificación 
y ordenación vigente; así como asegurar el adecuado funcionamiento de las obras e 
instalaciones que constituyan su objeto. El proyecto de actuación podrá prever la distinción 
entre espacios de dominio público y otros espacios de titularidad pública o privada.

Podrá considerarse proyecto de actuación a los efectos de este artículo y el anterior, 
cualquier documento previsto, con análogo alcance, en la legislación sectorial aplicable a 
la actuación de que se trate.

3.   La aprobación de todos los instrumentos y documentos que se precisen para el 
desarrollo y completa ejecución del proyecto de actuación, incluidos los proyectos de 
urbanización que procedieren, corresponderá en todo caso a la Consejería competente en 
materia de ordenación del territorio y urbanismo.

4.   Para el desarrollo de las actuaciones a que se refiere el presente artículo podrán 
celebrarse convenios de colaboración con el municipio o municipios afectados, en los que 
podrán concertarse los términos de la actuación y su ejecución.

5.   En lo no previsto en el presente artículo regirá lo dispuesto en el artículo anterior.

63 Que precisen equidistribución de beneficios y cargas y la ejecución de obras de urbanización. Ver Título IV de 
la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.
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TÍTULO V

DE LAS DECLARACIONES DE CAMPOS DE GOLF DE INTERÉS TURÍSTICO64

Artículo 40. Campos de golf de interés turístico65

1.   Si no existiera Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional o el mismo no 
contemplara expresamente la actuación de campos de golf objeto de declaración de Interés 
Turístico, bastará para su efectiva implantación conforme a su legislación específica que 
en el procedimiento de la declaración de campo de golf de Interés Turístico se dé audiencia 
a las Administraciones Públicas afectadas por plazo no inferior a dos meses, información 
pública por plazo no inferior a un mes, y requerimiento de los informes, dictámenes u 
otro tipo de pronunciamientos de los órganos y entidades administrativas gestores de los 
intereses públicos afectados, cuando sean legalmente preceptivos.

2.   Las determinaciones contenidas en la declaración de campo de golf de Interés 
Turístico vincularán directamente al planeamiento del municipio o municipios afectados, 
que deberán incorporarlas con ocasión de la siguiente innovación urbanística.

TÍTULO VI66

DE LAS INVERSIONES EMPRESARIALES DECLARADAS DE INTERÉS 
ESTRATÉGICO PARA ANDALUCÍA

Artículo 41. Inversiones empresariales declaradas de interés estratégico para 
Andalucía. Procedimiento y efectos

1.   El Consejo de Gobierno podrá declarar de interés autonómico las inversiones empre-
sariales declaradas de interés estratégico para Andalucía por la Comisión Delegada para 
Asuntos Económicos. Esta declaración afectará y comprenderá las obras que dichas 
inversiones requieran.

64 Título V introducido por el número 2 de la Disposición Final 2.ª de la Ley 1/2008, 27 noviembre, de medidas 
tributarias y financieras de impulso a la actividad económica de Andalucía, y de agilización de procedimientos 
administrativos («B.O.J.A.» 11 diciembre). Vigencia: 12 diciembre 2008.

65 Los Campos de Golf de Interés Turístico se encuentran regulados en el Capítulo V, artículos 22 y ss, del 
Decreto 43/2008, de 12 de febrero, regulador de las condiciones de implantación y funcionamiento de campos 
de golf en Andalucía. Mediante Orden de 13 de marzo de 2012 se desarrolla el procedimiento para obtener la 
declaración de campos de golf de interés turístico en Andalucía.

66 Título VI, introducido en su actual redacción por la disposición final segunda de la Ley 4/2011, 6 junio, de medidas 
para potenciar inversiones empresariales de interés estratégico para Andalucía y de simplificación, agilización admi-
nistrativa y mejora de la regulación de actividades económicas en la Comunidad Autónoma de Andalucía («B.O.J.A.» 
17 junio). Vigencia: 18 junio 2011.
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2.   La declaración de interés autonómico se realizará a propuesta de la Consejería compe-
tente en materia de ordenación del territorio y urbanismo67.

3.   La declaración de interés autonómico requerirá, en todo caso, del trámite de previa 
audiencia de las administraciones públicas afectadas y del ayuntamiento o ayuntamientos 
de los municipios en cuyo término municipal se ubique la actuación.

4.   La declaración se producirá una vez redactado el estudio informativo, anteproyecto u 
otro documento de análogo alcance, a los que se acompañará, a los efectos de lo previsto 
en este artículo, memoria justificativa en la que se acredite su especial relevancia para el 
desarrollo económico, social y territorial de Andalucía.

5.   La declaración tendrá, además de los que pudiera prever la legislación sectorial de 
aplicación, los siguientes efectos:

a) Llevará implícita, en su caso, la declaración de utilidad pública y la necesidad de 
urgente ocupación a los efectos de expropiación forzosa de los terrenos necesarios 
para las conexiones a las redes generales.

b) Previo otorgamiento de las correspondientes licencias, legitimará inmediatamente su 
ejecución, siendo sus determinaciones directamente aplicables.

c) La modificación de los planes de ordenación del territorio de ámbito subregional que 
no amparen las determinaciones del proyecto de actuación aprobado.

d) Dichas determinaciones vincularán directamente al planeamiento del municipio 
o municipios afectados, que, sin perjuicio de lo dispuesto en la letra b) anterior, 
deberán incorporar, en todo caso, dichas determinaciones en la siguiente innovación 
urbanística.

e) Los plazos para el otorgamiento de cualquier licencia que resulte precisa para la 
ejecución, apertura o funcionamiento de dichas obras e instalaciones quedarán 
reducidos a la mitad68, sin perjuicio de que el trámite de licencia previa pueda 
quedar sustituido por la correspondiente declaración responsable, de acuerdo con lo 
establecido en la normativa de aplicación69.

67 Actualmente Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio. Dentro de ésta el órgano responsable 
es la Secretaría General de Ordenación del Territorio y Sostenibilidad Urbana.

68 Se regula como una tramitación de urgencia. Ver art. 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

69 Se regula como una tramitación de urgencia. Ver art. 33 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del 
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
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6.   En el acuerdo de declaración de interés autonómico, el Consejo de Gobierno determi-
nará el alcance de la misma y las condiciones para su desarrollo, estableciendo las 
obligaciones que deberá asumir la persona promotora de la inversión empresarial objeto 
de la declaración.

7.   El incumplimiento de los requisitos y condiciones establecidos en la declaración de 
interés autonómico determinará, previa tramitación del oportuno expediente, su revocación 
por el Consejo de Gobierno, sin perjuicio de las responsabilidades en que hubiera podido 
incurrirse de acuerdo con la normativa que sea de aplicación.

TÍTULO VII70

PLAN DE PROTECCIÓN DEL CORREDOR LITORAL DE ANDALUCÍA71

Artículo 42. Objeto, efectos y ámbito

1.   El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía tiene por objeto establecer 
objetivos, criterios y determinaciones para la protección, conservación y puesta en valor 
de las zonas costeras de Andalucía, en el marco de lo establecido en el Plan de Ordenación 
del Territorio de Andalucía para el dominio litoral.

2.   El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía será vinculante para los Planes 
de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, y contendrá la documentación y 
producirá los demás efectos establecidos en esta Ley para dichos planes72.

3.   El ámbito del Plan incluirá al menos los primeros 500 m de la Zona de Influencia del 
Litoral73, y aquellas otras zonas necesarias para alcanzar los objetivos de protección y 
accesibilidad del sistema costero, de los municipios que se relacionan en el Anexo I74.

70 Título introducido por el art. 1.3 del Decreto-Ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en 
materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía. Vigencia 28 de noviembre de 2012.

71 Ver D 141/2015, 26 mayo, por el que se aprueba el Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía 
(«B.O.J.A.» 20 julio).

Ver Acuerdo 29 enero 2013, del Consejo de Gobierno, por el que se formula el Plan de Protección del Corredor 
Litoral de Andalucía («B.O.J.A.» 14 febrero).

72 Ver art. 23.1 de la LOTA.” Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional serán vinculantes 
para los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio y para el Planeamiento Urbanístico General”.

73 Ver art. 30 de la Ley 22/1988, de 18 de julio, de Costas.

74 Anexo introducido por el art. 1 del Decreto-Ley 5/2012, de 27 de diciembre, que contiene la relación de 
municipios afectados por el Plan de Protección del Corredor Litoral (PPCL).
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Artículo 43. Contenido del Plan

El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía tendrá el siguiente contenido:

a) Los objetivos territoriales a alcanzar y las propuestas a desarrollar durante la vigencia 
del Plan.

b) La delimitación concreta del ámbito territorial del Plan y de la Zona de Influencia del 
Litoral.

c) La indicación de zonas que por motivos territoriales o de protección deben ser 
preservadas del desarrollo urbanístico.

d) Las determinaciones precisas para garantizar un régimen homogéneo para las 
diferentes categorías de suelo no urbanizable de todo el ámbito del Plan.

e) El establecimiento de corredores o ámbitos de conexión del sistema costero con el 
interior territorial.

f) Las determinaciones de los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, 
de los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio y del planeamiento urbanístico 
que deban ser objeto de adaptación, justificando las alteraciones propuestas para los 
mismos.

g) Las previsiones para el desarrollo, seguimiento y ejecución del Plan.

Artículo 44. Procedimiento de elaboración y aprobación del Plan

1.   El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía se formulará por Acuerdo del 
Consejo de Gobierno a propuesta de la persona titular de la Consejería competente en 
materia de ordenación del territorio.

2.   Redactado el Plan se someterá, por un plazo no inferior a dos meses, a información 
pública y audiencia a las Administraciones y Entidades Públicas afectadas en razón de 
su competencia así como a las Corporaciones Locales que tengan todo o parte de su 
territorio incluido en el ámbito del Plan74.

74 El PPCL es informado con carácter previo a su aprobación por las Comisiones Territoriales de Ordenación 
del Territorio y Urbanismo (art. 12.1.b) Decreto 36/2014, de 11 de febrero), como por Consejo Andaluz de 
Ordenación del Territorio y Urbanismo (art. 18.2.d) Decreto 36/2014, de 11 de febrero).
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3.   El Plan será aprobado por Decreto del Consejo de Gobierno, dando cuenta al Parlamento 
de Andalucía y publicándose en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para su efectividad75.

4.   La revisión y modificación del Plan se adecuará a lo establecido al efecto en esta 
Ley para los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional. En todo caso, 
procederá la revisión cuando se alteren los objetivos del Plan y en los supuestos previstos 
por el mismo.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera

En el plazo máximo de un año a partir de la entrada en vigor de la presente Ley se acordará 
la formulación del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, en los términos previstos 
en el artículo 8 de la presente Ley.

Segunda76

El Planeamiento Urbanístico General y el Planeamiento Especial a que hace referencia 
el artículo 84.3 del Texto Refundido de la Ley sobre Régimen de Suelo y Ordenación 
Urbana77contendrán, junto a las determinaciones previstas por la legislación urbanística, 
la valoración de la incidencia de sus determinaciones en la Ordenación del Territorio, 
particularmente en el sistema de ciudades, sistema de comunicaciones y transportes, 
equipamientos, infraestructuras o servicios supramunicipales y recursos naturales básicos.

Tercera

1.   La Comisión de Urbanismo de Andalucía y las Comisiones Provinciales de Urbanismo 
pasan a denominarse, respectivamente, Comisión de Ordenación del Territorio y Urbanismo 
de Andalucía y Comisiones Provinciales de Ordenación del Territorio y Urbanismo78.

75 Su tramitación es igual que la de un Plan de Ordenación del Territorio de Ámbito Subregional. Ver art. 13 de 
la LOTA.

76 Ver Disposición Adicional Octava de la LOUA. Establece la necesidad de que tras la aprobación inicial de 
los planes generales se emita un informe de incidencia territorial por el órgano competente en materia de 
ordenación del territorio. Véase Orden de 3 de abril de 2007, por la que se regula la emisión del informe de 
incidencia territorial sobre los Planes Generales de Ordenación Urbanística y su tramitación ante la Comisión 
Interdepartamental de Valoración Territorial y Urbanística e Instrucción 1/2014 en relación a la incidencia 
territorial de los instrumentos de planeamiento general y la adecuación de los mismos a la planificación territorial.

77 Actualmente los instrumentos de planeamiento se regulan en el Título I de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, 
de Ordenación Urbanística de Andalucía.

78 Actualmente, desde el Decreto 36/2014, de 11 de febrero, Consejo Andaluz de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo y Comisiones Territoriales de Ordenación del Territorio y Urbanismo.
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2.   Por Decreto del Consejo de Gobierno78 se modificará la composición, estructura y 
funciones de dichas Comisiones, garantizándose la presencia de las Corporaciones 
Locales a través de la Asociación de Corporaciones Locales de mayor implantación en la 
Comunidad Autónoma.

Cuarta

1.   En el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía los instrumentos 
de ordenación del territorio establecidos en esta Ley sustituyen a los Planes Directores 
Territoriales de Coordinación previstos en el texto refundido de la Ley sobre Régimen 
del Suelo y Ordenación Urbana, aprobado por el Real Decreto 1/1992, de 26 de junio, 
no siendo de aplicación cuantas disposiciones se opongan a lo dispuesto en la presente 
Ley.

2.   Los Planes Directores Territoriales de Coordinación aprobados con anterioridad 
continúan en vigor a la promulgación de la presente Ley79. Su revisión o modificación se 
someterá a las disposiciones contenidas en esta Ley para los Planes de Ordenación del 
Territorio de ámbito subregional.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Primera

No será de aplicación lo establecido en los artículos 17, 18 y 29 a las actividades de 
planificación relacionadas en el anexo que se encuentren en tramitación a la entrada en 
vigor de la presente Ley, ni a los Planes de Ordenación de Recursos Naturales que afecten 
a espacios incluidos en la Ley 2/1989 de Inventario de Espacios Naturales Protegidos.

Segunda

No será de aplicación lo establecido en la disposición adicional segunda a los Planes 
Urbanísticos aprobados inicialmente, o a los que estando en grado de avance se aprueben 
inicialmente en el plazo de dos meses desde la entrada en vigor de la presente Ley.

78 Actualmente la composición y funciones del Consejo Andaluz de Ordenación del Territorio y Urbanismo y de 
las Comisiones Territoriales de Ordenación del Territorio y Urbanismo se regulan en el Decreto 36/2014, de 11 
de febrero, por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Junta de Andalucía 
en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo.

79 Sólo se aprobó el Plan Director Territorial de Coordinación de Doñana y su entorno (Decreto 181/1988, de 3 
de mayo). Éste ha sido sustituido por el Plan de Ordenación del Territorio ámbito de Doñana (Decreto 341/2003, 
9 diciembre).
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DISPOSICIONES FINALES

Primera

Por Decreto80 del Consejo de Gobierno se establecerán los órganos y las funciones que les 
correspondan a los mismos en desarrollo de la presente Ley.

Segunda

Se autoriza al Consejo de Gobierno para que dicte las disposiciones necesarias en 
desarrollo y aplicación de la presente Ley.

ANEXO I81

Provincia de Almería:

Adra, Almería, Berja, Carboneras, Cuevas de Almanzora, Ejido (El), Enix, Garrucha, Mojácar, 
Níjar, Pulpí, Roquetas de Mar, Vera.

Provincia de Cádiz:

Algeciras, Barbate, Barrios (Los), Cádiz, Chiclana de la Frontera, Chipiona, Conil de la 
Frontera, Línea de la Concepción (La), Puerto de Santa María (El), Puerto Real, Rota, San 
Fernando, San Roque, Sanlúcar de Barrameda, Tarifa, Vejer de la Frontera.

Provincia de Granada:

Albuñol, Almuñécar, Gualchos, Lújar, Motril, Polopos, Rubite, Salobreña, Sorvilán.

Provincia de Huelva:

Almonte, Ayamonte, Cartaya, Huelva, Isla-Cristina, Lepe, Lucena del Puerto, Moguer, Palos 
de la Frontera, Punta Umbría.

Provincia de Málaga:

Algarrobo, Benalmádena, Casares, Estepona, Fuengirola, Málaga, Manilva, Marbella, Mijas, 
Nerja, Rincón de la Victoria, Torremolinos, Torrox, Vélez-Málaga.

80 Ver Decreto 36/2014, 11 febrero, por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración 
de la Junta de Andalucía en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo («B.O.J.A.» 20 febrero).

81 Anexo I introducido por el apartado 4.º del artículo 1 del Decreto-Ley 5/2012, 27 noviembre, de medidas 
urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía («B.O.J.A.» 28 noviembre).Vigencia: 
28 noviembre 2012.
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ANEXO II82

Actividades de planificación e intervención singular en el ámbito 
de la Comunidad Autónoma

I.

Actividades de planificación

1. Planificación de ámbito regional y subregional de la red de carreteras.

2. Planificación de la red de carreteras de interés general del Estado.

3. Planificación de la red ferroviaria.

4. Planificación de ámbito regional y subregional del transporte público.

5. Planificación regional de centros de transporte de mercancías y de centros de 
actividades logísticas del transporte.

6. Planificación regional de los puertos de competencia de la Comunidad Autónoma.

7. Planificación de puertos de interés general del Estado.

8. Planificación de aeropuertos.

9. Planificación hidrológica.

10. Planificación regional y subregional de infraestructuras de aducción y depuración de 
aguas83.

11. Planificación de infraestructuras y equipamientos para la gestión de los residuos.

12. Planes de desarrollo y programas operativos para un ámbito territorial.

13. Planes de ordenación de recursos naturales.

14. Plan General del Turismo y Marcos Estratégicos para la Ordenación de los Recursos y 
las Actividades Turísticas84.

82 Anexo II renumerado por el apartado 5.º del artículo 1 del D-Ley [ANDALUCÍA] 5/2012, 27 noviembre, de 
medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía («B.O.J.A.» 28 noviembre), 
su contenido literal se corresponde con el del anterior Anexo único. Vigencia: 28 noviembre 2012.

83 Apartado I.10 del Anexo redactado por Disposición Final 2.ª de Ley 4/2010, 8 junio, de Aguas de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía («B.O.J.A.» 22 junio).Vigencia: 22 septiembre 2010.

84 Apartado I.14 del Anexo redactado por la Disposición Final 1.ª de la Ley 13/2011, 23 diciembre, del Turismo 
de Andalucía («B.O.J.A.» 31 diciembre).Vigencia: 31 enero 2012.
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15. Planificación de infraestructuras energéticas85.

16. Planificación regional o supramunicipal en materia de vivienda86.

17. Planificación regional o supramunicipal en materia de instalaciones deportivas87.

18. Otras actividades de planificación que se refieran a las materias que se relacionan en el 
anexo II88.

II.

Actividades de intervención singular

1. Nuevas carreteras, modificación de la clasificación o categoría de las carreteras.

2. Nuevas líneas ferroviarias, ampliación, cierre o reducción de las existentes.

3. Centros de transporte de mercancías y centros de actividades logísticas del transporte.

4. Nuevos puertos y aeropuertos o cambio de su funcionalidad.

5. Embalses destinados a abastecimiento de agua a poblaciones o para regadíos con 
una capacidad superior a 15 hm³.

6. Infraestructuras supramunicipales de aducción y depuración de aguas89.

7. Infraestructuras y equipamiento ambiental para el tratamiento de residuos.

8. Alteración de límites de términos municipales.

9. Creación de Areas Metropolitanas.

85 Número I.15 del Anexo redactado por el número 1 de la disposición adicional tercera de la Ley 2/2007, 27 
marzo, de fomento de las energías renovables y del ahorro y eficiencia energética de Andalucía («B.O.J.A.» 10 
abril).Vigencia: 11 julio 2007.

86 Número I.16 del Anexo renumerado por el número 3 de la disposición final segunda de la Ley 5/2016, 19 
julio, del Deporte de Andalucía («B.O.J.A.» 22 julio).Vigencia: 22 agosto 2016.

87 Número I.17 del Anexo introducido por el número 2 de la disposición final segunda de la Ley 5/2016, 19 julio, 
del Deporte de Andalucía («B.O.J.A.» 22 julio).Vigencia: 22 agosto 2016.

88 Número I.18 del Anexo renumerado por el número 3 de la disposición final segunda de la Ley 5/2016, 19 
julio, del Deporte de Andalucía («B.O.J.A.» 22 julio).Vigencia: 22 agosto 2016.

89 Apartado II.6 del Anexo redactado por Disposición Final 2.ª de Ley [ANDALUCÍA] 4/2010, 8 junio, de Aguas 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía («B.O.J.A.» 22 junio).Vigencia: 22 septiembre 2010.
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10. Transformación en regadío de zonas con superficie igual o superior a 500 Has.

11. Delimitación de zonas para el establecimiento de ayudas a empresas.

12. Localización de equipamientos o servicios supramunicipales referida a las siguientes materias:

– Educación: Centros de enseñanza secundaria posobligatoria.

–  Sanidad: Áreas sanitarias, hospitales y centros de especialidades.

–  Servicios sociales: Centros de servicios sociales comunitarios y centros de servicios 
sociales especializados.

–  Deportes: Instalaciones y equipamientos deportivos90.

13. Localización de grandes superficies comerciales, turísticas e industriales no previstas 
expresamente en el Planeamiento urbanístico general.

14. Actuaciones residenciales de interés supramunicipal con destino preferente a viviendas 
protegidas91.

90 Número II.12 del Anexo redactado por el número 4 de la disposición final segunda de la Ley [ANDALUCÍA] 
5/2016, 19 julio, del Deporte de Andalucía («B.O.J.A.» 22 julio). Vigencia: 22 agosto 2016.

91 Número II.14 del Anexo introducido por el apartado 2.º de la Disposición Final 3.ª de la Ley [ANDALUCÍA] 
1/2010, 8 marzo, Reguladora del Derecho a la Vivienda en Andalucía («B.O.J.A.» 19 marzo). Vigencia: 20 marzo 
2010.
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§ 1.2 DECRETO-LEY 5/2012, DE 27 DE NOVIEMBRE, DE MEDIDAS 
URGENTES EN MATERIA URBANÍSTICA Y PARA LA PROTECCIÓN

 DEL LITORAL DE ANDALUCÍA92  (Texto completo)

(BOJA núm. 233,  de 28 de Noviembre de 2012)

I

El Estatuto de Autonomía de Andalucía93, en su artículo 56, atribuye a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía la competencia exclusiva en materia de urbanismo y ordenación 
del territorio que incluye, entre otras facultades, el establecimiento y regulación de las 
directrices y figuras de planeamiento territorial así como la adecuada protección ambiental, 
y de ordenación del litoral que, respetando el régimen general del dominio público, incluye 
el establecimiento y regulación de los planes territoriales de ordenación y uso del litoral.

Andalucía cuenta con casi 1.000 kilómetros de costas, de características morfológicas 
diversas, en las que se alternan espacios muy antropizados con otros que mantienen 
sus condiciones naturales, si bien estos últimos han disminuido considerablemente en las 
últimas décadas. El progresivo proceso de ocupación del suelo por la urbanización, las 
infraestructuras y las actividades económicas ha conllevado, en algunos casos, la pérdida 
de ecosistemas valiosos, el deterioro del paisaje y el incremento de la carga contaminante 
vertida al litoral, entre otros efectos.

Actualmente en los ámbitos territoriales del litoral, que ocupan un 15% de la superficie de 
Andalucía, se asienta el 40% de la población, un porcentaje que se ha duplicado en las dos 
últimas décadas. Este proceso de transformación del suelo se ha producido en detrimento 
sobre todo, de las superficies forestales y naturales e incide además en la pérdida de 
identidad de la base territorial que sustenta a las actividades económicas estratégicas 
para Andalucía.

92 Publicado en BOJA núm. 233 de 28 de Noviembre de 2012. Vigencia desde 28 de Noviembre de 2012. Ha sido 
modificado por el Decreto-Ley 15/2014, de 25 de noviembre, por el que se modifica el Decreto-ley 5/2012, de 27 
de noviembre, de medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía.

93 Ley Orgánica 2/2007, de 19 de Marzo, por la que se aprueba la reforma del Estatuto de Autonomía de Andalucía.
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Esta problemática, común a otras zonas litorales del territorio español, ha dado lugar a 
que en la franja de los primeros 500 metros se haya construido casi el 40% de su territorio 
frente al 7% de hace 5 décadas. Y si bien la crisis económica ha frenado el proceso de 
urbanización, ello no se ha reflejado aún en los modelos urbanísticos de los planeamientos 
municipales, que responden, en su mayoría, a expectativas justificadas por demandas 
exógenas propias de otra situación socioeconómica. Ello implica que, en las zonas 
próximas a la costa, a veces con valores ambientales o paisajísticos reconocidos como 
valiosos por la sociedad actual, existan importantes superficies de suelo urbanizable, en 
muchos casos sin integración alguna con los núcleos urbanos existentes, que deben jugar 
un papel relevante en la protección y revalorización del frente litoral.

Sin embargo, el espacio costero como sistema interdependiente, precisa de un enfoque 
unitario e integrador que permita encauzar las dinámicas de crecimiento urbanístico que 
tienen un alcance supramunicipal e incluso regional, pues sobre la calidad ambiental y 
paisajísticas del litoral se sustenta una parte muy importante de la competitividad de 
los destinos turísticos de Andalucía. Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional han establecido criterios al planeamiento urbanístico para la ordenación de los 
municipios costeros, pero se precisa un instrumento específico de protección que aborde 
el corredor litoral en su integridad a la escala adecuada, a fin de servir de orientación a los 
planes municipales en su ordenación detallada.

El Decreto-Ley crea la figura del Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía con 
el objetivo de salvaguardar los intereses autonómicos presentes en esta zona, de forma 
que se garantice la protección y puesta en valor de la franja más próxima a la costa, y 
mantener libres de urbanización los espacios no edificados que no sean necesarios para 
la normal expansión de nuestros pueblos y ciudades, propiciando un desarrollo urbanístico 
sostenible adecuado a la capacidad de acogida del territorio. Su ámbito incluye los 
terrenos situados a una distancia inferior a 500 metros desde el límite interior de la ribera 
del mar, que corresponden a la Zona de Influencia del Litoral establecida en el artículo 30 
de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, excluyendo de la misma las zonas contiguas 
a las márgenes de los ríos.

El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía se incorpora a la planificación 
territorial mediante la modificación de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del 
Territorio de Andalucía, añadiéndose un nuevo Título que regula su alcance, contenido 
y tramitación. Complementariamente, para garantizar la elaboración del Plan de forma 
inmediata, se establece el plazo máximo de dos años para su aprobación y la adopción de 
medidas cautelares urgentes y de carácter excepcional que afectarán al ámbito del Plan 
durante los primeros seis meses desde su formulación, y que se mantendrán hasta su 
aprobación exclusivamente para los suelos que pudieran verse afectados por la ordenación 
que se establezca en el documento de Plan que salga a información pública. Ello con el 
fin de garantizar que la actividad urbanística que se desarrolle durante la elaboración del 
Plan no reste eficacia al mismo en el momento de su aprobación. Estas últimas medidas 
justifican la adopción de la figura de Decreto-Ley.
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93 Mediante Decreto 206/2006, de 28 de noviembre, por el que se adapta el Plan de Ordenación del Territorio 
de Andalucía a las Resoluciones aprobadas por el Parlamento de Andalucía en sesión celebrada los días 25 y 
26 de octubre de 2006 y se acuerda su publicación.

94 Ver Capítulo II del Decreto 11/2008, de 22 de enero, por el que se desarrollan procedimientos dirigidos a 
poner suelo urbanizado en el mercado con destino preferente a la construcción de viviendas protegidas.

I I

Mediante el Decreto 129/2006, de 27 de junio, el Consejo de Gobierno aprobó el Plan de 
Ordenación del Territorio de Andalucía, en el que se establecen criterios para promover 
un crecimiento sostenible de las ciudades de Andalucía. Para garantizar la efectividad 
del modelo urbano propuesto y como consecuencia de las Resoluciones introducidas 
por el Parlamento, se establecieron límites al crecimiento en el planeamiento urbanístico 
municipal94.

Sin embargo, de los 62 municipios costeros sólo 10 han revisado sus planes para 
adaptarse al mencionado Plan regional. Y este porcentaje no es superior en el conjunto de 
Andalucía donde de los 595 municipios con planeamiento sólo 68 (11%) se han aprobado 
con posterioridad, y están, por tanto, adaptados al Plan de Ordenación del Territorio de 
Andalucía.

En los últimos años, por la Comunidad Autónoma y por los municipios se ha realizado un 
importante esfuerzo en adecuar los planeamientos a la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, 
de Ordenación Urbanística de Andalucía, lo que ha permitido calificar suelo para la 
construcción de unas 285.000 viviendas protegidas. Pero el instrumento de adaptación 
parcial95 del planeamiento no permite la revisión de los modelos urbanísticos –en los que 
hay previstos suelos para la construcción de aproximadamente un millón de viviendas– y 
su adecuación a las determinaciones que para la sostenibilidad del sistema urbano se 
establecen en el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía.

Transcurrido más de seis años desde la aprobación del Plan de Ordenación del Territorio de 
Andalucía, resulta necesario evitar los desequilibrios territoriales que se hayan producido 
entre los planeamientos elaborados en los últimos años, en los que se han respetado 
los límites de crecimiento establecidos en dicho Plan, y los aprobados con anterioridad, 
que responden en muchos casos a modelos de crecimiento no sostenibles, alejados del 
actual contexto socioeconómico y de los criterios y limitaciones establecidos en el Plan de 
Ordenación del Territorio de Andalucía. El Decreto-Ley aborda esta cuestión estableciendo 
plazos para la adecuación de los planeamientos urbanísticos a dicho Plan y adoptando 
medidas, en caso de incumplimiento, para la aplicación directa de las determinaciones 
sobre limitación del crecimiento establecidas en el mismo que resultan consustanciales 
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con la sostenibilidad del modelo urbanístico. Esta medida justifica así mismo la adopción 
de la figura de Decreto-Ley.

I I I

Igualmente, resulta necesario agilizar la aprobación del planeamiento urbanístico, cuya 
tramitación se ha hecho más compleja en los últimos años por la existencia de numerosos 
informes preceptivos exigidos por las distintas normativas sectoriales, con diferentes 
procedimientos y plazos para su emisión. Ello motivó que la Ley 2/2012, de 30 de enero, 
de modificación de la Ley 7/2002, de 17 de enero, de Ordenación Urbanística de Andalucía, 
incorporase en su artículo 32.1.2.ª, la creación de un órgano colegiado de coordinación95, 
encargado de la recepción y remisión de los informes, dictámenes o pronunciamientos 
de los distintos órganos y entidades representativas que intervienen en la tramitación del 
planeamiento urbanístico, estableciendo la Disposición adicional cuarta de dicha Ley el 
plazo de un año para la creación del citado órgano.

La disparidad de plazos fijados imposibilita el funcionamiento de este órgano de coor-
dinación y, en consecuencia, la agilización efectiva de la tramitación del planeamiento, 
por lo que resulta necesario y urgente que, antes de la aprobación del Decreto por el que 
se crea el órgano colegiado de coordinación, se armonicen los plazos para la emisión 
de los informes preceptivos, regulados mediante una norma con rango de Ley, de forma 
que se garantice su emisión conjunta por el órgano colegiado en un plazo máximo de tres 
meses. Es por ello que se modifican puntualmente diversas legislaciones reguladoras de 
los plazos de emisión de los citados informes.

I V

El presente Decreto-Ley viene pues a establecer un conjunto de medidas legislativas muy 
concretas en el ámbito de la ordenación del territorio y el urbanismo cuyo objeto es posibilitar 
la intervención inmediata en la protección del ámbito litoral e incentivar el cumplimiento 
de las determinaciones del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía. Además, se 
incluyen medidas para agilizar la tramitación del planeamiento urbanístico y conseguir 
de una manera efectiva e inmediata los fines antes reseñados. Medidas legislativas cuya 
extraordinaria y urgente necesidad encuentran plena justificación en el contexto de la grave 

95 Comisión Provincial de Coordinación Urbanística, regulada en el Capítulo I del Título I, arts. 14, 15 y 16, del 
Decreto 36/2014, de 11 de febrero, por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración 
de la Junta de Andalucía en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo.
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crisis económica en la que nos encontramos, ya que la agilización perseguida favorecerá 
el desarrollo de las actividades económicas y coadyuvará a salvaguardar de la forma más 
inmediata posible la calidad ambiental y paisajística del litoral, que sustenta una parte muy 
importante de la competitividad de sus destinos turísticos. Con ello se evitan situaciones 
irreversibles tanto en la protección de nuestro litoral como en el conjunto de la región que 
pongan en peligro la sostenibilidad de nuestro sistema territorial y urbano. En particular, 
la tramitación como Decreto Ley se justifica por la necesidad de suspender de forma 
inmediata y urgente durante la elaboración del Plan de Protección del Corredor Litoral de 
Andalucía la tramitación de los planes de sectorización y de los planes parciales en suelo 
urbanizable ubicados en el ámbito del Plan.

Por todo ello, en ejercicio de la facultad concedida por el artículo 110 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, a propuesta del Consejero de Agricultura, Pesca y Medio 
Ambiente, y de conformidad con lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley 6/2006, de 24 
de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, previa deliberación del 
Consejo de Gobierno, en su reunión celebrada el día 27 de noviembre de 2012.

DISPONGO

Artículo 1. Modificación de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del 
Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía

La Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de Andalucía, se modifica en 
los siguientes términos:

Uno. Se modifica el artículo 5.1 que queda con la siguiente redacción:

"1.   La planificación territorial se realizará a través de los siguientes instrumentos:

a) El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía.

b) El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía.

c) Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional".

Dos. Se modifica el artículo 22.1 que queda con la siguiente redacción:

"1. El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía será vinculante para el resto 
de los instrumentos de planificación territorial, para los Planes con Incidencia en la 
Ordenación del Territorio y para el planeamiento urbanístico general".

Tres. Se incluye un nuevo Título con la siguiente redacción:
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"Título VII

PLAN DE PROTECCIÓN DEL CORREDOR LITORAL DE ANDALUCÍA

Artículo 42. Objeto, efectos y ámbito

1.   El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía tiene por objeto establecer 
objetivos, criterios y determinaciones para la protección, conservación y puesta en 
valor de las zonas costeras de Andalucía, en el marco de lo establecido en el Plan de 
Ordenación del Territorio de Andalucía para el dominio litoral.

2.   El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía será vinculante para 
los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, y contendrá la 
documentación y producirá los demás efectos establecidos en esta Ley para dichos 
planes.

3.   El ámbito del Plan incluirá al menos los primeros 500 m de la Zona de Influencia 
del Litoral, y aquellas otras zonas necesarias para alcanzar los objetivos de protección 
y accesibilidad del sistema costero, de los municipios que se relacionan en el Anexo I.

Artículo 43. Contenido del Plan

El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía tendrá el siguiente contenido:

a) Los objetivos territoriales a alcanzar y las propuestas a desarrollar durante la 
vigencia del Plan.

b) La delimitación concreta del ámbito territorial del Plan y de la Zona de Influencia 
del Litoral.

c) La indicación de zonas que por motivos territoriales o de protección deben ser 
preservadas del desarrollo urbanístico.

d) Las determinaciones precisas para garantizar un régimen homogéneo para las 
diferentes categorías de suelo no urbanizable de todo el ámbito del Plan.

e) El establecimiento de corredores o ámbitos de conexión del sistema costero con 
el interior territorial.

f) Las determinaciones de los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional, de los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio y del 
planeamiento urbanístico que deban ser objeto de adaptación, justificando las 
alteraciones propuestas para los mismos.

g) Las previsiones para el desarrollo, seguimiento y ejecución del Plan.
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Artículo 44. Procedimiento de elaboración y aprobación del Plan

1.   El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía se formulará por Acuerdo 
del Consejo de Gobierno a propuesta de la persona titular de la Consejería competente 
en materia de ordenación del territorio.

2.   Redactado el Plan se someterá, por un plazo no inferior a dos meses, a información 
pública y audiencia a las Administraciones y Entidades Públicas afectadas en razón de 
su competencia así como a las Corporaciones Locales que tengan todo o parte de su 
territorio incluido en el ámbito del Plan.

3.   El Plan será aprobado por Decreto del Consejo de Gobierno, dando cuenta al 
Parlamento de Andalucía y publicándose en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía 
para su efectividad.

4.   La revisión y modificación del Plan se adecuará a lo establecido al efecto en esta 
Ley para los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional. En todo caso, 
procederá la revisión cuando se alteren los objetivos del Plan y en los supuestos 
previstos por el mismo".

Cuatro. Se incluye un nuevo Anexo I con la siguiente redacción:

"ANEXO I

Provincia de Almería:

Adra, Almería, Berja, Carboneras, Cuevas de Almanzora, Ejido (El), Enix, Garrucha, 
Mojácar, Níjar, Pulpí, Roquetas de Mar, Vera.

Provincia de Cádiz:

Algeciras, Barbate, Barrios (Los), Cádiz, Chiclana de la Frontera, Chipiona, Conil de la 
Frontera, Línea de la Concepción (La), Puerto de Santa María (El), Puerto Real, Rota, 
San Fernando, San Roque, Sanlúcar de Barrameda, Tarifa, Vejer de la Frontera.

Provincia de Granada:

Albuñol, Almuñécar, Gualchos, Lújar, Motril, Polopos, Rubite, Salobreña, Sorvilán.

Provincia de Huelva:

Almonte, Ayamonte, Cartaya, Huelva, Isla-Cristina, Lepe, Lucena del Puerto, Moguer, 
Palos de la Frontera, Punta Umbría.

Provincia de Málaga:

Algarrobo, Benalmádena, Casares, Estepona, Fuengirola, Málaga, Manilva, Marbella, 
Mijas, Nerja, Rincón de la Victoria, Torremolinos, Torrox, Vélez-Málaga".

Cinco. El Anexo de la Ley 1/1994, de 11 de enero, pasa a ser el Anexo II.
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Artículo 2. Adopción de medidas cautelares urgentes en el ámbito del litoral

1.   Desde la entrada en vigor del presente Decreto-Ley y hasta tanto se apruebe el Plan de 
Protección del Corredor Litoral de Andalucía, en los municipios costeros que se relacionan 
en el Anexo, cuyo planeamiento general ha sido aprobado con anterioridad a la entrada en 
vigor del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, se suspende el procedimiento para 
la aprobación de los planes de sectorización y de los planes parciales96 en suelo urbanizable 
en los ámbitos que incluyan terrenos situados a una distancia inferior a 500 metros medidos 
en proyección horizontal tierra adentro, desde el límite interior de la ribera del mar.

2.   Desde el inicio de la información pública del Plan de Protección del Corredor Litoral 
de Andalucía97, la suspensión a que hace referencia el apartado 1 solo será de aplicación 
a los sectores afectados por las determinaciones de dicho Plan que se identifiquen 
expresamente en el documento sometido a dicho trámite.

3.   Las medidas de suspensión a que se refiere el apartado primero tendrán una vigencia 
máxima de dos años y seis meses98 desde la entrada en vigor de este Decreto-Ley y 
quedarán sin efecto si dentro de dicho plazo se produce la adaptación del respectivo 
Plan General de Ordenación Urbanística a las determinaciones del Plan de Ordenación del 
Territorio de Andalucía99. Esta suspensión se extingue, en todo caso, con la entrada en 
vigor del Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía.

Artículo 3. Medidas urgentes de adecuación del planeamiento urbanístico al 
Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía

1.   Los municipios que a la entrada en vigor del presente Decreto-Ley no hayan adaptado 
su planeamiento general a las determinaciones establecidas en el Plan de Ordenación 
del Territorio de Andalucía y a los criterios para su desarrollo, deberán hacerlo mediante 
la revisión de dicho planeamiento en el plazo establecido en el respectivo instrumento 
de planeamiento general a la entrada en vigor de este Decreto-Ley o, si éste no lo 
estableciera, en el plazo máximo de ocho años desde su aprobación definitiva por la 
Consejería competente en materia de urbanismo.

96 Figuras de planeamiento urbanístico reguladas, respectivamente, en el artículo 12 y 13 de la Ley 7/2002, 
de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.

97 Orden de 24 de julio de 2013, por la que se somete a información pública el Plan de Protección del Corredor 
Litoral de Andalucía y su Informe de Sostenibilidad Ambiental. Boja de 29 de julio de 2013.

98 Se amplió el plazo inicial de dos años en seis meses por Decreto-Ley 15/2014, de 25 de noviembre, por el 
que se modifica el Decreto-ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en materia urbanística y para 
la protección del litoral de Andalucía.

99 En particular a los límites de crecimiento establecidos en la norma 45.4 del POTA.
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100 Ver Norma 45.4 del POTA:

“4. Como norma y criterio general, serán criterios básicos para el análisis y evaluación de la incidencia y coherencia 
de los Planes Generales de Ordenación Urbanística con el modelo de ciudad establecido en este Plan los siguientes: 
a) La dimensión del crecimiento propuesto, en función de parámetros objetivos (demográfico, del parque de 
viviendas, de los usos productivos y de la ocupación de nuevos suelos por la urbanización), y su relación con 
la tendencia seguida para dichos parámetros en los últimos diez años, debiendo justificarse adecuadamente 
una alteración sustancial de los mismos. Con carácter general no se admitirán los crecimientos que supongan 
incrementos de suelo urbanizable superiores al 40% del suelo urbano existente ni los crecimientos que supongan 
incrementos de población superiores al 30% en ocho años. (…/..)”.
101 Se amplió el plazo inicial de dos años en seis meses por Decreto-Ley 15/2014, de 25 de noviembre, por 
el que se modifica el Decreto-ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en materia urbanística y 
para la protección del litoral de Andalucía.
102 Decreto 141/2015, de 26 de mayo, por el que se aprueba el Plan de Protección del Corredor Litoral 
de Andalucía. Previamente se prorrogó su aprobación 6 meses mediante el Decreto-Ley 15/2014, de 25 de 
noviembre, por el que se modifica el Decreto-ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en materia 
urbanística y para la protección del litoral de Andalucía.

Habiendo transcurrido el plazo a que se refiere el párrafo anterior sin que se haya aprobado 
la revisión, la Consejería competente en materia de urbanismo, previo requerimiento al 
municipio correspondiente, podrá sustituir la inactividad municipal conforme a lo dispuesto 
en el artículo 36.3 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía.

2.   Transcurrido el plazo de revisión sin que ésta se haya aprobado, no se podrán tramitar 
instrumentos de planeamiento de desarrollo que supongan para el municipio un crecimiento 
superior a los límites establecidos en la Norma 45100 del Plan de Ordenación del Territorio 
de Andalucía y en los criterios para su desarrollo.

Disposición adicional única. 

Plazo para la aprobación del Plan de Protección del Corredor Litoral

El Consejo de Gobierno deberá aprobar el Plan de Protección del Corredor Litoral de 
Andalucía en el plazo de dos años y seis meses101 desde la entrada en vigor de este 
Decreto-ley. Excepcionalmente, el referido plazo será ampliable por Acuerdo del Consejo 
de Gobierno sin que ello afecte a lo establecido en el artículo 2.3. Dicho Plan se someterá 
a información pública en un plazo no superior a seis meses desde su formulación102.

Disposición transitoria única. 

Régimen transitorio

La regulación establecida en las Disposiciones finales primera a octava de este Decreto-
Ley no serán de aplicación a los informes preceptivos solicitados a su entrada en vigor, los 
cuales se emitirán conforme a la normativa vigente en el momento de su solicitud.
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Disposición final primera. 

Modificación de la Ley 9/2010, de 30 de julio, de Aguas de Andalucía

1.   Se modifica el artículo 11.7.b) de la Ley 9/2010, de 30 de julio, de Aguas de Andalucía, 
que queda con la siguiente redacción:

 «b) Informar los instrumentos de ordenación territorial con anterioridad a su aprobación 
y los de planeamiento urbanístico tras su aprobación inicial.»

2.   Se modifica el párrafo primero del artículo 42.2 de la Ley 9/2010, de 30 de julio, de 
Aguas de Andalucía, que queda con la siguiente redacción:

 «2. La Administración competente para la tramitación de los instrumentos de 
ordenación del territorio y de planeamiento urbanístico solicitará a la Consejería 
competente en materia de agua informe sobre cualquier aspecto que sea de su 
competencia y, en todo caso, sobre las infraestructuras de aducción y depuración. 
El informe se solicitará con anterioridad a la aprobación de los planes de ordenación 
territorial y tras la aprobación inicial de los instrumentos de planeamiento urbanístico. 
El informe tendrá carácter vinculante y deberá ser emitido en el plazo máximo de tres 
meses, entendiéndose favorable si no se emite en dicho plazo.»

Disposición final segunda. 

Modificación de la Ley 8/2001, de 12 de julio, de Carreteras de Andalucía

Se modifica el artículo 35.2 de la Ley 8/2001, de 12 de julio, de Carreteras de Andalucía, 
que queda con la siguiente redacción:

 «2. Aprobado inicialmente el instrumento de planeamiento urbanístico, éste se someterá 
a informe vinculante de la Consejería competente en materia de carreteras, que versará 
exclusivamente sobre las afecciones a la red de carreteras de Andalucía y que deberá 
evacuarse en el plazo máximo de tres meses. Si transcurrido dicho plazo no se hubiera 
evacuado el informe citado, se entenderá su conformidad al plan propuesto.»

Disposición final tercera. 

Modificación de la Ley 9/2006, de 26 de diciembre, de Servicios Ferroviarios 
de Andalucía

Se modifica el párrafo segundo del artículo 11.2 de la Ley 9/2006, de 26 de diciembre, 
de Servicios Ferroviarios de Andalucía, que queda con la siguiente redacción:

 «Aprobado inicialmente el instrumento de planeamiento urbanístico, éste se someterá 
a informe vinculante de la Consejería competente en materia de transportes y de la 
entidad administradora de las infraestructuras ferroviarias, y que deberán emitirlo en 
el plazo máximo de tres meses. Si transcurrido dicho plazo no se hubiera evacuado el 
informe citado, se entenderá su conformidad al plan propuesto.»
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Disposición final cuarta. 

Modificación de la Ley 21/2007, de 18 de diciembre, de Régimen Jurídico y 
Económico de los Puertos de Andalucía

Se modifica el párrafo segundo del artículo 14.2 de la Ley 21/2007, de 18 de diciembre, 
de Régimen Jurídico y Económico de los Puertos de Andalucía, que queda con la siguiente 
redacción:

 «Este informe deberá emitirse en el plazo de tres meses y se entenderá favorable en 
caso de no emitirse en dicho plazo, salvo que afecte al dominio o al servicio público 
de titularidad autonómica.»

Disposición final quinta. 

Modificación de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística 
de Andalucía

Se modifica la letra c) del artículo 18.3 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de 
Ordenación Urbanística de Andalucía, que queda con la siguiente redacción:

 «c) En las áreas o sectores que contengan reservas de terrenos para viviendas 
protegidas, el Plan General de Ordenación Urbanística o, en su defecto, el instrumento 
de planeamiento que contenga la ordenación detallada especificará los plazos para 
el inicio y terminación de estas viviendas, plazos que deberán contar con informe 
favorable de la Consejería competente en materia de vivienda, que lo ha de emitir en 
un plazo máximo de tres meses, transcurrido el cual se entenderá aprobado el plazo 
que contenga el instrumento de planeamiento.»

Disposición final sexta. 

Modificación de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio Histórico 
de Andalucía

Se modifica el artículo 29.4 de la Ley 14/2007, de 26 de noviembre, del Patrimonio 
Histórico de Andalucía, que queda con la siguiente redacción:

 «4. Aprobado inicialmente el plan o programa de que se trate, cuando incida sobre 
bienes incoados o inscritos en el Catálogo General del Patrimonio Histórico de 
Andalucía, en el Inventario de Bienes Reconocidos o sobre Zonas de Servidumbre 
Arqueológica, se remitirá a la Consejería competente en materia de patrimonio histórico 
para su informe, que tendrá carácter preceptivo cuando se trate de instrumentos 
de ordenación territorial y carácter vinculante cuando se trate de instrumentos de 
ordenación urbanística o de planes o programas sectoriales. El informe deberá ser 
emitido en el plazo de tres meses. En caso de no ser emitido en este plazo, se 
entenderá favorable.»
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Disposición final séptima. 

Modificación de la Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública de 
Andalucía

1.   Se modifica el artículo 58.2 de la Ley 16/2011, de 23 de diciembre, de Salud Pública 
de Andalucía, que queda con la siguiente redacción:

 «2. En los procedimientos de aprobación de instrumentos de planeamiento urbanístico 
a los que se refiere la letra b), del artículo 56.1, será preceptivo y vinculante el informe 
de evaluación de impacto en salud, que deberá emitirse en el plazo máximo de tres 
meses. Si transcurrido dicho plazo no se hubiera evacuado el informe citado, se 
entenderá su conformidad al plan propuesto.»

2.   Se añade un nuevo apartado 3 al artículo 58 de la Ley 16/2011, de 23 de diciembre, 
de Salud Pública de Andalucía, con la siguiente redacción:

 «3. En los procedimientos de autorización de actividades y obras, y sus proyectos, 
a los que se refiere las letras c) y d) del artículo 56.1, será preceptivo y vinculante el 
informe de evaluación de impacto en salud, que deberá emitirse en el plazo máximo 
de un mes. Excepcionalmente, mediante resolución motivada, dicho plazo podrá ser 
ampliado hasta un máximo de tres meses. De no emitirse el informe a que se refiere el 
párrafo anterior en el plazo señalado, se estará a lo dispuesto en el artículo 83 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, del Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común.»

Disposición final octava. 

Modificación del Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de marzo, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Comercio Interior de Andalucía

Se modifica el artículo 36.3 del Decreto Legislativo 1/2012, de 20 de marzo, por el que 
se aprueba el texto refundido de la Ley del Comercio Interior de Andalucía, con la siguiente 
redacción:

 «3. La Consejería competente en materia de comercio interior deberá emitir el informe 
comercial solicitado respecto al planeamiento general en el plazo máximo de tres 
meses. Cuando se trate de planeamiento de desarrollo el plazo será de un mes a 
contar desde la entrada de la solicitud con la documentación completa en su registro. 
El silencio tendrá carácter favorable.»

Disposición final novena. 

Desarrollo reglamentario

El desarrollo reglamentario de este Decreto-Ley se llevará a cabo de acuerdo con lo 
dispuesto en los artículos 112 y 119.3 del Estatuto de Autonomía de Andalucía y 44 de 
la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.
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Disposición final décima. Entrada en vigor.

El presente Decreto-Ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial 
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 27 de noviembre de 2012

José Antonio Griñán Martínez
Presidente de la Junta de Andalucía

Luis Planas Puchades
Consejero de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente
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Por Acuerdo de 29 de enero de 2013, el Consejo de Gobierno formuló el Plan de Protección 
del Corredor Litoral de Andalucía, conforme a lo especificado por el artículo 44.1 de la Ley 
1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de Andalucía.

Redactado el Plan, junto con su Informe de Sostenibilidad Ambiental, se sometió a 
información pública y audiencia a las Administraciones, Corporaciones Locales y Entidades 
Públicas afectadas.

Durante el periodo de información pública se han presentado 918 escritos que contienen un 
total de 3.547 alegaciones, que han sido tipificadas e informadas técnica y jurídicamente 
por los servicios técnicos de la Secretaría General de Ordenación del Territorio y Cambio 
Climático de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio.

El elevado número de municipios afectados (62) y la activa participación habida durante la 
información pública, tanto de las organizaciones empresariales, sindicales y ecologistas, 
como de los grupos profesionales y centros universitarios, formulando propuestas y 
alternativas de gran importancia, ha puesto de manifiesto la necesidad de ampliar las 
tareas de concertación que posibiliten alcanzar el grado de consenso adecuado sobre el 
contenido del Plan, siendo imposible llevarlas a cabo en el plazo fijado por la disposición 
adicional única del Decreto-ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en 
materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía. Por todo ello, y para 
facilitar asimismo los trabajos de la Comisión de Redacción del Plan, resulta necesario 
ampliar el plazo de aprobación del Plan en seis meses.

La ampliación del plazo de aprobación del Plan de Protección del Corredor Litoral de 
Andalucía podría llevarse a cabo mediante Acuerdo del Consejo de Gobierno, en virtud 
de la habilitación que la Disposición adicional única del Decreto-ley 5/2012, de 27 de 

§ 1.3 DECRETO-LEY 15/2014, DE 25 DE NOVIEMBRE, POR EL 
 QUE SE MODIFICA EL DECRETO-LEY 5/2012, DE 27 DE NOVIEMBRE, 

DE MEDIDAS URGENTES EN MATERIA URBANÍSTICA Y PARA LA 
PROTECCIÓN DEL LITORAL DE ANDALUCÍA (Texto completo)

 (BOJA núm. 232, de 27 de noviembre de 2014)
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noviembre, confiere a ese órgano para casos excepcionales. Pero esta habilitación es 
insuficiente, puesto que también es necesario ampliar en el mismo plazo el de suspensión 
del procedimiento para la aprobación de los planes de sectorización y de los planes 
parciales que se especifican en el artículo 2.1 de este Decreto-ley, para preservar la 
eficacia de las futuras determinaciones del Plan de Protección del Corredor Litoral de 
Andalucía mientras dure su tramitación.

La modificación del plazo de suspensión de los procedimientos de aprobación de estos 
planes urbanísticos requiere la modificación del artículo 2.3 del Decreto-ley 5/2012, de 
27 de noviembre, que en este caso debe revestir necesariamente la forma de Decreto-ley, 
dado lo eminente de la conclusión del plazo de dos años para la aprobación del referido 
Plan, 28 de noviembre de 2014, lo que justifica la extraordinaria y urgente necesidad del 
presente Decreto-ley.

Por todo ello, en ejercicio de la facultad concedida por el artículo 110 del Estatuto de 
Autonomía para Andalucía, a propuesta de la Consejera de Medio Ambiente y Ordenación 
del Territorio, y de conformidad con lo previsto en el artículo 27.3 de la Ley 6/2006, de 
24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, previa deliberación 
del Consejo de Gobierno, en su reunión celebrada el día 25 de noviembre de 2014,

DISPONGO

Artículo único. Modificación del Decreto-ley 5/2012, de 27 de noviembre, de 
medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral de 
Andalucía

El Decreto-ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en materia urbanística y 
para la protección del litoral de Andalucía, se modifica en los siguientes términos:

Uno: Se modifica el artículo 2.3 que queda con la siguiente redacción:

«3. Las medidas de suspensión a que se refiere el apartado primero tendrán una 
vigencia máxima de dos años y seis meses desde la entrada en vigor de este Decreto-
ley y quedarán sin efecto si dentro de dicho plazo se produce la adaptación del 
respectivo Plan General de Ordenación Urbanística a las determinaciones del Plan de 
Ordenación del Territorio de Andalucía. Esta suspensión se extingue, en todo caso, 
con la entrada en vigor del Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía.»

Dos: Se modifica la disposición adicional única, que queda con la siguiente redacción:

«Disposición adicional única. Plazo para la aprobación del Plan de Protección del 
Corredor Litoral.
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DECRETO-LEY 15/2014, DE 25 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE MODIFICA EL DECRETO-LEY 5/2012,  DE 27 DE NOVIEMBRE...

El Consejo de Gobierno deberá aprobar el Plan de Protección del Corredor Litoral de 
Andalucía en el plazo de dos años y seis meses desde la entrada en vigor de este 
Decreto-ley. Dicho Plan se someterá a información pública en un plazo no superior a 
seis meses desde su formulación.»

Disposición final única.

Entrada en vigor.

El presente Decreto-ley entrará en vigor el mismo día de su publicación en el Boletín Oficial 
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 25 de noviembre de 2014

Susana Díaz Pacheco

Presidenta de la Junta de Andalucía

María Jesús Serrano Jiménez

Consejera de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio
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103 Modificado por Decreto 309/2010, de 15 de junio.

La práctica del golf se ha convertido en la Comunidad Autónoma de Andalucía en un 
fenómeno pluridimensional que excede de lo meramente deportivo, por lo que se hace 
preciso dotarla de un régimen jurídico adecuado a su importancia y a sus diversas 
implicaciones deportivas, turísticas, territoriales y medioambientales.

Desde el punto de vista deportivo ha adquirido unas dimensiones considerables, no sólo 
por el crecimiento de la demanda de quienes visitan la Comunidad Autónoma, sino por el 
incremento de los andaluces y andaluzas que han adoptado esta práctica deportiva como 
vía adecuada para llenar su tiempo de ocio, todo lo cual tiene su reflejo en la demanda de 
instalaciones y en el número e importancia de acontecimientos de este deporte que se 
vienen celebrando en nuestro territorio.

Junto a la deportiva, es destacable la dimensión turística, que en la Comunidad Autónoma 
adquiere una relevancia indudable en un sector económico considerado estratégico por el 
Estatuto de Autonomía para Andalucía. Efectivamente, resulta innegable la potencialidad 
del golf para cualificar y desestacionalizar la oferta turística, así como para servir de 
atractivo de un turismo específico y de generación de valor en la marca de los destinos. De 
ello se derivan, asimismo, notables efectos positivos en la dinamización y diversificación 
de la actividad económica y en la calidad del empleo de las zonas donde se implantan este 
tipo de instalaciones.

No obstante, el presente Decreto no sólo responde a la importancia deportiva, turística o 
económica del fenómeno, sino que también atiende a sus dimensiones medioambientales o 
urbanísticas que se proponen encauzar de forma positiva, compatibilizando la promoción del 
golf como nuevo eje de desarrollo deportivo y turístico con la preservación del patrimonio 
natural, la reducción de impactos territoriales o medioambientales y, cuando lo posibiliten los 
ámbitos de implantación, con la mejora y regeneración de los entornos naturales.

§ 1.4 DECRETO 43/2008, DE 12 DE FEBRERO, REGULADOR 
 DE LAS CONDICIONES DE IMPLANTACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
 DE CAMPOS DE GOLF EN ANDALUCÍA103 (Texto completo)

(BOJA núm. 41, de 27 de febrero de 2008)
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Así pues, se pretende fomentar la mejora y el respeto al medio natural, la restauración y 
protección del paisaje, el uso de suelos o zonas degradadas, la utilización de sistemas de 
gestión medioambiental eficaces, el uso de energías renovables y la minimización de la 
contaminación y de las emisiones, compaginándose todo ello con un escrupuloso respeto 
a las normas y principios de protección del suelo, de ordenación territorial y urbanística y 
de la salud pública.

En este sentido, resulta especialmente destacable la figura de los campos de golf de 
Interés Turístico de nueva creación, como instrumento que permite, desde los principios 
del desarrollo sostenible, integrar la oferta alojativa de calidad y la amplia dotación de 
equipamientos deportivos, de modo que se mejore y consolide la posición de la Comunidad 
Autónoma en la demanda de golf, posibilitando la recualificación de los destinos maduros y 
cualificando la oferta en los destinos de interior.

El Decreto se estructura en cinco Capítulos, una disposición adicional, tres transitorias, 
una derogatoria y dos finales. El Capítulo I se dedica a las disposiciones generales, 
conteniendo la definición de lo que deba considerarse campo de golf y sus instalaciones 
complementarias, determinándose sus dimensiones mínimas y los principios de acceso 
público y unidad registral.

El Capítulo II regula las condiciones y requisitos generales de implantación territorial, 
determinándose la aptitud de los terrenos de implantación teniendo en consideración no 
sólo las condiciones de los terrenos, sino también la suficiencia de los recursos hídricos, 
la garantía de accesibilidad a las redes generales de infraestructuras y servicios generales 
y el mantenimiento y mejora de las condiciones ambientales del entorno natural.

En el Capítulo III se contienen las condiciones urbanísticas de implantación, bajo la exigencia 
de la previsión en el Plan General de Ordenación Urbanística y de que se trate de una 
actuación aislada que no induzca a la formación de nuevos asentamientos, en el caso de 
que se implante en suelo no urbanizable y asegurando, en el caso de que la implantación 
del campo se realice en suelos urbanos o urbanizables, la unicidad e independencia del 
correspondiente sector respecto de los residenciales. Asimismo, este Capítulo contiene la 
regulación de las condiciones de ordenación con la finalidad principal de garantizar que la 
actividad pueda ejercitarse en condiciones de autonomía y calidad. Por último, el Capítulo 
recoge las normas de gestión relativas a las actuaciones necesarias para la implantación 
de los campos de golf.

Bajo la filosofía de máximo respeto del entorno, el Capítulo IV contiene las normas 
técnicas que deben seguirse en el diseño de los campos de golf y sus construcciones e 
instalaciones complementarias. Siguiendo los principios de minimización de los impactos 
y máxima eficiencia en la utilización de los recursos, se incorporan la normas relativas al 
tratamiento de los terrenos, a la vegetación y la fauna, al ciclo del agua, al diseño de las 
instalaciones complementarias, a los sistemas de explotación y a la eficiencia energética 
y tratamiento de residuos.
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Por último, el Capítulo V se dedica a la nueva figura, ya referida, de los campos de golf 
de Interés Turístico, regulando su concepto como instalaciones de especial relevancia 
turística y deportiva, e incorporando los requisitos y elementos suplementarios que deben 
reunir las instalaciones que opten a ser declaradas, los efectos de tal declaración y el 
procedimiento de tramitación para la obtención de la misma.

De acuerdo con los antecedentes expresados, se dicta el presente Decreto en el ejercicio 
de las competencias exclusivas que el Estatuto de Autonomía para Andalucía concede a la 
Comunidad Autónoma, en materia de fomento y planificación de la actividad económica en 
su artículo 58.2, en materia de turismo y deporte de conformidad con los artículos 71 y 
72 respectivamente, así como en materia de espacios naturales protegidos y prevención 
ambiental reconocidas en su artículo 57.1, y uso del suelo y planificación urbanística 
según el artículo 56.3.

En el procedimiento de elaboración normativa han sido oídas las organizaciones 
representativas de los empresarios, trabajadores, municipios y provincias y consumidores 
y usuarios de Andalucía.

En su virtud, de conformidad con el artículo 27.6 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, 
del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a propuesta del Consejero de 
Obras Públicas y Transportes, del Consejero de Turismo, Comercio y Deporte y de la 
Consejera de Medio Ambiente, de acuerdo con el Consejo Consultivo de Andalucía y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 12 de febrero de 2008.

DISPONGO

CAPITULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto

El presente Decreto tiene por objeto la regulación de las condiciones de implantación 
y funcionamiento de los campos de golf y los usos complementarios asociados en la 
Comunidad Autónoma de Andalucía, de forma que se garantice la mejor utilización de 
los recursos naturales y al mismo tiempo redunde en la mejora de la oferta turística y 
deportiva.

Artículo 2. Concepto de campo de golf

1.   A los efectos de este Decreto, se entiende por campo de golf la instalación destinada a 
la práctica de este deporte que cumpla con los requerimientos y especificaciones técnicas 
exigidas por el organismo competente para regular su práctica y reúna las condiciones de 
calidad exigidas en la presente norma.
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2.   No podrán implantarse más instalaciones para la práctica del golf que las amparadas 
en este Decreto. Otras instalaciones destinadas a la práctica y/o enseñanza del golf, tales 
como campos de prácticas, instalaciones de golf rústico, centros de golf o similares, 
habrán de quedar incluidos en la instalación deportiva principal del campo de golf, salvo 
que se implanten de forma exclusiva como equipamiento deportivo de iniciativa pública o 
privada contemplado en el planeamiento urbanístico correspondiente.

3.   Se entienden incluidos en el concepto de campo de golf, además de la superficie 
destinada a campo de juego, las instalaciones necesarias para la práctica deportiva y el 
acceso de las personas usuarias, tales como instalaciones de mantenimiento y maquinarias, 
aparcamiento de vehículos para uso de personas usuarias y trabajadoras, almacenaje, 
caseta de palos, Casa Club, tienda de golf, restaurante, vestuarios y similares.

4.   Por su carácter de equipamiento deportivo especializado que aporta valores añadidos 
a la oferta turística regional, se entenderá que los campos de golf que se implanten en 
Andalucía tienen incidencia territorial e interés supramunicipal, a los efectos previstos en 
la legislación en materia de ordenación del territorio y urbanismo.

Artículo 3. Acceso público

Los campos de golf, con independencia de su titularidad pública o privada, tendrán la 
consideración de instalaciones deportivas de acceso público, sin perjuicio de la necesidad 
del cumplimiento, en su caso, de los requisitos federativos, del abono de los derechos 
de juego que se establezcan y en las condiciones que determinen las normas internas de 
cada campo.

Artículo 4. Terrenos adscritos y usos complementarios y compatibles

1.   Se consideran terrenos adscritos al campo de golf aquellos que, situados en continuidad 
con el mismo, alberguen un uso complementario o compatible autorizado en el presente Decreto 
así como los necesarios para el cumplimiento de los objetivos señalados en el artículo 10.

2.   Se consideran usos complementarios del campo de golf otras instalaciones deportivas, 
establecimientos hoteleros con una categoría mínima de cuatro estrellas, instalaciones de 
ocio, esparcimiento y restauración.

3.   Se considerarán usos compatibles del campo de golf los destinados a dotaciones y 
equipamientos de carácter asistencial, sanitarios, administrativo o cultural.

4.   Serán no compatibles con los campos de golf, a los efectos de este Decreto, los usos 
residenciales, comerciales, industriales, terciarios y cualesquiera otros no establecidos 
como compatibles en el apartado anterior.

5.   Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional podrán prever campos 
de golf de Interés Turístico de la Comunidad Autónoma de Andalucía, en los que se autoricen 
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otros usos complementarios o compatibles como residenciales, educativos, comerciales, 
industriales, terciarios o equipamientos, en los términos previstos en el Capítulo V del 
presente Decreto.

6104.   Si no existiera Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, si en el mismo 
no se contemplara expresamente la actuación de campos de golf objeto de declaración 
de Interés Turístico, o si previéndola no se contuvieran las determinaciones del artículo 
27, podrá llevarse a cabo su efectiva implantación de conformidad con lo establecido en 
el Capítulo V. En este caso, los usos complementarios o compatibles a que se refieren los 
apartados anteriores serán los determinados en la declaración de Interés Turístico.

Artículo 5. Inscripción en el Registro de la Propiedad

La parcela destinada al uso de campo de golf y los terrenos adscritos al mismo deberán 
conformar una unidad registral indivisible y con tal carácter inscribirse en el Registro de 
la Propiedad sin que pueda ser objeto de división o segregación posterior hasta tanto se 
proceda a la declaración de obra nueva de los usos complementarios o compatibles y, en 
todo caso, con sujeción a lo dispuesto en la legislación hipotecaria.

CAPITULO II

Condiciones y requisitos para la implantación territorial de campos de golf

Artículo 6. Condicionantes generales

La implantación de los campos de golf en el territorio de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía sólo podrá llevarse a cabo en terrenos cuyos condicionantes físicos, ambientales 
y paisajísticos así lo permitan, siempre que quede garantizada la suficiencia y calidad 
hídrica y las conexiones a infraestructuras y servicios en los términos previstos en este 
Capítulo.

Artículo 7. Aptitud de los terrenos para la construcción de campos de golf

1.   No se consideran aptos para la construcción de campos de golf los terrenos que 
presenten algunas de las siguientes características:

a) Por razones orográficas y geológicas:

1º Los que presenten riesgos de erosión, desprendimiento o corrimientos que no 
puedan ser adecuadamente corregidos por medios técnicos.

104  Apartado añadido por el Decreto 309/2010, de 15 de junio.
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2º Los que tengan una pendiente media superior al 35 por ciento en, al menos, el 70 
por ciento de su superficie.

3º  Los que precisen para la construcción del campo de golf desmontes o explanaciones 
en una cuantía superior al 30 por ciento de su superficie, salvo que sean suelos 
degradados como consecuencia de actividades extractivas o industriales. En este 
caso, en la documentación técnica del proyecto, además de la que, en su caso, exija la 
normativa de prevención y control ambiental, la persona promotora deberá presentar 
un Plan de Regeneración Ambiental.

b) Por sus efectos en el sistema hidrológico:

1º Los ubicados en las cabeceras de las cuencas o subcuencas hidrológicas.

2º Los situados en las cuencas endorreicas o en zonas húmedas sometidas a 
protección ambiental.

3º Los que afecten a zonas delimitadas en el perímetro de protección de la captación 
de agua potable destinada al consumo humano y manantiales.

4º Los que, en razón a la naturaleza del terreno, presenten un grado de permeabilidad 
elevado.

c) Por razones de vegetación o fauna:

1º Los que presentan vegetación arbórea autóctona o árboles centenarios en una 
proporción superior al 60 por ciento de su superficie, salvo que el campo de golf 
pueda ser instalado en el resto del terreno no afectado por la vegetación.

2º Los que contengan corredores faunísticos, ecosistemas singulares o hábitats de 
importancia para el desarrollo de especies silvestres amenazadas.

d) Por razones del régimen jurídico de protección ambiental:

Los que tengan limitación de usos por la normativa y planificación ambiental vigente.

2.   La implantación del campo de golf deberá respetar las limitaciones derivadas del 
dominio público hidráulico o de su zona de servidumbre, y no podrá alterar el desagüe de 
las avenidas en las zonas inundables.

Artículo 8. Suficiencia de recursos hídricos

1.   Para la implantación de un campo de golf se deberá contar con la preceptiva 
autorización o concesión del organismo de cuenca competente para el riego del campo 
de golf así como, en su caso, para los usos compatibles y complementarios. Todo ello de 
acuerdo con las disposiciones establecidas al respecto en los correspondientes planes 
hidrológicos de cuenca.
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2.   Los campos de golf deberán ser regados con aguas regeneradas de conformidad con 
los condicionantes y requisitos establecidos en la normativa vigente sobre la reutilización 
de aguas depuradas. No obstante, cuando no exista caudal suficiente de agua residual 
disponible, el organismo de cuenca podrá conceder o autorizar otros recursos hídricos 
según lo dispuesto en el Plan Hidrológico de cuenca.

3.   Cuando se trate de un campo de golf de Interés Turístico, el organismo de cuenca 
podrá autorizar o conceder, como complementario al riego en la forma prevista en el 
apartado 2 del presente artículo, el uso de agua procedente de otras fuentes, destinado 
exclusivamente al riego de greens y al lavado general de las calles, de modo que permita 
mantener el nivel de calidad del campo y quede asegurada su competitividad turística, con 
sujeción, en todo caso, a lo que disponga el Plan Hidrológico de cuenca.

4.   No se utilizarán caudales destinados al consumo humano para el riego de los campos 
del golf.

5.   Cada campo de golf realizará un Plan de Conservación del Agua donde estén definidas 
las medidas estratégicas que contribuyan a conseguir la optimización del uso del agua. 
Este Plan deberá incorporarse a la documentación técnica del proyecto junto a la que, en 
su caso, exija la normativa de prevención y control ambiental.

Artículo 9. Suficiencia y funcionalidad de las redes de infraestructura y servicios

Para la implantación del campo de golf y, en su caso, los demás usos complementarios 
y compatibles, se deberá prever y garantizar la conexión a las redes generales de 
infraestructuras y servicios en condiciones suficientes de capacidad y funcionalidad, sin 
que en ningún caso pueda suponer merma de las existentes, correspondiendo a la persona 
promotora de la actuación los costes derivados de la mejora, ampliación o nueva dotación 
que, en su caso, corresponda.

Artículo 10. Mantenimiento y recuperación medioambiental de los terrenos en los 
que se implanten campos de golf

1.   La implantación del campo de golf, además de los objetivos deportivos y turísticos que 
se contemplen, conllevará, en todo caso, el mantenimiento de las condiciones ambientales 
y, si es posible, la mejora de dichas condiciones y de los terrenos en los que se ubiquen.

2.   En la valoración del cumplimiento de la obligación anterior se considerarán, entre 
otros, los siguientes factores:

a) La capacidad del proyecto para mantener las condiciones ambientales del entorno en 
el que se localice el campo de golf y, en su caso, para la mejora de las mismas.

b) La reforestación o plantación de especies arbóreas o arbustivas de carácter autóctono 
y de bajo consumo hídrico.
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c) La existencia en el proyecto de planes específicos para el fomento de la biodiversidad 
de la zona, de acuerdo con las características naturales de los terrenos.

d) Su contribución a la mejora del paisaje y la corrección de los impactos paisajísticos del 
lugar donde se localicen las instalaciones.

e) La recuperación de suelos degradados, transformados o contaminados.

f) La instalación en vertederos sellados o zonas agrícolas abandonadas.

3.   Deberán incluirse en el ámbito de la actuación como terrenos adscritos, además de 
los señalados en el artículo 4, los terrenos necesarios para la consecución de los objetivos 
establecidos en el apartado anterior, cuya superficie no computará a los efectos de las 
dimensiones mínimas señaladas en el artículo 15.3.

CAPITULO III

Condiciones urbanísticas básicas para la implantación y ordenación 
de campos de golf

Artículo 11. Condiciones urbanísticas para la implantación de campos de golf

1.   La implantación de un campo de golf deberá estar expresamente prevista en el Plan 
General de Ordenación Urbanística con independencia de la clase de suelo en la que 
se implante, debiendo quedar acreditado el cumplimiento de las condiciones básicas y 
requisitos previstos en el Capítulo II. Si el Plan General no contuviera esta determinación, 
se deberá proceder a la revisión del mismo.

2.   Además, en el supuesto de cese del uso del campo de golf, el Plan General contemplará 
la obligatoriedad de la integración de estos terrenos en el Sistema General de espacios libres 
a través del correspondiente proceso de revisión, total o parcial, del planeamiento general.

3.   En los campos que se implanten en suelo no urbanizable deberá quedar garantizada 
la condición de aislada de la actuación y que con la misma no se induce a la formación de 
nuevos asentamientos de conformidad con el artículo 52.6.a) de la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.

4.   En los suelos urbanos o urbanizables, el campo de golf y los usos complementarios o 
compatibles asociados quedarán integrados en un único sector independiente y separado 
de los sectores residenciales o de otros usos no compatibles.

5.   El Plan General podrá prever la implantación de campos de golf en terrenos espe-
cíficamente calificados como equipamiento público deportivo pero en ningún caso su 
superficie podrá computarse como parte de las reservas de sistemas generales para 
parques, jardines y espacios libres contemplados en el artículo 10.1. A c) c.1 de la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre.
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6.   Para la determinación de las reglas y estándares establecidos en el artículo 17.1 de la 
Ley 7/2002, de 17 de diciembre, la superficie a computar será la del sector, descontando 
el campo de golf.

En todo caso y a los solos efectos de la determinación de los estándares señalados en el 
artículo indicado, se considera que todos los usos complementarios tendrán la consideración 
de uso característico turístico y los usos compatibles el de uso característico terciario.

Artículo 12. Condiciones urbanísticas de ordenación

1.   La ordenación de la actuación deberá garantizar la independencia física y la autonomía 
funcional del campo de golf respecto de los otros usos complementarios y compatibles, 
así como de los suelos urbanos y urbanizables colindantes, asegurando que la actividad 
deportiva se ejercite en condiciones de seguridad y en un entorno natural de calidad 
ambiental.

2.   La edificabilidad máxima destinada a las instalaciones y construcciones necesarias 
para la actividad deportiva del golf referidas en el artículo 2.3 será de 3.000 metros 
cuadrados sobre rasante para campos de 9 hoyos, 5.000 para los de 18 hoyos y 1.000 
metros cuadrados más por cada 9 hoyos adicionales.

3.   La edificabilidad de los usos complementarios y compatibles será la establecida por 
el Plan General de Ordenación Urbanística. Si la actuación contempla el uso hotelero, éste 
deberá garantizar una oferta mínima de 50 habitaciones en campos de 9 hoyos y 100 
habitaciones en campos de 18 o más hoyos, con una categoría mínima de 4 estrellas.

Artículo 13. De los instrumentos urbanísticos de planeamiento

1.   El contenido, tramitación y aprobación de los instrumentos de planeamiento necesarios 
para la implantación de un campo de golf se ajustará a lo dispuesto en la Ley 7/2002, 
de 17 de diciembre, con las especialidades que se señalan en los apartados siguientes.

2.   El pronunciamiento de la Comisión Interdepartamental de Valoración Territorial y Urba-
nística y el Informe de Incidencia Territorial al que se refiere la disposición adicional octava 
de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, además de lo dispuesto en el artículo 23.1 del 
Decreto 220/2006, de 19 de diciembre, por el que se regula el ejercicio de competencias 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de ordenación del territorio y 
urbanismo, deberán referirse de forma expresa a la acreditación de las condiciones 
básicas y requisitos de carácter territorial y medioambiental establecidos en este Decreto 
para las actuaciones de campos de golf previstas en el planeamiento general.

3.   El instrumento de planeamiento que recoja la ordenación detallada deberá contemplar 
la ordenación y las características básicas del diseño del campo de golf, ajustándose en 
todo caso a las prescripciones técnicas, del presente Decreto.
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4.   Los estudios o documentos que, de conformidad con la legislación de protección 
ambiental, deban formar parte del instrumento de planeamiento a efectos de su 
sometimiento a los mecanismos de prevención y control ambiental deberán contemplar, 
en el caso de que se trate de un terreno insuficientemente forestado, el correspondiente 
plan de reforestación, que contenga las previsiones para la plantación progresiva de la 
vegetación en las instalaciones y la programación anual correspondiente, que no podrá ser 
inferior al 10 por ciento del total del área a reforestar.

5.   La implantación de campos de golf en suelo no urbanizable requerirá la suscripción de 
un convenio entre la Administración Local y la Autonómica que establecerá las condiciones 
para su promoción, uso y explotación.

El convenio deberá recoger entre sus cláusulas la modalidad de gestión del campo de golf y 
las condiciones de uso público del mismo, así como las consecuencias del incumplimiento 
del destino del suelo a los usos previstos, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
11.2 del presente Decreto y en la normativa urbanística que resulte de aplicación.

Artículo 14. Condiciones urbanísticas de ejecución

1.   La ejecución de las actuaciones que contemplen la implantación de campos de golf se 
llevarán a cabo conforme a lo dispuesto en la Ley 7/2002, de 17 de diciembre.

2.   No se podrán poner en funcionamiento operativo ni aprobarse licencias de primera 
actividad u ocupación para los usos complementarios y compatibles con anterioridad a 
que lo sea el propio campo de golf.

CAPITULO IV

Prescripciones técnicas para el diseño de los campos de golf y sus 
construcciones e instalaciones complementarias

Artículo 15. Prescripciones Generales

1.   El diseño de los campos de golf que se implanten en la Comunidad Autónoma de 
Andalucía debe adecuarse a las condiciones generales impuestas por el paisaje y clima 
mediterráneo, minimizando los impactos sobre el medio ambiente y procurando la máxima 
eficiencia en la utilización de los recursos naturales, adoptando para ello las medidas 
preventivas y correctoras que sean precisas.

Se identificarán y delimitarán las zonas ambientalmente sensibles y los elementos ambien-
tales singulares existentes, evitándose su utilización e integrándolos como parte del diseño 
del propio campo.

Los lagos o lagunas, cauces, humedales y otros ecosistemas hídricos existentes deberán 
integrarse en el diseño del proyecto, conservando sus condiciones naturales.
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2.   Las instalaciones deben disponer de condiciones de accesibilidad viaria y contar con 
aparcamientos adecuados a la categoría del campo de golf que se proyecte, y estar 
dotadas de los servicios urbanísticos previstos para su normal funcionamiento.

3.   Como mínimo, los campos de golf deberán tener un recorrido de 9 hoyos y 
una superficie de 20 hectáreas, debiendo exigirse otras 20 más por cada 9 hoyos 
adicionales.

4.   En el diseño de los campos de golf deberán incorporarse y justificar expresamente 
las medidas para garantizar la práctica del juego en condiciones de seguridad para las 
personas en el interior de las instalaciones y su entorno inmediato.

Las medidas se adoptarán en función del grado de peligrosidad de las distintas zonas 
de juego. La distancia mínima desde el límite de las calles y greens en cualquiera de sus 
puntos a cualquier punto exterior vulnerable será de 70 metros y la separación entre 
ejes de calles de al menos 70 metros, salvo que en razón al trazado y características 
topográficas del campo pudieran adoptarse otras disposiciones, siempre que queden 
garantizadas las condiciones de seguridad.

En cuanto a los tees, se establecerá una distancia mínima entre cualquiera de sus puntos 
exteriores y cualquier punto exterior vulnerable de 30 metros.

Artículo 16. Prescripciones relacionadas con el tratamiento del terreno

1.   La implantación y construcción del campo de golf deberán respetar la morfología 
del terreno, de modo que se minimice la superficie alterada por movimientos de 
tierras e intervenciones y se adecue a la topografía del mismo. Los elementos 
topográficos significativos se preservarán y se incorporarán como condicionantes 
del proyecto.

2.   No se realizarán actuaciones que puedan modificar la red natural de drenaje e 
incrementen la erosión. No se podrán modificar, desviar o rellenar los cauces de agua 
existentes en el área de actuación sin la expresa aprobación del organismo de cuenca 
correspondiente.

3.   Debe procurarse el mayor equilibrio posible entre las superficies arboladas y el resto 
de la vegetación existente y la integración del campo de golf entre una y otra.

4.   El diseño del campo conservará e integrará, en cuanto sea posible, aquellos elementos 
pertenecientes al Patrimonio Histórico de Andalucía o de valor cultural o antropológico 
preexistentes, tales como edificaciones e instalaciones tradicionales.

5.   Los cerramientos de las instalaciones deberán tener un tratamiento adecuado para 
mejorar la integración paisajística y visual del campo de golf en su entorno.



LEGISLACIÓN EN  MATERIA DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, PROTECCIÓN DEL LITORAL Y PAISAJE

76

Artículo 17. Prescripciones relacionadas con la vegetación y la fauna

1.   La vegetación autóctona existente, especialmente los árboles adultos, se deberá 
mantener preferiblemente en áreas o grupos, incorporándola al diseño o replantándola en 
lugares fuera del área de juego si fuera afectada.

2.   En las áreas que no constituyan zonas de juego se reforestará con especies autóctonas 
que incrementen la diversidad, evitándose fragmentaciones inadecuadas de las zonas de 
vegetación natural, a través del establecimiento de corredores verdes entre las distintas 
áreas, quedando prohibido introducir vegetación exótica.

3.   Será obligatorio reforestar o revegetar con especies autóctonas las zonas con riesgos 
de erosión, deslizamientos y, en general, las de prevención de inundaciones.

4.   En las calles o “fairways”, las especies a utilizar serán de bajos requerimientos hídricos, 
resistentes a la sequía y a la salinidad, evitando la plantación de especies que requieran 
un mantenimiento intensivo.

5.   Se adoptarán medidas de protección de la fauna en el diseño del campo y, en especial, 
cuando puedan verse afectadas especies raras, amenazadas, endémicas o protegidas. 
Asimismo, se incorporarán en el diseño del campo de golf instalaciones que permitan el 
desarrollo de la fauna, ya sean nidos artificiales, bebederos, u otros elementos.

Artículo 18. Prescripciones relacionadas con el ciclo del agua

1.   Los campos de golf dispondrán de una red separativa de recogida de aguas pluviales y 
residuales, debiendo estas últimas reconducirse, en su caso, hacia la Estación Depuradora 
correspondiente. Las aguas pluviales se reutilizarán mediante un sistema de drenaje que 
aproveche y se adapte a las escorrentías naturales de la zona.

2.   Las zonas húmedas deben quedar integradas paisajísticamente y, en todo caso, las 
artificiales impermeabilizadas de forma adecuada, con un tratamiento que posibilite su uso 
por la avifauna.

3.   Se establecerán puntos de control de la calidad de aguas subterráneas.

4.   Deberán instalarse sistemas inteligentes de riego que aseguren la correcta gestión 
del recurso, según las condiciones climáticas de la zona. La irrigación se deberá reducir 
únicamente a las zonas de juego y realizarse en horario que asegure que el agua aerosolizada 
no alcance directamente a las personas, debiendo emplearse agentes acumuladores de 
agua cuando sean convenientes en función de las características del terreno.

5.   Las infraestructuras de almacenamiento y distribución de las aguas regeneradas 
estarán protegidas y señalizadas de manera adecuada a partir del punto de entrega de las 
mismas y hasta los puntos de uso, de forma que se evite el deterioro de su calidad.
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Artículo 19. Prescripciones relacionadas con el diseño de las construcciones, 
edificaciones e instalaciones

1.   La red viaria interior debe tener un tratamiento adecuado en su diseño y materiales, 
de forma que se favorezca su adecuación paisajística, adaptándose a la geomorfología de 
la zona y al viario existente. En su construcción debe evitarse la utilización de pavimentos 
de tipo asfáltico o de alta absorción de calor.

2.   Las construcciones, edificaciones o demás instalaciones comprendidas en el ámbito 
deberán ubicarse de forma que se garantice la autonomía funcional e independiente del 
campo de golf y no interfiera en la práctica deportiva ni en la calidad paisajística de la 
instalación.

Artículo 20. Prescripciones de explotación y gestión

1.   Se definirá un Sistema de Gestión del Césped, con el objetivo de conservar los suelos, 
el agua, la energía y otros recursos naturales durante la construcción y el mantenimiento de 
los campos de golf. El contenido de este Sistema deberá incorporarse a la documentación 
técnica del proyecto junto a la que, en su caso, establezca la normativa de prevención y 
control ambiental.

2.   Se deberán utilizar abonos y fertilizantes de liberación lenta, que disminuyen las 
perdidas por lixiviación y eviten la posible contaminación, así como productos fitosanitarios 
de baja toxicidad.

3.   Se adoptarán obligatoriamente las medidas necesarias para eliminar o minimizar los 
efectos de los nitratos sobre las aguas tanto en zonas vulnerables como en las zonas 
húmedas del campo.

Artículo 21. Eficiencia energética y tratamiento de residuos

1.   Los campos de golf deberán emplear energías renovables en sus instalaciones y 
edificaciones combinándolas con el establecimiento de medidas de ahorro y eficiencia 
energéticas. Las instalaciones deberán cumplir los requisitos establecidos en la normativa 
sectorial aplicable y en la que se dicte en desarrollo del presente Decreto.

2.   Se establecerán medidas para minimizar la generación de residuos, así como para 
ayudar a la posterior gestión de los mismos. Será obligatorio el tratamiento de los 
residuos procedentes de podas y siegas del césped del campo mediante tratamiento en 
ciclo cerrado dentro de las instalaciones para la generación de compost o bien en planta 
externa.
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CAPITULO V

Campos de golf de Interés Turístico105

Artículo 22. Concepto

Se consideran campos de golf de Interés Turístico de la Comunidad Autónoma de Andalucía 
aquellas instalaciones que, reuniendo las características definitorias contenidas en el 
artículo 2 del presente Decreto, tengan una especial relevancia por su incidencia potencial 
en la cualificación de la oferta turística y su desestacionalización, ampliando la oferta 
deportiva y de ocio asociada al turismo del ámbito territorial donde sean implantados.

Artículo 23106. Requisitos para la declaración e implantación de los campos de 
golf de Interés Turístico.

1.   Para obtener la declaración de Interés Turístico, los proyectos de campos de golf 
deberán reunir los siguientes requisitos:

a) Acreditar el cumplimiento de los requisitos generales regulados en los Capítulos II y IV.

b) Reunir las prescripciones técnicas y exigencias de sostenibilidad suplementarias que 
se determinan en este capítulo.

c) Prever las infraestructuras, servicios, dotaciones, equipamientos y servicios públicos 
que demande la implantación, así como la ejecución, mejora o reforzamientos de 
las redes exteriores de sistemas generales afectadas, contando al efecto con las 
certificaciones técnicas de los organismos competentes que garanticen la suficiencia 
de tales infraestructuras y servicios.

2.   Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional podrán prever la 
implantación de campos de golf objeto de declaración de Interés Turístico. No obstante, 
si no existiera Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, si en el mismo no 
se contemplara expresamente la actuación de campos de golf objeto de declaración de 
Interés Turístico, o si previéndola no se contuvieran las determinaciones del artículo 27, será 
necesaria para su efectiva implantación la declaración de Interés Turístico recaída conforme 
a lo establecido en el presente Decreto. El campo de golf y sus usos complementarios y 
compatibles estarán determinados por los límites y condiciones establecidos en la citada 
declaración.

105 Orden de 13 de marzo de 2012, por la que se desarrolla el procedimiento para obtener la declaración de 
campos de golf de interés turístico en Andalucía.

106 Artículo redactado por Decreto 309/2010, de 15 de junio.
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En todo caso, una vez producida la declaración, se requerirá la correspondiente innovación 
de los instrumentos de planeamiento urbanístico.

3.   Toda actuación contemplará junto al campo de golf y, en su caso, junto al residencial, 
las dotaciones exigidas en el artículo 17.1 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, e 
incluirá los usos complementarios y compatibles necesarios, tanto en tipología como en 
cantidad para conformar un núcleo independiente, autónomo, ordenado y completo como 
nuevo núcleo urbano.

Artículo 24. Prescripciones técnicas suplementarias de los campos de golf de 
Interés Turístico

1.   La declaración de campos de golf de Interés Turístico recaerá sobre aquellos 
proyectos que reuniendo las condiciones, requisitos y prescripciones técnicas reguladas 
en los Capítulos II y IV cuenten, además, con las siguientes especificaciones:

a) Un recorrido de, al menos, 18 hoyos.

b) Una superficie mínima de 70 hectáreas y de 30 hectáreas más por cada 9 hoyos 
adicionales.

c) Una longitud para el recorrido de 18 hoyos de, al menos, 6.000 metros, de acuerdo 
con las normas establecidas por el organismo competente.

d) Una distancia mínima entre el eje de cada calle y la más próxima de, al menos, 60 
metros, salvo que en razón al trazado y características topográficas del campo pudieran 
adoptarse otras disposiciones siempre que queden garantizadas las condiciones de 
seguridad.

e) Una distancia mínima entre el eje de cada calle así como desde todas las partes de 
cada green, incluidos, en su caso, los de práctica, de al menos 90 metros, hasta la 
primera edificación, y excluidas la Casa Club y las instalaciones de mantenimiento.

f) Un coeficiente del 20 por ciento de la superficie destinado a la plantación de especies 
arbóreas o arbustivas autóctonas de bajo consumo hídrico.

g) Estación meteorológica de control.

h) Lagos conectados con el sistema de riego con una capacidad total de almacenamiento 
de agua no inferior a cien mil metros cúbicos.

2.   Junto a lo especificado en el apartado anterior, los proyectos deberán incorporar las 
siguientes obligaciones, dotaciones y servicios:

a) Obligación de obtener, dentro de los tres primeros años desde la apertura del campo, 
la certificación de calidad ISO 9000 o la que la sustituya o se establezca de forma 
específica para los campos de golf.
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b) Sistema integrado de gestión ambiental, a implantar en el plazo de tres años desde 
la entrada de funcionamiento del campo, homologado de acuerdo con la norma ISO 
14000 o la que la sustituya o se establezca de forma específica para los campos de 
golf.

c) Servicios mínimos adecuados en la Casa Club que habrán de consistir, al menos, en 
bar, restaurante, vestuarios y Caddy Master.

d) Aparcamientos con 100 plazas para los campos de 18 hoyos y otras 40 adicionales 
por cada 9 hoyos más.

e) En el caso de tratarse de campos de iniciativa privada, la mayoría de los derechos de 
juego no estarán sujetos a la adquisición de la condición de socio de un club o a la 
participación en la entidad propietaria del campo.

f) Plan de comercialización de los derechos de juego orientado a la explotación turística 
del campo.

g) Calendario y horario de juego compatibles con la orientación turística del campo.

Artículo 25. Acciones de sostenibilidad

1.   La implantación de un campo de golf de Interés Turístico debe aportar valores basados 
en el principio de desarrollo sostenible; por ello, los proyectos integrarán acciones 
destinadas a la sostenibilidad social, económica y medioambiental.

2.   La sostenibilidad del proyecto se acreditará mediante la incorporación de acciones 
que tengan incidencia sobre alguno de los siguientes aspectos:

a) Previsión de medidas de responsabilidad social corporativa.

b) Mejora paisajística y ambiental del entorno en el que se instale el campo de golf.

c) Recuperación o mejora de la calidad ambiental de los terrenos en los que se ubique.

d) Revitalización de elementos naturales, culturales o de arquitectura rural y de sus 
instalaciones.

e) Mejora de la accesibilidad y del uso público del patrimonio territorial.

f) Incorporación de tecnologías que minimicen el consumo energético y de recursos.

g) Aplicación de medidas que contribuyan a la reducción de la emisión de gases 
contaminantes.

h) En su caso, puesta en valor de bienes pertenecientes al Patrimonio Histórico de 
Andalucía.
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Artículo 26. Usos complementarios y compatibles

Se consideran usos complementarios y compatibles los establecidos en el artículo 4 del 
presente Decreto.

Artículo 27107. Parámetros urbanísticos de los campos de golf de Interés Turístico

1.   El Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional que prevea la implantación 
de un campo de golf de Interés Turístico o, en su defecto, la declaración de campos de 
golf de Interés Turístico, determinarán:

a) Los usos complementarios y compatibles.

b) Los parámetros aplicables a cada uso y los criterios para la determinación de las 
reservas legalmente previstas. Cuando la actuación prevea uso residencial, se 
contendrán los criterios de ordenación relativos a edificabilidad, densidad de viviendas, 
tipología de las mismas, distancia mínima de localización respecto a la zona deportiva, 
y otras prescripciones adicionales que aporten valor a la actuación planteada respecto 
de las reguladas con carácter general en el presente Decreto.

2.   En la memoria de ordenación del Plan de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional, cuando prevea la implantación del campo de golf de Interés Turístico, deberán 
recogerse expresamente los siguientes extremos:

a) Justificación de las previsiones de los campos de golf que se realicen en función de la 
oferta y demanda de este tipo de instalaciones, tomando como referencia el ámbito 
territorial en el que se encuentre el municipio, valorando tanto su incidencia deportiva 
como turística.

b) Justificación de las condiciones y requisitos de implantación previstos en el Capítulo II 
del presente Decreto.

c) Justificación de la viabilidad de los aspectos socioeconómicos vinculados a las 
actuaciones previstas, así como de los usos establecidos y de los posibles modelos 
de gestión y explotación.

3.   El campo de golf declarado de Interés Turístico de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía se incorporará al planeamiento urbanístico general a través del procedimiento de 
innovación que corresponda, optando por la ordenación que mejor asegure la integración 
de la actuación en la ordenación estructural e incorporando las determinaciones derivadas 
de la declaración de Interés Turístico. Una vez incorporada al planeamiento general, el 

107 Artículo redactado por Decreto 309/2010, de 15 de junio.
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desarrollo de la actuación se llevará a cabo mediante los instrumentos de ordenación y 
ejecución establecidos en la legislación urbanística y dicha innovación se someterá a la 
Evaluación Ambiental prevista en la Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión Integrada de la 
Calidad Ambiental.

4.   En el supuesto de cese del uso del campo de golf, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 11.2, el Plan General contemplará la obligatoriedad de la integración de 
estos terrenos en el Sistema General de espacios libres a través del correspondiente 
proceso de revisión, total o parcial, del planeamiento general.

5.   Asimismo, en los campos de golf de Interés Turístico será de aplicación lo previsto 
en el artículo 14.2, de modo que no se podrán poner en funcionamiento operativo ni 
aprobarse licencias de primera actividad u ocupación para los usos complementarios y 
compatibles con anterioridad a que lo sea el propio campo de golf.

6.   El Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional que prevea la implantación 
de campos de interés turístico o, en ausencia de dicha previsión, el Acuerdo de Consejo 
de Gobierno que apruebe la declaración de interés turístico de un campo de golf, podrán 
modular los criterios de crecimiento establecidos en la norma 45.4 del Plan de Ordenación 
del Territorio de Andalucía, en función de las circunstancias de índole territorial que 
concurran.

7.   El campo de golf declarado de Interés Turístico, así como sus usos complementarios 
y compatibles, se someterán a la autorización ambiental prevista en la Ley 7/2007, de 9 
de julio, que podrá realizarse simultáneamente al procedimiento de evaluación ambiental 
que corresponda a la innovación de planeamiento requerida, para hacer efectiva la 
incorporación de las determinaciones contenidas en la declaración del campo de golf de 
Interés Turístico al Plan General de Ordenación Urbanística.

Artículo 28. Tramitación y resolución de los proyectos de Interés Turístico

1.   El procedimiento de tramitación de la declaración de Interés Turístico se iniciará a 
instancia de la persona promotora mediante la presentación del correspondiente proyecto 
y se resolverá mediante acuerdo de Consejo de Gobierno a propuesta de la Consejería que 
ostente las competencias en materia de Turismo.

2.   Los proyectos que se sometan a la declaración de Interés Turístico irán acompañados de 
la documentación indicada en el apartado siguiente, donde deberán quedar suficientemente 
acreditados, al menos, los siguientes aspectos:

a) Justificación del carácter de interés turístico del proyecto en los términos previstos en 
el artículo 22.

b) Impacto en la oferta turística del ámbito correspondiente.
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c) Cumplimiento de los requerimientos específicos y solvencia técnica del proyecto, 
tanto en lo referente a las instalaciones como en sus aspectos turísticos y deportivos.

d) Ubicación de la instalación e incidencia en el planeamiento vigente.

e) Viabilidad económica y financiera.

3.   Para su tramitación, los proyectos deberán ir acompañados, como mínimo, de la 
siguiente documentación:

a) Propuesta de la persona promotora, pública o privada, y documentación acreditativa 
de la identidad de la misma y, en su caso, de sus representantes.

b) Documentación técnica descriptiva de todas las actuaciones a ejecutar acompañadas 
de planos de detalle y de la documentación gráfica que resulte necesaria.

c) Informe técnico expresivo de la incidencia territorial.

d) Informe técnico relativo a los aspectos turístico y deportivo.

e) Memoria justificativa de la viabilidad y sostenibilidad social y medioambiental108.

f) Memoria expresiva de la viabilidad financiera del proyecto y de su sostenibilidad 
socioeconómica y medioambiental109.

g) Documentación preceptiva de acuerdo con los procedimientos de prevención y control 
ambiental aplicables a la que se añadirán los siguientes documentos técnicos: Plan 
de Conservación del Agua y Sistema de Gestión del Césped y Plan de Regeneración 
Ambiental, en su caso110.

4111.   Si no existiera Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, si en el mismo 
no se contemplara expresamente la actuación de campos de golf objeto de declaración de 
Interés Turístico, o si previéndola no se contuvieran las determinaciones del artículo 27, 
el proyecto deberá someterse, por un plazo no inferior a dos meses, a audiencia previa 
de los Ayuntamientos y de otras Administraciones Públicas afectadas y, por un plazo no 
inferior a un mes, a información pública. Simultáneamente, se requerirán los informes, 
dictámenes u otro tipo de pronunciamientos de los órganos y entidades administrativas 
gestores de los intereses públicos afectados, cuando sean legalmente preceptivos. En 
todo caso, se requerirá informe de incidencia territorial del órgano competente en materia 

108 Apartado añadido por el Decreto 309/2010, de 15 de junio.

109 Apartado renombrado por el Decreto 309/2010, de 15 de junio.

110 Apartado renombrado por el Decreto 309/2010, de 15 de junio.
111 Apartado redactado por el Decreto 309/2010, de 15 de junio.
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de ordenación del territorio, informe de la Consejería competente en materia de medio 
ambiente, informe de la Consejería competente en materia de deporte e informe de Interés 
Turístico de la Consejería competente en materia de turismo.

5112.   En el caso de que el campo de golf de Interés Turístico esté expresamente previsto 
en un Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional con las determinaciones 
establecidas en el artículo 27, se someterá el proyecto, con carácter previo a su declaración 
por el Consejo de Gobierno, a audiencia, por un plazo de diez días, de los municipios 
afectados, a informe de la de la Consejería competente en materia de ordenación del 
territorio, a informe de la Consejería competente en materia de deporte y a informe de la 
Consejería competente en materia de turismo.

6.   Realizados los trámites previstos en los apartados anteriores y completada la 
documentación correspondiente, el proyecto se someterá a informe preceptivo de la 
Comisión Técnica regulada en el artículo 30 que deberá emitirse en un plazo máximo de un 
mes. Dicho informe se pronunciará de forma favorable o desfavorable a la declaración de 
Interés Turístico y, en su caso, podrá proponer las determinaciones que estime oportunas 
para la mejora del proyecto.

7.   La persona promotora, en cualquier momento de la tramitación, podrá recibir suge-
rencias de mejora del proyecto que, de ser atendidas, podrán implicar la modificación 
de la documentación técnica que ya hubiera presentado. Asimismo, podrá ser requerida 
para que aporte nueva documentación siempre que se estime imprescindible a fin de 
complementar la información sobre el proyecto o sus repercusiones.

8.   Ultimados los trámites anteriores y antes de elaborar la propuesta de acuerdo que se 
elevará al Consejo de Gobierno, se realizará, en su caso, el trámite de audiencia en los 
términos establecidos en el artículo 84 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen 
Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

9.   El plazo máximo para resolver y notificar el acuerdo será de seis meses desde que la 
solicitud con el correspondiente proyecto hubiera tenido entrada en el registro del órgano 
competente para su tramitación, pudiéndose entender estimada si vencido dicho plazo no 
hubiere recaído acuerdo expreso.

10.   De acuerdo con lo regulado en el artículo 42.5.c) de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, el transcurso del plazo establecido en el apartado anterior quedará suspendido 
por el tiempo que medie entre la petición y la recepción de los informes o trámites de 
carácter preceptivo y determinante para dictar el acuerdo de declaración. A estos efectos, 
se considerarán determinantes el informe de incidencia territorial y la autorización del 
apartado 4 del presente artículo.

112 Apartado redactado por el Decreto 309/2010, de 15 de junio.
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Artículo 29113. Alcance de la declaración de Interés Turístico

1.   La declaración de Interés Turístico tendrá el alcance determinado por el Acuerdo 
del Consejo de Gobierno que la apruebe y vinculará directamente al planeamiento de los 
municipios afectados y, en cualquier caso, se pronunciará sobre las adaptaciones a realizar 
en los instrumentos de planeamiento vigentes o, en caso de inexistencia de planeamiento, 
sobre las actuaciones que deban llevarse a cabo.

Los municipios afectados procederán a la innovación de sus instrumentos de planeamiento 
urbanístico para la adaptación de sus determinaciones a las de la declaración de Interés 
Turístico, conforme a lo establecido en el párrafo segundo del artículo 23.2.

2.   Los campos de golf que obtuvieran la declaración de Interés Turístico deberán 
mantener los requisitos y condiciones que motivaron dicha declaración. Las autoridades 
competentes, en función de la naturaleza de tales requisitos y condiciones, llevarán a cabo 
las actuaciones de inspección y control que a tal efecto resulten necesarias.

3.   La pérdida o incumplimiento de los requisitos y condiciones que dieron lugar a la 
declaración de Interés Turístico provocará, previa la tramitación del oportuno procedimiento, 
la revocación de la misma por el Consejo de Gobierno, sin perjuicio de las responsabilidades 
en que hubiera podido incurrirse de acuerdo con la normativa que sea de aplicación.

4.   La innovación de los instrumentos de planeamiento urbanístico, así como la ejecución 
urbanística y la implantación efectiva de la actuación de campo de golf se realizarán en los 
plazos que en cada caso determine la declaración de Interés Turístico, de acuerdo con las 
características del proyecto.

El plazo señalado podrá ser prorrogado, a solicitud de la entidad promotora del campo 
de golf o del Ayuntamiento afectado, mediante resolución de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de turismo, cuando el retraso esté motivado por causas 
suficientemente justificadas.

Transcurrido el plazo de implantación previsto en la correspondiente declaración de Interés 
Turístico y, en su caso, en sus prórrogas, sin que se hubiera llevado a cabo, la persona 
titular de la Consejería competente en materia de turismo podrá dictar resolución dejando 
sin efecto la declaración de Interés Turístico del proyecto.

Artículo 30. Comisión Técnica de Calificación

1.   Se crea la Comisión Técnica de Calificación, como órgano interdepartamental de aseso-
ramiento en materia de implantación, gestión y explotación de los campos de golf de Interés 
Turístico.

113 Artículo redactado por el Decreto 309/2010, de 15 de junio.
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2.   La Comisión se adscribirá a la Consejería competente en materia de Turismo, y estará 
integrada por representantes de órganos directivos competentes en materia de Turismo, 
Deporte, Ordenación del Territorio y Medio Ambiente.

3.   Estará compuesta por la presidencia y cuatro vocalías. La presidencia recaerá en la 
persona titular de la Viceconsejería de la Consejería competente en materia de Turismo. 
Las vocalías recaerán en las personas que sean designadas por las Consejerías con 
competencias en materia de Turismo, Deporte, Ordenación del Territorio y Medio Ambiente, 
de entre los titulares de cargos con rango, al menos, de Dirección General de cada una 
de las mismas. La Comisión estará asistida por una Secretaría que no tendrá carácter 
de miembro del órgano colegiado y se ocupará, mediante designación de la presidencia, 
entre personal funcionario con licenciatura en Derecho.

4.   La persona designada como vocal por el área competencial de turismo tendrá rango 
de vicepresidente de la Comisión a los efectos de la sustitución de la presidencia en 
caso de vacante, ausencia, enfermedad u otra causa legal de su titular. Las vocalías de 
la Comisión Técnica de Calificación serán sustituidas, en caso de vacante, ausencia o 
enfermedad, por personas funcionarias con rango mínimo de Jefe de Servicio, designadas 
por el titular del órgano que nombró a las personas sustituidas. La Secretaría se sustituirá, 
en los mismos supuestos, por quien designe la Presidencia de la Comisión entre personal 
funcionario con licenciatura en Derecho.

5.   En la composición de la Comisión se respetará el principio de representación equilibrada 
de hombres y mujeres, en los términos previstos por los artículos 18.2 y 19.2 de la Ley 
9/2007, de 22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

6.   Serán funciones de la Comisión:

a) Emitir el informe preceptivo a que se refiere el artículo 28.6 en el procedimiento de 
declaración de los campos de golf de Interés Turístico.

b) Elaborar y emitir cuantos informes sobre los campos de golf de Interés Turístico le 
sean solicitados.

7.   Para la válida constitución de la Comisión Técnica de Calificación será necesaria la 
presencia de las personas que ostenten la presidencia, la secretaría y dos vocalías.

8.   Las sesiones de la Comisión podrán celebrarse mediante la asistencia de sus miembros 
utilizando redes de comunicación a distancia, en cuyo caso se deberán establecer las 
medidas adecuadas que garanticen la identidad de las personas comunicantes y la 
autenticidad de la información entre ellas transmitida.

9.   La Comisión, a través de su presidencia, podrá recabar la emisión de informes o la 
asistencia de asesores o consultores externos sobre los aspectos económicos o técnicos 
de los proyectos que se le sometan.
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Disposición adicional única. 

Delegación de competencias

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 13 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, 
de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, se delega en la persona titular de la Consejería competente en materia de Turismo 
la competencia para resolver el procedimiento de declaración de campo de Interés 
Turístico en los casos en que la resolución deba ser denegatoria.

Disposición transitoria primera114. 

Adaptación de los campos de golf existentes

Los campos de golf existentes a la entrada en vigor de este decreto dispondrán de un plazo 
de cuatro años para elaborar y llevar a cabo un plan de adaptación a las determinaciones 
del artículo 8 y del Capítulo IV, respecto de aquellas características e instalaciones en que 
por su naturaleza sea posible.

Disposición transitoria segunda. 

Instrumentos de planeamiento en trámite

1.   Los instrumentos de planeamiento general no aprobados inicialmente que contemplen 
entre sus determinaciones la implantación de campos de golf en cualquier clase de suelo 
deberán adaptarse en su totalidad a los contenidos de este Decreto.

2.   Los instrumentos de planeamiento de desarrollo o proyectos de urbanización en 
trámite que tengan entre sus finalidades la ejecución de campos de golf deberán atender 
a lo dispuesto en los Capítulos II y IV del presente Decreto.

Disposición transitoria tercera. 

Obtención de la declaración de Interés Turístico por los campos existentes

Los campos de golf existentes a la entrada en vigor de este Decreto que reúnan las 
características contenidas en el artículo 24 podrán solicitar la declaración de Interés 
Turístico. En estos casos la declaración no comportará alteración sobre la estructura del 
campo ni los usos existentes.

Disposición derogatoria única

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan o contradi-
gan lo establecido en este Decreto.

114 Disposición redactada por Decreto 309/2010, de 15 de junio.
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Disposición final primera. 

Habilitación para el desarrollo

Se habilita al Consejero de Obras Públicas y Transportes, al Consejero de Turismo, 
Comercio y Deporte y a la Consejera de Medio Ambiente, en el ámbito de sus respectivas 
atribuciones, a dictar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo de lo 
previsto en el presente Decreto.

Disposición final segunda. 

Entrada en vigor

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 12 de febrero de 2008

Manuel Chaves Gonzalez

Presidente de la Junta de Andalucía

Gaspar Zarrias Arevalo

Consejero de la Presidencia
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La disposición final segunda de la Ley 1/2008, de 27 de noviembre, de medidas tribu-
tarias y financieras de impulso a la actividad económica de Andalucía, y de agilización de 
procedimientos administrativos, ha venido a modificar la Ley 1/1994, de 11 enero, de 
Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, con el objeto, entre 
otros, de simplificar los trámites de las declaraciones de campos de golf de Interés Turístico 
en los supuestos en los que no existiera Plan de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional o que en el mismo no se contemplaran expresamente estas actuaciones.

La disposición citada ha supuesto avanzar en la agilización de las iniciativas de implantación 
de los campos de golf que sean declarados de Interés Turístico en un momento en que la 
coyuntura económica aconseja tomar medidas que contribuyan a mejorar la competitividad 
del sector turístico de Andalucía.

La entrada en vigor de dicha norma obliga a adaptar a sus previsiones al Decreto 43/2008, 
de 12 de febrero, regulador de las condiciones de implantación y funcionamiento de 
campos de golf en Andalucía, modificándose la tramitación del procedimiento para la 
declaración de Interés Turístico de un campo de golf.

En su elaboración han sido oídas las organizaciones representativas empresariales, de las 
personas trabajadoras, de los municipios y provincias, y de las personas consumidoras y 
usuarias de Andalucía.

En su virtud, a propuesta del Consejero de Turismo, Comercio y Deporte, de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 27.9 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía, de acuerdo con el Consejo Consultivo de 
Andalucía y previa deliberación del Consejo de Gobierno en su reunión del día 15 de junio 
de 2010.

§ 1.5 DECRETO 309/2010, DE 15 DE JUNIO, POR EL QUE SE 
 MODIFICA EL DECRETO 43/2008, DE 12 DE FEBRERO, REGULADOR 

DE LAS CONDICIONES DE IMPLANTACIÓN Y FUNCIONAMIENTO 
 DE CAMPOS DE GOLF EN ANDALUCÍA (Texto completo)

(BOJA núm. 119, de 18 de junio de 2010)
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DISPONGO

Artículo único. Modificación del Decreto 43/2008, de 12 de febrero, regulador de 
las condiciones de implantación y funcionamiento de campos de golf en Andalucía

El Decreto 43/2008, de 12 de febrero, regulador de las condiciones de implantación y 
funcionamiento de campos de golf en Andalucía, queda modificado como sigue:

Uno. Se añade un apartado 6 al artículo 4, con la siguiente redacción:

 «6. Si no existiera Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, si en el mismo 
no se contemplara expresamente la actuación de campos de golf objeto de declaración 
de Interés Turístico, o si previéndola no se contuvieran las determinaciones del artículo 
27, podrá llevarse a cabo su efectiva implantación de conformidad con lo establecido en 
el Capítulo V. En este caso, los usos complementarios o compatibles a que se refieren 
los apartados anteriores serán los determinados en la declaración de Interés Turístico.»

Dos. El artículo 23 queda redactado como sigue:

"Artículo 23. Requisitos para la declaración e implantación de los campos de golf de 
Interés Turístico

1.   Para obtener la declaración de Interés Turístico, los proyectos de campos de golf 
deberán reunir los siguientes requisitos:

a) Acreditar el cumplimiento de los requisitos generales regulados en los Capítulos II 
y IV.

b) Reunir las prescripciones técnicas y exigencias de sostenibilidad suplementarias 
que se determinan en este capítulo.

c) Prever las infraestructuras, servicios, dotaciones, equipamientos y servicios públi-
cos que demande la implantación, así como la ejecución, mejora o reforzamientos 
de las redes exteriores de sistemas generales afectadas, contando al efecto con 
las certificaciones técnicas de los organismos competentes que garanticen la 
suficiencia de tales infraestructuras y servicios.

2.   Los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito subregional podrán prever 
la implantación de campos de golf objeto de declaración de Interés Turístico. No 
obstante, si no existiera Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, si en 
el mismo no se contemplara expresamente la actuación de campos de golf objeto de 
declaración de Interés Turístico, o si previéndola no se contuvieran las determinaciones 
del artículo 27, será necesaria para su efectiva implantación la declaración de Interés 
Turístico recaída conforme a lo establecido en el presente Decreto. El campo de golf 
y sus usos complementarios y compatibles estarán determinados por los límites y 
condiciones establecidos en la citada declaración.
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En todo caso, una vez producida la declaración, se requerirá la correspondiente 
innovación de los instrumentos de planeamiento urbanístico.

3.   Toda actuación contemplará junto al campo de golf y, en su caso, junto al 
residencial, las dotaciones exigidas en el artículo 17.1 de la Ley 7/2002, de 17 
de diciembre, e incluirá los usos complementarios y compatibles necesarios, tanto 
en tipología como en cantidad para conformar un núcleo independiente, autónomo, 
ordenado y completo como nuevo núcleo urbano".

Tres. El artículo 27 queda redactado como sigue:

"Artículo 27. Parámetros urbanísticos de los campos de golf de Interés Turístico

1.   El Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional que prevea la 
implantación de un campo de golf de Interés Turístico o, en su defecto, la declaración 
de campos de golf de Interés Turístico, determinarán:

a) Los usos complementarios y compatibles.

b) Los parámetros aplicables a cada uso y los criterios para la determinación de 
las reservas legalmente previstas. Cuando la actuación prevea uso residencial, 
se contendrán los criterios de ordenación relativos a edificabilidad, densidad de 
viviendas, tipología de las mismas, distancia mínima de localización respecto a la 
zona deportiva, y otras prescripciones adicionales que aporten valor a la actuación 
planteada respecto de las reguladas con carácter general en el presente Decreto.

2.   En la memoria de ordenación del Plan de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional, cuando prevea la implantación del campo de golf de Interés Turístico, 
deberán recogerse expresamente los siguientes extremos:

a) Justificación de las previsiones de los campos de golf que se realicen en función 
de la oferta y demanda de este tipo de instalaciones, tomando como referencia el 
ámbito territorial en el que se encuentre el municipio, valorando tanto su incidencia 
deportiva como turística.

b) Justificación de las condiciones y requisitos de implantación previstos en el 
Capítulo II del presente Decreto.

c) Justificación de la viabilidad de los aspectos socioeconómicos vinculados a 
las actuaciones previstas, así como de los usos establecidos y de los posibles 
modelos de gestión y explotación.

3.   El campo de golf declarado de Interés Turístico de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía se incorporará al planeamiento urbanístico general a través del 
procedimiento de innovación que corresponda, optando por la ordenación que mejor 
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asegure la integración de la actuación en la ordenación estructural e incorporando las 
determinaciones derivadas de la declaración de Interés Turístico. Una vez incorporada 
al planeamiento general, el desarrollo de la actuación se llevará a cabo mediante los 
instrumentos de ordenación y ejecución establecidos en la legislación urbanística y 
dicha innovación se someterá a la Evaluación Ambiental prevista en la Ley 7/2007, de 
9 de julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental.

4.   En el supuesto de cese del uso del campo de golf, de conformidad con lo 
establecido en el artículo 11.2, el Plan General contemplará la obligatoriedad de la 
integración de estos terrenos en el Sistema General de espacios libres a través del 
correspondiente proceso de revisión, total o parcial, del planeamiento general.

5.   Asimismo, en los campos de golf de Interés Turístico será de aplicación lo previsto 
en el artículo 14.2, de modo que no se podrán poner en funcionamiento operativo ni 
aprobarse licencias de primera actividad u ocupación para los usos complementarios 
y compatibles con anterioridad a que lo sea el propio campo de golf.

6.   El Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional que prevea la implanta-
ción de campos de interés turístico o, en ausencia de dicha previsión, el Acuerdo de 
Consejo de Gobierno que apruebe la declaración de interés turístico de un campo de 
golf, podrán modular los criterios de crecimiento establecidos en la norma 45.4 del 
Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, en función de las circunstancias de 
índole territorial que concurran.

7.   El campo de golf declarado de Interés Turístico, así como sus usos complementarios 
y compatibles, se someterán a la autorización ambiental prevista en la Ley 7/2007, 
de 9 de julio, que podrá realizarse simultáneamente al procedimiento de evaluación 
ambiental que corresponda a la innovación de planeamiento requerida, para hacer 
efectiva la incorporación de las determinaciones contenidas en la declaración del 
campo de golf de Interés Turístico al Plan General de Ordenación Urbanística".

Cuatro. En el artículo 28 se añade un nuevo párrafo e) al apartado 3, y se modifican los 
apartados 4 y 5, quedando con la siguiente redacción:

«e) Memoria justificativa de la viabilidad y sostenibilidad social y medioambiental.»

 «4.   Si no existiera Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional, si en el mismo 
no se contemplara expresamente la actuación de campos de golf objeto de declaración de 
Interés Turístico, o si previéndola no se contuvieran las determinaciones del artículo 27, 
el proyecto deberá someterse, por un plazo no inferior a dos meses, a audiencia previa 
de los Ayuntamientos y de otras Administraciones Públicas afectadas y, por un plazo no 
inferior a un mes, a información pública. Simultáneamente, se requerirán los informes, 
dictámenes u otro tipo de pronunciamientos de los órganos y entidades administrativas 
gestores de los intereses públicos afectados, cuando sean legalmente preceptivos. En 



DECRETO 309/2010, DE 15 DE JUNIO, POR EL QUE SE MODIFICA EL DECRETO 43/2008, DE 12 DE FEBRERO, REGULADOR ...

93

todo caso, se requerirá informe de incidencia territorial del órgano competente en materia 
de ordenación del territorio, informe de la Consejería competente en materia de medio 
ambiente, informe de la Consejería competente en materia de deporte e informe de 
Interés Turístico de la Consejería competente en materia de turismo.

5.   En el caso de que el campo de golf de Interés Turístico esté expresamente 
previsto en un Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional con las 
determinaciones establecidas en el artículo 27, se someterá el proyecto, con 
carácter previo a su declaración por el Consejo de Gobierno, a audiencia, por un 
plazo de diez días, de los municipios afectados, a informe de la de la Consejería 
competente en materia de ordenación del territorio, a informe de la Consejería 
competente en materia de deporte y a informe de la Consejería competente en 
materia de turismo.»

Cinco. El artículo 29 queda redactado como sigue:

"Artículo 29. Alcance de la declaración de Interés Turístico

1.   La declaración de Interés Turístico tendrá el alcance determinado por el Acuerdo 
del Consejo de Gobierno que la apruebe y vinculará directamente al planeamiento de 
los municipios afectados y, en cualquier caso, se pronunciará sobre las adaptaciones 
a realizar en los instrumentos de planeamiento vigentes o, en caso de inexistencia de 
planeamiento, sobre las actuaciones que deban llevarse a cabo.

Los municipios afectados procederán a la innovación de sus instrumentos de 
planeamiento urbanístico para la adaptación de sus determinaciones a las de la 
declaración de Interés Turístico, conforme a lo establecido en el párrafo segundo del 
artículo 23.2.

2.   Los campos de golf que obtuvieran la declaración de Interés Turístico deberán 
mantener los requisitos y condiciones que motivaron dicha declaración. Las autoridades 
competentes, en función de la naturaleza de tales requisitos y condiciones, llevarán 
a cabo las actuaciones de inspección y control que a tal efecto resulten necesarias.

3.   La pérdida o incumplimiento de los requisitos y condiciones que dieron lugar a la 
declaración de Interés Turístico provocará, previa la tramitación del oportuno proce-
dimiento, la revocación de la misma por el Consejo de Gobierno, sin perjuicio de las 
responsabilidades en que hubiera podido incurrirse de acuerdo con la normativa que 
sea de aplicación.

4.   La innovación de los instrumentos de planeamiento urbanístico, así como la 
ejecución urbanística y la implantación efectiva de la actuación de campo de golf 
se realizarán en los plazos que en cada caso determine la declaración de Interés 
Turístico, de acuerdo con las características del proyecto.



LEGISLACIÓN EN  MATERIA DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, PROTECCIÓN DEL LITORAL Y PAISAJE

94

El plazo señalado podrá ser prorrogado, a solicitud de la entidad promotora del campo 
de golf o del Ayuntamiento afectado, mediante resolución de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de turismo, cuando el retraso esté motivado por 
causas suficientemente justificadas.

Transcurrido el plazo de implantación previsto en la correspondiente declaración de 
Interés Turístico y, en su caso, en sus prórrogas, sin que se hubiera llevado a cabo, 
la persona titular de la Consejería competente en materia de turismo podrá dictar 
resolución dejando sin efecto la declaración de Interés Turístico del proyecto".

Seis. La disposición transitoria primera queda modificada en los términos que se indican 
a continuación:

"Disposición transitoria primera. 

Adaptación de los campos de golf existentes

Los campos de golf existentes a la entrada en vigor de este decreto dispondrán de 
un plazo de cuatro años para elaborar y llevar a cabo un plan de adaptación a las 
determinaciones del artículo 8 y del Capítulo IV, respecto de aquellas características 
e instalaciones en que por su naturaleza sea posible".

Disposición adicional única. 

Proyectos con autorización ambiental unificada

Los proyectos de campos de golf que en el curso del procedimiento para la declaración 
de Interés Turístico hubiesen obtenido la autorización ambiental unificada no serán 
nuevamente evaluados ambientalmente con ocasión de la innovación de los instrumentos 
de planeamiento urbanístico para ajustarlos a las determinaciones que se establezcan en 
la citada declaración, siempre que esta innovación se circunscriba exactamente al ámbito 
reflejado en la citada autorización ambiental unificada.

Disposición transitoria única. 

Régimen transitorio

1.   Los procedimientos de declaración de campos de golf de Interés Turístico, iniciados 
con anterioridad a la entrada en vigor de esta disposición, se tramitarán y resolverán por 
la normativa vigente en el tiempo de presentación de la solicitud de dicha declaración.

2.   No obstante lo establecido en el apartado anterior, la persona promotora de la 
actuación que así lo solicite podrá acogerse a la normativa contenida en el presente 
Decreto, conservándose los trámites y actuaciones ya realizados que no se vean alterados 
por la nueva regulación.
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Disposición derogatoria única. 

Derogación de normas

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan a lo 
dispuesto en el presente decreto.

Disposición final única. 

Entrada en vigor

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 15 de junio de 2010

José Antonio Griñán Martínez

Presidente de la Junta de Andalucía

Luciano Alonso Alonso

Consejero de Turismo, Comercio y Deporte
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115 Publicada en el BOJA nº 73 de 13/04/2007.

116 Actualmente Secretaría General de Ordenación del Territorio y Sostenibilidad Urbana.

117 Actualmente Delegaciones Territoriales de la Consejería de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente.

118 Actualmente Delegaciones Territoriales de la Consejería de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente.

La disposición adicional octava de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía, regula los contenidos del informe de incidencia territorial 
que sobre los Planes Generales de Ordenación Urbanística ha de emitir, con carácter 
preceptivo, el órgano competente en materia de ordenación del territorio, conforme a lo 
dispuesto en el artículo 32, apartado 1, regla 2.ª, de dicha ley.

Por su parte, el Decreto 220/2006, de 19 de diciembre, por el que se regula el ejercicio de 
las competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma de Andalucía en materia 
de ordenación del territorio y urbanismo, atribuye la competencia para la emisión de estos 
informes a la persona titular de la actual Secretaría General de Ordenación del Territorio116, 
o de las Delegaciones Provinciales de la Consejería de Obras Públicas y Transportes117, 
según se trate de Planes Generales de Ordenación Urbanística que deban ser aprobados 
definitivamente por la persona titular de dicha Consejería o por las Comisiones Provinciales 
de Ordenación del Territorio y Urbanismo118, respectivamente, de acuerdo a lo dispuesto 
en dicho Decreto.

Por último, los citados informes de incidencia territorial deberán someterse a la consi-
deración de la Comisión Interdepartamental de Valoración Territorial y Urbanística 

§ 1.6 ORDEN DE 3 DE ABRIL DE 2007, POR LA QUE SE REGULA  
 LA EMISIÓN DEL INFORME DE INCIDENCIA TERRITORIAL SOBRE 
 LOS PLANES GENERALES DE ORDENACIÓN URBANÍSTICA Y SU 

TRAMITACIÓN ANTE LA COMISIÓN INTERDEPARTAMENTAL DE 
VALORACIÓN TERRITORIAL Y URBANÍSTICA115

(BOJA núm. 73, de 13 de abril de 2007)



LEGISLACIÓN EN  MATERIA DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, PROTECCIÓN DEL LITORAL Y PAISAJE

98

prevista en el Decreto 220/2006, de 19 de diciembre119, cuando en las propuestas 
de los instrumentos de planeamiento general, o sus innovaciones, concurra alguno de 
los supuestos contemplados en el artículo 23.2 de dicho Decreto120, bien por tratarse 
de crecimientos urbanísticos relevantes, de nuevos asentamientos no contiguos a los 
núcleos urbanos existentes, o de dotaciones, equipamientos, servicios e instalaciones con 
incidencia o interés supramunicipal o territorial no contemplados específicamente en la 
planificación sectorial.

Por lo expuesto, la presente Orden tiene por objeto regular el procedimiento para la 
emisión de los informes de incidencia territorial y su tramitación ante la Comisión Interde-
partamental de Valoración Territorial y Urbanística en los supuestos contemplados en la 
normativa citada.

En su virtud, en el ejercicio de las facultades atribuidas por la disposición final segunda del 
Decreto 220/2006, de 19 de diciembre, y conforme el artículo 46.4 de la Ley 6/2006, de 
24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

119 Esta Comisión Desaparece con el Decreto 36/2014, de 11 de febrero. Sus funciones son asumidas por la 
Comisión Territorial de Ordenación del Territorio y Urbanismo, cuando la competente para la emisión del informe 
de incidencia territorial es la Delegación Territorial correspondiente, y por el Consejo Andaluz de Ordenación 
del Territorio y Urbanismo, cuando la competente para la emisión del informe es la Secretaría General de 
Ordenación del Territorio y Sostenibilidad Urbana.

120 Apartado 2 del art. 23 del Decreto 220/2006, de 19 de diciembre:

“2. Deberá pronunciarse la Comisión Interdepartamental de Valoración Territorial y Urbanística cuando en las 
propuestas de los instrumentos de planeamiento general, o sus innovaciones, concurra alguno de los siguientes 
supuestos:

a) Un crecimiento para usos que el Plan General de Ordenación Urbanística en elaboración califique para usos 
residenciales y turísticos, en el municipio o en alguno de los núcleos urbanos que lo integran, que supongan, 
bien un incremento superior al 30% de la superficie de suelo con la urbanización y edificación ejecutadas de 
acuerdo con el plan general vigente; o bien un aumento de más del 25% del número de viviendas existentes en 
este suelo.

b) Propuestas de nuevos asentamientos no contiguos a los núcleos urbanos existentes.

c) Propuestas de dotaciones, equipamientos, servicios e instalaciones con incidencia o interés supramunicipal 
o territorial no contemplados específicamente en la planificación sectorial, tales como: puertos, aeropuertos, 
carreteras, centros universitarios, centros hospitalarios, grandes centros logísticos o de servicios, grandes 
establecimientos comerciales, grandes centros deportivos según lo establecido en la normativa sectorial 
correspondiente, campos de golf u otros de naturaleza similar.”
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121 Ver art. 37 de la LOUA.

122 Ver art. 10.1.A) y B) de la LOUA.

123 Derogado por el Decreto 525/2008, de 16 de diciembre, por el que se regula el ejercicio de las competencias 
de la Administración de la Junta de Andalucía en materia de ordenación del territorio y urbanismo. Actualmente 
el Decreto que regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Junta de Andalucía en materia 
de ordenación del territorio y urbanismo es el Decreto 36/2014, de 11 de febrero.

124 Secretaria General de Ordenación del Territorio y Sostenibilidad Urbana. Art. 5.2.e) del Decreto 36/2014, 
de 11 de febrero.

125 Corresponde a la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio resolver sobre la aprobación 
definitiva de los Planes Generales de Ordenación Urbanística, así como de sus innovaciones cuando afecten a la 
ordenación estructural, de los municipios identificados como Ciudades Principales y Ciudades Medias de nivel 
1 en el sistema de Ciudades del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, y que se relacionan en el Anexo 
del Decreto 36/2014, de 11 de febrero, en aplicación del artículo 31.2.B).a) de dicha Ley.

126 Actualmente Delegaciones Territoriales de la Consejería de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente. Art. 
13.2.b) del Decreto 36/2014, de 11 de febrero.

DISPONGO

Artículo 1. Ámbito de aplicación y competencia

1.   El informe de incidencia territorial previsto en el artículo 32.1, regla 2.ª, de la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, se emitirá sobre 
los Planes Generales de Ordenación Urbanística y sus revisiones totales o parciales121 y 
las modificaciones que afectan a la ordenación estructural122 y estén relacionadas con el 
objeto del informe.

2.   De acuerdo con lo dispuesto en el Decreto 220/2006, de 19 de diciembre123, por 
el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía en materia de ordenación del territorio y urbanismo, el órgano 
competente para la emisión del informe será la persona titular de la Secretaría General 
de Ordenación del Territorio124 para los Planes Generales de Ordenación Urbanística 
cuya aprobación definitiva125 sea competencia de la persona titular de la Consejería de 
Obras Públicas y Transportes, y la persona titular de la Delegación Provincial de dicha 
Consejería126 para el resto de los referidos Planes Generales.

Artículo 2. Documentación y plazos

1.   El informe de incidencia territorial deberá ser solicitado por el Ayuntamiento corres-
pondiente ante el Órgano, que ha de emitirlo, una vez se haya producido la aprobación 
inicial del instrumento de planeamiento al que se refiere el artículo 1, adjuntando copia del 
acuerdo de aprobación y de la documentación completa del Plan prevista en la legislación 
urbanística, que deberá incorporar la valoración de la incidencia de sus determinaciones 
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en la Ordenación del Territorio a que hace referencia la disposición adicional segunda de la 
Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía, y la disposición adicional octava de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre.

2.   El plazo para la emisión del informe tendrá la misma duración que el que se establezca 
para el trámite de información pública.

No obstante, lo dispuesto en el párrafo anterior, si el período de información pública fuera 
de un mes y precisara la tramitación ante la Comisión Interdepartamental de Valoración 
Territorial y Urbanística127 reseñada en el artículo 4, el plazo para la emisión del informe 
será de dos meses128.

3.   El plazo se computará a partir del día siguiente al de la recepción, en el registro de la 
Consejería de Obras Públicas y Transportes, de la solicitud de informe y la documentación 
completa a que hace referencia el apartado 1 del presente artículo.

Artículo 3. Alcance y contenido del informe

El informe deberá valorar la incidencia de las determinaciones del planeamiento general 
en el territorio y su coherencia con las previsiones de los instrumentos de Ordenación del 
Territorio vigentes, de acuerdo a los contenidos establecidos en la disposición adicional 
segunda de la Ley 1/1994, de 11 de enero, y disposición adicional octava de la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre, relativos al sistema de ciudades y de asentamientos, 
sistema de comunicaciones y transportes, equipamientos, infraestructuras o servicios 
supramunicipales y recursos naturales básicos.

Artículo 4. Comisión Interdepartamental de Valoración Territorial y Urbanística

1.   Cuando en la emisión del informe de incidencia territorial se constate la concurrencia de 
los supuestos contemplados en el artículo 23 del Decreto 220/2006, de 19 de diciembre, 
dicho informe se someterá a la consideración de la Comisión Interdepartamental de 

127 Este órgano consultivo desaparece con el Decreto 36/2014, de 11 de febrero. Sus funciones son asumidas 
por el Consejo Andaluz de Ordenación del Territorio y Urbanismo y por las Comisiones Provinciales de Ordenación 
del Territorio y Urbanismo.

128 El Decreto 36/2014, de 11 de febrero, establece en su Disposición Adicional Segunda que el plazo será de 
tres meses para los planes generales de ordenación urbanística y sus innovaciones que afecten a la ordenación 
estructural.
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Valoración Territorial y Urbanística regulada en el Capítulo II de dicho Decreto, a propuesta 
de la persona titular de la Secretaría General de Ordenación del Territorio.

2.   Los informes emitidos por las personas titulares de las Delegaciones Provinciales de 
la Consejería de Obras Públicas y Transportes en los supuestos previstos en el apartado 
anterior, serán remitidos a la Secretaría General de Ordenación del Territorio para su 
traslado a la Comisión Interdepartamental de Valoración Territorial y Urbanística.

3.   El régimen de sesiones de la Comisión Interdepartamental será, como mínimo, 
mensual.

4.   Las valoraciones que realice la Comisión Interdepartamental de Valoración Territorial 
y Urbanística deberán ser incorporadas al informe de incidencia territorial para su 
conocimiento por el Ayuntamiento.

Disposición derogatoria única. 

Derogación normativa

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan o 
contradigan la presente Orden y, expresamente, queda derogada la Orden de la Consejería 
de Obras Públicas de 21 de febrero de 2006, por la que se delega la competencia para 
la emisión del informe de incidencia territorial sobre los Planes Generales de Ordenación 
Urbanística.

Disposición final primera. 

Habilitación para su desarrollo

Se habilita a la persona titular de la Secretaría General de Ordenación del Territorio para 
dictar las instrucciones que precisen la ejecución y el desarrollo de esta Orden.

Disposición final segunda. 

Entrada en vigor

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 3 de abril de 2007

Concepcion Gutierrez Del Castillo

Consejera de Obras Públicas y Transportes
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Con la publicación del Decreto 43/2008, de 12 de febrero, regulador de las condiciones 
de implantación y funcionamiento de los campos de golf en Andalucía, la Comunidad 
Autónoma se dota de un marco jurídico de referencia, que viene a dar cobertura a esta 
materia no sólo desde una vertiente estrictamente deportiva, sino incorporando otros 
aspectos como el turístico, el territorial o el medioambiental.

En este sentido se contempla, de forma novedosa, la figura de los campos de golf de 
interés turístico, concebidos como instrumentos que, atendiendo a los principios del 
desarrollo sostenible, permiten integrar la oferta turística de calidad con la dotación de 
equipamientos deportivos y de ocio en el ámbito territorial de implantación. La declaración 
de interés turístico de un campo de golf estará sujeta a las previsiones contenidas en el 
citado Decreto.

El Decreto 309/2010, de 15 de junio, por el que se modifica el Decreto 43/2008, de 12 de 
febrero, introduce importantes mejoras en el procedimiento inicialmente establecido para 
la obtención de la declaración de interés turístico que, en aras a mejorar la competitividad 
del sector turístico de Andalucía, favorecen que se pueda agilizar su tramitación.

En línea con esta modificación y al objeto de dar mayor transparencia al procedimiento 
de declaración, se ha puesto de manifiesto la necesidad de elaborar esta Orden de 
desarrollo en la que se regula el procedimiento para obtener la declaración de campos 
de golf de interés turístico. En este sentido, se concretan y clarifican aspectos como 
los requerimientos exigibles a las personas o entidades promotoras en relación con 
los proyectos, los plazos para la realización de los distintos actos de trámite, la 
participación de otros departamentos en el procedimiento o el órgano responsable 
del mismo que, por razones de conocimiento técnico y eficiencia, será el que tenga 
atribuidas las competencias en materia de planificación turística. Actualmente, dichas 
competencias recaen en la Secretaría General para el Turismo, según establece el 
Decreto 333/2011, de 2 de noviembre, por el que se modifica el Decreto 137/2010, 

§ 1.7 ORDEN DE 13 DE MARZO DE 2012, POR LA QUE SE DESARROLLA 
 EL PROCEDIMIENTO PARA OBTENER LA DECLARACIÓN DE CAMPOS 

DE GOLF DE INTERÉS TURÍSTICO EN ANDALUCÍA

(BOJA núm. 57, de 22 de marzo de 2012)
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de 13 de abril, por el que se aprueba la estructura orgánica de la Consejería de Turismo, 
Comercio y Deporte.

Asimismo, y en base a los principios de racionalización, simplificación y agilidad de los 
procedimientos, se han observado las previsiones de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a los servicios públicos, y del Decreto 183/2003, 
de 24 de junio, por el que se regula la información y atención al ciudadano y la tramitación 
de procedimientos administrativos por medios electrónicos (Internet).

En su virtud y en uso de la habilitación conferida en la disposición final primera del 
Decreto 43/2008, de 12 de febrero, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
44.2 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad Autónoma de 
Andalucía.

DISPONGO

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto

La presente Orden tiene por objeto desarrollar el procedimiento para la obtención de la 
declaración de interés turístico de aquellos proyectos de campos de golf que se soliciten 
al amparo de lo dispuesto en el Decreto 43/2008, de 12 de febrero, regulador de las 
condiciones de implantación y funcionamiento de campos de golf en Andalucía.

Artículo 2. Concepto y características de los campos de golf de interés turístico

1.   De conformidad con lo dispuesto en el artículo 22 del Decreto 43/2008, de 
12 de febrero, se consideran campos de golf de interés turístico de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía aquellas instalaciones que, reuniendo las características 
definitorias contenidas en su artículo 2, tengan una especial relevancia por su 
incidencia potencial en la cualificación de la oferta turística y su desestacionalización, 
ampliando la oferta deportiva y de ocio asociada al turismo del ámbito territorial 
donde sean implantados.

2.   Los campos de golf de interés turístico deben estar caracterizados, atendiendo a 
los principios del desarrollo sostenible, por el predominio de la dimensión y orientación 
turística del conjunto de la actuación en la que se inscriben, contribuyendo así a mejorar 
y cualificar la oferta de alojamiento reglado del ámbito de localización del proyecto, y a 
conformar una oferta complementaria y de ocio en la que estén presentes otros productos 
y segmentos diferentes al del turismo de golf.
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Artículo 3. Determinación del interés turístico

Para la determinación del interés turístico se tendrá en consideración lo establecido en el 
artículo anterior, que se valorará mediante la evaluación de los aspectos contenidos en el 
artículo 12.4.c).

Artículo 4. Procedimiento

1.   El procedimiento para la declaración de campos de golf de interés turístico se ajustará 
a lo establecido en la presente Orden.

2.   En el caso de que en un Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional esté 
expresamente previsto un campo de golf de interés turístico con las determinaciones 
establecidas en el artículo 27 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero, su declaración se 
tramitará de forma abreviada, conforme a lo dispuesto en el artículo 14.

Artículo 5. Órgano responsable del procedimiento

1.   Será órgano responsable para la tramitación del presente procedimiento el órgano 
directivo competente en materia de planificación turística, correspondiéndole el impulso y 
la ordenación del mismo.

2.   Cada procedimiento de declaración de un campo de golf de interés turístico conformará 
un expediente administrativo, cuya apertura, custodia y archivo corresponderá al órgano 
responsable del procedimiento.

3.   Cuando deban emitirse informes por otras Consejerías, las actuaciones o comunica-
ciones a la persona o entidad promotora que se consideren necesarias para emitirlos se 
realizarán directamente por dichas Consejerías. Junto con los informes emitidos, se remi-
tirá copia de todo lo actuado al órgano responsable del procedimiento para su constancia 
en el expediente.

Artículo 6. Utilización de medios electrónicos

1.   Para la agilización y racionalización del procedimiento de declaración, la Consejería con 
competencia en materia de turismo habilitará los medios necesarios para la comunicación 
multicanal con las personas o entidades que tengan la condición de interesado en el 
mismo, de conformidad con la normativa aplicable en materia de tramitación electrónica de 
procedimientos administrativos en la Administración de la Junta de Andalucía, respetando 
las disposiciones sobre protección de datos de carácter personal.

2.   Asimismo, atendiendo a criterios de celeridad, se articularán los medios electrónicos 
oportunos que permitan garantizar que el proceso de comunicación entre los órganos de 
la Junta de Andalucía implicados en el procedimiento de declaración se realice de forma 
completamente electrónica.
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CAPÍTULO II

Iniciación del procedimiento

Artículo 7. Solicitud

1.   El procedimiento para la obtención de la declaración de campo de golf de interés 
turístico se iniciará mediante solicitud de la persona física o jurídica, pública o privada, 
legalmente constituida que promueva el proyecto.

2.   La solicitud se ajustará al modelo que figura en el anexo I y podrá obtenerse en la sede 
de la Consejería competente en materia de turismo o en el de sus respectivas Delegaciones 
Provinciales, así como en el Portal de la Junta de Andalucía y en la página web de la 
Consejería competente en materia de turismo, donde también podrá cumplimentarse.

Dicha solicitud se acompañará de la documentación detallada en el artículo siguiente 
y deberá ser suscrita por la persona o entidad promotora o por quien la represente, 
cumplimentando:

a) Los datos identificativos de la persona física o jurídica promotora y, en su caso, de la 
persona representante que ostente poder suficiente.

b) El medio preferente o el lugar a efectos de practicar las notificaciones que proceda 
efectuar.

c) Las declaraciones responsables y compromisos relativos al cumplimiento de las 
prescripciones y condiciones establecidas en esta Orden y en el Decreto 43/2008, 
de 12 de febrero, así como de la veracidad de todos los datos reflejados en la 
solicitud y documentación adjunta, en los términos previstos en el modelo que figura 
en el Anexo I.

3.   La solicitud se dirigirá a la persona titular del órgano responsable para la tramitación 
del procedimiento.

Artículo 8. Documentación

1.   La solicitud para la obtención de la declaración de campo de golf de interés turístico 
se acompañará de un dossier que, conforme a la estructura del Anexo II, incluya, al menos, 
la siguiente documentación:

a) Identificación de la persona o entidad promotora.

b) Documento identificativo de la actuación.

c) Documento descriptivo de la realidad existente.
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d) Propuesta técnica del proyecto de campo de golf de interés turístico.

e) Informe técnico expresivo de la incidencia territorial.

f) Documentación de carácter ambiental.

g) Informe técnico relativo a los aspectos turísticos.

h) Informe técnico relativo a los aspectos deportivos.

i) Memoria justificativa de la viabilidad y sostenibilidad social y medio ambiental.

j) Planos y documentación gráfica.

k) Acreditaciones, autorizaciones y certificaciones.

2.   La documentación relacionada en el apartado anterior deberá contener la información 
necesaria para la elaboración de los informes técnicos sectoriales contemplados en el 
artículo 12.

Artículo 9. Lugares y medios de presentación de las solicitudes

1.   La presentación de las solicitudes debidamente cumplimentadas en el modelo 
establecido al efecto, junto a la documentación a que se refiere el artículo anterior, podrá 
efectuarse:

a) Preferentemente por vía telemática en el Registro Telemático Único de la Administración de 
la Junta de Andalucía a través del Portal de la Junta de Andalucía, www.juntadeandalucia.
es, o de la página web de la Consejería de Turismo, Comercio y Deporte, www.
juntadeandalucia.es/turismocomercioydeporte/, para lo que se deberá disponer de un 
certificado electrónico reconocido expedido por cualquiera de los prestadores de servicios 
de certificación cuyos certificados reconoce la Administración de la Junta de Andalucía. 
La relación de los mismos se podrá consultar en https://024. juntadeandalucia.es/
pluton/adminelec/convenio/prestadores.jsp. Igualmente se po-drán utilizar los sistemas 
de firma electrónica incorporados al Documento Nacional de Identidad, para personas 
físicas, en los términos de los artículos 13 y 14 de la Ley 11/2007, de 22 de junio, de 
acceso electrónico de los ciudadanos a los Servicios Públicos.

b) En los registros administrativos de la Consejería competente en materia de turismo o en 
el de sus respectivas Delegaciones Provinciales, sin perjuicio de que también puedan 
presentarse en los registros de los demás órganos y en las oficinas que correspondan, 
de conformidad con lo establecido en el artículo 38.4 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común, y en el artículo 82.2, de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de 
la Administración de la Junta de Andalucía.
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2.   En el supuesto de presentación de solicitudes a través de medios telemáticos, la 
persona o entidad promotora podrá aportar, a través del Registro Telemático Único de 
la Junta de Andalucía, tanto la documentación necesaria para la solicitud, como la que le 
sea requerida para completar la misma durante la tramitación del presente procedimiento, 
siempre que se garantice su autenticidad, integridad, conservación y demás requisitos 
exigidos por el artículo 12 del Decreto 183/2003, de 24 de junio, por el que se regula la 
información y atención al ciudadano y la tramitación de procedimientos administrativos por 
medios electrónicos (Internet), o norma que lo sustituya.

3.   Cuando la presentación de las solicitudes se realice en los registros administrativos 
establecidos, se presentará un ejemplar del dossier en formato papel y otro en soporte 
digital, para que puedan ser distribuidos para consultas e informes. La documentación 
será original, copia auténtica o autenticada.

4.   La opción de comunicarse por unos u otros medios no vincula a la persona o entidad 
promotora, que podrá, en cualquier momento, optar por un medio distinto del inicialmente 
elegido.

5.   Igualmente se podrá conocer el estado de tramitación del procedimiento a través 
de un acceso restringido en la oficina virtual de la Consejería competente en materia 
de turismo. El acceso y consulta se podrá realizar en tiempo real, previa identificación 
mediante alguno de los sistemas de firma electrónica indicados en el apartado 1.a) del 
presente artículo. La información sobre el estado de la tramitación del procedimiento 
comprenderá la relación de los actos de trámite realizados, su contenido y fecha en la 
que fueron dictados. Todo ello, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 35.a) de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre.

Artículo 10. Subsanación y mejora de la solicitud

1.   Si la solicitud no estuviera debidamente cumplimentada o no presentara completa 
la documentación requerida en el artículo 8, el órgano responsable requerirá a la 
persona o entidad promotora solicitante para que, en el plazo de diez días, subsane 
las faltas o acompañe los documentos necesarios, con indicación de que, si así no 
lo hiciera, se le tendrá por desistido de su petición, previa resolución que deberá ser 
dictada en los términos previstos en el artículo 42.1 de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre. El plazo de subsanación podrá ser ampliado en los términos previstos en 
la citada Ley.

2.   El órgano responsable de la tramitación podrá recabar de la persona o entidad 
promotora la modificación o mejora voluntaria del proyecto que, de ser atendidas, podrán 
implicar la modificación de la documentación técnica que ya hubiera presentado. De ello 
se levantará acta sucinta, que se incorporará al procedimiento.
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CAPÍTULO III

Instrucción

Artículo 11. Audiencia previa e información pública

1.   Una vez admitidas las solicitudes y, en su caso, realizadas las oportunas mejoras, el 
proyecto se someterá por un plazo de dos meses a audiencia previa de los Ayuntamientos 
y de otras Administraciones públicas afectadas a fin de que emitan el correspondiente 
informe de conformidad con sus respectivas competencias. Si transcurriera dicho plazo 
sin que aquél se hubiera evacuado, se podrán proseguir las actuaciones. El informe emitido 
fuera de plazo podrá no ser tenido en cuenta al adoptar la correspondiente resolución.

2.   Asimismo será sometido, por un plazo de un mes, a información pública mediante 
resolución dictada por el órgano responsable, que se anunciará en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía.

Durante dicho plazo, la información relativa al proyecto estará disponible para su consulta 
tanto en las dependencias de la Consejería competente en materia de turismo como en 
su página web.

En cuanto a los lugares de presentación de las alegaciones se estará a lo dispuesto en el 
artículo 9.

Artículo 12. Informes técnicos sectoriales

1.   Simultáneamente a los trámites previstos en el artículo anterior, se requerirá por parte 
del órgano responsable, informe de incidencia territorial de la Consejería competente en 
materia de ordenación del territorio, informe de la Consejería competente en materia de 
medio ambiente e informe de la Consejería competente en materia de deporte.

Por otra parte, la Consejería competente en materia de turismo emitirá un informe sobre 
el interés turístico del proyecto.

Estos informes tendrán el carácter de preceptivos y determinantes.

2.   Asimismo, se requerirá informe a la Consejería competente en materia de urbanismo 
sobre la viabilidad urbanística de los proyectos, en aquellos supuestos en que los mismos 
tengan incidencia urbanística o prevean la implantación de usos residenciales.

3.   El plazo para emitir los informes referidos será de tres meses.

4.   Los informes analizarán la adecuación del proyecto a las prescripciones y 
requerimientos sectoriales correspondientes exigidos en el Decreto 43/2008, de 12 de 
febrero, debiendo valorarse, al menos, los siguientes aspectos:

a) En el informe de incidencia territorial:
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1º   La incidencia en el sistema de ciudades, en la estructura de asentamientos y en la 
ordenación general de usos.

2º   La infraestructura de comunicaciones y transportes, así como la incidencia sobre el 
tráfico y la movilidad.

3º   La valoración de las previsiones y el tratamiento de los equipamientos y espacios libres 
que tengan alcance supramunicipal y su posible complementariedad con otras dotaciones.

4º   La disponibilidad y la suficiencia de infraestructuras y servicios básicos.

5º   La incidencia sobre los recursos naturales básicos, la protección del territorio y la 
prevención de riesgos.

b) En el informe sobre las determinaciones medioambientales:

1º   La adecuación del conjunto de las actuaciones a los condicionantes y requisitos 
ambientales relacionados con el terreno, la vegetación y la fauna, el ciclo del agua y la 
suficiencia de recursos hídricos.

2º   La incidencia ambiental de las construcciones, edificaciones e instalaciones en el 
paisaje y su integración en el mismo.

3º   La suficiencia y funcionalidad de las redes de infraestructuras y servicios.

4º   El mantenimiento, la recuperación ambiental del entorno y la mejora del paisaje.

5º   La explotación y gestión del césped.

6º   La eficiencia energética y la producción y gestión de residuos.

c) En el informe turístico:

1º   El predominio del uso turístico frente al resto de usos complementarios o compatibles, 
para lo cual se tendrá en cuenta la edificabilidad mayoritaria destinada a dicho uso en el 
sector de ordenación propuesto.

2º   La existencia de otros productos y segmentos turísticos asociados al campo de golf, 
tales como salud y belleza, rural y naturaleza, cultural, reuniones, ecuestre, entre otros, 
que permitan un mayor desarrollo e impulso del complejo turístico, conformando una 
oferta complementaria y de ocio que contribuya a favorecer la desestacionalización del 
ámbito donde se localiza.

3º   La preeminencia de la oferta de plazas alojativas regladas frente a la oferta de plazas 
residenciales, así como el predominio de la oferta de plazas hoteleras sobre la oferta de 
plazas de otras modalidades de alojamiento reglado.

4º   La inclusión de establecimientos hoteleros de cuatro o cinco estrellas, y la oferta 
de un mayor número de plazas que las contempladas en el Decreto 43/2008, de 12 de 
febrero, contribuyendo a mejorar y cualificar la oferta de alojamiento reglado del ámbito.
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5º   La existencia de valores turísticos en el entorno en relación a aspectos tales como la 
oferta hotelera, los recursos naturales, paisajísticos o patrimoniales.

6º   La integración del mayor número de acciones posibles destinadas a la sostenibilidad 
social, económica y medioambiental que tengan incidencia en aspectos recogidos en el 
artículo 25.2 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero.

d) En el informe deportivo:

1º   La adecuación del proyecto a las condiciones de diseño, seguridad y gestión exigidas, 
desde el punto de vista deportivo, en el Decreto 43/2008, de 12 de febrero.

2º   La calidad deportiva de las instalaciones del campo de golf, de conformidad con lo es-
tablecido en el Decreto 43/2008, de 12 de febrero, y con las recomendaciones de la norma 
UNE 188001 «Campos de golf, requisitos para la prestación del servicio» o la que la sustituya.

e) En el informe urbanístico, la incidencia en el planeamiento vigente y el cumplimiento 
de las condiciones urbanísticas básicas para la implantación, ordenación y ejecución 
previstas en el Decreto 43/2008, de 12 de febrero.

5.   Cada informe contendrá una valoración de los aspectos del proyecto que sean de 
su competencia y se pronunciará de forma favorable o desfavorable al mismo. Cuando 
la valoración sea condicionada, a fin de facilitar la actuación de la Comisión Técnica de 
Calificación, se precisarán aquellos aspectos, elementos o condiciones que deban ser 
modificados para su viabilidad.

Artículo 13. Informe de alegaciones

Finalizado el plazo de audiencia previa, así como el de información pública a que se refiere 
el artículo 11, el órgano competente para la tramitación del procedimiento emitirá informe 
sobre las alegaciones presentadas, que se remitirá a las otras Consejerías afectadas y se 
incorporará al expediente.

Artículo 14. Tramitación abreviada

1.   De conformidad con lo dispuesto en el artículo 28.5 del Decreto 43/2008, de 12 de 
febrero, en el caso de que el campo de golf de interés turístico esté expresamente previsto 
en un Plan de Ordenación del Territorio de ámbito subregional con las determinaciones 
establecidas en su artículo 27, el procedimiento de declaración correspondiente se 
ajustará a lo dispuesto en el presente artículo.

2.   La iniciación del procedimiento se producirá con la solicitud de la persona o entidad 
promotora, en los términos y condiciones que se establecen en el capítulo II.

3.   Una vez admitida la solicitud, se someterá el proyecto a audiencia, por un plazo de 
diez días, del municipio o municipios afectados.
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4.   Asímismo, junto a las alegaciones recibidas se remitirá copia del proyecto presentado 
a las Consejerías competentes en materia de ordenación del territorio, en materia de 
medio ambiente y en materia de deporte solicitándose la emisión de un informe sobre el 
mismo. El plazo para la emisión de este informe será de un mes.

En este mismo periodo, la Consejería competente en materia de turismo emitirá un informe 
sobre el interés turístico del proyecto.

5.   En el resto de los trámites de este procedimiento abreviado se estará a lo dispuesto 
en el procedimiento ordinario.

Artículo 15. Informe de la Comisión Técnica de Calificación

1.   Recibidos los correspondientes informes o transcurrido, en su caso, el plazo 
establecido para su emisión, el órgano responsable de la tramitación elaborará, en los 
veinte días siguientes y para facilitar la labor de la Comisión Técnica de Calificación, una 
propuesta de informe sobre el proyecto, que elevará a la consideración de la Comisión 
Técnica de Calificación, regulada en el artículo 30 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero. 
En el mismo plazo se cursará la convocatoria de la citada Comisión.

2.   La Comisión Técnica de Calificación se reunirá para analizar el proyecto presentado, 
así como la propuesta de informe y emitirá, en el plazo de un mes, informe preceptivo 
relativo al proyecto de declaración de campo de golf de interés turístico. Dicho informe 
se pronunciará de forma favorable o desfavorable a la declaración de interés turístico y, 
en su caso, podrá proponer las determinaciones que estime oportunas para la mejora del 
proyecto.

3.   No obstante lo establecido en los apartados anteriores, el informe de la Comisión 
Técnica de Calificación podrá ser evacuado con la emisión de cualesquiera de los informes 
preceptivos y determinantes establecidos en el artículo 12.1 cuando de ellos se desprendan 
motivos suficientes para la denegación de la solicitud de declaración de campo de golf de 
interés turístico.

Artículo 16. Trámite de audiencia

1.   Instruido el procedimiento e inmediatamente antes de redactar la propuesta de 
resolución, el órgano responsable someterá el expediente al trámite de audiencia por un 
plazo de diez días.

2.   No obstante, si antes del vencimiento del plazo los interesados manifiestan su decisión 
de no efectuar alegaciones ni aportar nuevos documentos o justificaciones, se tendrá por 
realizado el trámite.
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3.   Se podrá prescindir del trámite de audiencia cuando no figuren en el procedimiento ni 
sean tenidos en cuenta en la resolución otros hechos ni otras alegaciones y pruebas que 
las aducidas por el interesado.

Artículo 17. Propuesta de resolución

1.   Una vez emitido el informe por la Comisión Técnica de Calificación y realizado, en su 
caso, el trámite de audiencia, a la vista del expediente, se elevará la propuesta de resolución a 
la persona titular de la Consejería competente en materia de turismo en el plazo de diez días.

2.   Cuando la propuesta de resolución sea favorable, la persona o entidad promotora 
acreditará, en el plazo de diez días, la disponibilidad de los terrenos dónde se propone 
implantar la actuación y, cuando sea requerido para ello, presentará un documento 
completo refundido, que incorpore todas las modificaciones que se hayan realizado sobre 
el proyecto inicial durante su tramitación.

CAPÍTULO IV

Resolución

Artículo 18. Resolución

1.   El procedimiento de declaración de un campo de golf de interés turístico se resolverá 
mediante Acuerdo del Consejo de Gobierno, a propuesta de la persona titular de la 
Consejería competente en materia de turismo.

2.   El Acuerdo de declaración de un campo de golf de interés turístico será publicado en 
el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

3.   En aquellos casos en que, valorada la documentación obrante en el expediente, la 
resolución sea denegatoria, la persona titular de la Consejería competente en materia 
de turismo resolverá, por delegación y mediante Orden motivada, el procedimiento de 
declaración de campo de golf de interés turístico, de conformidad con lo establecido en la 
disposición adicional única del Decreto 43/2008, de 12 de febrero.

4.   De conformidad con el artículo 28.9 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero, el plazo 
máximo para resolver y notificar el Acuerdo de declaración de interés turístico o la resolución 
denegatoria será de seis meses desde que la solicitud con el correspondiente proyecto 
hubiera tenido entrada en el registro del órgano responsable para su tramitación. Se podrá 
entender estimada la solicitud si vencido dicho plazo no hubiere recaído acuerdo expreso.

5.   De acuerdo con lo regulado en el artículo 42.5.c) de la Ley 30/1992, de 26 de 
noviembre, el transcurso del plazo establecido en el apartado anterior quedará suspendido 
por el tiempo que medie entre la petición y la recepción de los informes o trámites de 
carácter preceptivo y determinante para dictar el acuerdo de declaración.
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CAPÍTULO V

Alcance y efectos de la declaración

Artículo 19. Alcance y efectos

1.   De conformidad con el artículo 29.1 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero, el 
Consejo de Gobierno determinará el alcance de la declaración de campo de golf de interés 
turístico. La declaración vinculará directamente a los municipios afectados, que quedarán 
obligados a la correspondiente innovación de los instrumentos de planeamiento urbanístico, 
a cuyos efectos se pronunciará sobre las adaptaciones a realizar en los instrumentos de 
planeamiento vigentes o, en caso de inexistencia de planeamiento, sobre las actuaciones 
que deban llevarse a cabo.

2.   De conformidad con el artículo 29.4 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero, la 
innovación de los instrumentos de planeamiento urbanístico, así como la ejecución 
urbanística y la implantación efectiva de la actuación de campo de golf se realizarán en 
los plazos que en cada caso determine la declaración de interés turístico, de acuerdo con 
las características del proyecto. El plazo señalado podrá ser prorrogado, a solicitud de la 
entidad promotora del campo de golf o del Ayuntamiento afectado, mediante resolución 
de la persona titular de la Consejería competente en materia de turismo, cuando el retraso 
esté motivado por causas suficientemente justificadas.

3.   Asimismo, la declaración de interés turístico también podrá determinar, entre otras 
cuestiones, las siguientes:

a) La obligación de que la innovación del planeamiento urbanístico general garantice que 
la edificabilidad turística deba ejecutarse previa o simultáneamente a la edificabilidad 
residencial, y de que la ejecución de los equipamientos privados deba ser previa o 
simultánea a la construcción de los usos residenciales.

b) La obligación de que el promotor garantice la construcción y gestión de los equipamientos 
y servicios básicos, así como el transporte público respecto del núcleo principal, en el 
caso de que el proyecto prevea la implantación de un nuevo núcleo de población, a fin de 
garantizar que éste constituya un núcleo independiente, autónomo, ordenado y completo, 
conforme a lo dispuesto en el artículo 23.3 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero.

4.   De conformidad con el artículo 27.7 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero, el campo 
de golf declarado de interés turístico, así como sus usos complementarios y compatibles, 
se someterán a la autorización ambiental prevista en la Ley 7/2007, de 9 de julio, de 
Gestión de la Calidad Ambiental de Andalucía, que podrá realizarse simultáneamente al 
procedimiento de evaluación ambiental que corresponda a la innovación de planeamiento 
requerida, para hacer efectiva la incorporación de las determinaciones contenidas en la 
declaración del campo de golf de interés turístico al Plan General de Ordenación Urbanística.
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Artículo 20. Mantenimiento y revocación de la declaración

1.   Los campos de golf que obtuvieran la declaración de interés turístico deberán man-
tener los requisitos y condiciones que motivaron dicha declaración. Las autoridades 
competentes en función de la naturaleza de tales requisitos y condiciones, llevarán a cabo 
las actuaciones de inspección y control que a tal efecto resulten necesarias.

2.   La pérdida o incumplimiento de las circunstancias y requisitos que dieron lugar a la declaración 
de interés turístico provocará, previa audiencia de las personas o entidades promotoras, la 
revocación de la misma por el Consejo de Gobierno, sin perjuicio de las responsabilidades en 
que hubiera podido incurrirse de acuerdo con la normativa que sea de aplicación.

Disposición adicional única. 

Tramitación electrónica del procedimiento

Los medios necesarios para la tramitación electrónica del procedimiento administrativo, a 
que se hace referencia en el artículo 6, deberán estar operativos en el plazo máximo de 
seis meses desde la entrada en vigor de esta disposición.

Disposición transitoria única. 

Régimen transitorio

Los procedimientos de declaración de campos de golf de interés turístico iniciados con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Orden se tramitarán y resolverán por la normativa 
vigente en el momento de la presentación de la solicitud de dicha declaración.

Disposición final primera. 

Habilitación para actualización de anexos

Se autoriza a la persona titular del órgano responsable de la tramitación del procedimiento 
para actualizar el contenido de los anexos de la presente Orden, mediante resolución que 
será publicada en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Disposición final segunda. 

Entrada en vigor

La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial 
de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 13 de marzo de 2012

Luciano Alonso Alonso

Consejero de Turismo, Comercio y Deporte
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ANEXO II

Documentación para la presentación de la solicitud de declaración de campos 
de golf de interés turístico en Andalucía

El dossier que acompañará la solicitud para la obtención de la declaración de campo de 
golf de interés turístico seguirá la estructura de este anexo y contendrá, al menos, la 
siguiente documentación:

1.   Documento núm. 1: Identificación de la persona o entidad promotora.

Se acompañará, en su caso, copia de la escritura de constitución de la entidad promotora, 
debidamente inscrita en el Registro correspondiente.

2.   Documento núm. 2: Documento identificativo de la actuación. A modo de presentación 
del proyecto, se especificará su denominación y localización, y se describirá la estructura 
de la propiedad del suelo.

3.   Documento núm. 3: Documento descriptivo de la realidad existente. Al menos, deberá 
considerar estos aspectos:

a) Características naturales: clima, geología, geomorfología, hidrología y usos del suelo.

b) Planeamiento territorial y urbanístico vigente.

c) Infraestructuras y servicios.

d) Patrimonio histórico y cultural.

4.   Documento núm. 4: Propuesta técnica del proyecto de campo de golf de interés 
turístico. Contendrá estos apartados:

a) Propuesta de ordenación urbanística, que especifique objetivos y criterios del diseño 
propuesto, un esquema general indicativo de las zonas, tipologías e intensidades 
edificatorias, la situación de las reservas de suelo para dotaciones y vivienda protegida 
exigidas por la legislación urbanística, así como la previsión de sistemas generales 
que aseguren la integración de la actuación en la ordenación estructural del municipio.

b) Justificación del cumplimiento de las condiciones y requisitos para la implantación 
territorial de los campos previstos en el capítulo II del Decreto 43/2008, de 12 de 
febrero, regulador de las condiciones de implantación y funcionamiento de campos de 
golf en Andalucía.

c) Justificación del cumplimiento de las prescripciones técnicas generales y 
suplementarias establecidas en el capítulo IV y artículo 24 del Decreto 43/2008, de 
12 de febrero, relativas al:
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 – Paisaje y clima.

 – Terrenos.

 – Vegetación y fauna.

 – Recursos hídricos, instalaciones de riego y drenaje.

 – Eficiencia energética.

 – Pendientes y acuíferos.

d) Diseño y características del campo que, al menos, considere las siguientes cuestiones:

 – Exposición de la solución adoptada.

 – Ficha técnica del recorrido y descripción de los hoyos.

 – Medidas de seguridad adoptadas.

 – Obra civil.

e) Programa de usos complementarios y compatibles.

f) Explotación y gestión turística del proyecto, que incluya:

 – Plan de comercialización de los derechos de juego.

 – Calendario y horarios de juego.

g) Gestión y ejecución: Se recogerán las previsiones para el desarrollo, gestión 
y explotación de la totalidad del proyecto y de cada una de sus actuaciones, 
incluyendo una estimación económica de las mismas y el cronograma previsto para 
su realización.

Específicamente, se recogerán las previsiones sobre infraestructuras, dotaciones, equipa-
mientos y servicios que demande la implantación de la actuación, con asignación de los 
costes a las personas, entidades promotoras o Administraciones públicas responsables de 
las mismas, incluyendo, en todo caso, las actuaciones de ejecución, mejora o reforzamiento 
de las redes exteriores de sistemas generales afectados que fuesen necesarias.

5.   Documento núm. 5: Informe técnico expresivo de la incidencia territorial. Se analizarán 
los siguientes aspectos:

a) El sistema de ciudades y la estructura de asentamientos, justificando, en su caso, 
la formación de nuevos núcleos de población, en las condiciones establecidas en el 
artículo 23.3 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero, y su incidencia sobre el modelo 
territorial y urbanístico del ámbito en el que se implantan.
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b) El sistema de comunicaciones y transportes, justificando la capacidad y disponibilidad 
de las infraestructuras y servicios existentes o previstos y la incidencia de la actuación 
sobre el tráfico y la movilidad.

c) El sistema de equipamientos y espacios libres, justificando, en su caso, la incidencia 
supramunicipal de la actuación y su posible complementariedad con otras dotaciones 
y equipamientos existentes o previstos.

d) Las infraestructuras y los servicios básicos (ciclo del agua, energía y telecomunicaciones), 
justificando su disponibilidad y suficiencia.

e) Las afecciones territoriales y la incidencia de la actuación sobre los recursos naturales, 
la protección del territorio y la prevención de riesgos.

6.   Documento núm. 6: Documentación de carácter ambiental. Como mínimo debe incluir:

a) Un Plan de Conservación del Agua que defina las medidas estratégicas que contribuyan 
a conseguir la optimización del uso del agua.

b) Un Sistema de Gestión del Césped con el objetivo de conservar los suelos, el agua, la 
energía y otros recursos naturales durante la construcción y el mantenimiento de los 
campos de golf.

c) Un Plan de Regeneración Ambiental, en aquellos casos en que los terrenos para la 
construcción del campo de golf sean suelos degradados como consecuencia de 
actividades extractivas o industriales y precisen desmontes o explanaciones en una 
cuantía superior al 30 por ciento de su superficie.

d) El estudio y la justificación adecuada de la suficiencia de recursos hídricos.

e) La acreditación de las prescripciones técnicas de los apartados, como mínimo, f) y h) 
del artículo 24 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero.

f) La justificación del cumplimiento de las prescripciones incluidas en los artículos 15.1, 
18 y 19 del Decreto 43/2008, de 12 de febrero.

7.   Documento núm. 7: Informe técnico relativo a los aspectos turísticos. Se estudiarán y 
describirán de forma pormenorizada los siguientes aspectos:

a) La incidencia potencial en la cualificación de la oferta turística, la singularidad de los 
valores y atributos aportados, así como la experiencia diferenciada que proporciona el 
proyecto.

b) La incidencia potencial en la desestacionalización de la oferta turística. Exposición de 
los productos y segmentos turísticos que complementan el proyecto de campo de 
golf.
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c) El impacto en la oferta turística del ámbito correspondiente, tomando como referente 
los recursos turísticos existentes en el ámbito de influencia. Previsión de la potenciación 
de la oferta existente o creación de un nuevo destino, con la implantación del proyecto.

d) La solvencia técnica del proyecto turístico y deportivo. La caracterización del promotor, 
gestión turística del campo de golf y del resto de usos complementarios previstos, así 
como la organización de eventos.

e) El predominio del uso turístico sobre el residencial en caso de estar éste previsto.

8.   Documento núm. 8: Informe técnico relativo a los aspectos deportivos. Analizará y 
describirá, entre otros, los siguientes aspectos:

a) Interés del diseño del campo de golf desde el punto de vista deportivo.

b) Descripción del campo de golf, indicando las características del campo.

c) Justificación de las distancias de seguridad recogidas en el Decreto 43/2008, de 12 
de febrero, o en su caso, justificación de las medidas adoptadas para garantizar las 
condiciones de seguridad, cuando en razón al trazado y características topográficas 
del campo se puedan adoptar otras disposiciones.

d) Definición gráfica de los esquemas funcionales de la casa club y de la zona de 
mantenimiento con cuadros de superficies pormenorizadas, así como ubicación y 
distribución de la zona de aparcamientos.

e) Justificación de la integración paisajística y visual del campo de golf en su entorno, con 
especificación de las características de las superficies arboladas y de los cerramientos 
de las instalaciones.

f) Definición en planos de la ubicación, características y dimensiones de las distintas 
zonas de prácticas.

g) Definición de otros espacios o instalaciones deportivas, en el caso que estén previstos.

9.   Documento núm. 9: Memoria justificativa de la viabilidad y sostenibilidad social y 
medioambiental. Comprenderá una descripción de las acciones previstas para aportar 
valores basados en los principios del desarrollo sostenible, exponiendo razonadamente 
su incidencia sobre alguno de los aspectos recogidos en el artículo 25.2 del Decreto 
43/2008, de 12 de febrero.

10.   Documento núm. 10: Documentación gráfica. Se presentarán conforme a la escala 
especificada y, en los demás casos, a la adecuada de su situación y emplazamiento, 
incluyendo al menos la siguiente documentación:
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a) Situación y emplazamiento (1:50.000). Se entregará el perímetro digitalizado del 
complejo en un formato vectorial, visualizable en un Sistema de Información Geográfica 
y deberá estar georreferenciado conforme al sistema ETRS89 para los husos 29 ó 30, 
según corresponda.

b) Información territorial y urbanística:

 – Propiedades.

 – Clasificación del suelo. Planeamiento territorial y urbanístico vigente.

 – Ordenación.

 – Afecciones, infraestructuras y servicios existentes.

c) Información del medio físico:

 – Hipsométrico.

 – Clinométrico.

 – Geológico.

 – Geomorfológico.

 – Edáfico.

 – Hidrológico.

 – Riesgos de erosión.

 – Vegetación.

 – Vías pecuarias.

 – Dominio público hidráulico.

 – Dominio público forestal.

 – Espacios protegidos: Red Natura 2000 y espacios naturales protegidos.

 – Usos.

 – Áreas relevantes.

d) Planos de ordenación (1:5.000):

 – Ordenación general de usos.

 – Infraestructuras de comunicaciones. Accesibilidad.

 – Infraestructuras y servicios básicos (ciclo del agua, energía y telecomunicaciones).
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e) Diseño del campo de golf (1:2.000):

 – Route plan.

 – Zonas de prácticas.

 – Seguridad del diseño.

 – Topografía modificada.

 – Reforestación.

 – Detalles drenaje-riego.

 – Detalles obra civil.

11.   Documento núm. 11: Acreditaciones, autorizaciones y certificaciones.

Además de aquellas acreditaciones, autorizaciones y certificaciones técnicas que, de 
acuerdo con lo dispuesto en el artículo 23.1.c) del Decreto 43/2008, de 12 de febrero, 
garanticen la suficiencia de las infraestructuras, servicios, dotaciones, equipamientos y 
servicios públicos que demande la implantación, se incorporará certificación del organismo 
de cuenca correspondiente, relativa a la existencia o inexistencia de recursos hídricos para 
satisfacer la nueva demanda generada, así como sobre la adecuación del tratamiento de 
los vertidos a la legislación vigente.
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129 Publicado en BOJA 136 de 17/07/2006.

La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene, conforme dispone el artículo 13.8 del Estatuto 
de Autonomía para Andalucía, competencia exclusiva en materia de política territorial, una de 
cuyas manifestaciones, la primera en ser recogida, es la referida a la ordenación del territorio.

En ejercicio de esta competencia, el Consejo de Gobierno mediante el Decreto 83/1995, 
de 28 de marzo, acordó la formulación del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, 
conforme a lo establecido en el Capítulo I del Título I de la Ley 1/1994, de 11 de enero, 
de Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

En dicho Decreto se estableció, como primera fase de este proceso, la elaboración del 
documento "Bases y Estrategias del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía" que 
fue aprobado por el Consejo de Gobierno mediante el Decreto 103/1999, de 4 de mayo. 
Elaborado por la Comisión de Redacción el citado Plan, de acuerdo con los contenidos 
previstos, así como con las orientaciones de sus Bases y Estrategias, se ha dado 
cumplimiento a los trámites de información pública y de audiencia, previstos en el artículo 
13.5 de la Ley 1/1994, de 11 de enero, y el artículo 9 del Decreto 83/1995, 28 de 
marzo. Asimismo, el Plan ha sido informado por la Comisión de Ordenación del Territorio 
y Urbanismo de Andalucía y, previo los informes preceptivos, sometido a la Comisión 
Delegada de Asuntos Económicos.

Tras la aprobación del presente Decreto, se procederá a la remisión del Plan de Ordenación 
del Territorio de Andalucía al Parlamento para su tramitación conforme a lo dispuesto en el 
artículo 149 del Reglamento del Parlamento de Andalucía.

En virtud de los antecedentes, a propuesta de la Consejera de Obras Públicas y Transportes 
y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.1.a) del Decreto 193/2003, de 1 de 

§ 1.8 DECRETO 129/2006, DE 27 DE JUNIO, 
 POR EL QUE SE APRUEBA EL PLAN DE ORDENACIÓN DEL 

TERRITORIO DE ANDALUCÍA129

(BOJA núm. 136, de 17 de julio de 2006)
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julio, por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la 
Comunidad Autónoma de Andalucía en materia de ordenación del territorio y urbanismo, 
en relación con el artículo 39.2 de la Ley 6/1983, de 21 de julio, del Gobierno y la 
Administración de la Comunidad Autónoma, y previa deliberación del Consejo de Gobierno 
en su sesión de 27 de junio de 2006.

DISPONGO

Artículo único. Aprobación

Se aprueba el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía para su remisión al Parlamento 
de Andalucía de conformidad con el artículo 8.4 de la 1/1994, de 11 de enero, de 
Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

Disposición adicional única. 

Garantía para la futura eficacia del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía

El Plan será difundido entre los órganos de la Junta de Andalucía a efectos de su 
consideración en la adopción de medidas que puedan afectar a su futura eficacia.

Disposición final única. 

Entrada en vigor del Decreto

Sin perjuicio de lo previsto en el artículo 8.5 de la Ley 1/1994, de 11 de enero, el presente 
Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía.

Sevilla, 27 de junio de 2006

Manuel Chaves Gonzalez
Presidente de la Junta de Andalucía

Concepcion Gutierrez del Castillo
Consejera de Obras Públicas y Transportes
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El Consejo de Gobierno de la Junta de Andalucía aprobó mediante Decreto 129/2006, 
de 27 de junio, el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía. De acuerdo con lo 
estipulado en el artículo 8.4 de la 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del Territorio 
de la Comunidad Autónoma de Andalucía y en el artículo 1 del mencionado Decreto, el Plan 
fue remitido al Parlamento de Andalucía para su aprobación.

El Pleno del Parlamento de Andalucía, en sesión celebrada los días 25 y 26 de octubre 
de 2006, ha aprobado el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, así como las 
Resoluciones consecuencia del debate del citado Plan. Una vez finalizada esta tramitación 
parlamentaria y de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 8.5 de la Ley 1/1994, 11 
de enero, corresponde al Consejo de Gobierno realizar las adaptaciones necesarias del 
documento y proceder a su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía para 
hacer efectiva su entrada en vigor.

En virtud de los antecedentes, a propuesta de la Consejera de Obras Públicas y Transportes 
conforme dispone el artículo 5.2.b) del Decreto 193/2003, de 1 de julio, por el que se 
regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Comunidad Autónoma 
de Andalucía en materia de ordenación del territorio y urbanismo, en relación con el 

130 Sentencias de la sala de lo contencioso administrativo-administrativo del Tribunal Superior de Justicia con 
sede en Málaga de 7 y 23 de diciembre de 2010, que desestimaron los recursos interpuestos por el Ayuntamiento 
de Málaga (recurso nº 268/2007), la Federación Andaluza de Promotores inmobiliarios (recurso nº 274/2007. 
Roj: STSJ AND 8556/2010 ) y el Partido Popular (recurso nº 735/2007. Roj: STSJ AND 8554/2010). Véase 
apartado II.1.7 del Tomo I.
131 Publicado BOJA número 250 de 29/12/2006.

§ 1.9 DECRETO 206/2006, DE 28 DE NOVIEMBRE,130 POR EL QUE SE 
ADAPTA EL PLAN DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO DE ANDALUCÍA 
A LAS RESOLUCIONES APROBADAS POR EL PARLAMENTO DE 
ANDALUCÍA EN SESIÓN CELEBRADA LOS DÍAS 25 Y 26 DE OCTUBRE 
DE 2006 Y SE ACUERDA SU PUBLICACIÓN131

(BOJA núm. 250, de 29 de diciembre de 2006)
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Decreto 202/2004, de 11 de mayo, de estructura orgánica de dicha Consejería, y previa 
deliberación del Consejo de Gobierno en su sesión de 28 de noviembre de 2006.

DISP0NG0

Artículo único. Adaptación y publicación del Plan de Ordenación del Territorio 
de Andalucía

Se dispone la publicación del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía aprobado por 
Decreto 129/2006, de 27 de junio, que se acompaña como Anexo al presente Decreto, 
con las adaptaciones requeridas por las Resoluciones aprobadas por el Parlamento de 
Andalucía en sesión celebrada los días 25 y 26 de octubre de 2006.

Disposición final primera. 

Observatorio Territorial de Andalucía

La creación del Observatorio Territorial de Andalucía, previsto en la determinación normativa 
172 del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, se llevará a cabo mediante Orden 
de la Consejería de Obras Públicas y Transportes en el plazo de seis meses desde la 
entrada en vigor del presente Decreto, sin que su funcionamiento implique aumento de 
las necesidades presupuestarias de la Secretaría General de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo, a la cual le corresponderá el apoyo técnico y administrativo para el adecuado 
desarrollo de sus funciones.

Disposición final segunda. 

Habilitación para su desarrollo normativo

Se autoriza a la Consejera de Obras Públicas y Transportes para dictar cuantas disposicio-
nes y actos precise la ejecución y desarrollo de este Decreto.

Disposición final tercera. 

Entrada en vigor

El presente Decreto y el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía, que lo acompaña 
como Anexo entrarán en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín Oficial de 
la Junta de Andalucía.

Sevilla, 28 de noviembre de 2006

Manuel Chaves Gonzalez
Presidente de la Junta de Andalucía

Concepcion Gutierrez del Castillo
Consejera de Obras Públicas y Transportes
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La Comunidad Autónoma de Andalucía tiene, conforme dispone el artículo 56 apartado 5 
del Estatuto de Autonomía para Andalucía, competencia exclusiva en materia de ordenación 
del territorio. Por otro lado, el artículo 47.1.1.ª de dicho Estatuto reconoce a la Comunidad 
Autónoma de Andalucía la competencia exclusiva sobre el procedimiento administrativo 
derivado de las especialidades de la organización propia de la Comunidad Autónoma, la 
estructura y regulación de los órganos administrativos públicos de Andalucía y de sus 
organismos autónomos.

En ejercicio de estas competencias, el Consejo de Gobierno, mediante Acuerdo de 29 de 
enero de 2013, acordó formular el Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía, 
conforme a lo previsto en el Título VII de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación del 
Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, incorporado al ordenamiento jurídico 
autonómico por el Decreto-Ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medidas urgentes en 
materia urbanística y para la protección del litoral de Andalucía.

La elaboración del Plan se ha llevado a cabo conforme a las previsiones del Título VII de la 
Ley 1/1994, de 11 de enero, y al referido Acuerdo de formulación.

Tal como establece el apartado sexto del Acuerdo de formulación, concluida la elaboración 
técnica del Plan, previo informe de la Comisión de Redacción, la persona titular de la 
Consejería de Agricultura, Pesca y Medio Ambiente ha sometido la propuesta del Plan a 
información pública.

132 Publicado en BOJA número 139 de 20/07/2015.

§ 1.10 DECRETO 141/2015, DE 26 DE MAYO, 
 POR EL QUE SE APRUEBA EL PLAN DE PROTECCIÓN 
 DEL CORREDOR LITORAL DE ANDALUCÍA132

(BOJA núm. 139, de 20 de julio de 2015)
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Simultáneamente, se ha dado audiencia a la Administración General del Estado, a las Di-
putaciones Provinciales de Almería, Cádiz, Huelva, Granada y Málaga, a los Ayuntamientos 
de los municipios comprendidos en el ámbito territorial del Plan y a las restantes Adminis-
traciones y Entidades Públicas afectadas en razón de su competencia.

La propuesta del Plan ha sido informada por la Comisión de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo de Andalucía y por las Comisiones Provinciales de Ordenación del Territorio y 
Urbanismo de Almería, Cádiz, Huelva, Granada y Málaga.

Concluido el período de información pública se ha redactado la Memoria Ambiental prevista 
en el artículo 39.4 de la Ley 7/2007, de 9 de julio de Gestión Integrada de la Calidad 
Ambiental y se han incorporado las consideraciones finales de la misma a la propuesta de 
Plan.

Igualmente, la Comisión de Redacción ha informado favorablemente las modificaciones 
introducidas en la propuesta del Plan como consecuencia de los trámites de información 
pública y de audiencia.

En su virtud, a propuesta de la Consejera de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, 
conforme al artículo 21.3 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del Gobierno de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía, en relación con el Decreto 142/2013, de 1 de octubre, por el que 
se establece la estructura orgánica de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del 
Territorio, y en el ejercicio de las competencias atribuidas por el artículo 44.3 de la Ley 
1/1994, de 11 de enero, y por el artículo 3.1.b) del Decreto 36/2014, de 11 de febrero, 
por el que se regula el ejercicio de las competencias de la Administración de la Junta de 
Andalucía en materia de Ordenación del Territorio y Urbanismo, y previa deliberación del 
Consejo de Gobierno en su reunión de 26 de mayo 2015,

DISPONGO

Artículo único. Aprobación del Plan de Protección del Corredor Litoral de 
Andalucía

Se aprueba el Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía que se inserta a conti-
nuación de este Decreto.

Disposición adicional primera. 

Prevalencia del Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía

1.   De conformidad con el artículo 42.2 de la Ley 1/1994, de 11 de enero, de Ordenación 
del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía, el Plan de Protección del Corredor 
Litoral de Andalucía será vinculante para los Planes de Ordenación del Territorio de ámbito 
subregional y producirá los demás efectos establecidos en esa Ley para dichos planes.
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2.   En particular, de conformidad con el artículo 23 de la Ley 1/1994, de 11 de enero, la 
aprobación del Plan producirá los siguientes efectos:

a) Será vinculante para los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio y para el 
Planeamiento Urbanístico General.

b) Las determinaciones de este Plan que sean de aplicación directa prevalecerán desde 
su entrada en vigor sobre las determinaciones de los planes subordinados al mismo 
anteriormente aprobados.

Disposición adicional segunda. 

Relación con los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales

Conforme a lo establecido en el artículo 18.2 de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del 
Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, las determinaciones de los Planes de Ordenación 
de Recursos Naturales cuyo ámbito de aplicación coincida total o parcialmente con el Plan 
de Protección del Corredor Litoral de Andalucía, prevalecerán sobre las del citado Plan.

Disposición adicional tercera. 

Comunicación al Parlamento de Andalucía

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 44.3 de la Ley 1/1994, de 11 de enero, 
se dará cuenta al Parlamento de Andalucía del Plan objeto de aprobación por el presente 
Decreto.

Disposición transitoria única. 

Adaptación del planeamiento urbanístico vigente y en tramitación

Conforme a lo dispuesto en los artículos 23.2 y 42.2 de la Ley 1/1994, de 11 de enero, 
el planeamiento urbanístico general vigente en los municipios afectados por el Plan de 
Protección del Corredor Litoral de Andalucía deberá adaptarse a sus determinaciones en 
el plazo máximo de cuatro años desde su entrada en vigor.

El planeamiento urbanístico en tramitación perteneciente a los referidos municipios deberá 
adaptarse a las determinaciones de este Plan con independencia del grado de tramitación 
que hubiera alcanzado.

Disposición derogatoria única. 

Derogación normativa

Quedan derogadas cuantas disposiciones de igual o inferior rango se opongan o contradigan 
a lo establecido en el presente Decreto y en el Plan de Protección del Corredor Litoral de 
Andalucía.
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Disposición final primera. 

Desarrollo y ejecución

Se faculta a la persona titular de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del 
Territorio para que dicte las disposiciones necesarias para el desarrollo y ejecución del 
presente Decreto.

Disposición final segunda. 

Entrada en vigor

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Boletín 
Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 26 de mayo de 2015

Susana Díaz Pacheco
Presidenta de la Junta de Andalucía 
en funciones

María Jesús Serrano Jiménez
Consejera de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio 
en funciones
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DECRETOS DE APROBACIÓN DE LOS PLANES DE ORDENACIÓN 
DEL TERRITORIO DE ÁMBITO SUBREGIONAL

Los documentos técnicos de los Planes de Ordenación del Territorio pueden ser consultados 
en la web de la Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del territorio:  

http://www.cma.junta-andalucia.es/medioambiente/site/portalweb/

Ambitos Decreto aprobación Publicación BOJA Municipios incluidos

Aglomeración 
Urbana de Granada

Decreto 244/1999, 
27 diciembre133

28 marzo 
2000

Albolote, Alfácar, Alhedín, Armilla, Atarfe, Cájar, Cenes 
de la Vega, Chauchina, Churriana de la Vega, Cijuela, Cúllar Vega, 
Dílar, Fuente Vaqueros, Las Gabias, Gójar, Granada, Huevéjar, Huétor 
Vega, Jun, Láchar, Maracena, Monachil, Ojígares, Otura, Peligros, 
Pinos Genil, Pinos Puente, Pulianas, Santa Fe, Vegas del Genil, Víznar 
y la Zubia.  

Poniente 
de la provincia 
de Almería

Decreto 222/2002, 
30 julio134

10 octubre 
de 2002

Adra, Berja, Dalías, El Ejido, Enix, Felix, La Mojonera, 
Roquetas de Mar y Vícar

Sierra de Segura
Jaén

Decreto 219/2003, 
22 julio

30 septiembre 
de 2003

Beas de Segura, Benatae, Génave, Hornos, Orcera, Puente de 
Génave, La Puerta de Segura, Santiago de la Espada, Segura de la 
Sierra, Siles, Torres de Albánchez, Villarodrigo y Arroyo del Ojanco

Ambito de Doñana
Huelva y Sevilla

Decreto 341/2003, 
9 diciembre

3 febrero 
2004

Almonte, Bollullos Par del Condado, Bonares, Hinojos, Lucena 
del Puerto, Moguer, Palos de la Frontera y Rociana del Condado, 
de la provincia de Huelva; y, Aznalcázar, Pilas, La Puebla del Río, 
Villamanrique de la Condesa e Isla Mayor (antes Villafranco del 
Guadalquivir), de la provincia de Sevilla.

Bahía de Cádiz
Cádiz135

Decreto 462/2004, 
27 julio

8 octubre 
de 2004

Cádiz, Chiclana de la Frontera, El Puerto de Santa 
María, Puerto Real y San Fernando

Litoral Occidental 
de Huelva. Huelva

Decreto 130/2006, 27 
junio136

17 julio 
de 2006

Ayamonte, Cartaya, Isla Cristina, Lepe, Punta Umbría, San Silvestre 
de Guzmán y Villablanca

133 Este Decreto ha sido modificado por la RESOLUCION de 16 de diciembre de 2004, sobre la modificación del Plan de Ordenación del 
Territorio de la Aglomeración Urbana de Granada, aprobado mediante Decreto 244/1999, de 27 de diciembre. (BOJA de 11/01/2005)

134 Modificado por ORDEN de 28 de julio de 2008, por la que se aprueba la modificación del Plan de Ordenación del Territorio del Poniente 
Almeriense.

135 Se está formulando un nuevo POT para englobar el término municipal de Jérez de la Frontera. DECRETO 241/2011, de 12 de julio, 
por el que se acuerda la formulación del Plan de Ordenación del Territorio de Bahía de Cádiz-Jerez de la Frontera. (BOJA nº 146 de 27 
de julio de 2011).

136 Modificado por Orden de 20 de noviembre de 2014, por la que se aprueba la Modificación núm. 1 del Plan de Ordenación del Territorio 
del Litoral Occidental de Huelva (BOJA nº237 de4 de diciembre de 2014).
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Costa del Sol 
Oriental-Axarquía 
Málaga

Decreto 147/2006, 
18 julio

3 octubre 
de 2006

Alcaucín, Alfarnate, Alfarnatejo, Algarrobo, Almáchar, Árchez, 
Arenas, Benamargosa, Benamocarra, El Borge, Canillas de Aceituno, 
Canillas de Albaida, Colmenar, Comares, Cómpeta, Cútar, Frigiliana, 
Iznate, Macharaviaya, Moclinejo, Nerja, Periana, Riogordo, Salares, 
Sayalonga, Sedella, Torrox, Vélez-Málaga y Viñuela

Costa Noroeste
Cádiz

Decreto 92/2007,
27 marzo

2 mayo 
de 2007

Chipiona, Rota, Sanlúcar de Barrameda y Trebujena

Levante Almeriense
Almería

Decreto 26/2009, 
3 febrero

24 marzo 
de 2009

Antas, Bédar, Carboneras, Cuevas de Almanzora, Garrucha, 
Huércal-Overa, Los Gallardos, Mojácar, Pulpí, Turre y Vera

Aglomeración
urbana de Sevilla

Decreto 267/2009, 
9 junio

9 julio 
de 2009

Albaida del Aljarafe, Alcalá de Guadaíra, Alcalá del Río, La Algaba, 
Almensilla, Aznalcázar, Aznalcóllar, Benacazón, Bollullos de la Mitación, 
Bormujos, Brenes, Camas, Carmona, Carrión de los Céspedes, 
Castilleja de Guzmán, Castilleja de la Cuesta, Castilleja del Campo, 
Coria del Río, Dos Hermanas, Espartinas, Gelves, Gerena, Gines, 
Guillena, Huévar del Aljarafe, Isla Mayor, Mairena del Alcor, Mairena del 
Aljarafe, Olivares, Los Palacios y Villafranca, Palomares del Río, Pilas, 
La Puebla del Río, La Rinconada, Salteras, San Juan de Aznalfarache, 
Sanlúcar La Mayor, Santiponce, Sevilla, Tomares, Umbrete, Utrera, 
Valencina de la Concepción, Villamanrique de la Condesa, Villanueva 
del Ariscal y El Viso del Alcor.

Aglomeración 
urbana de Málaga

Decreto 308/2009, 
21 julio137

23 julio 
de 2009

Málaga, Alhaurín de la Torre, Alhaurín El Grande, Almogía, Álora, 
Benalmádena, Cártama, Casabermeja, Coín, Pizarra, Rincón de la 
Victoria, Torremolinos y Totalán.

La Janda
Cádiz

Decreto 359/2011, 
de 8 de noviembre

21 de diciembre 
de 2011

Alcalá de los Gazules, Vejer de la Frontera, Conil de la Frontera, 
Medina Sidonia, Benalup-Casas Viejas, Paterna de Rivera y Barbate.

Aglomeración
Urbana de Almeria

Decreto 351/2011, 
de 29 de noviembre

4 de enero 
de 2012

Almería, Benahadux, Gádor, Huercal de Almería, Níjar, Pechina, Rioja, 
Santa Fe de Mondújar y Viator

Costa Tropical 
de Granada

Decreto 369/2011, 
20 diciembre

1 febrero 2012 Albondón, Albuñol, Almuñécar, Los Guájares, Gualchos, Ítrabo, Jete, 
Lentegí, Lújar, Molvízar, Motril, Otívar, Polopos, Rubite, Salobreña, 
Sorvilán y Vélez de Benaudalla.

Campo 
de Gibraltar Cádiz

Decreto 370/2011,
 20 diciembre

19 marzo 2012 Algeciras, Los Barrios, Castellar de la Frontera, Jimena de la Frontera, 
La Línea de la Concepción, San Roque y Tarifa.

Sur de Córdoba
Córdoba

Decreto 3/2012,
10 enero

22 marzo 
2012

Aguilar de la Frontera, Almedinilla, Baena, Benamejí, Cabra, Carcabuey, 
Castro del Río, Doña Mencía, Encinas Reales, Espejo, FernánNúñez, 
Fuente-Tójar, Iznájar, Lucena, Luque, Montalbán de Córdoba, 
Montemayor, Montilla, Monturque, Moriles, Nueva Carteya, Palenciana, 
Priego de Córdoba, Puente Genil, La Rambla, Rute, San Sebastián de 
los Ballesteros, Santaella, Valenzuela, La Victoria y Zuheros.

Aglomeración 
Urbana Jaén

Decreto 142/2014, 
de 14 de octubre

3 de noviembre 
de 2014

Fuensanta de Martos, Fuerte del Rey, La Guardia de Jaén, Jaén, 
Jamilena, Mancha Real, Martos, Mengíbar, Pegalajar, Torre del 
Campo, Torredonjimeno, Valdepeñas de Jaén, Villardompardo, 
Los Villares y Villatorres.

137 Rectificado por Orden de 30 de junio de 2014, por la que rectifica el Plan de Ordenación del Territorio de aglomeración urbana 
de Málaga en cumplimiento de la Sentencia núm. 1389/2013 de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de Málaga del Tribunal 
Superior de Justicia de Andalucía. (BOJA nº 153 de 7 de agosto de 2014).



2.  PAISAJE





135

PREÁMBULO

Los Estados Miembros del Consejo de Europa, signatarios del presente Convenio2. 

Considerando que el objetivo del Consejo de Europa es alcanzar una unión más estrecha 
entre sus miembros con el fin de salvaguardar y promover los ideales y principios que son 
su patrimonio común, y que este objetivo se persigue en particular mediante la celebración 
de acuerdos en los campos económico y social.

Preocupados por alcanzar un desarrollo sostenible basado en una relación equilibrada y 
armoniosa entre las necesidades sociales, la economía y el medio ambiente3.

Tomando nota de que el paisaje desempeña un papel importante de interés general en 
los campos cultural, ecológico, medioambiental y social, y que constituye un recurso 
favorable para la actividad económica y que su protección, gestión y ordenación pueden 
contribuir a la creación del empleo.

Conscientes de que el paisaje contribuye a la formación de las culturas locales4 y que es 
un componente fundamental del patrimonio natural y cultural europeo, que contribuye al 
bienestar de los seres humanos y a la consolidación de la identidad europea.

1 El texto final del Convenio se adoptó por el Consejo de Ministros del Consejo de Europa el 19 de julio de 2000. El 
Convenio se abrió a la firma en el Palazzo Vecchio, Florencia el 20 de octubre de 2000, en el marco de la campaña del 
Consejo de Europa “Europa, un patrimonio común”. España lo suscribió en el acto de puesta a su firma, y lo ratificó el 
30 de junio de 2007. Entró en vigor de forma general el 1 de marzo de 2004 y para España el 1 marzo de 2008, de 
conformidad con lo establecido en su artículo 13. Sobre los orígenes del Convenio, su alcance, contenido y puesta en 
práctica ver DÈJEANT-PONS, M., y sobre su aplicación en España, ver ZOIDO NARANJO, F., ambos en el libro Convenio 
Europeo del Paisaje. Textos y Comentarios. Ministerio de Medio Ambiente. Madrid, 2007, Págs. 16-34 y Págs. 47-54, 
respectivamente. Recomentamos visitar la página del Consejo de Europa: European Landscape Convention http://
www.coe.int/EuropeanLandscapeConvention http://www.coe.int/Conventioneuropeennedupaysage.
2 A día de hoy, 38 de los 47 Estados miembros del Consejo de Europa han ratificado la Convención Europea del Pai-
saje: Andorra, Armenia, Azerbaijan, Belgica, Bosnia-Herzegovina, Bulgaria, Croatia, Cyprus, Czech Republic, Denmark, 
Finland, France, Georgia, Greece, Hungría, Irlandia, Italia, Letorina, Lituania, Luxemborgo, Republica de Moldavia, Mon-
tenegro, Holanda, Noruega, Polonia, Portugal, Rumania, San Marino, Serbia, Republica Eslovaca, Eslovenia, España, 
Suiza, Suecia, “la Republica of Macedonia”, Turquia, Ukrania y Reino Unido. Two states have signed the Convention: 
Islandía y Malta (Dos Estados han firmado la Convención, Islandia y Malta).
3 Primer Tratado Internacional directamente inspirado en el principio de “desarrollo sostenible”.
4 Menciona el Preámbulo expresamente el principio de “autonomía local”, a través de la “Carta Europea de Autonomía Local”.

§ 2.1 CONVENIO EUROPEO DEL PAISAJE (Florencia 20.X.2000)1

(BOE núm. 31, de 5 de febrero de 2008)
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Reconociendo que el paisaje es un elemento importante de la calidad de vida5 de las 
poblaciones en todas partes: en los medios urbanos y rurales, en las zonas degradadas 
y de gran calidad, en los espacios de reconocida belleza excepcional y en los más 
cotidianos6.

Tomando nota de que la evolución de las técnicas de producción agrícola, forestal, industrial 
y minera, así como en materia de ordenación del territorio y urbanística, transporte, 
infraestructura, turismo y ocio y, a nivel más general, los cambios en la economía mundial 
están acelerando en muchos casos la transformación de los paisajes.

Deseosos de responder a la aspiración general de disfrutar de paisajes de gran calidad y 
de participar activamente en el desarrollo de los paisajes.

Convencidos de que el paisaje es un elemento clave del bienestar individual y social y 
de que su protección, gestión y ordenación implican derechos y responsabilidades para 
todos.

Teniendo en cuenta los textos jurídicos existentes a nivel internacional en materia de 
protección y gestión del patrimonio natural y cultural, de ordenación regional y espacial, 
de autonomía local y de cooperación transfronteriza, en particular, el Convenio relativo a la 
conservación de la vida silvestre y del medio natural en Europa (Berna, 19 de septiembre 
de 1979), el Convenio para la salvaguarda del patrimonio arquitectónico de Europa 
(Granada, 3 de octubre de 1985), el Convenio Europeo para la protección del patrimonio 
arqueológico (revisado) (La Valeta, 16 de enero de 1992), el Convenio Marco Europeo 
sobre cooperación transfronteriza entre comunidades o autoridades territoriales (Madrid, 
21 de mayo de 1980) y sus protocolos adicionales, la Carta Europea de Autonomía Local 
(Estrasburgo, 15 de octubre de 1985), el Convenio sobre la diversidad biológica (Río de 
Janeiro, 5 de junio de 1992), la Convención sobre la protección del patrimonio mundial, 
cultural y natural (París, 16 de noviembre de 1972) y la Convención sobre el acceso a la 
información, la participación del público en la toma de decisiones y el acceso a la justicia 
en asuntos ambientales (Aarhus, 25 de junio de 1998).

Reconociendo que la calidad y la diversidad de los paisajes europeos constituyen un 
recurso común y que es importante cooperar para su protección, gestión y ordenación.

Deseosos de establecer un nuevo instrumento consagrado exclusivamente a la protección, 
gestión y ordenación de todos los paisajes de Europa.

Han convenido lo siguiente:

5 Art. 45 CE.

6 Por vez primera tambíen, recoge este Convenio el Paisaje como concepto holístico que abarca todos los 
territorios, tanto los de “belleza” excepcional como los paisajes cotidianos.
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CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Definiciones

A los efectos del presente Convenio:

a) Por “paisaje” se entenderá cualquier parte del territorio tal como la percibe la población, 
cuyo carácter sea el resultado de la acción y la interacción de factores naturales y/o 
humanos7.

b) Por “política en materia de paisajes” se entenderá la formulación, por parte de las 
autoridades públicas competentes, de los principios generales, estrategias y directrices 
que permitan la adopción de medidas específicas con vistas a la protección, gestión y 
ordenación del paisaje

c) Por “objetivo de calidad paisajística” se entenderá, para un paisaje específico, la 
formulación, por parte de las autoridades públicas y competentes, de las aspiraciones 
de las poblaciones en lo que concierne a las características paisajísticas de su entorno

d) Por “protección de los paisajes” se entenderán las acciones encaminadas a conservar 
y mantener los aspectos significativos o característicos de un paisaje, justificados por 
su valor patrimonial derivado de su configuración natural y/o la acción del hombre

e) Por “gestión de los paisajes” se entenderán las acciones encaminadas, desde una 
perspectiva de desarrollo sostenible, a garantizar el mantenimiento regular de 
un paisaje, con el fin de guiar y armonizar las transformaciones inducidas por los 
procesos sociales, económicos y medioambientales

f) Por “ordenación paisajística” se entenderá las acciones que presenten un carácter 
prospectivo particularmente acentuado con vistas a mejorar, restaurar o crear paisajes.

Artículo 2. Ámbito de aplicación

Con sujeción a las disposiciones contenidas en el artículo 15, el presente Convenio se 
aplicará a todo el territorio de las Partes y abarcará las áreas naturales, rurales, urbanas y 
periurbanas. Comprenderá asimismo las zonas terrestre, marítima y las aguas interiores. 
Se refiere tanto a los paisajes que puedan considerarse excepcionales como a los paisajes 
cotidianos o degradados8.

7 Definción comúnmente aceptada, que ya ha pasado a los textos positivos españoles (art. 3.26 de la Ley 
42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad; Leyes del Paisaje de Cataluña, 
Baleares, Galicia, Cantabria).

8  Nuevamente insiste el Convenio en el carácter universal del paisaje, aplicando la dimensión paisajística al territorio 
en su conjunto con independencia de los valores asignados a las distintas partes o componentes del mismo.
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Artículo 3. Objetivos

El presente Convenio tiene por objetivo promover la protección, gestión y ordenación de 
los paisajes, así como organizar la cooperación europea en ese campo9.

CAPÍTULO II

Medidas nacionales

Artículo 4. Reparto de las competencias

Cada Parte aplicará el presente Convenio, en particular los artículos 5 y 6, con arreglo a 
su propio reparto de competencias, de conformidad con sus principios constitucionales 
y su organización administrativa, y respetando el principio de subsidiariedad10, teniendo 
en cuenta la Carta Europea de Autonomía Local. Sin perjuicio de las disposiciones del 
presente Convenio, cada Parte armonizará la aplicación del presente Convenio con sus 
propias políticas.

Artículo 5. Medidas generales

Cada Parte se compromete a:

a) Reconocer jurídicamente los paisajes como elemento fundamental del entorno 
humano, expresión de la diversidad de su patrimonio común cultural y natural y como 
fundamento de su identidad.

9 Andalucía ha utilizado el desarrollo de un marco estratégico para cumplir los objetivos del Convenio, a través 
del Acuerdo de 6 de marzo de 2012, del Consejo de Gobierno, BOJA n.º 62, de 29 marzo, por el que se aprueba 
la Estrategia de Paisaje de Andalucía. Este opción es una vía de implementación del Convenio Europeo del 
Paisaje explícitamente mencionada en el documento del Consejo de Europa “Orientaciones para la aplicación 
del Convenio Europeo del Paisaje ”, en la parte dedicada a las indicaciones de carácter más general Cada 
nivel administrativo (nacional, regional y local) está llamado a formular estrategias para el paisaje, específicas 
y/o sectoriales, dentro del marco de sus competencias. Éstas se apoyan en los medios e instituciones que, 
coordinados en el tiempo y en el espacio, permiten programar la puesta en práctica de la política. Las diferentes 
estrategias deberían estar vinculadas entre ellas por los objetivos de calidad paisajística.”. (Orientaciones I.1.)

10 Principio de Subsiariedad, consagrado en materia comunitaria, que requiere que las decisiones se adopten 
en el nivel más cercano posible a los ciudadanos, quedando limitada la actuación de los niveles político-
administrativos superiores. En el contexto del Convenio, implica que las instancias europeas deben actuar de 
forma subsidiaria, cuando alos niveles político-administrativos locales/autómicos/nacionales no les sea posible 
o requieran de apoyo para ejercer sus responsabilidades de actuación conforme a las competencias atribuidas.
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b) Definir y aplicar en materia de paisajes políticas destinadas a la protección, gestión y 
ordenación del paisaje mediante la adopción de las medidas específicas contempladas 
en el artículo 6.

c) Establecer procedimientos para la participación pública, así como las autoridades 
locales y regionales y otras partes interesadas en la formulación y aplicación de las 
políticas en materia de paisaje mencionadas en la anterior letra b.

d) Integrar el paisaje en las políticas de ordenación territorial y urbanística11 y en sus 
políticas en materia cultural, medioambiental, agrícola, social y económica, así como 
en cualesquiera otras políticas que puedan tener un impacto directo o indirecto sobre 
el paisaje.

Artículo 6. Medidas específicas

A.   Sensibilización

Cada Parte se compromete a incrementar la sensibilización de la sociedad civil, las 
organizaciones privadas y las autoridades públicas respecto del valor de los paisajes, su 
papel y su transformación.

B.   Formación y educación

Cada Parte se compromete a promover:

a) La formación de especialistas en la valoración de los paisajes e intervención en los 
mismos

b) Programas pluridisciplinares de formación en política, protección, gestión y ordenación 
de paisajes con destino a los profesionales de los sectores privado y público y a las 
asociaciones interesadasc .-cursos escolares y universitarios que, en las disciplinas 
correspondientes, aborden los valores relacionados con los paisajes y las cuestiones 
relativas a su protección, gestión y ordenación.

11 La Estrategia del Paisaje de Andalucía -Acuerdo de 6 de marzo de 2012, del Consejo de Gobierno- presta una 
elevada atención a la participación, tanto pública como institucional, no sólo para dotarla del mayor grado de 
legitimación democrática posible sino también para generar condiciones óptimas para su implementación eficaz 
(una adecuada participación propicia la aceptación de una política pública por los destinatarios de la misma) y 
fomentar la sensibilización por el paisaje en la población a través del propio proceso participativo.
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12 En Andalucía, la primera identificación sistemática de los paisajes de Andalucía a nivel regional es la que 
aparece en el Atlas de los Paisajes de España, publicado en 2004. Para el conjunto del territorio español 
esta obra elaboró y cartografió una taxonomía paisajística, basada en tres niveles: asociaciones de tipos de 
paisaje (nivel superior), tipos de paisaje (nivel intermedio) y paisajes (nivel inferior). A título de ejemplo, la 
asociación de tipos “macizos montañosos béticos” se desglosa en 3 tipos y 7 paisajes, del modo siguiente: 
“Macizos montañosos béticos • Macizo montañoso bético • Sierra Nevada granadina noroccidental • Sierra 
Nevada granadina central • Sierra Nevada almeriense • Macizos montañosos orientales • Sierra de Baza • 
Sierra de los Filabres occidental • Sierra de Gádor • Macizo montañoso occidental • Sierras de Tejeda y 
Almijara” Poco después se elaboró y publicó el Mapa de los Paisajes de Andalucía, que, utilizando como punto 
de partida el sistema de información de la Consejería de Medio Ambiente, plantea una identificación de los 
paisajes andaluces a tres niveles: 1. Categorías paisajísticas (sierras, campiñas, vegas, marismas, litoral y 
altiplano), que responden a grandes conjuntos de morfología y usos del suelo. 2. Áreas Paisajísticas, que 
suponen una subdivisión (en 21 áreas) de las categorías y que identifican combinaciones peculiares entre 
improntas morfológicas, cubiertas vegetales y modos de utilización del territorio. 3. En el nivel inferior, el mapa 
incluye 85 ámbitos paisajístisticos definidos a partir de criterios de observación (homonogeneidad de texturas 
y estructuras), a los que se han unido aspectos socioculturales y de organización administrativa. De esta forma 
estos ámbitos representan realidades físicoculturales sintetizadas en un topónimo que expresa y transmite 
su peculiaridad e individualidad. Se trata, sin embargo, de una aportación abierta, que en el futuro habrá de 
derivar hacia un sistema de información paisajístico, en el que se integre la información paisajísticamente 
relevante procedente de las diversas consejerías, especialmente Medio Ambiente, Cultura y Obras Públicas y 
Vivienda, se ha publicado la Caracterización patrimonial del Mapa de paisajes de Andalucía y el “Inventario de 
recursos paisajísticos de Andalucía”, orientado a sentar las bases metodológicas del mencionado sistema de 
información En diversos instrumentos de planificación territorial, ambiental o patrimonial se ha ido extendiendo 
la práctica de identificar paisajes, lo cual ha ido configurando un corpus de identificación de paisajes a nivel 
regional, subregional e incluso local. Cabe destacar, en este sentido, las aportaciones hechas en el contexto 
de los Planes Especiales de Protección del Medio Físico y del Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía. 
Todo ello sitúa a Andalucía en una posición avanzada en el conjunto de las comunidades autónomas, en lo que 
respecta a la identificación de paisajes. Se cuenta con una cobertura del conjunto del territorio y se comienza 
a contar con un capital intelectual consolidado. En opinión de los expertos, en Andalucía existe un gran desfase 
entre la identificación de paisajes, en el cual la situación puede calificarse como satisfactoria y el ámbito 
de la caracterización y cualificación, en el que, a pesar de la existencia de un notable capital intelectual en 
ciertas partes del territorio, existen grandes vacíos, que evidencian una situación de conocimiento localizado y 
fragmentario. En este contexto, los expertos plantean varias líneas de actuación, complementarias entre sí, que 
confluyen en el objetivo de obtener una caracterización y cualificación del conjunto de los paisajes de Andalucía: 
1. La creación de instrumentos orientados específicamente a la caracterización y cualificación de paisajes, así 
como a la formulación de objetivos de calidad paisajística. 2. El apoyo a proyectos de investigación que integren 
grupos amplios de investigadores y se orienten a la caracterización y cualificación de áreas relativamente 
amplias del territorio andaluz. 3. La consolidación administrativa y científica de las entidades especializadas en 
el ámbito del conocimiento paisajístico. La experiencia de otras comunidades autónomas muestra que estas 
entidades sirven como catalizador para la expansión y consolidación del conocimiento paisajístico.

C.   Identificación y calificación12

1 Con la participación activa de las Partes interesadas, de conformidad con el artículo 5.c 
y con vistas a profundizar en el conocimiento de sus paisajes, cada Parte se compromete:

a) i a identificar sus propios paisajes en todo su territorio

 ii a analizar sus características y las fuerzas y presiones que los transforman

 iii a realizar el seguimiento de sus transformaciones
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b) Calificar los paisajes así definidos, teniendo en cuenta los valores particulares que les 
atribuyen las Partes y la población interesadas.

2 Los procedimientos de identificación y calificación estarán guiados por los intercambios 
de experiencia y metodología, organizados entre las Partes a nivel europeo con arreglo al 
artículo 8.

D.   Objetivos de calidad paisajística13

Cada Parte se compromete a definir los objetivos de calidad paisajística para los paisajes 
identificados y calificados, previa consulta al público, de conformidad con el artículo 5.c.

E.   Aplicación

Para aplicar las políticas en materia de paisajes, cada Parte se compromete a establecer 
instrumentos de intervención destinados a la protección, gestión y/u ordenación del 
paisaje14.

13 El marco normativo andaluz, a nivel y reglamentario, que menciona específicamente el paisaje, ademas 
del POTA; PPCLA y Planes Subregionales y Urbanísticos, está integrado, por la Ley Orgánica 2/2007, de 19 
de marzo, de reforma del Estatuto de Autonomía para Andalucía. Ley 2/1989, de 18 de julio, por la que se 
aprueba el Inventario de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía y se establecen medidas adicionales 
para su protección. • Ley 2/1992, de 15 de julio, Forestal de Andalucía. • Ley 1/1994, de 11 de enero, de 
Ordenación del Territorio de la Comunidad Autónoma de Andalucía. • Ley 8/2001, de 12 de julio, de Carreteras 
de Andalucía. • Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía. • Ley 8/2003, de 28 
de octubre, de la Flora y Fauna Silvestres. • Ley 2/2007, de 27 de marzo, de Fomento de Energías Renovables 
y Ahorro Energético de Andalucía. • Ley 7/2007, de 9 de julio, de Gestión de la Calidad Ambiental de Andalucía. 
• Ley 14/2007, de 26 de noviembre, de Patrimonio Histórico de Andalucía. • Ley 21/2007, de 18 de diciembre, 
de Régimen Jurídico e los Puertos de Andalucía. • Ley 7/2010, de 14 de julio, de la Dehesa de Andalucía. • 
Ley 9/2010, de 30 de julio, de Aguas de Andalucía. • Ley 5/2011, de 6 de octubre, del Olivar de Andalucía. 
• Ley 13/2011, de 23 de diciembre, del Turismo de Andalucía A nivel reglamentario, entre otros, se citan : 
Decreto 155/1998, de 21 de julio, que establece el Reglamento de Vías Pecuarias. • Decreto 225/1999, de 9 
de noviembre, de regulación y desarrollo de la figura Monumento Natural de Andalucía. • Decreto 226/2001, de 
2 de octubre, por el que se declaran determinados Monumentos Naturales de Andalucía- Decreto 60/2010, de 
16 de marzo, que aprueba el Reglamento de Disciplina Urbanística de Andalucía, o Decreto 2/2012, de 10 de 
enero, sobre edificaciones y asentamientos en el suelo no urbanizable de Andalucía.
14 En Andalucía, a desatacar la Estrategia del Paisaje en Andalucía de 2012, que considera el carácter transversal 
del Paisaje, de forma que su elaboración y aplicación ha sido conjunta entre multiples departamentos de la Junta 
de Andalucia: ordenacion del territorio, agricultura, cultura, obras publicas, vivienda, turismo, minas, industria, 
medio ambiente, etc.



LEGISLACIÓN EN  MATERIA DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, PROTECCIÓN DEL LITORAL Y PAISAJE

142

CAPÍTULO III

Cooperación europea

Artículo 7. Políticas y programas internacionales

Las partes se comprometen a cooperar en el estudio de la dimensión paisajística de las 
políticas y programas internacionales y a recomendar, en caso necesario, que se incluyan 
en los mismos consideraciones relativas al paisaje.

Artículo 8. Asistencia mutua e intercambio de información

Las Partes se comprometen a cooperar con vistas a reforzar la efectividad de las medidas 
adoptadas en virtud de otros artículos del presente Convenio, en particular:

a) A prestarse asistencia científica y técnica mutua en materia de paisajes, mediante la 
puesta en común y el intercambio de experiencias y de resultados de los proyectos de 
investigación.

b) A promover el intercambio de especialistas en materia de paisajes, en particular con 
fines de formación e información.

c) A intercambiar información respecto de todas las cuestiones contempladas en las 
disposiciones del presente Convenio.

Artículo 9. Paisajes transfronterizos

Las Partes se comprometen a favorecer la cooperación transfronteriza a nivel local y 
regional y, en caso necesario, a elaborar y realizar programas comunes en materia de 
paisajes15.

Artículo 10. Seguimiento de la aplicación del Convenio

1.   Los Comités de Expertos competentes existentes establecidos en virtud del artículo 
17 del Estatuto del Consejo de Europa serán designados por el Comité de Ministros del 
Consejo de Europa como responsables del seguimiento de la aplicación del Convenio.

2.   Después de cada reunión de los Comités de Expertos, el Secretario General del 
Consejo de Europa transmitirá al Comité de Ministros un informe sobre el trabajo realizado 
y sobre el funcionamiento del Convenio.

15 Para Andalucía, su condición de región fronteriza con Portugal, así como con el Norte de África, como 
fronteras exteriores de la Unión Europea, ha concitado numerosos esfuerzos de colaboración entre países y 
regiones vecinas, que se han instrumentado a través de los Programas Operativos POCTEP (España-Portugal) 
y POCTEFEX (España-Norte de África).
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3.   Los Comités de Expertos propondrán al Comité de Ministros los criterios para la 
concesión y el reglamento de un Premio del Paisaje del Consejo de Europa.

Artículo 11. Premio del Paisaje del Consejo de Europa16

1.   El Premio del Paisaje del Consejo de Europa es una distinción que puede otorgarse a 
las autoridades locales y regionales y a sus agrupaciones que, como parte de la política 
paisajística de una Parte en el presente Convenio, hayan adoptado una política o medidas 
para proteger, gestionar y/u ordenar su paisaje que hayan resultado de una eficacia 
duradera y puedan servir de ejemplo a otras autoridades territoriales de Europa. Asimismo 
podrá otorgarse dicha distinción a organizaciones no gubernamentales que hayan realizado 
aportaciones especialmente notables a la protección, gestión u ordenación del paisaje.

2.   Las candidaturas al Premio del Paisaje del Consejo de Europa serán presentadas por 
las Partes a los Comités de Expertos mencionados en el artículo 10. Las autoridades 
transfronterizas locales y regionales y las agrupaciones de autoridades locales y regionales 
interesadas podrán solicitarlo, siempre que gestionen conjuntamente el paisaje en cuestión.

3.   A propuesta de los Comités de Expertos mencionados en el artículo 10, el Comité 
de Ministros establecerá y publicará los criterios de concesión del Premio del Paisaje del 
Consejo de Europa, adoptará el reglamento correspondiente y otorgará el Premio.

4.   La finalidad de la concesión del Premio del Paisaje del Consejo de Europa es animar 
a los premiados a garantizar una protección, gestión y/u ordenación sostenible de los 
paisajes de que se trate.

CAPÍTULO IV

Disposiciones finales

Artículo 12. Relaciones con otros instrumentos17

Las disposiciones del presente Convenio no afectarán a las disposiciones más estrictas en 
materia de protección, gestión y ordenación del paisaje contenidas en otros instrumentos 
nacionales o internacionales vinculantes ya existentes o futuros.

16 En Andalucía, logró consolidarse el Premio Mediterráneo del Paisaje, con tres ediciones, que, lamentablemente 
ha ido perdiendo su carácter singular para premiar buenas prácticas paisajísticas, para terminar siendo un 
premio refundido en el Premio Andalucía Medio ambiente. En el ámbito del Consejo de Europa, sin embargo, el 
Premio del Paisaje del Consejo de Europa sigue manteniendo la finalidad de reconocer una politica, actuación o 
medida para proteger, gestionar y/u ordenar su paisaje que hayan resultado de una eficacia duradera y puedan 
servir de ejemplo a otras autoridades territoriales de Europa.
17 Importante claúsula “pro paisaje”, que consagra el principio de que el Convenio es sólo un “minimum” en todo 
caso susceptible de ser mejorado en disposiciones nacionales o internacionales, presentes o futuras.
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Artículo 13. Firma, ratificación y entrada en vigor

1.   El presente Convenio estará abierto a la firma de los Estados miembros del Consejo 
de Europa. Estará sujeto a ratificación, aceptación o aprobación. Los instrumentos de 
ratificación, aceptación o aprobación serán depositados en poder del Secretario General 
del Consejo de Europa.

2.   El Convenio entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un 
periodo de tres meses a partir de la fecha en la que diez Estados miembros del Consejo 
de Europa hayan expresado su consentimiento en quedar vinculados por el Convenio de 
conformidad con las disposiciones del apartado precedente.

3.   Respecto de cualquier Estado signatario que posteriormente exprese su consenti-
miento en quedar vinculado por el Convenio, éste entrará en vigor el primer día del mes 
siguiente a la expiración de un periodo de tres meses a partir de la fecha de depósito del 
instrumento de ratificación, aceptación o aprobación.

Artículo 14. Adhesión

1.   Con posterioridad a la entrada en vigor del presente Convenio, el Comité de Ministros 
del Consejo de Europa podrá invitar a la Comunidad Europea y a cualquier Estado europeo 
que no sea miembro del Consejo de Europa a adherirse al Convenio mediante decisión 
adoptada con la mayoría prevista en el artículo 20.d del Estatuto del Consejo de Europa 
y mediante votación unánime de los Estados Partes con derecho a pertenecer al Comité 
de Ministros.

2.   Respecto de cualquier Estado que se adhiera, o de la Comunidad Europea en caso 
de su adhesión, el presente Convenio entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la 
expiración de un periodo de tres meses a partir de la fecha de depósito del instrumento de 
adhesión en poder del Secretario General del Consejo de Europa.

Artículo 15. Aplicación territorial

1.   En el momento de la firma o del depósito del instrumento de ratificación, aceptación, 
aprobación o adhesión, cualquier Estado o la Comunidad Europea podrá especificar el 
territorio o territorios a los que se aplicará el presente Convenio.

2.   Cualquier Parte podrá, en una fecha posterior, mediante declaración dirigida al Secretario 
General del Consejo de Europa, hacer extensiva la aplicación del presente Convenio a 
cualquier otro territorio especificado en la declaración. El Convenio surtirá efecto respecto 
de dicho territorio el primer día del mes siguiente a la expiración de un periodo de tres meses 
a partir de la fecha de recepción de la declaración por el Secretario General.

3.   Cualquier declaración formulada en virtud de los dos apartados anteriores podrá ser 
retirada, respecto de cualquier territorio mencionado en dicha declaración, mediante noti-
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ficación dirigida al Secretario General. Dicha retirada surtirá efecto el primer día del mes 
siguiente a la expiración de un periodo de tres meses a partir de la fecha de recepción de 
la notificación por el Secretario General.

Artículo 16. Denuncia

1.   Cualquier Parte podrá, en cualquier momento, denunciar el presente Convenio median-
te notificación dirigida al Secretario General del Consejo de Europa.

2.   Dicha denuncia surtirá efecto el primer día del mes siguiente a la expiración de un 
periodo de tres meses a partir de la fecha de recepción de la notificación por el Secretario 
General.

Artículo 17. Enmiendas

1.   Cualquier Parte o los Comités de Expertos mencionados en el artículo 10 podrán 
proponer enmiendas al presente Convenio.

2.   Cualquier propuesta de enmienda se notificará al Secretario General del Consejo de 
Europa que a su vez la comunicará a los Estados miembros del Consejo de Europa, a las 
demás Partes y a cualquier Estado europeo no miembro que haya sido invitado a adherirse 
al presente Convenio de conformidad con lo dispuesto en el artículo 14.

3.   Los Comités de Expertos mencionados en el artículo 10 examinarán cualquier 
propuesta de enmienda y presentarán al Comité de Ministros para su aprobación el texto 
aprobado por una mayoría de tres cuartas partes de los representantes de las Partes. 
Después de su aprobación por el Comité de Ministros con la mayoría prevista en el artículo 
20 del Estatuto del Consejo de Europa y con la votación unánime de los Estados Partes 
con derecho a pertenecer al Comité de Ministros, el texto será remitido a las Partes para 
su aceptación.

4.   Cualquier enmienda entrará en vigor respecto de las Partes que la hayan aceptado 
el primer día del mes siguiente a la expiración de un periodo de tres meses a partir de la 
fecha en que tres Estados miembros del Consejo de Europa hayan informado al Secretario 
General de su aceptación. Respecto de cualquier Parte que la acepte posteriormente, 
dicha enmienda entrará en vigor el primer día del mes siguiente a la expiración de un 
periodo de tres meses a partir de la fecha en que la Parte mencionada haya informado al 
Secretario General de su aceptación.

Artículo 18. Notificaciones

El Secretario General del Consejo de Europa notificará a los Estados miembros del Consejo 
de Europa, a cualquier Estado o a la Comunidad Europea que se haya adherido al presente 
Convenio:
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a) Cualquier firma.

b) El depósito de cualquier instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o 
adhesión.

c) Cualquier fecha de entrada en vigor del presente Convenio de conformidad con los 
artículos 13, 14 y 15.

d) Cualquier declaración formulada en virtud del artículo 15.

e) Cualquier denuncia formulada en virtud del artículo 16.

f) Cualquier propuesta de enmienda, cualquier enmienda aprobada con arreglo al artículo 
17 y la fecha de su entrada en vigor.

g) Cualquier otra acción, notificación, información o comunicación relativa la presente 
Convenio.

En fe de lo cual, los abajo firmantes, debidamente autorizados para ello, firman el presente 
Convenio.
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La Junta de Andalucía, en coherencia con el artículo 12.6 del Estatuto de Autonomía para 
Andalucía de 1981 que establecía «la protección y realce del paisaje» como un objetivo 
básico del ejercicio de los poderes de la Comunidad Autónoma, ha sido consciente de que 
la riqueza y diversidad de los paisajes es un valioso patrimonio, un elemento de calidad 
de vida para todos los andaluces, un factor relevante de la identidad cultural, y un recurso 
valioso para el desarrollo territorial. Ello ha motivado que el paisaje haya estado presente 
en las principales políticas públicas, en especial, de ordenación del territorio, de medio 
ambiente y de patrimonio cultural. Cabe recordar que en 1992 se firmó en Sevilla por los 
presidentes de Andalucía, Toscana y Languedoc-Roussillon la Carta del Paisaje Mediterráneo, 
que constituyó el referente para la decisión del Consejo de Europa en 1994 de elaborar un 
Convenio dedicado al paisaje para todo el ámbito europeo. Diversos instrumentos aprobados 
por el Consejo de Gobierno han tenido una consideración especial respecto al paisaje. Así, 
como ejemplos más significativos, la Estrategia Andaluza de Desarrollo Sostenible (2004), 
el Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía (2006) y el Plan Estratégico para la Cultura 
(2007) han prestado una atención especial a los paisajes andaluces.

El 20 de octubre de 2000, en Florencia, se puso a la firma de los Estados miembros del 
Consejo de Europa el Convenio Europeo del Paisaje, y desde esa fecha ha sido firmado por 
35 Estados. El Convenio fue ratificado por España el 6 de noviembre de 2007 y está en 
vigor desde el 1 de marzo de 2008. Desde estonces, el Convenio Europeo del Paisaje se 
ha convertido en un marco conceptual y normativo de referencia obligada para todas las 
administraciones públicas a la hora de elaborar y poner en práctica políticas e iniciativas 

18 Este instrumento, inspirado en los principios rectores de Gobernanza, Desarrollo Sostenible, Subsidiariedad, 
Prevención y Precaución e Integridad Ecológica, supone desarrollo de los artículos 5 y 6 del Convenio Europeo 
del Paisaje. Dada su extensión, no podemos producir íntegramente la Estrategia Andaluza del Paisaje, pero por 
su indudable interés y calidad, recomendando vívamente su lectura y estudio ( véase BOJA n.º 62, de 29 marzo 
2012, págs. 114-196).

§ 2.2 ACUERDO DE 6 DE MARZO DE 2012, DEL CONSEJO 
 DE GOBIERNO, POR EL QUE SE APRUEBA LA ESTRATEGIA 
 DE PAISAJE DE ANDALUCÍA18

(BOJA núm. 62, de 29 de marzo de 2012)
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en materia de protección, gestión y ordenación del paisaje. Este Convenio es el referente 
fundamental de la Estrategia de Paisaje de Andalucía.

Asimismo, la Estrategia de Paisaje implica avanzar en el cumplimiento del mandato 
establecido en el Estatuto de Autonomía de Andalucía de 200719, que en sus artículos 28, 
33, 37 y 195 recoge referencias expresas al paisaje. Destaca el artículo 28, que garantiza 
el derecho de las personas a un medio ambiente equilibrado, sostenible y saludable 
mediante una adecuada protección del paisaje.

En otoño de 2009 la Comisión Interdepartamental de Valoración Territorial y Urbanística 
(CIVTU) decidió constituir en su seno un Grupo de Trabajo específico para la elaboración 
de la Estrategia de Paisaje de Andalucía. En este Grupo de Trabajo, impulsado por las 
Consejerías de Obras Públicas y Vivienda, Cultura y Medio Ambiente y en el que han 
participado todas las Consejerías de la Junta de Andalucía con competencias en materias 
con incidencia paisajística, se ha elaborado la Estrategia como un documento de consenso 
interdepartamental.

Con la Estrategia de Paisaje de Andalucía nuestra Comunidad Autónoma asume la vía de 
la gobernanza paisajística, entendida ésta como un acuerdo por el paisaje con objetivos y 
ejes de acción, a cuya realización y cumplimiento se comprometen las partes involucradas 
de forma voluntaria. Cabe destacar que el desarrollo de estrategias para el paisaje, como 
vía de implementación del Convenio Europeo, está explícitamente mencionada en el 
documento «Orientaciones para la aplicación del Convenio Europeo del Paisaje», adoptado 
por el Consejo de Europa en 2008.

19  El Estatuto de Autonomía de Andalucía de 2007 contempla el paisaje en su triple condición de elemento 
identitario ( Preámbulo), principio rector (artículo 37) y derecho-deber (artículos 28, 33 y 195). El paisaje, como 
bien jurídico digno de protección, autónomo respecto de otros bienes jurídicos, es contemplado en la Ley 
7/2002, de Odenación Urbanística de Andalucía, entre otros artículos, en el art. 57 como norma de aplicación 
directa, y en la Ley 1/1994, de Ordenación del Territorio de Andalucía, como contenido de los Planes de 
Ordenación del Territorio. El Plan de Ordenación del Territorio de Andalucía se refiere al paisaje en 45 artículos, 
destacando, por su carácter general la directrices sobre el paisaje contenidas en el art. 115 del mismo.

Son numerosas las referencias explícitas a la ordenación, gestión y protección del paisaje en multitud de leyes 
ambientales y sectoriales, tanto estatales (Ley de Evaluación Ambiental , Ley 42/2007, Protección del Patrimonio 
natural y Biodiversidad, Ley de Costas, Ley de Aguas, Ley de Montes, Ley de Carreteras...), como autonómicas 
(Ley 7/2007, de Calidad Ambiental, Ley Forestal de Andalucía, Ley de Flora y Fauna de Andalucía, Ley de 
Carreteras de Andalucía...) A destacar la reforma operada en diciembre de 2016 en el Real Decreto 
849/1986, Reglamento del Dominio Público Hidráulico, considerando expresamente el agua como 
recurso y como hábitat de ecosistemas, reconociendo la Exposición de Motivos del RD 638/2016, 
de 9 de diciembre, BOE de 29 de diciembre, que la nueva regulación de los caudales ecológicos 
y las reservas fluviales se hace en atención a criterios abióticos, hidromorfológicos, de la calidad 
del agua, INCLUIDO EL PAISAJE, pero distintos e independientes de los que puedan establecerse al 
amparo, tanto de la Ley 42/2007, de Protección del Patrimonio Natural y la Biodiversidad, y del 
Convenio de Florencia del Paisaje.
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La Estrategia de Paisaje de Andalucía tiene como finalidad integrar el paisaje en todas 
las políticas de la Junta de Andalucía con posible repercusión directa o indirecta sobre el 
paisaje, orientando estas políticas hacia un paradigma común, y asentando en Andalucía 
una política específica para el paisaje con un carácter transversal, mediante la acción 
compartida, integrada y coordinada de las Consejerías involucradas. Este enfoque 
novedoso en el ámbito de las políticas autonómicas sobre el paisaje, redundará en 
una mayor eficacia de la acción de la Junta de Andalucía en su conjunto, y en mejores 
oportunidades para preservar y poner en valor el paisaje como capital territorial para el 
desarrollo de la Comunidad Autónoma.

La Estrategia se fundamenta en el desarrollo de siete objetivos de calidad paisajística 
que requieren de la actuación concertada de varias Consejerías y que implican a los 
tres ejes de intervención establecidos en el Convenio Europeo: la protección, gestión y 
ordenación de los paisajes20. Estos siete objetivos consisten en: impulsar la recuperación 
y mejora paisajística del patrimonio natural, impulsar la recuperación y mejora paisajística 
del patrimonio cultural, cualificar los espacios urbanos, cualificar los paisajes asociados 
a actividades productivas, cualificar las infraestructuras de transporte, energía y teleco-
municaciones, implementar instrumentos de gobernanza paisajística y potenciar la 
sensibilización, la educación y la formación en materia de paisaje. Para cada uno de estos 
objetivos se definen líneas estratégicas que se desagregan en actuaciones de diverso tipo 
a desarrollar en los programas de todas las Consejerías implicadas.

Por otra parte, es preciso resaltar que la Estrategia de Paisaje de Andalucía pone un énfasis 
especial en el paisaje como un activo para el desarrollo sostenible21 y la competitividad 
de Andalucía, capaz de contribuir a la creación de renta y empleo. Enfoca la calidad del 
paisaje como un recurso esencial para el desarrollo turístico, un sector estratégico de la 
economía andaluza. Asimismo, valora el papel del paisaje en el desarrollo rural y como un 
capital de imagen y de calidad de vida de creciente relevancia para atraer la localización 
de empresas de los sectores económicos más avanzados.

Con la aprobación de la Estrategia se adquiere un compromiso por parte del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en la implementación de la variable paisajística en sus políticas. Pero 
la Estrategia debe ser también un punto de partida para la consecución de un pacto por 
el paisaje en Andalucía, en el que participen las demás administraciones públicas y, sobre 
todo, los agentes económicos y sociales y los ciudadanos.

20  Véase el art. 3 del Convenio Europeo del Paisaje.

21  El Convenio Europeo del Paisaje puede considerarse el primer tratado internacional que hace aplicación 
efectiva de forma esencial del principio de “desarrollo sostenible”, de hecho su art. 1 e) entiende por “gestión 
de los paisajes” las acciones encaminadas, desde una perspectiva de desarrollo sostenible, a garantizar el 
mantenimiento regular de un paisaje, con el fin de guiar y armonizar las transformaciones inducidas por los 
procesos sociales, económicos y medioambientales.
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En su virtud, de conformidad con el artículo 27.13 de la Ley 6/2006, de 24 de octubre, del 
Gobierno de la Comunidad Autónoma de Andalucía, previo informe favorable e la Comisión 
Interdepartamental de Valoración Territorial y Urbanística y del Comité para el Desarrollo 
Sostenible de Andalucía, a propuesta de la Consejera de Obras Públicas y Vivienda, y 
de los Consejeros de Cultura y de Medio Ambiente, y previa deliberación del Consejo de 
Gobierno en su reunión del día 6 de marzo de 2012,

ACUERDA

Primero. 

Aprobar la Estrategia de Paisaje de Andalucía, que se inserta a continuación de este 
Acuerdo.

Segundo. 

Publicar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Tercero. 

Disponer su publicación en las páginas web de las Consejerías de Obras Públicas y 
Vivienda, Cultura y Medio Ambiente.



3.  MEDIO AMBIENTE
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URBANISMO Y NORMATIVA AMBIENTAL1 LEYES BÁSICAS ESTATALES2

§ 3.1 LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE EVALUACIÓN AMBIENTAL3   

(Selección)

Artículo 1. Objeto y finalidad4

1.   Esta ley establece las bases que deben regir la evaluación ambiental de los planes, 
programas y proyectos que puedan tener efectos significativos sobre el medio ambiente, 

1 Corresponde al Estado, ex Art. 149.1.23 la legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de 
las facultades de las Comunidades Autónomas para establecer normas adicionales de protección, el Art. 148.1. 9.ª 
atribuye a las CCAA , en su caso, establecer las normas adicionales de protección y gestión de medio ambiente.

2 Siendo las normas medioambientales, como las urbanísticas, “integrales” más que “sectoriales”, no vamos a 
enumerar todas y cada una de las normas que pueden afectar al medio ambiente, centrándonos en las leyes estatales y 
autonómicas de evaluación ambiental, junto con las leyes generales y básicas estatales de protección de la naturaleza, 
espacios naturales y flora y fauna. En particular, como normas estatales:

Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control Integrados de la Contaminación

Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido

Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad

Ley 34/2007, de 15 de noviembre, de Calidad del Aire y Protección de la Atmósfera.

Ley 22/2011, de 28 de julio, de Residuos y Suelos contaminados.

Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de Evaluación Ambiental

Ley 30/2014, de 3 de diciembre, de Parques Nacionales.

Y como norma andaluza fundamental y general en materia de medio ambiente, la Ley 7/2002, de Gestión Integrada de 
la Calidad Ambiental de Andalucía.

3 Véanse las Directivas 2001/42/CE, de 27 de junio, sobre evaluación de las repercusiones de determinados planes 
y programas en el medio ambiente, y 2011/92/UE, de 13 de diciembre, de evaluación de las repercusiones de 
determinados proyectos públicos y privados sobre el medio ambiente. En cuanto al Régimen transitorio, la Disposición.

4  La ley se acompaña de seis anexos: el primero y el segundo contienen la relación de proyectos que deben someterse, 
respectivamente, a una evaluación de impacto ambiental ordinaria o simplificada. El tercer anexo contiene los criterios 
en virtud de los cuales el órgano ambiental debe determinar si un proyecto del anexo II ha de someterse a una evaluación 
ambiental ordinaria. El cuarto anexo detalla el contenido del estudio ambiental estratégico; el quinto contiene los 
criterios para determinar si un plan o programa debe someterse a evaluación ambiental estratégica ordinaria. Por 
último, el anexo VI detalla el contenido del estudio de impacto ambiental y los criterios técnicos para la interpretación 
de los anexos I y II. Esta Ley 21/2013 introduce como gran novedad e incluso adelantándose a la propia normativa 
europea que traspone la consideración el cambio climático en los procedimientos de Evaluación Ambiental estratégica.

(BOE núm. 296, de 11 de diciembre de 2013)
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garantizando en todo el territorio del Estado un elevado nivel de protección ambiental, con 
el fin de promover un desarrollo sostenible, mediante:

a) La integración de los aspectos medioambientales en la elaboración y en la adopción, 
aprobación o autorización de los planes, programas y proyectos;

b) El análisis y la selección de las alternativas que resulten ambientalmente viables;

c) El establecimiento de las medidas que permitan prevenir, corregir y, en su caso, 
compensar los efectos adversos sobre el medio ambiente;

d) El establecimiento de las medidas de vigilancia, seguimiento y sanción necesarias 
para cumplir con las finalidades de esta ley.

2.   Asimismo, esta ley establece los principios que informarán el procedimiento de evalua-
ción ambiental de los planes, programas y proyectos que puedan tener efectos significati-
vos sobre el medio ambiente, así como el régimen de cooperación entre la Administración 
General del Estado y las comunidades autónomas a través de la Conferencia Sectorial de 
Medio Ambiente.

Artículo 2. Principios de la evaluación ambiental

Los procedimientos de evaluación ambiental se sujetarán a los siguientes principios

a) Protección y mejora del medio ambiente.

b) Precaución5.

c) Acción preventiva y cautelar, corrección y compensación de los impactos sobre el 
medio ambiente.

d) Quien contamina paga.

e) Racionalización, simplificación y concertación de los procedimientos de evaluación 
ambiental.

f)  Cooperación y coordinación entre la Administración General del Estado y las 
Comunidades Autónomas.

g) Proporcionalidad entre los efectos sobre el medio ambiente de los planes, programas y 
proyectos, y el tipo de procedimiento de evaluación al que en su caso deban someterse.

5 El art. 22.2 del RDL 7/2015, que aprueba el TR Ley Suelo Estatal dispone que: El informe de sostenibilidad 
ambiental de los instrumentos de ordenación de actuaciones de urbanización deberá incluir un mapa de riesgos 
naturales del ámbito objeto de ordenación.
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h) Colaboración activa de los distintos órganos administrativos que intervienen en el 
procedimiento de evaluación, facilitando la información necesaria que se les requiera.

i) Participación pública.

j) Desarrollo sostenible.

k) Integración de los aspectos ambientales en la toma de decisiones.

l) Actuación de acuerdo al mejor conocimiento científico posible.

Artículo 5. Definiciones

1.   A los efectos de esta ley se entenderá por:

a) «Evaluación ambiental»: procedimiento administrativo instrumental respecto del de 
aprobación o de adopción de planes y programas, así como respecto del de autoriza-
ción de proyectos o, en su caso, respecto de la actividad administrativa de control de 
los proyectos sometidos a declaración responsable o comunicación previa, a través 
del cual se analizan los posibles efectos significativos sobre el medio ambiente de los 
planes, programas y proyectos. La evaluación ambiental incluye tanto la «evaluación 
ambiental estratégica» como la «evaluación de impacto ambiental»:

1º «Evaluación ambiental estratégica» que procede respecto de los planes y programas, 
y que concluye:

i) Mediante la «Declaración Ambiental Estratégica», respecto de los sometidos al 
procedimiento de evaluación estratégica ordinaria, conforme a lo dispuesto en la 
Sección 1.ª del Capítulo I del Título II.

ii) Mediante el «Informe Ambiental Estratégico», respecto de los sometidos al 
procedimiento de evaluación estratégica simplificada, conforme a lo dispuesto en la 
Sección 2.ª del Capítulo I del Título II.

2º «Evaluación de Impacto Ambiental» que procede respecto de los proyectos y que concluye:

i) Mediante la «Declaración de Impacto Ambiental», respecto de los sometidos al 
procedimiento de evaluación de impacto ambiental ordinaria, conforme a lo dispuesto 
en la Sección 1.ª del Capítulo II del Título II.

ii) Mediante el «Informe de Impacto Ambiental», respecto de los sometidos al 
procedimiento de evaluación de impacto ambiental simplificada, conforme a lo 
dispuesto en la Sección 2.ª del Capítulo II del Título II.

b) «Impacto o efecto significativo»: alteración de carácter permanente o de larga duración 
de un valor natural y, en el caso de espacios Red Natura 2000, cuando además afecte 
a los elementos que motivaron su designación y objetivos de conservación.
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c) «Documento de alcance»: pronunciamiento del órgano ambiental dirigido al promotor 
que tiene por objeto delimitar la amplitud, nivel de detalle y grado de especificación 
que debe tener el estudio ambiental estratégico y el estudio de impacto ambiental.

d) «Órgano sustantivo»: órgano de la Administración pública que ostenta las competen-
cias para adoptar o aprobar un plan o programa, para autorizar un proyecto, o para 
controlar la actividad de los proyectos sujetos a declaración responsable o comuni-
cación previa, salvo que el proyecto consista en diferentes actuaciones en materias 
cuya competencia la ostenten distintos órganos de la Administración pública estatal, 
autonómica o local, en cuyo caso, se considerará órgano sustantivo aquel que ostente 
las competencias sobre la actividad a cuya finalidad se orienta el proyecto, con priori-
dad sobre los órganos que ostentan competencias sobre actividades instrumentales o 
complementarias respecto a aquélla.

e) «Órgano ambiental»: órgano de la Administración pública que realiza el análisis técnico 
de los expedientes de evaluación ambiental y formula las declaraciones estratégica y 
de impacto ambiental, y los informes ambientales.

f) «Público»: cualquier persona física o jurídica, así como sus asociaciones, organizaciones 
o grupos, constituidos con arreglo a la normativa que les sea de aplicación que no 
reúnan los requisitos para ser considerados como personas interesadas.

g) «Personas interesadas»: se consideran interesados en el procedimiento de evaluación 
ambiental:

1º Todos aquellos en quienes concurran cualquiera de las circunstancias previstas en 
el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

2º Cualesquiera personas jurídicas sin ánimo de lucro que, de conformidad con la 
Ley 27/2006 de 18 de julio de acceso a la información, de participación pública y de 
acceso a la justicia en materia de medio ambiente, cumplan los siguientes requisitos:

i) Que tengan, entre los fines acreditados en sus estatutos la protección del medio 
ambiente en general o la de alguno de sus elementos en particular, y que tales fines 
puedan resultar afectados por la evaluación ambiental.

ii) Que lleven, al menos, dos años legalmente constituidas y vengan ejerciendo, de 
modo activo, las actividades necesarias para alcanzar los fines previstos en sus 
estatutos.

iii) Que según sus estatutos, desarrollen su actividad en un ámbito territorial que 
resulte afectado por el plan, programa o proyecto que deba someterse a evaluación 
ambiental.

h) «Administraciones públicas afectadas»: aquellas Administraciones públicas que tienen 
competencias específicas en las siguientes materias: población, salud humana, bio-
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diversidad, geodiversidad, fauna, flora, suelo, agua, aire, ruido, factores climáticos, 
paisaje, bienes materiales, patrimonio cultural, ordenación del territorio y urbanismo.

i) «Patrimonio cultural»: concepto que incluye todas las acepciones de patrimonio, tales 
como histórico, artístico, arquitectónico, arqueológico, industrial e inmaterial.

j) «Medidas compensatorias»: las definidas en el artículo 3, apartado 24) de la Ley 
42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad6.

2.   A los efectos de la evaluación ambiental estratégica regulada en esta ley, se entenderá 
por:

a) «Promotor»: cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que pretende 
elaborar un plan o programa de los contemplados en el ámbito de aplicación de esta 
ley, independientemente considerado de la Administración que en su momento sea la 
competente para su adopción o aprobación.

b) «Planes y programas»: el conjunto de estrategias, directrices y propuestas destinadas 
a satisfacer necesidades sociales, no ejecutables directamente, sino a través de su 
desarrollo por medio de uno o varios proyectos.

c) «Estudio ambiental estratégico»: estudio elaborado por el promotor que, siendo parte 
integrante del plan o programa, identifica, describe y evalúa los posibles efectos 
significativos sobre el medio ambiente que puedan derivarse de la aplicación del plan 
o programa, así como unas alternativas razonables, técnica y ambientalmente viables, 
que tengan en cuenta los objetivos y el ámbito territorial de aplicación del plan o 
programa, con el fin de prevenir o minimizar los efectos adversos sobre el medio 
ambiente de la aplicación del plan o programa.

d) «Declaración Ambiental Estratégica»: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que concluye la evaluación ambiental estratégica ordinaria que evalúa 
la integración de los aspectos ambientales en la propuesta final del plan o programa.

e) «Informe Ambiental Estratégico»: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que concluye la evaluación ambiental estratégica simplificada.

f) «Modificaciones menores»: cambios en las características de los planes o programas 
ya adoptados o aprobados que no constituyen variaciones fundamentales de las 
estrategias, directrices y propuestas o de su cronología pero que producen diferencias 
en los efectos previstos o en la zona de influencia.

6 Son medidas específicas incluidas en un plan o proyecto, que tienen por objeto compensar, lo más exactamente 
posible, su impacto negativo sobre la especie o el hábitat afectado.
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3.   A los efectos de la evaluación de impacto ambiental de proyectos regulada en esta ley 
se entenderá por:

a) «Promotor»: cualquier persona física o jurídica, pública o privada, que pretende 
realizar un proyecto de los comprendidos en el ámbito de aplicación de esta ley, con 
independencia de la Administración que sea la competente para su autorización.

b) «Proyecto»: cualquier actuación que consista en la ejecución o explotación de una 
obra, una construcción, o instalación, así como el desmantelamiento o demolición o 
cualquier intervención en el medio natural o en el paisaje, incluidas las destinadas a la 
explotación o al aprovechamiento de los recursos naturales o del suelo y del subsuelo 
así como de las aguas marinas.

c) «Estudio de impacto ambiental»: documento elaborado por el promotor que contiene 
la información necesaria para evaluar los posibles efectos significativos del proyecto 
sobre el medio ambiente y permite adoptar las decisiones adecuadas para prevenir y 
minimizar dichos efectos.

d) «Declaración de Impacto Ambiental»: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que concluye la evaluación de impacto ambiental ordinaria, que 
evalúa la integración de los aspectos ambientales en el proyecto y determina las 
condiciones que deben establecerse para la adecuada protección del medio ambiente 
y de los recursos naturales durante la ejecución y la explotación y, en su caso, el 
desmantelamiento o demolición del proyecto.

e) «Informe de Impacto Ambiental»: informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que concluye la evaluación de impacto ambiental simplificada

Artículo 6. Ámbito de aplicación de la evaluación ambiental estratégica7

1.   Serán objeto de una evaluación ambiental estratégica ordinaria los planes y programas, 
así como sus modificaciones, que se adopten o aprueben por una Administración pública 
y cuya elaboración y aprobación venga exigida por una disposición legal o reglamentaria 

7 Véase el Artículo 22RDL 7/2015, que aprueba el TR Ley Suelo Estatal, rubricado: Evaluación y seguimiento 
de la sostenibilidad del desarrollo urbano, y garantía de la viabilidad técnica y económica de las actuaciones 
sobre el medio urbano.

En Andalucía, ver el art. 7 de la Ley 7/2007, de Gestión integrada de la calidad ambiental de Andalucia, así 
como la Disposición final primera de la Ley 6/2016, de 1 de agosto, por la que se modifica la Ley 7/2002, 
de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía; Disposición final primera. Modificación de la Ley 
3/2015, de 29 de diciembre, de Medidas en Materia de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental, de Aguas, 
Tributaria y de Sanidad Animal.
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o por acuerdo del Consejo de Ministros o del Consejo de Gobierno de una comunidad 
autónoma8, cuando:

a) Establezcan el marco para la futura autorización de proyectos legalmente sometidos a 
evaluación de impacto ambiental y se refieran a la agricultura, ganadería, silvicultura, 
acuicultura, pesca, energía, minería, industria, transporte, gestión de residuos, gestión 
de recursos hídricos, ocupación del dominio público marítimo terrestre, utilización del 
medio marino, telecomunicaciones, turismo, ordenación del territorio urbano y rural, o 
del uso del suelo bien,

b) Requieran una evaluación por afectar a espacios Red Natura 2000 en los términos 
previstos en la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la 
Biodiversidad9.

c) Los comprendidos en el apartado 2 cuando así lo decida caso por caso el órgano 
ambiental en el informe ambiental estratégico de acuerdo con los criterios del anexo V.

d) Los planes y programas incluidos en el apartado 2, cuando así lo determine el órgano 
ambiental, a solicitud del promotor.

2.   Serán objeto de una evaluación ambiental estratégica simplificada:

a) Las modificaciones menores de los planes y programas mencionados en el apartado 
anterior.

b) Los planes y programas mencionados en el apartado anterior que establezcan el uso, 
a nivel municipal, de zonas de reducida extensión.

c) Los planes y programas que, estableciendo un marco para la autorización en el futuro 
de proyectos, no cumplan los demás requisitos mencionados en el apartado anterior10.

8  El art. 22 7 del RDL 7/2015, que aprueba el TR Ley Suelo Estatal llega a precisar que: La legislación sobre 
ordenación territorial y urbanística establecerá en qué casos el impacto de una actuación de urbanización obliga 
a ejercer de forma plena la potestad de ordenación del municipio o del ámbito territorial superior en que se 
integre, por trascender del concreto ámbito de la actuación los efectos significativos que genera la misma en 
el medio ambiente.

9  En cuanto a los llamados LIC, véase la Decisión de Ejecución de la Comisión de 7 de noviembre de 2013 por 
la que se adopta la séptima lista actualizada de lugares de importancia comunitaria de la región biogeográfica 
mediterránea.

10 Serían por tanto objeto de Evaluación Ambiental Estratégica, aunque sea simplificada por su extension, los 
Avances de Asentamientos en suelo no urbanizable previstos en la Ley 6/2016, de reforma de la LOUA y en el 
art. 4 del Decreto 60/2012, sobre edificaciones y asentamientos en suelo no urbanizable de Andalucía.
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Artículo 7. Ámbito de aplicación de la evaluación de impacto ambiental

1.   Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental ordinaria los siguientes proyectos:

a) Los comprendidos en el anexo I, así como los proyectos que, presentándose 
fraccionados, alcancen los umbrales del anexo I mediante la acumulación de las 
magnitudes o dimensiones de cada uno de los proyectos considerados11.

b) Los comprendidos en el apartado 2, cuando así lo decida caso por caso el órgano 
ambiental, en el informe de impacto ambiental de acuerdo con los criterios del anexo III.

c) Cualquier modificación de las características de un proyecto consignado en el anexo 
I o en el anexo II, cuando dicha modificación cumple, por sí sola, los umbrales 
establecidos en el anexo I.

d) Los proyectos incluidos en el apartado 2, cuando así lo solicite el promotor.

2.   Serán objeto de una evaluación de impacto ambiental simplificada:

a) Los proyectos comprendidos en el anexo II.

b) Los proyectos no incluidos ni en el anexo I ni el anexo II que puedan afectar de forma 
apreciable, directa o indirectamente, a Espacios Protegidos Red Natura 2000.

c) Cualquier modificación de las características de un proyecto del anexo I o del anexo II, 
distinta de las modificaciones descritas en el artículo 7.1.c) ya autorizados, ejecutados 
o en proceso de ejecución, que pueda tener efectos adversos significativos sobre el 
medio ambiente. Se entenderá que esta modificación puede tener efectos adversos 
significativos sobre el medio ambiente cuando suponga:

1º  Un incremento significativo de las emisiones a la atmósfera.

2º  Un incremento significativo de los vertidos a cauces públicos o al litoral.

3º  Incremento significativo de la generación de residuos.

11 Se hace eco el legislador, en aplicación de la Directiva comunitaria, de las Sentencias del TJCE, 25 de julio 
de 2008, 10 diciembre 2009 o las Sentencias TJCE de 16 septiembre 2004 y 15 de diciembre de 2011 ( estas 
dos últimas Sentencias en asuntos de la Comisión contra España) a propósito del fraude que supone dividir o 
fraccionar el plan o proyecto para eludir los controles de evaluación ambiental, de forma que el plan o proyecto 
debe ser considerado en su conjunto y no en función de las concretas obras e instalaciones previstas en el 
mismo. En este sentido, cuando en el ámbito de una parcelación urbanística ilegal existan edificaciones que, 
tras la Reforma operada en la LOUA por ley 6/2016, puedan quedar en situación de asimilación a la de fuera de 
ordenación, el Ayuntamiento debe evitar que con las declaraciones individuales de AFO se eludan las exigencias 
de evaluación ambiental del conjunto del suelo no urbanizable afectado por la parcelación.
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4º  Un incremento significativo en la utilización de recursos naturales.

5º  Una afección a Espacios Protegidos Red Natura 2000.

6º  Una afección significativa al patrimonio cultural.

d) Los proyectos que, presentándose fraccionados, alcancen los umbrales del anexo 
II mediante la acumulación de las magnitudes o dimensiones de cada uno de los 
proyectos considerados.

e) Los proyectos del anexo I que sirven exclusiva o principalmente para desarrollar o 
ensayar nuevos métodos o productos, siempre que la duración del proyecto no sea 
superior a dos años.

Artículo 8. Supuestos excluidos de evaluación ambiental y proyectos exceptuables

1.   Esta Ley no se aplicará a los siguientes planes y programas:

a) Los que tengan como único objeto la defensa nacional o la protección civil en casos 
de emergencia.

b) Los de tipo financiero o presupuestario.

2.   Esta Ley no se aplicará a los siguientes proyectos:

a) Los relacionados con los objetivos de la defensa nacional cuando tal aplicación pudiera 
tener repercusiones negativas sobre tales objetivos.

b) Los proyectos detallados aprobados específicamente por una Ley. Estos proyectos 
deben contener los datos necesarios para la evaluación de las repercusiones de dicho 
proyecto sobre el medio ambiente y en la tramitación de la Ley de aprobación del 
proyecto se deben cumplir los objetivos establecidos en esta Ley.

3.   El Consejo de Ministros, en el ámbito de la Administración General del Estado, y el 
órgano que determine la legislación de cada comunidad autónoma, en su respectivo ámbito 
de competencias, podrán, en supuestos excepcionales y mediante acuerdo motivado, 
excluir un proyecto determinado del procedimiento de evaluación de impacto ambiental.

En particular, el Consejo de Ministros en el ámbito de la Administración General del Estado 
y, en su caso, el órgano que determine la legislación de cada comunidad autónoma en su 
respectivo ámbito de competencias, con arreglo a lo previsto en el apartado anterior y 
caso por caso, podrá determinar si procede la exclusión del procedimiento de evaluación 
de impacto ambiental en proyectos de:

a) Construcción de centros penitenciarios, o en aquellos proyectos declarados de 
especial interés para la seguridad pública por las administraciones competentes.



LEGISLACIÓN EN  MATERIA DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, PROTECCIÓN DEL LITORAL Y PAISAJE

162

b) Obras de reparación de infraestructuras críticas dañadas como consecuencia de 
acontecimientos catastróficos y obras de emergencia.

4.   En los casos previstos en el apartado anterior:

a) Se examinará la conveniencia de someter el proyecto excluido a otra forma de 
evaluación que cumpla los principios y objetivos de esta ley.

b) El acuerdo de exclusión y los motivos que lo justifican se publicarán en el «Boletín 
Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente. Adicionalmente, se pondrá a 
disposición del público la información relativa a la decisión de exclusión y los motivos 
que la justifican, y el examen sobre las formas alternativas de evaluación del proyecto 
excluido.

c) El órgano sustantivo comunicará la información prevista en el apartado anterior

Artículo 9. Obligaciones generales12

1.   Los planes, los programas y los proyectos incluidos en el ámbito de aplicación de 
esta ley deberán someterse a una evaluación ambiental antes de su adopción, aprobación, 
autorización, o bien, si procede, en el caso de proyectos, antes de la presentación de una 
declaración responsable o de una comunicación previa a las que se refiere el artículo 71 
bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones 
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

Carecerán de validez los actos de adopción, aprobación o autorización de los planes, 
programas y proyectos que, estando incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley no 
se hayan sometido a evaluación ambiental, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso, 
puedan corresponder.

12 El art. 22.3 del RDL 7/2015, que aprueba el TR Ley Suelo Estatal dispone que: En la fase de consultas sobre 
los instrumentos de ordenación de actuaciones de urbanización, deberán recabarse al menos los siguientes 
informes, cuando sean preceptivos y no hubieran sido ya emitidos e incorporados al expediente ni deban 
emitirse en una fase posterior del procedimiento de conformidad con su legislación reguladora:

a) El de la Administración hidrológica sobre la existencia de recursos hídricos necesarios para satisfacer las 
nuevas demandas y sobre la protección del dominio público hidráulico.

b) El de la Administración de costas sobre el deslinde y la protección del dominio público marítimo-terrestre, 
en su caso.

c) Los de las Administraciones competentes en materia de carreteras y demás infraestructuras afectadas, 
acerca de dicha afección y del impacto de la actuación sobre la capacidad de servicio de tales infraestructuras.

Los informes a que se refiere este apartado serán determinantes para el contenido de la memoria ambiental, 
que solo podrá disentir de ellos de forma expresamente motivada. Tras la Ley 39/2015, de Procedimiento 
Adminsitrativo Común, que suprime la confusa categoría de informe “determinante”, hay que entender que este 
informe es “vinculante”.
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2.   Cuando el acceso a una actividad o a su ejercicio exija una declaración responsable 
o una comunicación previa y de acuerdo con esta ley, requiera una evaluación de impacto 
ambiental, la declaración responsable o la comunicación previa no podrán presentarse 
hasta que no haya concluido dicha evaluación de impacto ambiental por el órgano ambiental 
y publicada en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente y tal informe 
esté adoptado mediante resolución posterior adoptada por el órgano sustantivo.

La declaración responsable o la comunicación previa relativa a un proyecto carecerá de 
validez y eficacia a todos los efectos si debiendo haber sido sometido a una evaluación 
ambiental no lo hubiese sido, sin perjuicio de las sanciones que, en su caso procedan.

Artículo 10. Falta de emisión de las declaraciones e informes ambientales

La falta de emisión de la declaración ambiental estratégica, del informe ambiental 
estratégico, de la declaración de impacto ambiental o del informe de impacto ambiental, 
en los plazos legalmente establecidos, en ningún caso podrá entenderse que equivale a 
una evaluación ambiental favorable.

Artículo 12. Resolución de discrepancias

1.   En el supuesto de que existan discrepancias entre el órgano sustantivo y el órgano 
ambiental sobre el contenido de la declaración ambiental estratégica, de la declaración de 
impacto ambiental, o en su caso, del informe ambiental estratégico, o del informe de impacto 
ambiental resolverá según la Administración que haya tramitado el expediente, el Consejo de 
Ministros o el Consejo de Gobierno u órgano que la comunidad autónoma determine.

2.   El órgano sustantivo trasladará al órgano ambiental escrito fundado donde manifieste 
las razones que motivan la discrepancia junto con toda la documentación, incluyendo 
cuantos informes y documentos estime oportunos, en el plazo máximo de treinta días 
hábiles desde la publicación en el «Boletín Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente 
de la declaración ambiental estratégica, de la declaración de impacto ambiental, o en su 
caso, del informe ambiental estratégico, o del informe de impacto ambiental.

3.   Recibido el escrito de discrepancias, el órgano ambiental deberá pronunciarse en un 
plazo máximo de treinta días hábiles. Si el órgano ambiental no se pronunciase en el citado 
plazo, se entenderá que mantiene su criterio respecto del contenido de la declaración 
ambiental estratégica, de la declaración de impacto ambiental, o en su caso, del informe 
ambiental estratégico, o del informe de impacto ambiental formulado.

4. El órgano sustantivo elevará la discrepancia al órgano competente para su resolución, quien 
se pronunciará en un plazo máximo de sesenta días hábiles contados desde su recepción. 
En tanto no se pronuncie el órgano que debe resolver la discrepancia, se considerará que 
la declaración ambiental estratégica, la declaración de impacto ambiental, o en su caso, el 
informe ambiental estratégico, o el informe de impacto ambiental mantienen su eficacia.
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5.   El acuerdo por el que se resuelve la discrepancia se publicará en el «Boletín Oficial del 
Estado» o diario oficial correspondiente.

Artículo 13. Relación entre la evaluación ambiental estratégica y la evaluación 
de impacto ambiental

1.   La evaluación ambiental estratégica de un plan o programa no excluye la evaluación 
de impacto ambiental de los proyectos que de ellos se deriven13.

2.   El órgano ambiental podrá acordar motivadamente, en aras del principio de eficacia, 
la incorporación de trámites y de actos administrativos del procedimiento de evaluación 
ambiental estratégico en otros procedimientos de evaluación ambiental, siempre y cuando 
no haya transcurrido el plazo establecido en el plan o programa o, en su defecto, el de 
cuatro años desde la publicación de la declaración ambiental estratégica y no se hayan 
producido alteraciones de las circunstancias tenidas en cuenta en la evaluación ambiental 
estratégica14.

Artículo 14. Relación entre la evaluación de impacto ambiental y la autorización 
ambiental integrada.

Las comunidades autónomas dispondrán lo necesario para incluir las actuaciones en 
materia de evaluación de impacto ambiental, cuando así sea exigible, en el procedimiento 
de otorgamiento y modificación de la autorización ambiental integrada.

13 En este mismo sentido, en cuanto la EAE de planes urbanísticos no excluye la de Proyectos, el art. 22.1 
del RDL 7/2015, que aprueba el TR de la Ley de Suelo estatal:Los instrumentos de ordenación territorial 
y urbanística están sometidos a evaluación ambiental de conformidad con lo previsto en la legislación de 
evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente y en este artículo, sin 
perjuicio de la evaluación de impacto ambiental de los proyectos que se requieran para su ejecución, en su 
caso.

14  El art. 22.6 RDL 7/2015, que aprueba el TR de la Ley de Suelo estatal recuerda que: Las Administraciones 
competentes en materia de ordenación y ejecución urbanísticas deberán elevar al órgano que corresponda de 
entre sus órganos colegiados de gobierno, con la periodicidad mínima que fije la legislación en la materia, un 
informe de seguimiento de la actividad de ejecución urbanística de su competencia, que deberá considerar al 
menos la sostenibilidad ambiental y económica a que se refiere este artículo.

Los Municipios estarán obligados al informe a que se refiere el párrafo anterior cuando lo disponga la legislación 
en la materia y, al menos, cuando deban tener una Junta de Gobierno Local.

El informe a que se refieren los párrafos anteriores podrá surtir los efectos propios del seguimiento a que se 
refiere la legislación de evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio ambiente, 
cuando cumpla todos los requisitos en ella exigidos.
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Artículo 21. Versión inicial del plan o programa e información pública15

1.   El promotor elaborará la versión inicial del plan o programa teniendo en cuenta el 
estudio ambiental estratégico, y presentará ambos documentos ante el órgano sustantivo.

2.   El órgano sustantivo someterá dicha versión inicial del plan o programa, acompañado 
del estudio ambiental estratégico, a información pública previo anuncio en el «Boletín 
Oficial del Estado» o diario oficial correspondiente y, en su caso, en su sede electrónica. 
La información pública será, como mínimo, de cuarenta y cinco días hábiles.

La información pública podrá realizarla el promotor en lugar del órgano sustantivo 
cuando, de acuerdo con la legislación sectorial, corresponda al promotor la tramitación 
administrativa del plan o programa.

3.   La documentación sometida a información pública incluirá, asimismo, un resumen no 
técnico del estudio ambiental estratégico.

4.   El órgano sustantivo adoptará las medidas necesarias para garantizar que la documen-
tación que debe someterse a información pública tenga la máxima difusión entre el públi-
co, utilizando los medios de comunicación y, preferentemente, los medios electrónicos.

Artículo 24. Análisis técnico del expediente

1.   El órgano sustantivo remitirá al órgano ambiental el expediente de evaluación ambiental 
estratégica completo, integrado por:

a) La propuesta final de plan o programa.

b) El estudio ambiental estratégico.

c) El resultado de la información pública y de las consultas, incluyendo en su caso las 
consultas transfronterizas así como su consideración.

15  En cuanto al ámbito temporal de aplicación en Andalucía de los artículos 21, 24 y 28 de la Ley estatal de 
Evaluación ambiental, que se transcriben a continuación, ver Disposición final primera de la Ley 6/2016, de 1 de 
agosto, por la que se modifica la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía para 
incorporar medidas urgentes en relación con las edificaciones construidas sobre parcelaciones urbanísticas en 
suelo no urbanizable, modificación a su vez esta Ley 3/2015, de 29 de diciembre, de Medidas en Materia de 
Gestión Integrada de la Calidad Ambiental, de Aguas, Tributaria y de Sanidad Anima, para añadir una disposición 
adicional tercera, tendente a regular la aplicación de los artículos 21, 24 y 28 de la Ley 21/2013, de 9 de 
diciembre, de evaluación ambiental, a los procedimientos de prevención ambiental de los instrumentos de 
planeamiento urbanístico regulados en la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de 
Andalucía, cuya tramitación se haya iniciado antes de la entrada en vigor de esta ley, dando cumplimiento 
a lo previsto en la disposición transitoria primera de la ley estatal, que entró en vigor al día siguiente de su 
publicación en el BOE; el 12 diciembre 2013.
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d) Un documento resumen en el que el promotor describa la integración en la propuesta 
final del plan o programa de los aspectos ambientales, del estudio ambiental estratégico 
y de su adecuación al documento de alcance, del resultado de las consultas realizadas 
y cómo éstas se han tomado en consideración.

2.   El órgano ambiental realizará un análisis técnico del expediente, y un análisis de los 
impactos significativos de la aplicación del plan o programa en el medio ambiente, que 
tomará en consideración el cambio climático.

3.   Si durante el análisis técnico del expediente de evaluación ambiental estratégica el 
órgano ambiental estimara que la información pública o las consultas no se han realizado 
conforme a lo establecido en esta ley, requerirá al órgano sustantivo para que subsane 
el expediente de evaluación ambiental estratégica en el plazo máximo de tres meses. En 
estos casos se suspenderá el cómputo del plazo para la formulación de la declaración 
ambiental estratégica.

Si transcurridos tres meses el órgano sustantivo no hubiera remitido el expediente 
subsanado, o si una vez presentado fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por 
finalizada la evaluación ambiental estratégica ordinaria, notificando al promotor y al órgano 
sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los 
recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial en su caso.

4.   Si durante el análisis técnico del expediente de evaluación ambiental estratégica 
el órgano ambiental concluyera que es necesaria información adicional para formular 
la declaración ambiental estratégica solicitará al promotor la información que sea 
imprescindible, informando de ello al órgano sustantivo, que complete el expediente. Esta 
solicitud suspende el plazo para la formulación de la declaración ambiental estratégica.

Si transcurridos tres meses el promotor no hubiera remitido la documentación adicional 
solicitada, o si una vez presentada ésta fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por 
finalizada la evaluación ambiental estratégica ordinaria, notificando al promotor y al órgano 
sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los 
recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial, en su caso.

5.   El órgano ambiental continuará con el procedimiento siempre que disponga de los 
elementos de juicio suficientes para realizar la evaluación ambiental estratégica.

Si en el expediente de evaluación ambiental estratégica no constara alguno de los 
informes de las Administraciones públicas afectadas, consultadas conforme a lo previsto 
en el artículo 22, y el órgano ambiental no dispusiera de elementos de juicio suficientes 
para realizar la evaluación ambiental estratégica, requerirá personalmente al titular del 
órgano jerárquicamente superior de aquel que tendría que emitir el informe para que, 
en el plazo de diez días, contados a partir de la recepción del requerimiento, ordene al 
órgano competente la entrega del correspondiente informe en el plazo de diez días, sin 
perjuicio de las responsabilidades en que pudiera incurrir el responsable de la demora. El 
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requerimiento efectuado se comunicará al órgano sustantivo y al promotor, y suspende el 
plazo para la formulación de la declaración de impacto ambiental.

Si transcurrido el plazo de diez días el órgano ambiental no hubiese recibido el informe, 
comunicará al órgano sustantivo y al promotor la imposibilidad de continuar el procedimiento.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la emisión del 
informe a través del procedimiento previsto en el artículo 29 de la Ley 29/1998, de 13 de 
julio, de Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Artículo 28. Modificación de la declaración ambiental estratégica

1.   La declaración ambiental estratégica de un plan o programa aprobado podrá 
modificarse cuando concurran circunstancias que determinen la incorrección de la 
declaración ambiental estratégica, incluidas las que surjan durante el procedimiento de 
evaluación de impacto ambiental, tanto por hechos o circunstancias de acaecimiento 
posterior a esta última como por hechos o circunstancias anteriores que, en su momento, 
no fueron o no pudieron ser objeto de la adecuada valoración.

2.   El procedimiento de modificación de la declaración ambiental estratégica podrá 
iniciarse de oficio o a solicitud del promotor.

El órgano ambiental iniciará dicho procedimiento de oficio, bien por propia iniciativa o a 
petición razonada del órgano sustantivo, o por denuncia, mediante acuerdo.

En el caso de que se haya recibido petición razonada o denuncia, el órgano ambiental 
deberá pronunciarse sobre la procedencia de acordar el inicio del procedimiento en el 
plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la petición o de la denuncia.

3.   En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud del promotor de inicio 
de la modificación de la declaración ambiental estratégica, el órgano ambiental podrá resolver 
motivadamente su inadmisión. Frente a esta resolución podrán, en su caso, interponerse los 
recursos legalmente procedentes en vía administrativa o judicial, en su caso.

4.   El órgano ambiental consultará por el plazo mínimo de cuarenta y cinco días hábiles 
al promotor, al órgano sustantivo y a las administraciones públicas afectadas y personas 
interesadas previamente consultadas de acuerdo con el artículo 22, al objeto de que 
emitan los informes y formulen cuantas alegaciones estimen oportunas y aporten cuantos 
documentos estimen precisos. La consulta se podrá realizar por medios convencionales, 
electrónicos o cualesquiera otros, siempre que se acredite la realización de la consulta.

Transcurrido el plazo sin que se hayan recibido los informes y alegaciones de las 
Administraciones públicas afectadas, y de las personas interesadas, el procedimiento de 
modificación continuará si el órgano ambiental cuenta con elementos de juicio suficientes 
para ello. En este caso, no se tendrán en cuenta los informes y alegaciones que se reciban 
posteriormente.
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Si el órgano ambiental no tuviera los elementos de juicio suficientes para continuar con el 
procedimiento de modificación, bien porque no se hubiesen recibido los informes de las 
Administraciones públicas afectadas, o bien porque habiéndose recibido estos resultasen 
insuficientes para decidir, requerirá personalmente al titular del órgano jerárquicamente 
superior de aquel que tendría que emitir el informe, para que en el plazo de diez días 
hábiles contados a partir del requerimiento, ordene al órgano competente la remisión de 
los informes en el plazo de diez días hábiles, sin perjuicio de la responsabilidad en que 
incurra el responsable de la demora. El requerimiento efectuado se comunicará al órgano 
sustantivo y al promotor y suspende el plazo previsto para que el órgano ambiental se 
pronuncie sobre la modificación de la declaración ambiental estratégica.

En todo caso, el promotor podrá reclamar a la Administración competente la formulación 
de los informes, a través del procedimiento previsto en el artículo 29.1 de la Ley 29/1998, 
de 13 de julio, de Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

5.   El órgano ambiental, en un plazo de tres meses contados desde el inicio del 
procedimiento, resolverá sobre la modificación de la declaración ambiental estratégica 
que en su día se formuló.

6.   La decisión del órgano ambiental sobre la modificación tendrá carácter determinante y 
no recurrible sin perjuicio de los recursos en vía administrativa o judicial que, en su caso, 
procedan frente a los actos o disposiciones que, posterior y consecuentemente, puedan 
dictarse. Tal decisión se notificará al promotor y al órgano sustantivo y deberá ser remitida 
para su publicación en el plazo de quince días hábiles al «Boletín Oficial del Estado» o diario 
oficial correspondiente, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano 
ambiental.
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Artículo 12. Contenido de la solicitud17

1.   La solicitud de la autorización ambiental integrada contendrá, al menos, la siguiente 
documentación, sin perjuicio de lo que a estos efectos determinen las Comunidades 
Autónomas:

a) Proyecto básico que incluya, al menos, los siguientes aspectos:

b) Informe urbanístico del Ayuntamiento en cuyo territorio se ubique la instalación, 
acreditativo de la compatibilidad del proyecto con el planeamiento urbanístico, de 
acuerdo con lo establecido en el artículo 15.

§ 3.2 LEY 16/2002, DE 1 DE JULIO, DE PREVENCIÓN 
 Y CONTROL INTEGRADOS DE LA CONTAMINACIÓN16 

 (Selección)

16 Esta ley básica estatal tiene por objeto evitar o, cuando ello no sea posible, reducir y controlar la 
contaminación de la atmósfera, del agua y del suelo, mediante el establecimiento de un sistema de prevención 
y control integrados de la contaminación, con el fin de alcanzar una elevada protección del medio ambiente 
en su conjunto, y será aplicable a las instalaciones de titularidad pública o privada en las que se desarrolle 
alguna de las actividades industriales incluidas en las categorías que la propia Ley enumera en el anexo 1 
y que, en su caso, alcancen los umbrales de capacidad establecidos en el mismo, con excepción de las 
instalaciones o partes de las mismas utilizadas para la investigación, desarrollo y experimentación de nuevos 
productos y procesos. La propia Ley define la “Autorización ambiental integrada” como la resolución escrita 
del órgano competente de la Comunidad Autónoma en la que se ubique la instalación, por la que se permite, 
a los efectos de la protección del medio ambiente y de la salud de las personas, explotar la totalidad o parte 
de una instalación, bajo determinadas condiciones destinadas a garantizar que la misma cumple el objeto y 
las disposiciones de esta ley. Esta autorización podrá ser válida para una o más instalaciones o partes de 
instalaciones que tengan la misma ubicación.

17 Véase arts. 20 y ss de la Ley 7/2007, de Calidad Ambiental de Andalucía, a propósito de la evaluación 
ambiental integrada.

(BOE núm. 157, de 2 de julio de 2002) (disposición derogada)
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Artículo 15. Informe urbanístico del Ayuntamiento

Previa solicitud del interesado, el Ayuntamiento en cuyo territorio se ubique la instalación 
deberá emitir el informe al que se refiere el artículo 12.1.b) de esta Ley en el plazo 
máximo de treinta días. En caso de no hacerlo, dicho informe se suplirá con una copia de 
la solicitud del mismo.

En todo caso, si el informe urbanístico regulado en este artículo fuera negativo, con 
independencia del momento en que se haya emitido, pero siempre que se haya recibido 
en la Comunidad Autónoma con anterioridad al otorgamiento de la autorización ambiental 
integrada, el órgano competente para otorgar dicha autorización dictará resolución 
motivada poniendo fin al procedimiento y archivará las actuaciones.
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Artículo 6. Ordenanzas municipales y planeamiento urbanístico

Corresponde a los ayuntamientos aprobar ordenanzas en relación con las materias objeto 
de esta ley. Asimismo, los ayuntamientos deberán adaptar las ordenanzas existentes y el 
planeamiento urbanístico a las disposiciones de esta ley y de sus normas de desarrollo.

Artículo 17. Planificación territorial

La planificación y el ejercicio de competencias estatales, generales o sectoriales, que 
incidan en la ordenación del territorio, la planificación general territorial, así como el 
planeamiento urbanístico, deberán tener en cuenta las previsiones establecidas en esta 
ley, en las normas dictadas en su desarrollo y en las actuaciones administrativas realizadas 
en ejecución de aquéllas.

18 a) La planificación territorial y planeamiento urbanístico, que deben tener en cuenta siempre los objetivos de 
calidad acústica de cada área acústica a la hora de acometer cualquier clasificación del suelo, aprobación de 
planeamiento o medidas semejantes.

§ 3.3 LEY 37/2003, DE 17 DE NOVIEMBRE, DEL RUIDO18 

(Selección)

(BOE núm. 276, de 18 de noviembre de 2003)
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Artículo 2. Principios

Son principios que inspiran esta ley:

a) El mantenimiento de los procesos ecológicos esenciales y de los sistemas vitales 
básicos, respaldando los servicios de los ecosistemas para el bienestar humano.

b) La conservación y la restauración de la biodiversidad y de la geodiversidad.

c) La utilización ordenada de los recursos para garantizar el aprovechamiento sostenible 
del patrimonio natural, en particular, de las especies y de los ecosistemas, su 
conservación, restauración y mejora y evitar la pérdida neta de biodiversidad.

d) La conservación y preservación de la variedad, singularidad y belleza de los 
ecosistemas naturales, de la diversidad geológica y del paisaje.

e) La integración de los requisitos de la conservación, uso sostenible, mejora y 
restauración del patrimonio natural y la biodiversidad en las políticas sectoriales y, 
en particular, en la toma de decisiones en el ámbito político, económico y social, así 
como la participación justa y equitativa en el reparto de beneficios que se deriven de 
la utilización de los recursos genéticos.

19 Desde la perspectiva de la utilización del patrimonio natural, los principios inspiradores se centran: en la 
prevalencia de la protección ambiental sobre la ordenación territorial y urbanística; en la incorporación del principio 
de precaución en las intervenciones que puedan afectar a espacios naturales y/o especies silvestres; en contribuir 
a impulsar procesos de mejora en la sostenibilidad del desarrollo asociados a espacios naturales protegidos; en la 
promoción de la utilización ordenada de los recursos para garantizar el aprovechamiento sostenible del patrimonio 
natural; y en la integración de los requerimientos de la conservación, uso sostenible, mejora y restauración del 
patrimonio natural y la biodiversidad en las políticas sectoriales. Por último, también es principio básico la garantía 
de la información y participación de los ciudadanos en el diseño y ejecución de las políticas públicas, incluida la 
elaboración de disposiciones de carácter general dirigidas a la consecución de los objetivos de esta Ley.

§ 3.4 LEY 42/2007, DE 13 DE DICIEMBRE, 
 DEL PATRIMONIO NATURAL Y DE LA BIODIVERSIDAD19

 (Selección)

(BOE núm. 299, de 14 de diciembre de 2007)
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f) La prevalencia de la protección ambiental sobre la ordenación territorial y urbanística 
y los supuestos básicos de dicha prevalencia.

g) La precaución en las intervenciones que puedan afectar a espacios naturales o 
especies silvestres.

Artículo 19. Alcance

1.   Los efectos de los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales tendrán el alcance 
que establezcan sus propias normas de aprobación.

2.   Cuando los instrumentos de ordenación territorial, urbanística, de recursos naturales 
y, en general, física, existentes resulten contradictorios con los Planes de Ordenación de 
Recursos Naturales deberán adaptarse a éstos. En tando dicha adaptación no tenga lugar, 
las determinaciones de los Planes de Ordenación de Recursos Naturales se aplicarán, en 
todo caso, prevaleciendo sobre dichos instrumentos.

3.   Asimismo, los Planes de Ordenación de los Recursos Naturales serán determinantes 
respecto de cualesquiera otras actuaciones, planes o programas sectoriales, sin perjuicio 
de lo que disponga al respecto la legislación autonómica. Las actuaciones, planes o 
programas sectoriales sólo podrán contradecir o no acoger el contenido de los Planes 
de Ordenación de los Recursos Naturales por razones imperiosas de interés público de 
primer orden, en cuyo caso la decisión deberá motivarse y hacerse pública.

4.   Los Ayuntamientos, en el ámbito de sus correspondientes competencias, podrán 
proponer excepciones para garantizar la prestación de los servicios mínimos previstos en 
el artículo 26 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local. 
Estas excepciones deberán estar suficientemente motivadas y someterse a la aprobación 
del órgano competente de la comunidad autónoma

Artículo 31. Los Parques

1.   Los Parques son áreas naturales, que, en razón a la belleza de sus paisajes, la representa-
tividad de sus ecosistemas o la singularidad de su flora, de su fauna o de su diversidad geoló-
gica, incluidas sus formaciones geomorfológicas, poseen unos valores ecológicos, estéticos, 
educativos y científicos cuya conservación merece una atención preferente.

2.   Los Parques Nacionales se regirán por su legislación específica20.

20 Ley 30/2014, de 3 de diciembre, de Parques Nacionales, desarrollada por Real Decreto 389/2016, de 22 
de octubre, por el que se aprueba el Plan Director de la Red de Parques Nacionales (BOE de 24 de octubre de 
2016).
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3.   En los Parques se podrá limitar el aprovechamiento de los recursos naturales, prohibién-
dose en todo caso los incompatibles con las finalidades que hayan justificado su creación.

4.   En los Parques podrá facilitarse la entrada de visitantes con las limitaciones precisas 
para garantizar la protección de aquéllos y los derechos de los titulares de los terrenos 
en ellos ubicados.

5.   Se elaborarán los Planes Rectores de Uso y Gestión, cuya aprobación corresponderá 
al órgano competente de la Comunidad autónoma. Las Administraciones competentes en 
materia urbanística informarán preceptivamente dichos Planes antes de su aprobación.

En estos Planes, que serán periódicamente revisados, se fijarán las normas generales de 
uso y gestión del Parque.

6.   Los Planes Rectores prevalecerán sobre el planeamiento urbanístico. Cuando sus 
determinaciones sean incompatibles con las de la normativa urbanística en vigor, ésta se 
revisará de oficio por los órganos competentes.

CAPÍTULO III

Espacios protegidos Red Natura 2000

Artículo 42. Red Natura 2000

1.   La Red Ecológica Europea Natura 2000 es una red ecológica coherente compuesta 
por los Lugares de Importancia Comunitaria (en adelante LIC), hasta su transformación en 
Zonas Especiales de Conservación (en adelante ZEC), dichas ZEC y las Zonas de Especial 
Protección para las Aves (en adelante ZEPA), cuya gestión tendrá en cuenta las exigencias 
ecológicas, económicas, sociales y culturales, así como las particularidades regionales y 
locales.

2.   Los LIC, las ZEC y las ZEPA tendrán la consideración de espacios protegidos, con la 
denominación de espacio protegido Red Natura 2000, y con el alcance y las limitaciones 
que la Administración General del Estado y las comunidades autónomas establezcan en 
su legislación y en los correspondientes instrumentos de planificación, siempre en sus 
respectivos ámbitos competenciales.

3.   El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, con la participación 
de las comunidades autónomas, elaborará y mantendrá actualizadas, en el marco del 
Plan Estratégico Estatal del Patrimonio Natural y la Biodiversidad, unas directrices de 
conservación de la Red Natura 2000. Estas directrices constituirán el marco orientativo 
para la planificación y gestión de dichos espacios y serán aprobadas mediante acuerdo de 
la Conferencia Sectorial de Medio Ambiente.

4. Con el fin de promocionar la realización de actividades, coherentes con los valores que 
justifican la declaración de los espacios Red Natura 2000, que contribuyan al bienestar de 
las poblaciones locales y a la creación de empleo, se dará prioridad a estas actividades, 
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en especial a aquéllas dirigidas a la conservación o restauración de los valores naturales 
del lugar, en el acceso a subvenciones, cuando así lo prevean las correspondientes 
bases reguladoras. De igual manera, se analizará, en el marco de las competencias de la 
Administración General del Estado y de las comunidades autónomas, la posible implantación 
de bonificaciones en tasas, gastos de inscripción registral, o cuotas patronales de la 
Seguridad Social agraria, en las actividades que sean en general tanto coherentes como 
compatibles con los valores que justifican la declaración como espacios Red Natura 2000 
y contribuyan al bienestar de las poblaciones locales y a la creación de empleo.

Artículo 43. Lugares de Importancia Comunitaria y Zonas Especiales de 
Conservación

1.   Los LIC son aquellos espacios del conjunto del territorio nacional o del medio marino, 
junto con la zona económica exclusiva y la plataforma continental, aprobados como tales, 
que contribuyen de forma apreciable al mantenimiento o, en su caso, al restablecimiento 
del estado de conservación favorable de los tipos de hábitats naturales y los hábitats de 
las especies de interés comunitario, que figuran respectivamente en los anexos I y II de 
esta ley, en su área de distribución natural.

2.   La Administración General del Estado y las comunidades autónomas, en el ámbito 
de sus respectivas competencias y con base en los criterios establecidos en el anexo III 
y en la información científica pertinente, elaborarán una lista de lugares situados en sus 
respectivos territorios que puedan ser declarados como zonas especiales de conservación. 
La propuesta, que indicará los tipos de hábitats naturales y las especies autóctonas de 
interés comunitario existentes en dichos lugares, se someterá al trámite de información 
pública. Si, como resultado del trámite de información pública anterior, se llevara a cabo 
una ampliación de los límites de la propuesta inicial, ésta será sometida a un nuevo trámite 
de información pública.

El Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente propondrá la lista a la Comisión 
Europea para su aprobación como LIC.

Desde el momento que se envíe al Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
la lista de los espacios propuestos como LIC, para su traslado a la Comisión Europea, éstos 
pasarán a tener un régimen de protección preventiva que garantice que no exista una merma 
del estado de conservación de sus hábitats y especies hasta el momento de su declaración 
formal. El envío de la propuesta de un espacio como LIC conllevará, en el plazo máximo de 
seis meses, hacer público en el boletín oficial de la Administración competente sus límites 
geográficos, los hábitats y especies por los que se declararon cada uno, los hábitats y 
especies prioritarios presentes y el régimen preventivo que se les aplicará.

3.   Una vez aprobadas o ampliadas las listas de LIC por la Comisión Europea, éstos serán 
declarados por las Administraciones competentes, como ZEC lo antes posible y como 
máximo en un plazo de seis años, junto con la aprobación del correspondiente plan o 
instrumento de gestión. Para fijar la prioridad en la declaración de estas Zonas, se atenderá 
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a la importancia de los lugares, al mantenimiento en un estado de conservación favorable o 
al restablecimiento de un tipo de hábitat natural de interés comunitario o de una especie de 
interés comunitario, así como a las amenazas de deterioro y destrucción que pesen sobre 
ellas, todo ello con el fin de mantener la coherencia de la Red Natura 2000.

Artículo 44. Zonas de Especial Protección para las Aves

Los espacios del territorio nacional y del medio marino, junto con la zona económica 
exclusiva y la plataforma continental, más adecuados en número y en superficie para 
la conservación de las especies de aves incluidas en el anexo IV de esta ley y para las 
aves migratorias de presencia regular en España, serán declaradas como ZEPA, y se 
establecerán en ellas medidas para evitar las perturbaciones y de conservación especiales 
en cuanto a su hábitat, para garantizar su supervivencia y reproducción. Para el caso de 
las especies de carácter migratorio que lleguen regularmente al territorio español y a las 
aguas marinas sometidas a soberanía o jurisdicción española, se tendrán en cuenta las 
necesidades de protección de sus áreas de reproducción, alimentación, muda, invernada 
y zonas de descanso, atribuyendo particular importancia a las zonas húmedas y muy 
especialmente a las de importancia internacional.

Artículo 45. Declaración de las Zonas Especiales de Conservación y de las Zonas 
de Especial protección para las Aves

La Administración General del Estado y las comunidades autónomas, previo procedimiento 
de información pública, declararán las ZEC y las ZEPA, en el ámbito de sus respectivas 
competencias. Si, como resultado del trámite de información pública anterior, se llevara a 
cabo una ampliación de los límites de la propuesta inicial, ésta será sometida a un nuevo 
trámite de información pública.

Dichas declaraciones se publicarán en los respectivos Diarios Oficiales incluyendo informa-
ción sobre sus límites geográficos y los hábitats y especies por los que se declararon cada 
uno. De dichas declaraciones, se dará cuenta al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente a efectos de su comunicación a la Comisión Europea, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 10 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico 
de las Administraciones públicas y del Procedimiento Administrativo Común.»

Artículo 46. Medidas de conservación de la Red Natura 2000

1.   Respecto de las ZEC y las ZEPA, la Administración General del Estado y las 
comunidades autónomas, en el ámbito de sus respectivas competencias, fijarán las 
medidas de conservación necesarias, que respondan a las exigencias ecológicas de los 
tipos de hábitats naturales y de las especies presentes en tales áreas, que implicarán:

a) Adecuados planes o instrumentos de gestión, específicos de los lugares o integrados 
en otros planes de desarrollo que incluyan, al menos, los objetivos de conservación 
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del lugar y las medidas apropiadas para mantener los espacios en un estado de 
conservación favorable. Estos planes deberán tener en especial consideración las 
necesidades de aquellos municipios incluidos en su totalidad o en un gran porcentaje 
de su territorio en estos lugares, o con limitaciones singulares específicas ligadas a la 
gestión del lugar.

b) Apropiadas medidas reglamentarias, administrativas o contractuales.

2.   Igualmente, las Administraciones competentes tomarán las medidas apropiadas, en 
especial en dichos planes o instrumentos de gestión, para evitar en los espacios de la Red 
Natura 2000 el deterioro de los hábitats naturales y de los hábitats de las especies, así 
como las alteraciones que repercutan en las especies que hayan motivado la designación 
de estas áreas, en la medida en que dichas alteraciones puedan tener un efecto apreciable 
en lo que respecta a los objetivos de la presente ley.

3.   Los órganos competentes, en el marco de los procedimientos previstos en la 
legislación de evaluación ambiental, deberán adoptar las medidas necesarias para evitar 
el deterioro, la contaminación y la fragmentación de los hábitats y las perturbaciones que 
afecten a las especies fuera de la Red Natura 2000, en la medida que estos fenómenos 
tengan un efecto significativo sobre el estado de conservación de dichos hábitats y 
especies.

4.   Cualquier plan, programa o proyecto que, sin tener relación directa con la gestión 
del lugar o sin ser necesario para la misma, pueda afectar de forma apreciable a las 
especies o hábitats de los citados espacios, ya sea individualmente o en combinación 
con otros planes, programas o proyectos, se someterá a una adecuada evaluación de 
sus repercusiones en el espacio, que se realizará de acuerdo con las normas que sean 
de aplicación, de acuerdo con lo establecido en la legislación básica estatal y en las 
normas adicionales de protección dictadas por las comunidades autónomas, teniendo 
en cuenta los objetivos de conservación de dicho espacio. A la vista de las conclusiones 
de la evaluación de las repercusiones en el espacio y supeditado a lo dispuesto en el 
apartado 5, los órganos competentes para aprobar o autorizar los planes, programas 
o proyectos sólo podrán manifestar su conformidad con los mismos tras haberse 
asegurado de que no causará perjuicio a la integridad del espacio en cuestión y, si 
procede, tras haberlo sometido a información pública. Los criterios para la determinación 
de la existencia de perjuicio a la integridad del espacio serán fijados mediante orden del 
Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, oída la Conferencia Sectorial de 
Medio Ambiente.

5.   Si, a pesar de las conclusiones negativas de la evaluación de las repercusiones 
sobre el lugar y a falta de soluciones alternativas, debiera realizarse un plan, programa o 
proyecto por razones imperiosas de interés público de primer orden, incluidas razones de 
índole social o económica, las Administraciones públicas competentes tomarán cuantas 
medidas compensatorias sean necesarias para garantizar que la coherencia global de 
Natura 2000 quede protegida.



LEY 42/2007, DE 13 DE DICIEMBRE, DEL PATRIMONIO NATURAL Y DE LA BIODIVERSIDAD

179

La concurrencia de razones imperiosas de interés público de primer orden sólo podrá 
declararse para cada supuesto concreto:

a) Mediante una ley.

b) Mediante acuerdo del Consejo de Ministros, cuando se trate de planes, programas o 
proyectos que deban ser aprobados o autorizados por la Administración General del 
Estado, o del órgano de Gobierno de la comunidad autónoma. Dicho acuerdo deberá 
ser motivado y público.

La adopción de las medidas compensatorias se llevará a cabo, en su caso, durante el 
procedimiento de evaluación ambiental de planes y programas y de evaluación de impacto 
ambiental de proyectos, de acuerdo con lo dispuesto en la normativa aplicable. Dichas 
medidas se aplicarán en la fase de planificación y ejecución que determine la evaluación 
ambiental.

Las medidas compensatorias adoptadas serán remitidas, por el cauce correspondiente, a 
la Comisión Europea.

6.   En caso de que el lugar considerado albergue un tipo de hábitat natural y/o una 
especie prioritaria, señalados como tales en los anexos I y II, únicamente se podrán alegar 
las siguientes consideraciones:

a) Las relacionadas con la salud humana y la seguridad pública.

b) Las relativas a consecuencias positivas de primordial importancia para el medio 
ambiente.

c) Otras razones imperiosas de interés público de primer orden, previa consulta a la 
Comisión Europea.

7.   La realización o ejecución de cualquier plan, programa o proyecto que pueda afectar 
de forma apreciable a especies incluidas en los anexos II o IV que hayan sido catalogadas, 
en el ámbito estatal o autonómico, como en peligro de extinción, únicamente se podrá 
llevar a cabo cuando, en ausencia de otras alternativas, concurran causas relacionadas 
con la salud humana y la seguridad pública, las relativas a consecuencias positivas de 
primordial importancia para el medio ambiente u otras razones imperiosas de interés 
público de primer orden. La justificación del plan, programa o proyecto y la adopción de 
las correspondientes medidas compensatorias se llevará a cabo conforme a lo previsto en 
el apartado 5, salvo por lo que se refiere a la remisión de las medidas compensatorias a 
la Comisión Europea.

8.   Desde el momento en que el lugar figure en la lista de LIC aprobada por la Comisión 
Europea, éste quedará sometido a lo dispuesto en los apartados 4, 5 y 6 de este artículo.

9.   Desde el momento de la declaración de una ZEPA, ésta quedará sometida a lo 
dispuesto en los apartados 4 y 5 de este artículo.
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Artículo 47. Coherencia y conectividad de la Red

Con el fin de mejorar la coherencia ecológica y la conectividad de la Red Natura 2000, las 
Administraciones, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 15, fomentarán la conser-
vación de corredores ecológicos y la gestión de aquellos elementos del paisaje y áreas 
terrestres y marinas que resultan esenciales o revistan primordial importancia para la 
migración, la distribución geográfica y el intercambio genético entre poblaciones de especies 
de fauna y flora silvestres, teniendo en cuenta los impactos futuros del cambio climático.

Artículo 48. Vigilancia y seguimiento

1.   La Administración General del Estado y las comunidades autónomas, en el ámbito de 
sus respectivas competencias, vigilarán el estado de conservación de los tipos de hábitats y 
las especies de interés comunitario, teniendo especialmente en cuenta los tipos de hábitats 
naturales prioritarios y las especies prioritarias, así como de conservación de las especies 
de aves que se enumeran en el anexo IV. La Conferencia Sectorial de Medio Ambiente, 
a propuesta de la Comisión Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad, oído el 
Consejo Estatal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad, aprobará unas directrices 
para establecer la metodología común y las características de este seguimiento.

2.   Las comunidades autónomas remitirán al Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente información sobre los cambios en el estado de conservación y las medidas 
de conservación a las que se refiere el artículo 46.1, la evaluación de sus resultados y las 
propuestas de nuevas medidas a aplicar, a efectos de su reflejo en el Inventario Español 
del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad y para que dicho Ministerio pueda remitir a la 
Comisión Europea los informes nacionales exigidos por las Directivas europeas.

Artículo 49. Cambio de categoría21

La descatalogación total o parcial de un espacio incluido en Red Natura 2000 solo podrá 
proponerse cuando así lo justifiquen los cambios provocados en el mismo por la evolución 
natural, científicamente demostrada, reflejados en los resultados del seguimiento definido 
en el artículo anterior.

En todo caso, el procedimiento incorporará un trámite de información pública, previo a la 
remisión de la propuesta a la Comisión Europea.

21 En idéntico sentido, el art. 13.3 TRLS 7/2015 sólo podrá alterarse la delimitación de los espacios naturales 
protegidos o de los espacios incluidos en la Red Natura 2000, reduciendo su superficie total o excluyendo 
terrenos de los mismos, cuando así lo justifiquen los cambios provocados en ellos por su evolución natural, 
científicamente demostrada. La alteración deberá someterse a información pública, que en el caso de la Red 
Natura 2000 se hará de forma previa a la remisión de la propuesta de descatalogación a la Comisión Europea 
y la aceptación por ésta de tal descatalogación.
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CAPÍTULO IV

Otras figuras de protección de espacios

Artículo 50. Áreas protegidas por instrumentos internacionales

1.   Tendrán la consideración de áreas protegidas por instrumentos internacionales todos 
aquellos espacios naturales que sean formalmente designados de conformidad con lo 
dispuesto en los Convenios y Acuerdos internacionales de los que sea parte España y, en 
particular, los siguientes:

a) Los humedales de Importancia Internacional, del Convenio relativo a los Humedales de 
Importancia Internacional especialmente como Hábitat de Aves Acuáticas.

b) Los sitios naturales de la Lista del Patrimonio Mundial, de la Convención sobre la 
Protección del Patrimonio Mundial, Cultural y Natural.

c) Las áreas protegidas, del Convenio para la protección del medio ambiente marino del 
Atlántico del nordeste (OSPAR).

d) Las Zonas Especialmente Protegidas de Importancia para el Mediterráneo (ZEPIM), del 
Convenio para la protección del medio marino y de la región costera del Mediterráneo.

e) Los Geoparques, declarados por la UNESCO.

f) Las Reservas de la Biosfera, declaradas por la UNESCO.

g) Las Reservas biogenéticas del Consejo de Europa.

2.   La declaración o inclusión de áreas protegidas por instrumentos internacionales será 
sometida a información pública y posteriormente publicada en el Boletín Oficial del Estado 
junto con la información básica y un plano del perímetro abarcado por la misma.

3.   El régimen de protección de estas áreas será el establecido en los correspondientes 
convenios y acuerdos internacionales, sin perjuicio de la vigencia de regímenes de 
protección, ordenación y gestión específicos cuyo ámbito territorial coincida total o 
parcialmente con dichas áreas, siempre que se adecuen a lo previsto en dichos instru-
mentos internacionales.

4.   El Ministerio de Medio Ambiente, con la participación de las Comunidades autónomas, 
elaborará, en el marco del Plan Estratégico Estatal del Patrimonio Natural y la Biodiversidad, 
unas directrices de conservación de las áreas protegidas por instrumentos internacionales. 
Estas directrices constituirán el marco orientativo para la planificación y gestión de dichos 
espacios y serán aprobadas mediante acuerdo de la Conferencia Sectorial de Medio 
Ambiente.
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CAPÍTULO VI

Información ambiental en el Registro de la Propiedad

Artículo 53. Incorporación de la información geográfica al Registro 
de la Propiedad

1.   La información perimetral referida a espacios naturales protegidos, Red Natura 2000, 
los montes de utilidad pública y los dominios públicos de las vías pecuarias y zonas 
incluidas en el Inventario Español de Zonas Húmedas, integradas en el Inventario Español 
del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, quedará siempre incorporada al sistema de 
información geográfica de la finca registral, con arreglo a lo dispuesto en la legislación 
hipotecaria.

2.   A tales efectos y con independencia de otros instrumentos o sitios electrónicos de 
información medioambiental que puedan establecer las comunidades autónomas en el 
marco de sus competencias, el Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
mantendrá actualizado un servicio de mapas en línea con la representación gráfica 
georreferenciada y metadatada, que permita identificar y delimitar los ámbitos espaciales 
protegidos a que se refiere el apartado anterior, así como la importación de sus datos 
para que puedan ser contrastados con las fincas registrales en la aplicación del sistema 
informático registral único. El procedimiento de comunicación entre los respectivos 
sistemas de información geográfica se determinará mediante orden ministerial conjunta 
del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente y del Ministerio de Justicia. 3. 
En toda información registral, así como en las notas de calificación o despacho referidas 
a fincas, que según los sistemas de georreferenciación de fincas registrales, intersecten 
o colinden con ámbitos espaciales sujetos a algún tipo de determinación medioambiental, 
conforme a la documentación recogida en el apartado anterior, se pondrá de manifiesto tal 
circunstancia como información territorial asociada y con efectos meramente informativos, 
recomendando en cualquier caso, además, la consulta con las autoridades ambientales 
competentes.

4.   Igualmente, el Catastro Inmobiliario tendrá acceso a la información a que se refiere el 
apartado segundo, en los términos previstos en esta ley, de conformidad con lo dispuesto 
en su normativa reguladora.

Disposición adicional novena. 

Exención de tasas urbanísticas para obras de interés general

La Administración General del Estado quedará exenta del abono de tasas por la expedición 
de las licencias que sean exigibles con arreglo a la legislación urbanística, por las obras 
que se declaren de interés general conforme a lo previsto en el artículo 4.3., que dispone: 
Las obras necesarias para la conservación y restauración de los espacios protegidos, para 
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la conservación de especies amenazadas, o para la conservación de hábitats en peligro 
de desaparición, especialmente las que tengan por objeto hacer frente a fenómenos 
catastróficos o excepcionales, podrán ser declaradas por parte del Estado como de 
interés general, en el ámbito de sus competencias, previo informe de las comunidades 
autónomas afectadas. Dicha declaración se realizará mediante ley estatal.
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Artículo 1. Objeto

El objeto de la presente Ley es establecer un marco normativo adecuado para el 
desarrollo de la política ambiental de la Comunidad Autónoma de Andalucía, a través 
de los instrumentos que garanticen la incorporación de criterios de sostenibilidad en la 
toma de decisiones sobre planes, programas y proyectos, la prevención de los impactos 
ambientales concretos que puedan generar y el establecimiento de mecanismos eficaces 
de corrección o compensación de sus efectos adversos, para alcanzar un elevado nivel de 
protección del medio ambiente.

Artículo 9. Red de Información Ambiental de Andalucía23

1.   Se crea la Red de Información Ambiental de Andalucía que tendrá como objeto la inte-
gración de toda la información alfanumérica, gráfica o de cualquier otro tipo sobre el medio 

22 Esta Ley 7/2007, GICA, distingue (art.16) los siguientes instrumentos procedimientos de prevención 
ambiental en función de la naturaleza de la actividad que se trate: Autorización Ambiental Integrada—AAI, 
Autorización Ambiental Unificada—AAU--, Evaluación ambiental de planes y programas, -AA Estratégica- 
Calificación Ambiental, CI, Autorizaciones de control de la contaminación ambienta y Declaración Responsable 
de los efectos ambientales.

La AAI, AAU, AAE y CI contendrán la evaluación de impacto ambiental de la actuación en cuestión. En los casos 
en que la evaluación ambiental sea competencia de la Administración General del Estado, el condicionado de la 
resolución del procedimiento de evaluación ambiental de proyectos establecido en el capítulo II de la Ley estatal 
21/2013 deberá incorporarse en la autorización ambiental integrada o autorización ambiental unificada que en 
su caso se otorgue.

En todo caso, y como señalábamos en la parte general, la autorización ambiental que proceda no exime de 
otros requisitos o autorizaciones exigidos por normativa concurrente de aplicación y es siempre previa al 
otorgamiento de la licencia o requisito urbanístico o sectorial, y así se reconoce expresamente tanto por la 
normativa urbanísima como por la ambiental, art. 17 GICA.

23  Véase el Decreto 347/2011, de 22 de noviembre, por el que se regula la estructura y funcionamiento de la 
Red de Información Ambiental de Andalucía y el acceso a la información ambiental.

NORMATIVA ANDALUZA

§ 3.5 LEY 7/2007, DE 9 DE JULIO DE GESTIÓN INTEGRADA 
 DE LA CALIDAD AMBIENTAL DE ANDALUCÍA22

 (Selección)

(BOJA núm. 143, de 20 de julio de 2007)
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ambiente en Andalucía, generada por todo tipo de centros productores de información 
ambiental en la Comunidad Autónoma, para ser utilizada en la gestión, la investigación, la 
difusión pública y la toma de decisiones.

2.   Corresponde a la Consejería competente en materia de medio ambiente la organización, 
gestión y evaluación de la Red de Información Ambiental de Andalucía.

3.   El funcionamiento y estructura, así como el contenido de la Red de Información 
Ambiental de Andalucía, se determinarán reglamentariamente.

4.   La Consejería competente en materia de medio ambiente podrá suscribir convenios 
de colaboración con organismos, Administraciones públicas, universidades, centros de 
investigación, empresas y organizaciones sociales, entre otros, con el fin de ampliar y 
mejorar la Red de Información Ambiental de Andalucía.

5.   Para garantizar el flujo de la información ambiental disponible, la Consejería compe-
tente en materia de medio ambiente fomentará políticas de colaboración con otras 
Administraciones públicas con el fin de integrar y coordinar, en su caso, los sistemas de 
información existentes.

Instrumentos de prevención y control ambiental

Artículo 16. Instrumentos de prevención y control ambiental

1. Son instrumentos de prevención y control ambiental:

a) La autorización ambiental integrada.

b) La autorización ambiental unificada.

c) La evaluación ambiental de planes y programas.

d) La calificación ambiental.

e) Las autorizaciones de control de la contaminación ambiental.

f) La declaración responsable de los efectos ambientales.

2.   Los instrumentos señalados en las letras a), b), c) y d) del apartado anterior contendrán 
la evaluación de impacto ambiental de la actuación en cuestión. En los casos en que 
la evaluación ambiental sea competencia de la Administración General del Estado, el 
condicionado de la resolución del procedimiento de evaluación ambiental de proyectos 
establecido en el capítulo II de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, 
deberá incorporarse en la autorización ambiental integrada o autorización ambiental 
unificada que en su caso se otorgue.
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Artículo 17. Concurrencia con otros instrumentos administrativos

1.   La obtención de las autorizaciones, así como la aplicación de los otros instrumentos 
regulados en el apartado primero del artículo anterior, no eximirá a los titulares o 
promotores de cuantas otras autorizaciones, concesiones, licencias o informes resulten 
exigibles según lo dispuesto en la normativa aplicable, para la ejecución de la actuación24.

2.   Las actuaciones sometidas a los instrumentos de prevención y control ambiental 
regulados en el presente título no podrán ser objeto de licencia municipal de funcionamiento 
de la actividad, autorización sustantiva o ejecución, o bien, si procede, no se podrá presentar 
la declaración responsable o comunicación previa a las que se refiere el artículo 71 bis de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, sin la previa resolución del correspondiente 
procedimiento regulado en esta ley25.

Artículo 19. Definiciones

A los efectos de la presente ley se entiende por:

1.   Actuación: los planes y programas, las obras y actividades y sus proyectos regulados 
en esta ley y relacionados en el anexo I de la misma.

2.   Autorización ambiental integrada: Resolución de la Consejería competente en materia 
de medio ambiente por la que se permite, a los solos efectos de la protección del medio 
ambiente y de la salud de las personas, y de acuerdo con las medidas recogidas en la misma, 
explotar la totalidad o parte de las actividades sometidas a dicha autorización conforme a 
lo previsto en esta Ley y lo indicado en su Anexo I. En dicha resolución se integrarán los 
pronunciamientos, decisiones y autorizaciones previstos en el artículo 11.1.b) de la Ley 
16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrado de la contaminación, y aquellos 
otros pronunciamientos y autorizaciones que correspondan a la Consejería competente en 
materia de medio ambiente y que sean necesarios, con carácter previo, a la implantación y 
puesta en marcha de las actividades. La resolución de la autorización ambiental integrada 
podrá ser válida para una o más instalaciones o partes de instalaciones que tengan la 
misma ubicación.

24  En Andalucía, la licencia de obra es posterior al control ambiental , conforme a los artículos 169 LOUA y 5 
RDUA.

25 Por exigencias de la propia Directiva de Servicios, la misma no se aplica a los asuntos no económicos 
de interés general, como la ordenación del territorio, el urbanismo y el medio ambiente, por lo que por fin el 
legislador reconoce que la exención de la llamada “licencia de actividad” no puede eludir los procedimientos de 
evaluación ambiental que procedan. En este mismo sentido, el Art. 9 de la ley estatal de evaluación ambiental, 
Ley 9/2013.
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3.   Autorización ambiental unificada: resolución de la Consejería competente en materia de 
medio ambiente en la que se determina, a los efectos de protección del medio ambiente, 
la viabilidad de la ejecución y las condiciones en que deben realizarse las actuaciones 
sometidas a dicha autorización conforme a lo previsto en esta ley y lo indicado en su 
anexo I. En la autorización ambiental unificada se integrarán todas las autorizaciones y 
pronunciamientos ambientales que correspondan a la Consejería competente en materia 
de medio ambiente y que sean necesarios con carácter previo a la implantación y puesta 
en marcha de las actuaciones.

4.   Calificación ambiental: Informe resultante de la evaluación de los efectos ambientales 
de las actuaciones sometidas a este instrumento de prevención y control ambiental.

5.   Estudio de impacto ambiental: Documento que debe presentar el titular o promotor 
de una actuación sometida a alguno de los procedimientos de autorización ambiental 
integrada o unificada relacionados en el Anexo I de esta ley, para evaluar los posibles 
efectos significativos del proyecto sobre el medio ambiente y que permite adoptar las 
decisiones adecuadas para prevenir y minimizar dichos efectos.

6.   Evaluación de impacto ambiental: Análisis predictivo que tiene por objeto identificar, 
describir y evaluar de forma apropiada en función de cada caso concreto los efectos 
significativos directos e indirectos de un proyecto en los siguientes factores:

a) La población y la salud humana.

b) La biodiversidad, prestando especial atención a las especies y hábitats protegidos en 
virtud de la Directiva 92/43/CEE y la Directiva 2009/147/CEE.

c) La tierra, el suelo, el agua, el aire y el clima.

d) Los bienes inmateriales, el patrimonio cultural y el paisaje.

e) La interacción entre los factores contemplados en las letras a) a d).

7.   Estudio ambiental estratégico: Estudio elaborado por el promotor, que, siendo 
parte integrante del plan o programa, identifica, describe y evalúa los posibles efectos 
significativos sobre el medio ambiente que puedan derivarse de la aplicación del plan o 
programa, así como unas alternativas razonables, técnica y ambientalmente viables, que 
tengan en cuenta los objetivos y el ámbito territorial de aplicación del plan o programa, 
con el fin de prevenir o minimizar los efectos adversos sobre el medio ambiente de la 
aplicación del plan o programa.

8.   Instalación: Cualquier unidad técnica fija donde se desarrolle una o más de las 
actuaciones enumeradas en el Anexo I, así como cualesquiera otras actuaciones 
directamente relacionadas con aquella que guarden relación de índole técnica con las 
actuaciones llevadas a cabo en dicho lugar y puedan tener repercusiones sobre las 
emisiones y la contaminación.
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9.   Declaración Ambiental Estratégica: Informe preceptivo y determinante del órgano 
ambiental con el que concluye la evaluación ambiental estratégica ordinaria que evalúa la 
integración de los aspectos ambientales en la propuesta final del plan o programa.

10.   Informe Ambiental Estratégico: Informe preceptivo y determinante del órgano am-
biental con el que concluye la evaluación ambiental estratégica simplificada.

11.   Modificación sustancial: cualquier cambio o ampliación de actuaciones ya autorizadas 
que pueda tener efectos adversos significativos sobre la seguridad, la salud de las 
personas o el medio ambiente.

a) A efectos de la autorización ambiental unificada y calificación ambiental, se entenderá 
que existe una modificación sustancial cuando en opinión del órgano ambiental 
competente se produzca, de forma significativa, alguno de los supuestos siguientes:

1º  Incremento de las emisiones a la atmósfera.

2º  Incremento de los vertidos a cauces públicos o al litoral.

3º  Incremento en la generación de residuos.

4º  Incremento en la utilización de recursos naturales.

5º  Afección al suelo no urbanizable o urbanizable no sectorizado.

6º  Afección a un espacio natural protegido o áreas de especial protección designadas 
en aplicación de normativas europeas o convenios internacionales.

b) A efectos de la autorización ambiental integrada se entenderá que existe una 
modificación sustancial cuando, en opinión de la Consejería competente en materia de 
medio ambiente, la variación en el proceso productivo o el incremento de la capacidad 
de producción produzca, de forma significativa, alguno de los supuestos aplicables a 
la autorización ambiental unificada o de los siguientes:

1º  Incremento del consumo de energía.

2º  Incremento del riesgo de accidente.

3º  Incorporación o aumento en el uso de sustancias peligrosas.

4º  Afección a la calidad y capacidad regenerativa de los recursos naturales de las 
áreas geográficas que puedan verse afectadas.

12.   Órgano ambiental: Órgano que tiene la competencia de resolver los procedimientos 
de prevención y control ambiental regulados en esta ley.

13.   Órgano sustantivo: Órgano que tiene la competencia por razón de la materia para la 
aprobación de una actuación.
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14.   Proyecto: Cualquier actuación que consista en la ejecución o explotación de una obra, 
una construcción o instalación, así como su desmantelamiento o demolición o cualquier 
intervención en el medio natural o en el paisaje, incluidas las destinadas a la explotación 
o al aprovechamiento de los recursos naturales o del suelo y del subsuelo, especialmente 
las que afecten al dominio público hidráulico y marítimo terrestre, así como de las aguas 
marinas.

15.   Titular o promotor: persona física o jurídica, privada o pública, que inicie un proce-
dimiento de los previstos en la presente ley, o que explote o sea titular de alguna de las 
actividades objeto de la misma.

16.   Evaluación ambiental: Procedimiento administrativo instrumental respecto del de 
aprobación o adopción de planes y programas, así como respecto del de autorización 
de proyectos o, en su caso, respecto de la actividad administrativa de control de los 
proyectos sometidos a declaración responsable o comunicación previa, a través del cual 
se analizan los posibles efectos significativos sobre el medio ambiente de los planes, 
programas y proyectos.

17.   Documento de alcance: Pronunciamiento del órgano ambiental dirigido al promotor 
que tiene por objeto delimitar la amplitud, nivel de detalle y grado de especificación que 
debe tener el estudio ambiental estratégico y el estudio de impacto ambiental.

18.   Declaración responsable de los efectos ambientales: Documento suscrito por el promotor 
de una actividad o titular de un derecho, mediante el que manifiesta, bajo su responsabilidad, 
que cumple con los requisitos establecidos en la normativa ambiental vigente para acceder al 
reconocimiento de un derecho o facultad o para su ejercicio, que dispone de documentación 
que así lo acredita y que se compromete a mantener durante el período de tiempo inherente 
a dicho reconocimiento o ejercicio, así como durante su cierre y clausura.

19.   Planes y programas: El conjunto de estrategias, directrices y propuestas destinadas 
a satisfacer necesidades sociales no ejecutables directamente, sino a través de su 
desarrollo por medio de uno o varios proyectos.

20.   Modificaciones menores: Cambios en las características de los planes o programas ya 
adoptados o aprobados que no constituyen variaciones fundamentales de las estrategias, 
directrices y propuestas o de su cronología, pero que producen diferencias en los efectos 
previstos o en la zona de influencia.

21.   Impacto o efecto significativo: Alteración de carácter permanente o de larga duración 
de un valor natural y, en el caso de espacios Red Natura 2000, cuando además afecte a 
los elementos que motivaron su designación y objetivos de conservación.

22.   Promotor de plan o programa: Cualquier persona física o jurídica, pública o privada, 
que pretende elaborar un plan o programa de los contemplados en el ámbito de aplicación 
de esta ley, independientemente considerado de la Administración que en su momento sea 
la competente para su adopción o aprobación.



LEY 7/2007, DE 9 DE JULIO DE GESTIÓN INTEGRADA DE LA CALIDAD AMBIENTAL DE ANDALUCÍA

191

Autorización ambiental integrada

Artículo 20. Ámbito de aplicación26

1.   Se encuentra sometida a autorización ambiental integrada la explotación de las 
instalaciones públicas y privadas en las que se desarrolle alguna de las actividades 
incluidas en el Anexo I de la presente ley.

2.   Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 27.1.e) de esta ley, quedan exceptuadas 
de autorización ambiental integrada las instalaciones o parte de las mismas mencionadas 
en el apartado anterior utilizadas para la investigación, desarrollo y experimentación de 
nuevos productos y procesos y que no se utilicen por más de dos años.

Autorización ambiental unificada27

Artículo 27. Ámbito de aplicación.

1.   Se encuentran sometidas a autorización ambiental unificada:

a) Las actuaciones, tanto públicas como privadas, así señaladas en el anexo I.

b) La modificación sustancial de las actuaciones anteriormente mencionadas.

c) Actividades sometidas a calificación ambiental que se extiendan a más de un municipio.

d) Las actuaciones públicas y privadas que, no estando incluidas en los apartados 
anteriores, puedan afectar directa o indirectamente a los espacios de la Red Ecológica 
Europea Natura 2000, cuando así lo decida de forma pública y motivada la Consejería 
competente en materia de medio ambiente28.

e) Las actuaciones recogidas en el apartado 1.a) del presente artículo y las instalaciones 
o parte de las mismas previstas en el apartado 1.a) del artículo 20 de esta ley, así 
como sus modificaciones sustanciales, que sirvan exclusiva o principalmente para 
desarrollar o ensayar nuevos métodos o productos y que no se utilicen por más de 
dos años, cuando así lo decida de forma pública y motivada la Consejería competente 
en materia de medio ambiente.

f) Otras actuaciones que por exigencias de la legislación básica estatal deban ser 
sometidas a evaluación de impacto ambiental.

26 Véase la Ley 16/2002, de 1 de julio, de prevención y control integrados de la contaminación.

27 Véase el art. 7 de la Ley estatal 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

28 Véase art. 48 de la Ley 42/2007, de Patrimonio natural y biodiversidad.
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2.   Las actuaciones identificadas en el apartado anterior, que sean promovidas por la 
Administración de la Junta de Andalucía o entidades de derecho público dependientes de la 
misma, así como las declaradas de utilidad e interés general se someterán al procedimiento 
de autorización ambiental unificada, si bien el mismo se resolverá mediante la emisión de 
informe de carácter vinculante por la Consejería competente en materia de medio ambiente, 
pudiendo el órgano promotor o en su caso el órgano sustantivo, en caso de disconformidad 
con el mismo, plantear la resolución de su discrepancia ante el Consejo de Gobierno de la 
Junta de Andalucía de acuerdo con lo que reglamentariamente se determine.

3.   El titular de la actuación sometida a autorización ambiental unificada que pretenda llevar 
a cabo una modificación que considere no sustancial deberá comunicarlo a la Consejería 
competente en materia de medio ambiente, indicando razonadamente, en atención a los 
criterios establecidos en el artículo 19.11 a) de esta ley, dicho carácter. A esta solicitud 
acompañará los documentos justificativos de la misma. El titular podrá llevar a cabo la 
actuación proyectada, siempre que la Consejería competente en materia de medio ambiente 
no manifieste lo contrario en el plazo de un mes, mediante resolución motivada conforme a 
los criterios establecidos en el artículo 19.11.a) de la presente ley.

4.   El Consejo de Gobierno, en supuestos excepcionales, incluidas las situaciones de 
emergencias y mediante acuerdo motivado que se hará público en el Boletín Oficial de la Junta 
de Andalucía, podrá excluir de autorización ambiental unificada una determinada actuación, 
previo examen de la conveniencia de someter la misma a otra forma de evaluación. Dicho 
acuerdo de exclusión deberá contener las previsiones ambientales que en cada caso se 
estimen necesarias en orden a minimizar el impacto ambiental de la actuación excluida. La 
decisión de exclusión, los motivos que la justifican y la información relativa a las alternativas 
de evaluación se pondrán a disposición de las personas interesadas.

Artículo 31. Procedimiento

1.   El procedimiento de autorización ambiental unificada se desarrollará reglamentariamente.

2.   Sin perjuicio de lo anterior, la solicitud de autorización se acompañará de:

a) Un proyecto técnico.

b) Un informe de compatibilidad con el planeamiento urbanístico emitido por la 
Administración competente en cada caso. Se exceptúan de dicho informe los proyectos 
de actuaciones recogidos en el artículo 27.2 y las modificaciones sustanciales que no 
supongan aumento de la ocupación del suelo.

La Administración competente deberá emitir el informe en el plazo máximo de un mes, previa 
solicitud de los interesados a la que deberá acompañarse el correspondiente proyecto 
técnico. En caso de que el informe no se emitiera en el plazo señalado, será suficiente 
que los interesados acompañen a la solicitud de autorización ambiental unificada, una 
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copia de la solicitud del mismo. Si el informe fuera desfavorable, con independencia del 
momento en que se haya emitido, pero siempre que se haya recibido con anterioridad al 
otorgamiento de la autorización ambiental unificada, la consejería competente en materia 
de medio ambiente dictará resolución motivada poniendo fin al procedimiento y archivará 
las actuaciones29.

En el caso de proyectos de infraestructuras lineales que afecten a más de un municipio, 
el informe de compatibilidad con el planeamiento urbanístico podrá ser solicitado a la 
consejería competente en materia de urbanismo.

El informe de compatibilidad urbanística al que se refiere el presente artículo es 
independiente de la licencia de obras o de cualquier otra licencia o autorización exigible. 
No obstante las cuestiones sobre las que se pronuncie dicho informe vincularán a la 
Administración competente en el otorgamiento de las licencias o autorizaciones que sean 
exigibles.

c) Un estudio de impacto ambiental que contendrá, al menos, en función del tipo de 
actuación, la información recogida en el anexo II A de esta ley.

d) La documentación exigida por la normativa aplicable para aquellas autorizaciones y 
pronunciamientos que en cada caso se integren en la autorización ambiental unificada, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 28 de la presente ley.

e) Una valoración de impacto en salud, con el contenido que reglamentariamente se 
establezca, salvo en los supuestos contemplados en la disposición adicional segunda 
de la Ley de Salud Pública de Andalucía.

3.   La Consejería competente en materia de medio ambiente promoverá y asegurará el 
derecho de participación en la tramitación del procedimiento de autorización ambiental 
unificada en los términos establecidos en la legislación básica en materia de evaluación de 
impacto ambiental. En el trámite de información pública toda persona podrá pronunciarse 
tanto sobre la evaluación de impacto ambiental de la actuación como sobre las 
autorizaciones y pronunciamientos ambientales que deban integrarse en la autorización 
ambiental unificada, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 28 de la presente Ley.

Para el supuesto de que la solicitud de autorización deba acompañarse de la valoración 
de impacto en salud, a la que se refiere la letra e) del apartado anterior, toda persona, en 
el trámite de información pública, podrá pronunciarse sobre la valoración de impacto en 
salud de la actuación.

29 Nótese que la trascendencia del informe urbanístico es tal que, en caso de ser desfavorable, la Consejería 
competente en materia de medio ambiente dictará resolución motivada poniendo fin al procedimiento y archivará 
las actuaciones.
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4.   En el procedimiento se remitirá el proyecto y el estudio de impacto ambiental para 
informe al órgano sustantivo y se recabarán de los distintos organismos e instituciones los 
informes que tengan carácter preceptivo de acuerdo con la normativa aplicable, así como 
aquellos otros que se consideren necesarios.

En los supuestos determinados en el artículo 56.1.c) de la Ley de Salud Pública de 
Andalucía, se remitirá el expediente a la Consejería competente en materia de salud 
que emitirá el informe preceptivo y vinculante de evaluación de impacto en la salud en 
el plazo de un mes. Excepcionalmente y de forma motivada, podrá ampliarse hasta un 
máximo de tres meses. De no emitirse el informe a que se refiere el párrafo anterior en 
el plazo señalado, se estará a lo dispuesto en el artículo 83 de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común.

4.bis.   La Consejería competente en materia de medio ambiente podrá dar por 
cumplimentados aquellos trámites que se hayan llevado a cabo en el procedimiento de 
evaluación ambiental de proyectos tramitado por la Administración General del Estado, en 
aras del principio de economía procesal.

5.   Finalizada la fase de instrucción y previa audiencia al interesado se elaborará una 
propuesta de resolución de la que se dará traslado al órgano sustantivo.

6.   La Consejería competente en materia de medio ambiente dictará y notificará la 
resolución que ponga fin al procedimiento en el plazo máximo de ocho meses desde la 
presentación de la solicitud. Transcurrido dicho plazo sin haberse notificado resolución 
expresa, los interesados podrán entender desestimada su solicitud. Excepcionalmente y 
por razones justificadas, la Consejería competente en materia de medio ambiente podrá 
acordar la ampliación del plazo de ocho meses previsto en el párrafo anterior, a un máximo 
de diez meses, mediante resolución motivada que será notificada a los interesados.

7.   La resolución del procedimiento de autorización ambiental unificada se hará pública en 
la forma que reglamentariamente se determine.

8.   La transmisión de la titularidad de la actuación sometida a autorización ambiental 
unificada deberá comunicarse a la Consejería competente en materia de medio ambiente.

Artículo 32. Procedimiento abreviado

Se someterán a un procedimiento abreviado aquellas actuaciones así señaladas en el 
anexo I cuyo plazo de resolución y notificación será de seis meses, transcurrido el cual sin 
que se haya notificado resolución expresa, podrá entenderse desestimada la solicitud de 
autorización ambiental unificada. El estudio de impacto ambiental contendrá, al menos, la 
información recogida en el anexo II A para las actuaciones sometidas a este procedimiento.
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Evaluación ambiental estratégica30

Artículo 36. Ámbito de aplicación31

1.   Se encuentran sometidos a evaluación ambiental estratégica ordinaria los planes y 
programas, así como sus modificaciones, que establezcan el marco para la futura autori-

30  Véase el art. 7 de la Ley estatal 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental.

31  La Disposición final primera de la Ley 6/2016, de 1 de agosto, por la que se modifica la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía para incorporar medidas urgentes en relación con las edificaciones 
construidas sobre parcelaciones urbanísticas en suelo no urbanizable, modificación que dispone lo siguiente:

La Ley 3/2015, de 29 de diciembre, de Medidas en Materia de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental, de 
Aguas, Tributaria y de Sanidad Animal, se modifica en los siguientes términos:

Uno. Se añade una disposición adicional tercera, con la siguiente redacción:

«Disposición adicional tercera. Aplicación de los artículos 21, 24 y 28 de la Ley 21/2013, de 9 dediciembre, 
de evaluación ambiental, a los procedimientos de prevención ambiental de los instrumentos de planeamiento 
urbanístico regulados en la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía, cuya 
tramitación se haya iniciado antes de la entrada en vigor de esta ley, dando cumplimiento a lo previsto en la 
disposición transitoria primera.

1. Expedientes con aprobación inicial aprobada conforme a lo previsto en el artículo 32.1.2.ª de la Ley

7/2002, de 17 de diciembre, en concordancia con lo previsto en el artículo 40.5.f) de la Ley 7/2007, de 9 de 
julio, de Gestión Integrada de la Calidad Ambiental

a)  El órgano ambiental examinará la documentación ambiental existente en el expediente. Si durante este análisis 
técnico concluyera que es necesaria información adicional para formular la declaración ambiental estratégica, 
solicitará al promotor la información que sea imprescindible para completar el expediente, informando de ello 
al órgano sustantivo.

Si transcurridos tres meses el promotor no hubiera remitido la documentación adicional solicitada o, si una vez 
presentada, esta fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por finalizada la evaluación ambiental estratégica 
ordinaria, notificando al promotor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución 
podrán interponerse los recursos legalmente procedentes vía administrativa y judicial, en su caso.

b)  El documento que complete la documentación ambiental formará parte del Estudio Ambiental estratégico y 
se someterá a información pública, a efectos ambientales, conforme a lo previsto en el artículo 40.5.g) de la 
Ley 7/2007, de 9 de julio, y en el artículo 21.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, por un plazo no inferior 
a cuarenta y cinco días hábiles.

c) Tras el estudio e informe de las alegaciones formuladas, se modificará, en su caso, el Estudio Ambiental 
Estratégico y se elaborará la propuesta final del plan o programa por el órgano responsable de la tramitación 
administrativa del plan, continuando la tramitación del expediente.

2. Expedientes con aprobación provisional aprobada conforme a lo previsto en el artículo 32.1.3.ª de la Ley 
7/2002, de 17 de diciembre, en concordancia con lo previsto en el artículo 40.5.j) de la Ley 7/2007, de 9 de julio:

a) Conforme al artículo 24 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, el órgano ambiental realizará un análisis 
técnico del expediente de evaluación ambiental. Si durante este análisis técnico concluyera que es necesaria 
información adicional para formular la declaración ambiental estratégica, solicitará al promotor la información 
que sea imprescindible para completar el expediente, informando de ello al órgano sustantivo.

Si transcurridos tres meses el promotor no hubiera remitido la documentación adicional solicitada o, si una vez 
presentada, esta fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por finalizada la evaluación ambiental estratégica 
ordinaria, notificando al promotor y al órgano sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución 
podrán interponerse los recursos legalmente procedentes vía administrativa y judicial, en su caso.



LEGISLACIÓN EN  MATERIA DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, PROTECCIÓN DEL LITORAL Y PAISAJE

196

b)  El documento que complete la documentación ambiental formará parte del Estudio Ambiental Estratégico y 
se someterá a información pública, a efectos ambientales, conforme a lo previsto en el artículo 40.5.g) de la 
Ley 7/2007, de 9 de julio, y en el artículo 21.2 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, por un plazo no inferior 
a cuarenta y cinco días hábiles.

c) Tras el estudio e informe de las alegaciones formuladas, se modificará, en su caso, el Estudio Ambiental 
Estratégico y se elaborará la propuesta final del plan o programa por el órgano responsable de la tramitación 
administrativa del plan, que se someterá de nuevo a aprobación provisional, continuando la tramitación del 
expediente.

3.  Expedientes con informe de valoración ambiental emitido, conforme a la redacción original del artículo 40.3 
de la Ley 7/2007, de 9 de julio, o declaración ambiental estratégica formulada, conforme al vigente artículo 
40.5.l) de la misma norma:

a)  Conforme a lo previsto en el artículo 28 de la Ley 21/2013, de evaluación ambiental, el informe de valoración 
ambiental emitido o la declaración ambiental estratégica de un instrumento de planeamiento podrá modificarse 
cuando concurran circunstancias que determinen la incorrección de la declaración ambiental estratégica, 
incluidas las que surjan durante el procedimiento de evaluación de impacto ambiental, tanto por hechos o 
circunstancias de acaecimiento posterior a esta última como por hechos o circunstancias anteriores que, en su 
momento, no fueron o no pudieron ser objeto de la adecuada valoración.

b) El procedimiento de modificación podrá iniciarse de oficio o a solicitud del promotor, siguiéndose el 
procedimiento previsto en el mencionado artículo 28 de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre.

c)  De manera simultánea al trámite de consultas, la información incorporada al procedimiento de modificación 
que forme parte del Estudio Ambiental Estratégico se someterá a información pública, a efectos ambientales, 
conforme a lo previsto en el artículo 40.5.g) de la Ley 7/2007, de 9 de julio, y en el artículo 21.2 de la Ley 
21/2013, de 9 de diciembre, por un plazo no inferior a cuarenta y cinco días hábiles.

d)  La resolución del órgano ambiental en el procedimiento de modificación tendrá carácter vinculante y no 
recurrible, sin perjuicio de los recursos en vía administrativa o judicial que, en su caso, procedan frente a los 
actos o disposiciones que posteriormente puedan dictarse. La misma se remitirá al órgano responsable de 
la tramitación administrativa del plan, conforme a lo previsto en el artículo 40.5.l) de esta ley, continuando la 
tramitación del expediente.»

Dos. Se modifica el apartado 3 de la disposición transitoria primera, que queda con la siguiente redacción:

«3. La regulación de la modificación de las declaraciones ambientales estratégicas y de las condiciones de las 
declaraciones de impacto ambiental se aplica a todas aquellas formuladas antes de la entrada en vigor de esta ley.»

32 Serían por tanto objeto de Evaluación Ambiental Estratégica, aunque sea simplificada por su extensión, los 
Avances de Asentamientos en suelo no urbanizable previstos en la Ley 6/2016, de reforma de la LOUA y en el 
Art. 4 del Decreto 60/2012, sobre edificaciones y asentamientos en suelo no urbanizable de Andalucía.

zación de proyectos enumerados en el Anexo I de esta ley, sobre las siguientes materias: 
agricultura, ganadería, silvicultura, acuicultura, pesca, energía, industria, minería, trans-
porte, gestión de residuos, gestión de recursos hídricos, ocupación del dominio público 
marítimo-terrestre, utilización del medio marino, telecomunicaciones, turismo, ordenación 
del territorio urbano y rural, o del uso del suelo32 y planes y programas que requieran una 
evaluación en aplicación de la normativa reguladora de la Red Ecológica Europea Natura 
2000, que cumplan los dos requisitos siguientes:

a) Que se elaboren, adopten o aprueben por una Administración pública de la Comunidad 
Autónoma de Andalucía.
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b) Que su elaboración y aprobación venga exigida por una disposición legal o reglamentaria 
o por acuerdo del Consejo de Gobierno.

También se encuentran sometidos a evaluación ambiental estratégica ordinaria:

a) Los instrumentos de planeamiento urbanístico señalados en el artículo 40.2.

b) Los comprendidos en el apartado 2 cuando así lo decida caso por caso el órgano 
ambiental en el informe ambiental estratégico, de acuerdo con los criterios del Anexo 
V de la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, evaluación ambiental.

c) Los planes y programas incluidos en el apartado 2, cuando así lo determine el órgano 
ambiental, a solicitud del promotor.

2.   Serán objeto de una evaluación ambiental estratégica simplificada:

a) Las modificaciones menores de los planes y programas previstos en el apartado 
anterior.

b) Los planes y programas mencionados en el apartado anterior que establezcan el uso 
de zonas de reducida extensión a nivel municipal.

c) Los planes y programas que, estableciendo un marco para la autorización en el futuro 
de proyectos, no cumplan los demás requisitos mencionados en el apartado anterior.

d) Los instrumentos de planeamiento urbanístico señalados en el artículo 40.3.

3.   No estarán sometidos a evaluación ambiental estratégica los siguientes planes y 
programas:

a) Los que tengan como único objeto la defensa nacional o la protección civil en casos 
de emergencia.

b) Los de carácter financiero o presupuestario.

Artículo 38. Procedimiento de la evaluación ambiental estratégica ordinaria 
para la formulación de la declaración ambiental estratégica

La evaluación ambiental estratégica ordinaria constará de los siguientes trámites:

1.   El promotor de los planes y programas incluidos en el artículo 36 apartado 1 presentará 
ante el órgano ambiental, junto con la documentación exigida por la legislación sectorial, 
una solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica ordinaria, acompañada del 
borrador del plan o programa y de un documento inicial estratégico que contendrá una 
evaluación de los siguientes aspectos:

a) Los objetivos de la planificación.
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b) El alcance y contenido del plan o programa propuesto, sus alternativas razonables, 
técnica y ambientalmente viables.

c) El desarrollo previsible del plan o programa.

d) Los potenciales impactos ambientales, tomando en consideración el cambio climático.

e) La incidencia previsible sobre los planes sectoriales y territoriales concurrentes.

En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud de inicio de la evaluación 
ambiental estratégica ordinaria, el órgano ambiental podrá resolver su inadmisión por 
alguna de las razones siguientes:

a) Si estimara de modo inequívoco que el plan o programa es manifiestamente inviable 
por razones ambientales.

b) Si estimara que el documento inicial estratégico no reúne condiciones de calidad 
suficientes.

c) Si ya hubiese inadmitido o ya hubiese dictado una declaración ambiental estratégica 
desfavorable en un plan o programa sustancialmente análogo al presentado.

La resolución de inadmisión justificará las razones por las que se aprecia y, frente a la 
misma, podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial, en su caso.

2.   Admitida la solicitud de inicio a trámite, el órgano ambiental someterá el borrador del plan 
o programa y el documento inicial estratégico a consultas a las Administraciones públicas 
afectadas y de las personas interesadas, que se pronunciarán en el plazo de cuarenta y 
cinco días hábiles desde su recepción. La consulta se podrá extender a otras personas 
físicas o jurídicas, públicas o privadas, vinculadas a la protección del medio ambiente.

Se considerarán Administraciones públicas afectadas y personas interesadas las así 
definidas en la Ley 21/2013, de 9 de diciembre.

Concluido el plazo de consultas, el órgano ambiental elaborará y remitirá al órgano 
sustantivo y al promotor el documento de alcance del estudio ambiental estratégico, junto 
con las contestaciones recibidas en las consultas. Para ello dispondrá de un plazo máximo 
de tres meses, contados desde la recepción de la solicitud de inicio de la evaluación 
ambiental estratégica ordinaria, acompañada del borrador del plan o programa y el 
documento inicial estratégico.

El documento de alcance se pondrá a disposición del público por los medios que 
reglamentariamente se determinen y, como mínimo, a través de la sede electrónica del 
órgano ambiental y del órgano sustantivo.

3.   Teniendo en cuenta el documento de alcance, el promotor elaborará el estudio 
ambiental estratégico, en el que se identificarán, describirán y evaluarán los posibles 
efectos significativos en el medio ambiente de la aplicación del plan o programa, así como 
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unas alternativas razonables técnica y ambientalmente viables, que tengan en cuenta los 
objetivos y el ámbito de aplicación geográfico del plan o programa, y contendrá como 
mínimo la información contenida en el Anexo II C de esta ley.

4.   Elaborada la versión preliminar del plan o programa teniendo en cuenta el estudio 
ambiental estratégico, la misma se someterá, durante un plazo mínimo de 45 días, a 
información pública acompañada del estudio ambiental estratégico y de un resumen no 
técnico de dicho estudio, previo anuncio en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía y, en 
su caso, en su sede electrónica y a consulta de las Administraciones públicas afectadas y 
de las personas interesadas que hubieran sido previamente consultadas de conformidad 
con el apartado 2. La información pública se realizará por el promotor cuando, de acuerdo 
con la legislación sectorial, corresponda al mismo la tramitación del plan o programa, y, 
en su defecto, por el órgano ambiental, mediante su publicación en el Boletín Oficial de la 
Junta de Andalucía.

El órgano sustantivo adoptará las medidas necesarias para garantizar que la documentación 
que debe someterse a información pública tenga la máxima difusión entre el público, 
utilizando los medios de comunicación y, preferentemente, los medios electrónicos.

El promotor, una vez finalizada la fase de información pública y de consultas y tomando en 
consideración las alegaciones formuladas durante las mismas, modificará de ser preciso 
el estudio ambiental estratégico y elaborará la propuesta final del plan o programa.

El plazo máximo para la elaboración del estudio ambiental estratégico y para la realización 
de la información pública y de las consultas previstas será de 15 meses desde la 
notificación al promotor del documento de alcance.

5.   El promotor, o el órgano responsable de la tramitación administrativa del plan o 
programa, remitirá al órgano ambiental el expediente de evaluación ambiental estratégica 
completo, integrado por:

a) La propuesta final de plan o programa.

b) El estudio ambiental estratégico.

c) El resultado de la información pública y de las consultas.

d) Un documento resumen en el que el promotor describa la integración en la propuesta 
final del plan o programa de los aspectos ambientales, del estudio ambiental estratégico 
y de su adecuación al documento de alcance, del resultado de las consultas realizadas 
y cómo estas se han tomado en consideración.

El órgano ambiental realizará un análisis técnico del expediente y un análisis de los impactos 
significativos de la aplicación del plan o programa en el medio ambiente, que tomará en 
consideración el cambio climático.

Si durante el análisis técnico del expediente de evaluación ambiental estratégica el 
órgano ambiental estimara que la información pública o las consultas no se han realizado 
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conforme a lo establecido en esta ley, requerirá al órgano sustantivo para que subsanase 
el expediente de evaluación ambiental estratégica en el plazo máximo de tres meses. En 
estos casos, se suspenderá el cómputo del plazo para la formulación de la declaración 
ambiental estratégica.

Si transcurridos tres meses el órgano sustantivo no hubiera remitido el expediente 
subsanado o si una vez presentado fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por 
finalizada la evaluación ambiental estratégica ordinaria, notificando al promotor y al órgano 
sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los 
recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial, en su caso.

Si durante el análisis técnico del expediente de evaluación ambiental estratégica el órgano 
ambiental concluyera que es necesaria información adicional para formular la declaración 
ambiental estratégica, solicitará al promotor la información que sea imprescindible, 
informando de ello al órgano sustantivo que complete el expediente. Esta solicitud 
suspende el plazo para la formulación de la declaración ambiental estratégica.

Si transcurridos tres meses el promotor no hubiera remitido la documentación adicional 
solicitada o si una vez presentada esta fuera insuficiente, el órgano ambiental dará por 
finalizada la evaluación ambiental estratégica ordinaria, notificando al promotor y al órgano 
sustantivo la resolución de terminación. Contra esta resolución podrán interponerse los 
recursos legalmente procedentes en vía administrativa y judicial, en su caso.

6.   El órgano ambiental, una vez finalizado el análisis técnico del expediente, formulará 
la declaración ambiental estratégica, en el plazo de cuatro meses contados desde la 
recepción del expediente completo, prorrogables por dos meses más por razones 
justificadas debidamente motivadas y comunicadas al promotor.

La declaración ambiental estratégica tendrá la naturaleza de informe preceptivo, 
determinante y contendrá una exposición de los hechos que resuma los principales hitos 
del procedimiento, incluyendo los resultados de la información pública, de las consultas, 
así como de las determinaciones, medidas o condiciones finales que deban incorporarse 
en el plan o programa que finalmente se apruebe o adopte y se remitirá, una vez formulada, 
para su publicación en el plazo de quince días hábiles al Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía, sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

Contra la declaración ambiental estratégica no procederá recurso administrativo alguno, 
sin perjuicio de los que procedan, en su caso, contra la resolución que apruebe el plan o 
programa sometido a la misma.

La falta de emisión de la declaración ambiental estratégica en el plazo establecido en 
ningún caso podrá entenderse que equivale a una evaluación ambiental favorable.

7.   El promotor incorporará el contenido de la declaración ambiental estratégica en el 
plan o programa, y lo someterá a la adopción o aprobación de conformidad con lo previsto 
en la legislación sectorial.
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En el plazo de quince días hábiles desde la adopción o aprobación del plan o programa, el 
órgano sustantivo remitirá para su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía 
la siguiente documentación:

a) La resolución, o disposición de carácter general, por la que se adopta o aprueba el plan 
o programa, y una referencia a la dirección electrónica en la que el órgano sustantivo 
pondrá a disposición del órgano ambiental, de las Administraciones públicas afectadas 
y del público el plan o programa aprobado.

b) Un extracto que incluya los siguientes aspectos:

1º  De qué manera se han integrado en el plan o programa los aspectos ambientales.

2º Cómo se ha tomado en consideración en el plan o programa el estudio ambiental 
estratégico, los resultados de la información pública y de las consultas y la declaración 
ambiental estratégica, así como, cuando proceda, las discrepancias que hayan podido 
surgir en el proceso.

3º  Las razones de la elección de la alternativa seleccionada, en relación con las 
alternativas consideradas.

c) Las medidas adoptadas para el seguimiento de los efectos en el medio ambiente de 
la aplicación del plan o programa.

8.   La declaración ambiental estratégica perderá su vigencia y cesará en la producción 
de los efectos que le son propios si, una vez publicada en el Boletín Oficial de la Junta de 
Andalucía, no se hubiera procedido a la adopción o aprobación del plan o programa en el 
plazo máximo de dos años desde su publicación.

El promotor podrá solicitar la prórroga de la vigencia de la declaración ambiental estratégica 
antes de que transcurra el plazo previsto en el apartado anterior. La solicitud formulada 
por el promotor suspenderá el plazo de dos años del apartado anterior y se resolverá en 
un plazo de seis meses de la fecha de presentación de dicha solicitud.

Transcurrido el plazo de seis meses sin que el órgano ambiental haya notificado la prórroga 
de la vigencia de la declaración ambiental estratégica, se entenderá estimada la solicitud 
de prórroga.

9.   La declaración ambiental estratégica de un plan o programa aprobado podrá modifi-
carse cuando concurran circunstancias que determinen la incorrección de la declaración 
ambiental estratégica, incluidas las que surjan durante el procedimiento de evaluación de 
impacto ambiental, tanto por hechos o circunstancias de acaecimiento posterior a esta 
última como por hechos o circunstancias anteriores que, en su momento, no fueron o no 
pudieron ser objeto de la adecuada valoración.

El procedimiento de modificación de la declaración ambiental estratégica podrá iniciarse 
de oficio o a solicitud del promotor.
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El órgano ambiental, en un plazo de tres meses contados desde el inicio del procedimiento, 
resolverá sobre la modificación de la declaración ambiental estratégica que en su día se 
formuló.

La decisión del órgano ambiental sobre la modificación tendrá carácter determinante y no 
recurrible, sin perjuicio de los recursos en vía administrativa o judicial que, en su caso, 
procedan frente a los actos o disposiciones que, posterior y consecuentemente, puedan 
dictarse. Tal decisión se notificará al promotor y deberá ser remitida para su publicación 
en el plazo de quince días hábiles al Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, sin perjuicio 
de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

10.   Para la elaboración de la declaración ambiental estratégica se podrá utilizar la 
información pertinente disponible que se haya obtenido en la elaboración de los planes y 
programas promovidos por la misma o por otras administraciones públicas.

Artículo 39. Procedimiento de la evaluación ambiental estratégica simplificada 
para la emisión del informe ambiental estratégico

1.   El promotor de los planes y programas incluidos en el artículo 36 apartado 2 presentará 
ante el órgano ambiental, junto con la documentación exigida por la legislación sectorial, 
una solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica simplificada, acompañada del 
borrador del plan o programa y de un documento ambiental estratégico, que contendrá, al 
menos, la siguiente información:

a) Los objetivos de la planificación.

b) El alcance y contenido del plan propuesto y de sus alternativas razonables, técnica y 
ambientalmente viables.

c) El desarrollo previsible del plan o programa.

d) Una caracterización de la situación del medio ambiente antes del desarrollo del plan o 
programa en el ámbito territorial afectado.

e) Los efectos ambientales previsibles y, si procede, su cuantificación.

f) Los efectos previsibles sobre los planes sectoriales y territoriales concurrentes.

g) La motivación de la aplicación del procedimiento de evaluación ambiental estratégica 
simplificada.

h) Un resumen de los motivos de la selección de las alternativas contempladas.

i) Las medidas previstas para prevenir, reducir y, en la medida de lo posible, corregir 
cualquier efecto negativo relevante en el medio ambiente de la aplicación del plan o 
programa, tomando en consideración el cambio climático.

j) Una descripción de las medidas previstas para el seguimiento ambiental del plan.
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En el plazo de veinte días hábiles desde la recepción de la solicitud de inicio de la evaluación 
ambiental estratégica simplificada, el órgano ambiental podrá resolver sobre su inadmisión 
por algunas de las siguientes razones:

1ª  Si estimara de modo inequívoco que el plan o programa es manifiestamente inviable 
por razones ambientales.

2ª  Si estimara que el documento ambiental estratégico no reúne condiciones de 
calidad suficientes.

La resolución de inadmisión justificará las razones por las que se aprecia, y frente a la 
misma podrán interponerse los recursos legalmente procedentes en vía administrativa y 
judicial en su caso.

2.   El órgano ambiental consultará a las Administraciones públicas afectadas y a las 
personas interesadas, poniendo a su disposición el documento ambiental estratégico y el 
borrador del plan o programa.

3.   El órgano ambiental formulará el informe ambiental estratégico en el plazo de cuatro 
meses contados desde la recepción de la solicitud de inicio y de los documentos que la 
deben acompañar.

El órgano ambiental, teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas y de 
conformidad con los criterios establecidos en el Anexo V de la Ley 21/2013, de 9 de 
diciembre, de evaluación ambiental, resolverá mediante la emisión del informe ambiental 
estratégico, que podrá determinar que:

a) El plan o programa debe someterse a una evaluación ambiental estratégica ordinaria 
porque puedan tener efectos significativos sobre el medio ambiente. En este caso, 
el órgano ambiental elaborará el documento de alcance del estudio ambiental 
estratégico, teniendo en cuenta el resultado de las consultas realizadas de acuerdo 
con lo establecido en el artículo anterior.

b) El plan o programa no tiene efectos significativos sobre el medio ambiente, en los 
términos establecidos en el informe ambiental estratégico.

El informe ambiental estratégico, una vez formulado, se remitirá por el órgano ambiental 
para su publicación en el plazo de 15 días hábiles al Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, 
sin perjuicio de su publicación en la sede electrónica del órgano ambiental.

En el supuesto previsto en el apartado 3 letra b), el informe ambiental estratégico perderá 
su vigencia y cesará en la producción de los efectos que le son propios si, una vez 
publicado en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía, no se hubiera procedido a la 
aprobación del plan o programa en el plazo máximo de cuatro años desde su publicación. 
En tales casos, el promotor deberá iniciar nuevamente el procedimiento de evaluación 
ambiental estratégica simplificada del plan o programa.
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Contra el informe ambiental estratégico no procederá recurso administrativo alguno, sin 
perjuicio de los que procedan, en su caso, contra la resolución que apruebe el plan o 
programa sometido al mismo.

La falta de emisión del informe ambiental estratégico en el plazo establecido en el apartado 
3 en ningún caso podrá entenderse que equivale a una evaluación ambiental favorable.

Artículo 40. Evaluación ambiental de los instrumentos de planeamiento 
urbanístico33

1.   La evaluación ambiental de los instrumentos de planeamiento urbanístico se realizará 
siguiendo los trámites y requisitos de la evaluación de planes y programas previstos en la 
sección 4.ª del título III de esta ley, con las particularidades recogidas en los apartados 
siguientes, derivadas de los preceptos de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de 
Ordenación Urbanística de Andalucía.

2.   Se encuentran sometidos a evaluación ambiental estratégica ordinaria los siguientes 
instrumentos de planeamiento urbanístico:

a) Los instrumentos de planeamiento general, así como sus revisiones totales o parciales.

b) Las modificaciones que afecten a la ordenación estructural de los instrumentos de 
planeamiento general que por su objeto y alcance se encuentren dentro de uno de los 
siguientes supuestos: que establezcan el marco para la futura autorización de proyectos 
enumerados en el Anexo I de esta ley, sobre las siguientes materias: agricultura, 
ganadería, silvicultura, acuicultura, pesca, energía, industria, minería, transporte, gestión 
de residuos, gestión de recursos hídricos, ocupación del dominio público marítimo-
terrestre, utilización del medio marino, telecomunicaciones, turismo, ordenación del 
territorio urbano y rural, o del uso del suelo o que requieran una evaluación en aplicación 
de la normativa reguladora de la Red Ecológica Europea Natura 2000.

En todo caso, se encuentran sometidas a evaluación ambiental estratégica ordinaria las 
modificaciones que afecten a la ordenación estructural relativas al suelo no urbanizable, ya 
sea por alteración de su clasificación, categoría o regulación normativa, así como aquellas 
modificaciones que afecten a la ordenación estructural que alteren el uso global de una 
zona o sector, de acuerdo con el artículo 10.1.A.d) de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre.

c) Los Planes Especiales que tengan por objeto alguna de las finalidades recogidas en 
los apartados a), e) y f) del artículo 14.1 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre. Así 
como sus revisiones totales o parciales.

33 Véanse art. 22 RDL 7/2015, que aprueba el TR de la Ley de Suelo estatal y art. 32 y ss de la Ley 7/2002, 
de Ordenación Urbanística de Andalucía.
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d) Los instrumentos de planeamiento urbanístico incluidos en el apartado 3, cuando así 
lo determine el órgano ambiental, de oficio o a solicitud del órgano responsable de la 
tramitación administrativa del plan.

3.   Se encuentran sometidos a evaluación ambiental estratégica simplificada los siguientes 
instrumentos de planeamiento urbanístico:

a) Las modificaciones que afecten a la ordenación estructural de los instrumentos de 
planeamiento general que no se encuentren entre los supuestos recogidos en el 
apartado 2.b) anterior.

b) Las modificaciones que afecten a la ordenación pormenorizada de los instrumentos 
de planeamiento general que posibiliten la implantación de actividades o instalaciones 
cuyos proyectos deban someterse a evaluación de impacto ambiental de acuerdo con 
el Anexo I de esta ley. En todo caso, se encuentran sometidas a evaluación estratégica 
simplificada las modificaciones que afecten a la ordenación pormenorizada de 
instrumentos de planeamiento general relativas al suelo no urbanizable, a elementos o 
espacios que, aun no teniendo carácter estructural, requieran especial protección por 
su valor natural o paisajístico, y las que alteren el uso en ámbitos o parcelas de suelo 
urbano que no lleguen a constituir una zona o sector.

c) Los restantes instrumentos de planeamiento de desarrollo no recogidos en el apartado 
2.c) anterior, así como sus revisiones, cuyo planeamiento general al que desarrollan 
no haya sido sometido a evaluación ambiental estratégica.

d) Las innovaciones de instrumentos de planeamiento de desarrollo que alteren el uso del 
suelo o posibiliten la implantación de actividades o instalaciones cuyos proyectos deban 
someterse a evaluación de impacto ambiental de acuerdo con el Anexo I de esta ley.

4.   No se encuentran sometidos a evaluación ambiental estratégica, teniendo en cuenta 
su objeto y alcance de acuerdo con lo establecido en la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, 
los siguientes instrumentos de planeamiento urbanístico:

a) Estudios de detalle.

b) Planes parciales y Planes especiales que desarrollen determinaciones de instrumentos 
de planeamiento general que hayan sido sometidos a evaluación ambiental estratégica.

c) Las revisiones o modificaciones de los instrumentos de planeamiento de desarrollo 
recogidos en los apartados a) y b) anteriores.

5.   La tramitación de un instrumento de planeamiento urbanístico que requiera evaluación 
ambiental estratégica ordinaria, a los efectos de esta Ley y de acuerdo con el artículo 38 
de la misma, y sin perjuicio de lo que corresponda en aplicación de la legislación territorial, 
urbanística y sectorial de aplicación, se ajustará a las siguientes actuaciones:
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a) Solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica por el órgano responsable 
de la tramitación administrativa del plan acompañada del borrador del plan y del 
documento inicial estratégico.

b) Resolución de admisión de la solicitud por el órgano ambiental, en el plazo de veinte 
días hábiles desde la recepción de la solicitud de inicio.

c) Consulta, por el órgano ambiental, a las Administraciones públicas afectadas y a las 
personas interesadas.

d) Elaboración y remisión, del órgano ambiental al órgano responsable de la tramitación 
administrativa del plan, del documento de alcance del estudio ambiental estratégico, 
junto con las contestaciones recibidas a las consultas realizadas, en el plazo máximo 
de tres meses, contados desde la recepción de la solicitud de inicio.

e) Formulación y elaboración, por el órgano responsable de la tramitación administrativa 
del plan, del estudio ambiental estratégico y de la versión preliminar del instrumento 
de planeamiento.

f) Aprobación inicial, por el órgano responsable de la tramitación administrativa del plan, 
del instrumento de planeamiento y del estudio ambiental estratégico.

g) Sometimiento del instrumento de planeamiento, del estudio ambiental estratégico, y de 
un resumen no técnico de dicho estudio, por el órgano responsable de la tramitación 
administrativa del plan, al proceso de información pública, consultas y requerimiento de 
informes, dictámenes u otro tipo de pronunciamientos de los órganos y entidades admi-
nistrativas gestores de intereses públicos afectados, por un plazo no inferior al mes.

h) Estudio e informe, por el órgano responsable de la tramitación administrativa del plan, 
de las alegaciones formuladas y de los distintos pronunciamientos recibidos.

i) Modificación, en su caso, del estudio ambiental estratégico y elaboración, de la 
propuesta final del plan o programa, por el órgano responsable de la tramitación 
administrativa del plan.

j) Aprobación provisional, por el órgano responsable de la tramitación administrativa del 
plan, del instrumento de planeamiento y del estudio ambiental estratégico.

k) Remisión por el órgano responsable de la tramitación administrativa del plan al 
órgano ambiental del expediente de evaluación ambiental estratégica completo. Dicha 
remisión se realizará de forma simultánea al proceso de verificación o adaptación del 
contenido de los informes sectoriales que tengan carácter vinculante.

l) Formulación, por el órgano ambiental, de la declaración ambiental estratégica en el 
plazo de tres meses y remisión de la misma al órgano responsable de la tramitación 
administrativa del plan.

ll) En su caso, adecuación, por el órgano responsable de la tramitación administrativa del 
plan, del instrumento de planeamiento a la declaración ambiental estratégica.
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m) En su caso, nueva información pública, si fuese preceptiva conforme a las determina-
ciones de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, tras la adecuación del instrumento de 
planeamiento a la declaración ambiental estratégica.

 En los supuestos en que se produzca una nueva información pública, el órgano 
responsable de la tramitación administrativa del plan remitirá nuevamente el expediente 
completo, junto con el análisis de las nuevas alegaciones recibidas, al órgano ambiental, 
para que éste dicte declaración ambiental estratégica final, complementando así la 
inicialmente formulada.

n) Para el caso de órgano sustantivo distinto del órgano responsable de la tramitación ad-
ministrativa del plan, remisión del instrumento de planeamiento y del estudio ambiental 
estratégico, así como de toda la documentación que la legislación urbanística y sectorial 
requiera, al órgano sustantivo para su resolución sobre la aprobación definitiva.

ñ) Resolución sobre la aprobación definitiva del instrumento de planeamiento y del estudio 
ambiental estratégico.

o) Publicación del instrumento de planeamiento y del estudio ambiental estratégico.

6.   La tramitación de un instrumento de planeamiento urbanístico que requiera evaluación 
ambiental estratégica simplificada, a los efectos de esta Ley y de acuerdo con el artículo 
39 de la misma, y sin perjuicio de lo que corresponda en aplicación de la legislación 
territorial, urbanística y sectorial de aplicación, se ajustará a las siguientes actuaciones:

a) Solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica por el órgano responsable 
de la tramitación administrativa del plan acompañada del borrador del plan y del 
documento ambiental estratégico.

b) Resolución de admisión de la solicitud por el órgano ambiental, en el plazo de veinte 
días hábiles desde la recepción de la solicitud de inicio.

c) Consulta, por el órgano ambiental, a las Administraciones públicas afectadas y a las 
personas interesadas.

d) Formulación, por el órgano ambiental, del informe ambiental estratégico y remisión de 
la misma al órgano responsable de la tramitación administrativa del plan.

En el caso de que el informe ambiental estratégico concluyera que el instrumento de 
planeamiento debe someterse a evaluación ambiental estratégica ordinaria porque puede 
tener efectos significativos sobre el medio ambiente, el órgano ambiental elaborará el 
documento de alcance del estudio ambiental estratégico, teniendo en cuenta el resultado de 
las consultas realizadas y lo remitirá al órgano responsable de la tramitación administrativa 
del plan para que continúe la misma de acuerdo con el apartado anterior.

7.   Para el caso de Planes Generales de Ordenación Urbanística y sus revisiones totales, el 
borrador del plan que acompaña a la solicitud de inicio de la evaluación ambiental estratégica 
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ordinaria, de acuerdo con lo establecido en el apartado 1 del artículo 38, estará integrado por 
el documento de Avance regulado en el artículo 29 de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre. 
Para el resto de los instrumentos de planeamiento urbanístico sometidos a evaluación ambien-
tal estratégica, el borrador del plan estará constituido por un documento que, como mínimo, 
definirá: el ámbito de actuación; las principales afecciones territoriales, ambientales y secto-
riales; el objeto del instrumento de planeamiento, su descripción y justificación; la alternativa 
de ordenación, los criterios de selección y las propuestas generales de la ordenación elegida.

8.   En todo caso, el órgano ambiental deberá pronunciarse, caso por caso, sobre la 
idoneidad del procedimiento ambiental solicitado por el órgano promotor, en la resolución 
de admisión, en el documento de alcance del Estudio Ambiental Estratégico o en el informe 
ambiental estratégico, según corresponda. Indicando, en la resolución de inadmisión de 
la solicitud correspondiente, caso de que así procediera, la no necesidad de someter el 
instrumento de planeamiento en cuestión a evaluación ambiental por no encontrarse en 
ninguno de los supuestos recogidos en el artículo 36 de esta ley.

Téngase en cuenta que se habilita al Consejo de Gobierno a modificar este artículo, mediante 
norma publicada únicamente en el “Boletín Oficial de la Junta de Andalucía”, para regular a 
que modalidad de evaluación ambiental estratégica, ordinaria o simplificada, están sometidos 
los distintos planes y programas, según se establece en la disposición final 2.

Calificación ambiental y declaración responsable de los efectos ambientales

Artículo 41. Ámbito de aplicación

1.   Están sometidas a calificación ambiental y a declaración responsable de los efectos 
ambientales las actuaciones, tanto públicas como privadas, así señaladas en el Anexo I y 
sus modificaciones sustanciales.

2.   La calificación ambiental favorable constituye requisito indispensable para el otorga-
miento de la licencia municipal correspondiente.

Artículo 42. Finalidad

La calificación ambiental tiene por objeto la evaluación de los efectos ambientales de 
determinadas actuaciones, así como la determinación de la viabilidad ambiental de las 
mismas y de las condiciones en que deben realizarse.

Artículo 43. Competencias

1.   Corresponde a los ayuntamientos la tramitación y resolución de los procedimientos de 
calificación ambiental y declaración responsable de los efectos ambientales en su caso, 
así como la vigilancia, control y ejercicio de la potestad sancionadora con respecto a las 
actividades sometidas a dichos instrumentos.
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2.   El ejercicio efectivo de esta competencia podrá realizarse también a través de 
mancomunidades y otras asociaciones locales.

Artículo 44. Procedimiento

1.   El procedimiento de calificación ambiental se desarrollará con arreglo a lo que 
reglamentariamente se establezca.

2.   Se integrará en el de la correspondiente licencia municipal cuando la actividad esté 
sometida a licencia municipal.

3.   Se resolverá con carácter previo en los supuestos en que el inicio de la actividad esté 
sujeto a presentación de declaración responsable.

4.   Cuando el inicio de la actividad esté sujeto a presentación de declaración responsable, 
reglamentariamente se determinará en qué supuestos la evaluación de los efectos 
ambientales de la actividad podrá efectuarse también mediante declaración responsable.

5.   Junto con la solicitud de la correspondiente licencia municipal, o con carácter previo 
a la presentación de la declaración responsable, los titulares o promotores de las actua-
ciones sometidas a calificación ambiental deberán presentar un análisis ambiental como 
documentación complementaria del proyecto técnico.

Artículo 45. Puesta en marcha

En todo caso, la puesta en marcha de las actividades con calificación ambiental se realizará 
una vez que se traslade al Ayuntamiento la certificación acreditativa del técnico director 
de la actuación, de que ésta se ha llevado a cabo conforme al proyecto presentado y al 
condicionado de la calificación ambiental.

Artículo 46. Tipología de Autorizaciones de Control de la Contaminación 
Ambiental

Son autorizaciones de control de la contaminación ambiental a los efectos de esta ley las 
siguientes:

a) Autorización de emisiones a la atmósfera.

b) Autorización de vertidos a aguas litorales y continentales.

c) Autorización de producción de residuos.

d) Autorización de gestión de residuos.
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Artículo 50. Definiciones

A los efectos de esta ley, se entiende por:

1.   Aire ambiente: el aire exterior de la troposfera, excluidos los lugares de trabajo.

2.   Contaminación acústica: la presencia en el aire ambiente de ruidos o vibraciones, 
cualquiera que sea el emisor acústico que los origine, que impliquen molestia, riesgo 
o daño para las personas, para el desarrollo de sus actividades o para los bienes de 
cualquier naturaleza, o que causen efectos significativos sobre el medio ambiente.

3.   Contaminación atmosférica: la presencia en el aire ambiente de cualquier sustancia 
introducida directa o indirectamente por la actividad humana que puede tener efectos 
nocivos sobre la salud de las personas o el medio ambiente en su conjunto.

4.   Contaminación lumínica: la emisión de flujo luminoso por fuentes artificiales de luz 
constituyentes del alumbrado nocturno, con intensidades, direcciones o rangos espectrales 
innecesarios para la realización de las actividades previstas en la zona alumbrada.

Contaminación atmosférica

Artículo 52. Definiciones

A los efectos de la presente ley se entiende por:

1.   Emisión sistemática: aquella que se realiza de forma continua o intermitente, con una 
frecuencia media superior a doce veces al año, con una duración individual superior a una 
hora, o con cualquier frecuencia, cuando la duración global de la emisión sea superior al 
cinco por ciento del tiempo de funcionamiento de la planta.

2.   Foco de emisión: punto emisor de contaminantes de la atmósfera, en especial cualquier 
instalación industrial o parte identificada de la misma, que vierte al ambiente exterior a 
través de chimeneas o de cualquier otro conducto.

3.   Normas de calidad ambiental del aire: niveles de concentración de un determinado 
contaminante o grupo de contaminantes, que no deben superarse en el aire ambiente con 
el fin de proteger la salud humana y el medio ambiente.

4.   Sistemas de evaluación de la calidad del aire: conjunto de medios susceptibles de 
ser utilizados para la determinación de la calidad del aire. Son sistemas de evaluación 
de la calidad del aire, entre otros, las estaciones de medida de la calidad del aire, fijas o 
móviles, los laboratorios de la calidad del aire y las técnicas de modelización y estimación 
objetivas.

5.   Umbral de alerta: nivel de un contaminante en el aire a partir del cual una exposición 
de breve duración supone un riesgo para la salud humana.
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6.   Valor límite: nivel de un contaminante en el aire, durante un tiempo fijado en la normativa 
ambiental vigente, basándose en conocimientos científicos, que no debe superarse a fin 
de evitar, prevenir o reducir los efectos nocivos para la salud humana y para el medio 
ambiente en su conjunto.

7.   Valor límite de emisión: nivel de emisión de un contaminante, cuyo valor no debe 
superarse dentro de uno o de varios períodos determinados.

Sección 3ª. Contaminación lumínica

Artículo 60. Ámbito de aplicación

1.   El régimen previsto en esta ley para la contaminación lumínica será de aplicación a 
las instalaciones, dispositivos luminotécnicos y equipos auxiliares de alumbrado, tanto 
públicos como privados, en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma de Andalucía.

2.   Queda excluido del ámbito de aplicación de esta ley el alumbrado propio de las activi-
dades portuarias, aeroportuarias y ferroviarias que se desarrollen en dichas instalaciones, 
el de los medios de transporte de tracción por cable, el de las instalaciones militares, el de 
los vehículos de motor, el de la señalización de costas y señales marítimas y, en general, 
el alumbrado de instalaciones que, por su regulación específica, requieran de unas espe-
ciales medidas de iluminación por motivos de seguridad.

3.   También se considera excluida del ámbito de aplicación de esta ley la luz producida 
por combustión en el marco de una actividad sometida a autorización administrativa o a 
otras formas de control administrativo, si no tiene finalidad de iluminación.

Artículo 61. Definiciones

A los efectos de esta ley, se entiende por:

1.   Dispersión de luz artificial: fenómeno ocasionado por emisiones directas y fenómenos 
de reflexión, refracción y transmisión de la luz artificial en materiales de la superficie 
terrestre o elementos integrantes de la atmósfera.

2.   Espectro visible: rango del espectro de radiación electromagnética al que el ojo 
humano es sensible.

3.   Flujo luminoso: potencia emitida en forma de radiación visible y evaluada de acuerdo 
con su efecto sobre un observador fotométrico patrón CIE siendo su unidad el lumen.

4.   Flujo hemisférico superior instalado: la proporción, en tanto por ciento, del flujo 
luminoso radiado por encima del plano horizontal, respecto al flujo total, por un dispositivo 
luminotécnico de alumbrado exterior instalado en su posición normal de diseño.
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5.   Intrusión lumínica: invasión del flujo luminoso hacia zonas que exceden del área que 
se pretende iluminar.

6.   Láser: dispositivo luminotécnico de generación mediante la amplificación de luz por 
emisión de radiación estimulada.

7.   Led: diodo electroluminiscente.

8.   Luminaria: dispositivo luminotécnico que distribuye, filtra o transforma la luz transmitida 
desde una o más lámparas y que incluye, excepto las propias lámparas, todas las partes 
necesarias para fijar y proteger las lámparas y, cuando sea necesario, equipos auxiliares 
junto con los medios de conexión para conectarlos al circuito de alimentación.

9.   Proyector: dispositivo luminotécnico en el cual la luz se concentra en un ángulo sólido 
determinado por medio de una sistema óptico de espejos o lentes, con el fin de producir 
una intensidad luminosa elevada en una dirección determinada.

10.   Punto de referencia: localizaciones concretas donde no sólo es necesario el grado 
de protección estipulado por la zona donde se incluye, sino que necesitan estar rodeados 
de una zona de influencia adyacente.

11.   Reflexión de la luz: fenómeno físico que se produce cuando la luz choca contra una 
superficie de separación entre dos medios con diferente naturaleza y estado de agregación 
y, como consecuencia, cambia de dirección y sigue propagándose por el medio del que 
provenía.

12.   Refracción de la luz: fenómeno físico que se produce cuando la luz desvía su 
trayectoria al atravesar una superficie de separación entre dos medios con diferente 
naturaleza y estado de agregación y, como consecuencia, deja de propagarse por el 
medio del que provenía y pasa a hacerlo por el medio sobre el que incide.

13.   Transmisión de la luz: fenómeno físico que se produce cuando la luz sufre una primera 
refracción al atravesar una superficie de separación entre dos medios, sigue su camino y 
vuelve a refractarse al pasar de nuevo al medio original.

Artículo 63. Zonificación lumínica

Con la finalidad prevista en el artículo anterior, para el establecimiento de niveles de 
iluminación adecuados a los usos y sus necesidades, se distinguen los siguientes tipos 
de áreas lumínicas, cuyas características y limitaciones de parámetros luminotécnicos se 
establecerán reglamentariamente:

a) E1. Áreas oscuras. Comprende las siguientes zonas:

1º  Zonas en espacios naturales con especies vegetales y animales especialmente 
sensibles a la modificación de ciclos vitales y comportamientos como consecuencia 
de un exceso de luz artificial.
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2º  Zonas de especial interés para la investigación científica a través de la observación 
astronómica dentro del espectro visible.

b) E2. Áreas que admiten flujo luminoso reducido; terrenos clasificados como urbanizables 
y no urbanizables no incluidos en la zona E1.

c) E3. Áreas que admiten flujo luminoso medio. Comprende las siguientes zonas:

1º  Zonas residenciales en el interior del casco urbano y en la periferia, con densidad 
de edificación media-baja.

2º  Zonas industriales.

3º  Zonas dotacionales con utilización en horario nocturno.

4º  Sistema general de espacios libres.

d) E4. Áreas que admiten flujo luminoso elevado. Comprende las siguientes zonas:

1º  Zonas incluidas dentro del casco urbano con alta densidad de edificación.

2º  Zonas en las que se desarrollen actividades de carácter comercial, turístico y 
recreativo en horario nocturno.

Artículo 64. Competencias y criterios adicionales para la zonificación lumínica

1.   La Consejería competente en materia de medio ambiente, oídos los Ayuntamientos 
afectados, establecerá las zonas correspondientes al área lumínica E1 y los puntos de 
referencia.

Con el fin de proteger las áreas oscuras, la zonificación colindante a una zona E1 sólo 
podrá tener clasificación E2.

2.   Los municipios establecerán el resto de áreas lumínicas dentro de su término municipal 
en atención al uso predominante del suelo. Así mismo, podrán definir una clasificación 
del territorio propia siempre que respeten las características y limitaciones establecidas 
reglamentariamente para las áreas lumínicas previstas en el artículo 63 de esta ley.

3.   Reglamentariamente se establecerán las características y el procedimiento de 
declaración de las áreas lumínicas y puntos de referencia y los plazos para revisar la 
zonificación, así como los criterios para la consideración de la densidad de edificación 
como alta, media o baja y la determinación del horario nocturno.

Artículo 65. Limitaciones a parámetros luminosos

1.   Los límites del flujo hemisférico superior instalado en las áreas establecidas en el 
artículo 63, así como los requerimientos y niveles de iluminación para los distintos tipos 
de alumbrado, serán establecidos reglamentariamente.
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2.   Los municipios podrán modificar las limitaciones a los parámetros luminosos 
establecidos reglamentariamente en función de las necesidades concretas de su territorio, 
siempre y cuando las modificaciones impliquen una mayor protección de la oscuridad 
natural del cielo. Así mismo podrán establecer un menor nivel de protección por causas 
debidamente justificadas de seguridad.

Contaminación acústica

Artículo 68. Definiciones

A los efectos de esta ley, se entiende por:

1.   Área de sensibilidad acústica: ámbito territorial donde se pretende que exista una 
calidad acústica homogénea y que coincide con la denominada por la legislación básica 
como área acústica.

2.   Aglomeración: porción de un territorio con más de 100.000 habitantes y con una 
densidad de población igual o superior a la establecida en la normativa vigente.

3.   Calidad acústica: grado de adecuación de las características acústicas de un espacio 
a las actividades que se realizan en su ámbito.

4.   Índice acústico: magnitud física para describir la contaminación acústica que tiene 
relación con los efectos producidos por ésta.

5.   Índice de emisión: índice acústico relativo a la contaminación acústica generada por 
un emisor.

6.   Índice de inmisión: índice acústico relativo a la contaminación acústica existente en un 
lugar durante un tiempo determinado.

7.   Gran eje viario: cualquier carretera con un tráfico superior a 3.000.000 de vehículos 
por año.

8.   Gran eje ferroviario: cualquier vía férrea con un tráfico superior a 30.000 trenes año.

9.   Gran infraestructura aeroportuaria: aeropuertos civiles con más de 50.000 movimientos 
por año, entendiendo por movimientos tanto aterrizajes como despegues, con exclusión 
de los que se efectúen únicamente a efectos de formación en aeronaves ligeras.

10.   Mapa estratégico de ruido: representación de los datos sobre una situación acústica 
existente o pronosticada en aglomeraciones, grandes ejes viarios, grandes ejes ferroviarios 
y grandes aeropuertos, en la que se señalará la superación de un valor límite, el número 
de personas afectadas y el número de viviendas expuestas a determinados valores de un 
índice acústico.
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11.   Mapa singular de ruido: representación de los datos sobre una situación acústica 
existente o pronosticada en las áreas de sensibilidad acústica en las que se compruebe 
el incumplimiento de los correspondientes objetivos de calidad acústica, en la que se 
señalará la superación de un valor límite, el número de personas afectadas y el número de 
viviendas expuestas a determinados valores de un índice acústico.

12.   Objetivo de calidad acústica: conjunto de requisitos que, en relación con la 
contaminación acústica, deben cumplirse en un momento dado en un espacio determinado.

13.   Plan de acción: aquel plan encaminado a afrontar las cuestiones relativas al ruido y a 
sus efectos, incluida la reducción del mismo si fuera necesario.

14.   Valor límite de emisión: valor del índice de emisión que no debe ser sobrepasado, 
medido con arreglo a unas condiciones establecidas.

15.   Valor límite de inmisión: valor del índice de inmisión que no debe ser sobrepasado en 
un lugar durante un determinado período de tiempo, medido con arreglo a unas condiciones 
establecidas.

16.   Zona de servidumbre acústica: sector del territorio delimitado en los mapas de 
ruido, en el que la inmisión podrá superar los objetivos de calidad acústica aplicables 
a las correspondientes áreas de sensibilidad acústica y donde se podrán establecer 
restricciones para determinados usos del suelo, actividades, instalaciones o edificaciones, 
con la finalidad de, al menos, cumplir los valores límites de inmisión establecidos para 
aquéllas.

Artículo 70. Zonificación acústica

1.   Las áreas de sensibilidad acústica se determinarán en función del uso predominante 
del suelo.

2.   Dichas áreas se clasificarán en, al menos, los siguientes tipos:

a) Sectores del territorio con predominio de suelo de uso residencial.

b) Sectores del territorio con predominio de suelo de uso industrial.

c) Sectores del territorio con predominio de suelo de uso recreativo y de espectáculos.

d) Sectores del territorio con predominio de suelo de uso característico turístico.

e) Sectores del territorio con predominio de suelo de uso terciario distinto de los 
contemplados en los párrafos anteriores.

f) Sectores del territorio con predominio de suelo de uso sanitario, docente y cultural 
que requiera de especial protección contra la contaminación acústica.
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g) Sectores del territorio afectados a sistemas generales de infraestructuras de 
transporte u otros equipamientos públicos que los reclamen.

h) Espacios naturales que requieran una especial protección contra la contaminación 
acústica.

3.   Las Administraciones competentes podrán autorizar las medidas necesarias que 
dejen en suspenso temporalmente el cumplimiento de los objetivos de calidad acústica de 
aplicación en determinadas áreas de sensibilidad acústica, a petición de los titulares de 
los emisores acústicos, por razones debidamente justificadas y siempre que se demuestre 
que las mejores técnicas disponibles no permiten el cumplimiento de los objetivos.

4.   Lo dispuesto en el presente artículo se entenderá sin perjuicio de la posibilidad de reba-
sar temporal y ocasionalmente los objetivos de calidad acústica, cuando sea necesario en si-
tuaciones de emergencia o como consecuencia de la prestación de servicios de prevención 
y extinción de incendios, sanitarios o de seguridad u otros de naturaleza análoga.

5.   Previa valoración de la incidencia acústica, los municipios podrán autorizar, con 
carácter extraordinario, determinadas manifestaciones populares de índole oficial, cultural 
o religioso, como las ferias y fiestas patronales o locales, o determinados espacios 
dedicados al ocio, en los que se puedan superar los objetivos de calidad acústica.

Artículo 71. Mapas de ruido

1.   Los mapas de ruido establecidos en la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, del Ruido, 
se clasificarán en mapas estratégicos y singulares de ruido y tendrán, entre otros, los 
siguientes objetivos:

a) Permitir la evaluación global de la exposición a la contaminación acústica de una 
determinada zona.

b) Permitir la realización de predicciones globales para dicha zona.

c) Posibilitar la adopción de planes de acción en materia de contaminación acústica y en 
general de las medidas correctoras adecuadas.

2.   Dichos mapas deberán contener la siguiente información:

a) Valor de los índices acústicos existentes o previstos en cada una de las áreas de 
sensibilidad acústica afectadas.

b) Valores límites y objetivos de calidad acústica aplicables a dichas áreas.

c) Superación o no, por los valores existentes, de los índices acústicos de los valores 
límites aplicables y cumplimiento o no de los objetivos aplicables de calidad acústica.

d) Número estimado de personas, de viviendas, de centros docentes y de hospitales 
expuestos.
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3.   Los mapas estratégicos y singulares de ruido deberán aprobarse, previo trámite de 
información pública por un periodo mínimo de un mes, y habrán de revisarse y, en su caso, 
modificarse, cada cinco años a partir de su fecha de aprobación.

4.   En los términos y plazos establecidos en la normativa vigente, se elaborarán y 
aprobarán mapas estratégicos de ruido de:

a) Aglomeraciones.

b) Grandes ejes viarios.

c) Grandes ejes ferroviarios.

d) Grandes infraestructuras aeroportuarias.

5.   Para la elaboración de los mapas singulares de ruido, que se realizarán en aquellas 
áreas de sensibilidad acústica en las que se compruebe el incumplimiento de los 
correspondientes objetivos de calidad acústica, se aplicarán los criterios que establezca la 
Administración competente para la elaboración y aprobación de los mismos. Estos mapas 
servirán para la evaluación de impactos acústicos y propuestas de los correspondientes 
planes de acción.

6.   La planificación territorial así como el planeamiento urbanístico deberán tener en 
cuenta las previsiones contenidas en esta sección, en las normas que la desarrollen y en 
las actuaciones administrativas realizadas en su ejecución, en especial, los mapas de ruido 
y las áreas de sensibilidad acústica.

Artículo 72. Zona de servidumbre acústica

1.   Los sectores del territorio afectados al funcionamiento o desarrollo de las infraes-
tructuras de transporte viario, ferroviario, aéreo, portuario o de otros equipamientos 
públicos que se determinen reglamentariamente, así como los sectores de territorio 
situados en el entorno de tales infraestructuras, existentes o proyectadas, podrán quedar 
gravados por servidumbres acústicas.

2.   La competencia y el procedimiento para la declaración y delimitación de estas zonas 
serán los establecidos en Ley 37/2003, de 17 de noviembre, y en su normativa de 
desarrollo.

Artículo 73. Planes de acción

1.   Las Administraciones competentes para la elaboración de los mapas estratégicos y 
singulares de ruido, previo trámite de información pública por un período mínimo de un mes, 
deberán elaborar planes de acción en materia de contaminación acústica correspondiente 
a los ámbitos territoriales de dichos mapas.



LEGISLACIÓN EN  MATERIA DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, PROTECCIÓN DEL LITORAL Y PAISAJE

218

2.   Los planes de acción en materia de contaminación acústica tendrán, entre otros, los 
siguientes objetivos:

a) Afrontar globalmente las cuestiones concernientes a la contaminación acústica en la 
correspondiente área o áreas de sensibilidad acústica.

b) Determinar las acciones prioritarias a realizar en caso de superación de los valores 
límites de emisión o inmisión o de incumplimiento de los objetivos de calidad acústica.

c) Proteger las zonas tranquilas en las aglomeraciones y en campo abierto así definidas 
en el artículo 3 q) y r) de la Ley 37/2003, de 17 de noviembre, contra el aumento de 
la contaminación acústica.

3.   El contenido mínimo de los planes de acción en materia de contaminación acústica 
deberá precisar las actuaciones a realizar durante un período de cinco años para el 
cumplimiento de los objetivos establecidos en el apartado anterior. En caso de necesidad, 
el plan podrá incorporar la declaración de zonas de protección acústica especial.

Artículo 74. Estudios acústicos

Con el fin de permitir la evaluación de su futura incidencia acústica, los promotores de 
aquellas actuaciones que sean fuentes de ruidos y vibraciones deberán presentar, ante 
la Administración competente para emitir la correspondiente autorización o licencia, y 
con independencia de cualquier otro tipo de requisito necesario para la obtención de las 
mismas, un estudio acústico. La competencia técnica necesaria del autor de dicho estudio 
y el contenido del mismo se determinarán reglamentariamente.

Artículo 75. Zonas de protección acústica especial

1.   La Administración competente declarará zonas de protección acústica especial en 
aquellas áreas de sensibilidad acústica donde no se cumplan los objetivos de calidad 
aplicables.

2.   En dichas zonas, e independientemente de que los emisores acústicos de las mismas 
respeten los límites máximos admisibles, se deberán elaborar planes zonales específicos 
cuyo objetivo será la progresiva mejora de la calidad acústica de las zonas declaradas, 
hasta alcanzar los niveles objetivo de aplicación. Dichos planes deberán contemplar 
medidas correctoras aplicables a los emisores acústicos y a las vías de propagación, 
tales como:

a) Señalar zonas en las que se apliquen restricciones horarias o por razón del tipo de 
actividad, las obras a realizar en la vía pública o en las edificaciones.

b) Señalar zonas o vías en las que no puedan circular determinadas clases de vehículos 
a motor o deban hacerlo con restricciones horarias o de velocidad.
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c) No autorizar la puesta en marcha, ampliación, modificación o traslado de un emisor 
acústico que incremente los valores de los índices de inmisión existentes.

Asimismo deberán indicar los responsables de la adopción de las medidas la cuantificación 
económica de las mismas y, cuando sea posible, un proyecto de financiación.

3.   Si las medidas correctoras incluidas en los planes zonales específicos que se 
desarrollen en una zona de protección acústica especial no pudieran evitar el incumplimiento 
de los objetivos de calidad acústica, la Administración pública competente declarará 
el área acústica en cuestión como zona de situación acústica especial. En dicha zona 
se aplicarán medidas correctoras específicas dirigidas a que, a largo plazo, se mejore 
la calidad acústica y, en particular, a que se cumplan los objetivos de calidad acústica 
correspondientes al espacio interior.

Artículo 76. Zonas acústicamente saturadas

1.   Aquellas zonas de un municipio en las que existan numerosas actividades destinadas 
al uso de establecimientos públicos y los niveles de ruido ambiental producidos por la 
adición de las múltiples actividades existentes y por las de las personas que las utilizan 
sobrepasen los objetivos de calidad acústica correspondientes al área de sensibilidad 
acústica a la que pertenecen se podrán declarar zonas acústicamente saturadas de 
acuerdo con lo que reglamentariamente se determine.

2.   La declaración de la zona acústicamente saturada implicará, como mínimo, la 
adopción de restricciones tanto al otorgamiento, modificación o ampliación de nuevas 
licencias de apertura, como al régimen de horarios de las actividades, de acuerdo con 
la normativa vigente en materia de espectáculos públicos y actividades recreativas de 
Andalucía.

Artículo 77. Limitación o restricción a las actividades de ocio en la vía pública

Los municipios podrán establecer restricciones al uso de las vías y zonas públicas cuando 
éste genere niveles de ruido que afecten o impidan el descanso de la ciudadanía, teniendo 
en cuenta los usos y costumbres locales.

Artículo 89. Ámbito de aplicación

Lo previsto en el presente capítulo será de aplicación a la protección de la calidad 
ambiental de los suelos de la Comunidad Autónoma de Andalucía, al control de las 
actividades potencialmente contaminantes de los mismos y a los suelos contamina-
dos o potencialmente contaminados, con las exclusiones recogidas en la normativa 
básica.
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Artículo 90. Definiciones

A los efectos de la presente ley, se entiende por:

1.   Actividades potencialmente contaminantes del suelo: aquellas actividades de tipo 
industrial, comercial y de servicios en las que, ya sea por el manejo de sustancias peligrosas 
ya sea por la generación de residuos, se puede producir contaminación del suelo.

2.   Normas de calidad ambiental del suelo: niveles de concentración de un determinado 
contaminante o grupo de contaminantes, que no deben superarse en el suelo, con el fin de 
proteger la salud humana y el medio ambiente.

3.   Suelo: la capa superior de la corteza terrestre situada entre el lecho rocoso y la 
superficie, compuesta por partículas minerales, materia orgánica, agua, aire y organismos 
vivos y que constituye la interfaz entre la tierra, el aire y el agua, lo que le confiere capacidad 
de desempeñar tanto funciones naturales como de uso. No tendrán tal consideración 
aquellos que estén permanentemente cubiertos por una lámina superficial de agua.

4.   Suelo contaminado: aquel cuyas características han sido alteradas negativamente 
por la presencia de componentes químicos de carácter peligroso y origen humano, en 
concentración tal que comporte un riesgo inaceptable para la salud humana o el medio 
ambiente, y así haya sido declarado por resolución expresa.

Artículo 92. Suelos potencialmente contaminados

La Consejería competente en materia de medio ambiente elaborará un inventario de 
suelos potencialmente contaminados en la Comunidad Autónoma en el que se incluirán 
los emplazamientos que estén o que pudieran haber estado afectados por actividades 
calificadas como potencialmente contaminantes de los suelos, así como todos aquellos 
supuestos en que se presuma la existencia de sustancias o componentes de carácter 
peligroso.

Artículo 93. Declaración de suelo contaminado34

1.   La declaración y delimitación de un determinado suelo como contaminado corresponde 
a la Consejería competente en materia de medio ambiente.

2.   Para declarar un suelo como contaminado se tendrán en cuenta los criterios y 
estándares recogidos en la normativa básica y los que se determinen reglamentariamente 
en función de la naturaleza y de los usos del suelo.

34 Véase el Decreto 18/2015, de 27 de enero, por el que se aprueba el reglamento que regula el régimen 
aplicable a los suelos contaminados.
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3.   La Consejería competente en materia de medio ambiente elaborará un inventario de 
suelos contaminados a partir del cual priorizará las actuaciones sobre los mismos, en 
atención al riesgo que suponga la contaminación de cada suelo para la salud humana y la 
protección del ecosistema del que forman parte.

4.   La resolución que declare un suelo como contaminado contendrá, al menos, las 
siguientes determinaciones:

a) Los sujetos obligados a realizar las operaciones de limpieza y recuperación, de 
conformidad con lo establecido en la normativa aplicable.

b) La delimitación del suelo contaminado.

c) El plazo de ejecución de las operaciones de limpieza y recuperación.

d) En su caso, las restricciones de uso de suelo.

5.   La declaración de un suelo como contaminado será objeto de nota marginal en el 
Registro de la Propiedad a iniciativa de la Consejería competente en materia de medio 
ambiente.

6.   Los sujetos obligados a la limpieza y recuperación de los suelos declarados como 
contaminados deberán presentar un proyecto con las operaciones necesarias para ello, 
ante la Consejería competente en materia de medio ambiente, para su aprobación.

7.   Tras la comprobación de que se han realizado de forma adecuada las operaciones de 
limpieza y recuperación del suelo contaminado, la Consejería competente en materia de 
medio ambiente declarará que el mismo ha dejado de estar contaminado.

Esta declaración será necesaria para proceder a la cancelación de la nota marginal prevista 
en el apartado 5 de este artículo.

Artículo 104. Producción de residuos de construcción y demolición35

1.   Los proyectos de obra sometidos a licencia municipal deberán incluir la estimación 
de la cantidad de residuos de construcción y demolición que se vayan a producir y las 
medidas para su clasificación y separación por tipos en origen.

2.   Los Ayuntamientos condicionarán el otorgamiento de la licencia municipal de obra a 
la constitución por parte del productor de residuos de construcción y demolición de una 

35 Véase art. 49 del Decreto 60/2010, de 16 de Marzo, que aprueba el Reglamento de disicplina urbanistica de 
Andalucía, en relación con la obligación de demolición de edificaciones no legalizables.
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fianza o garantía financiera equivalente, que responda de su correcta gestión y que deberá 
ser reintegrada al productor cuando acredite el destino de los mismos.

3.   Los productores de residuos generados en obras menores y de reparación domiciliaria 
deberán acreditar ante el Ayuntamiento el destino de los mismos en los términos previstos 
en sus ordenanzas.

4.   Los Ayuntamientos, en el marco de sus competencias en materia de residuos, 
establecerán mediante ordenanza las condiciones a las que deberán someterse 
la producción, la posesión, el transporte y, en su caso, el destino de los residuos de 
construcción y demolición, así como las formas y cuantía de la garantía financiera prevista 
en el apartado 2 de este artículo. Para el establecimiento de dichas condiciones se deberá 
tener en cuenta que el destino de este tipo de residuos será preferentemente y por este 
orden, su reutilización, reciclado u otras formas de valorización y sólo, como última opción, 
su eliminación en vertedero.



4.  AGUAS
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Artículo 1. Objeto de la Ley.

1.   Es objeto de esta Ley la regulación del dominio público hidráulico, del uso del agua 
y del ejercicio de las competencias atribuidas al Estado en las materias relacionadas 
con dicho dominio en el marco de las competencias delimitadas en el artículo 149 de la 
Constitución.

2.   Es también objeto de esta ley el establecimiento de las normas básicas de protección 
de las aguas continentales, costeras y de transición, sin perjuicio de su calificación jurídica 
y de la legislación específica que les sea de aplicación.

1 Art. 149.1.22.ª CE, corresponde al Estado: La legislación, ordenación y concesión de recursos y 
aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la 
autorización de las instalaciones eléctricas cuando su aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte 
de energía salga de su ámbito territorial. Por su parte, el art- 148.1 10.ª CE señala que es competencia de las 
CCAA, los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de 
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales. Deben citarse las siguientes Sentencias 
del Tribunal Constitucional, relativas a cuestiones competenciales: STC 227/1988, de 29 de noviembre, que 
anula varios preceptos de la Ley estatal de Aguas 1985 por cuestiones de extralimitación competencial y STC 
30/2011, de 16 de marzo que incide en la asunción de la pretendida competencias autonómica de Andalucía 
sobre la Cuenca Hidrográfica del Guadalquivir.

2  Los citados Reglamentos han sido modificados por el Real Dereto 638/2016, de 9 de diciembre, BOE de 29 
de diciembre, en materia de riesgos de inundacion, caudales ecológicos, reservas hidrológicas y vertidos de 
aguas residuales.

URBANISMO Y DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO1

§ 4.1 RDL 1/2001, DE 20 DE JULIO, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO
 REFUNDIDO DE LA LEY DE AGUAS, DESARROLLADO POR REAL DECRETO
 849/1986, REGLAMENTO DEL DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO EL
 REGLAMENTO DE PLANIFICACIÓN HIDROLÓGICA, APROBADO POR 
 REAL DECRETO 907/2007, DE 6 DE JULIO, Y REAL DECRETO
 903/2010, DE 9 DE JULIO, DE EVALUACIÓN Y GESTIÓN DE RIESGOS 
 DE INUNDACIÓN2. LEY 10/2001, DE 5 DE JULIO, DE PLAN HIDROLÓGICO 

NACIONAL (Selección)

(BOE núm. 176, de 24 de julio de 2001)
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3.   Las aguas continentales superficiales, así como las subterráneas renovables, 
integradas todas ellas en el ciclo hidrológico, constituyen un recurso unitario, subordinado 
al interés general, que forma parte del dominio público estatal como dominio público 
hidráulico3.

4.   Corresponde al Estado, en todo caso, y en los términos que se establecen en esta 
Ley, la planificación hidrológica a la que deberá someterse toda actuación sobre el dominio 
público hidráulico.

5.   Las aguas minerales y termales se regularán por su legislación específica, sin perjuicio 
de la aplicación de lo dispuesto en el apartado

Artículo 2. Definición de dominio público hidráulico

Constituyen el dominio público hidráulico del Estado, con las salvedades expresamente 
establecidas en esta Ley:

a) Las aguas continentales, tanto las superficiales como las subterráneas renovables con 
independencia del tiempo de renovación.

b) Los cauces de corrientes naturales, continuas o discontinuas.

c) Los lechos de los lagos y lagunas y los de los embalses superficiales en cauces 
públicos.

d) Los acuíferos, a los efectos de los actos de disposición o de afección de los recursos 
hidráulicos.

e) Las aguas procedentes de la desalación de agua de mar.

Artículo 6. Definición de riberas

1.   Se entiende por riberas las fajas laterales de los cauces públicos situadas por encima 
del nivel de aguas bajas, y por márgenes los terrenos que lindan con los cauces.

Las márgenes están sujetas, en toda su extensión longitudinal:

a) A una zona de servidumbre de cinco metros de anchura, para uso público que se 
regulará reglamentariamente.

3  Las particularidades del agua, como recurso escaso, irremplazable y fácilmente vulnerable implican la necesidad 
de que los instrumentos jurídicos regulen las instituciones necesarias para su protección y conservación, sobre 
la base de la planificación hidrológica y el reconocimiento de una sola calificación jurídica, como bien de dominio 
público estatal objeto de tratamiento unitario, cualquiera que sea su origen, superficial o subterráneo.
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b) A una zona de policía de 100 metros de anchura en la que se condicionará el uso del 
suelo y las actividades que se desarrollen4.

2.   En las zonas próximas a la desembocadura en el mar, en el entorno inmediato de los 
embalses o cuando las condiciones topográficas o hidrográficas de los cauces y márgenes 
lo hagan necesario para la seguridad de personas y bienes, podrá modificarse la anchura 
de ambas zonas en la forma que reglamentariamente se determine.

Artículo 11. Las zonas inundables

1.   Los terrenos que puedan resultar inundados durante las crecidas no ordinarias de los 
lagos, lagunas, embalses, ríos o arroyos, conservarán la calificación jurídica y la titularidad 
dominical que tuvieren.

2.   Los Organismos de cuenca darán traslado a las Administraciones competentes en 
materia de ordenación del territorio y urbanismo de los datos y estudios disponibles sobre 
avenidas, al objeto de que se tengan en cuenta en la planificación del suelo y, en particular, 
en las autorizaciones de usos que se acuerden en las zonas inundables.

3.   El Gobierno, por Real Decreto, podrá establecer las limitaciones en el uso de las zonas 
inundables que estime necesarias para garantizar la seguridad de las personas y bienes. 
Los Consejos de Gobierno de las Comunidades Autónomas podrán establecer, además, 
normas complementarias de dicha regulación5.

Artículo 20. Materias sometidas a informe preceptivo del Consejo Nacional del Agua

1.   El Consejo Nacional del Agua informará preceptivamente:

a) El proyecto del Plan Hidrológico Nacional, antes de su aprobación por el Gobierno para 
su remisión a las Cortes.

4 El Art. 96 del TRLA regula la Zona de servidumbre y policía en embalses superficiales, lagos y lagunas, 
disponiendo que alrededor de los embalses superficiales, el Organismo de cuenca podrá prever en sus 
proyectos las zonas de servicio, necesarias para su explotación, y que en todo caso, las márgenes de lagos, 
lagunas y embalses quedarán sujetas a las zonas de servidumbre y policía fijadas para las corrientes de agua.

5 La Disposición transitoria primera de la Ley 9/2010, de 30 de julio de Aguas de Andalucía establece a propósito 
de la delimitación técnica de la línea de deslinde: Cuando a los efectos de lo previsto en el artículo 25.4 del Texto 
Refundido de la Ley de Aguas no exista todavía deslinde aprobado definitivamente, la Consejería competente en 
materia de agua comunicará a la Consejería competente en materia de Ordenación del Territorio y a las Entidades 
Locales, para el ejercicio de sus potestades de planeamiento, la delimitación de la línea de deslinde a partir de 
los datos que ya posea. Los planes de ordenación del territorio y urbanismo deberán recoger, en lo que afecte al 
dominio público hidráulico y a las zonas de servidumbre y policía, dicha delimitación técnica de la línea de deslinde, 
no pudiendo emitirse por la Administración del Agua informe de contenido favorable si ello no sucede así.
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b) Los planes hidrológicos de cuenca, antes de su aprobación por el Gobierno.

c) Los proyectos de las disposiciones de carácter general de aplicación en todo el 
territorio nacional relativas a la protección de las aguas y a la ordenación del dominio 
público hidráulico.

d) Los planes y proyectos de interés general de ordenación agraria, urbana, industrial 
y de aprovechamientos energéticos o de ordenación del territorio en tanto afecten 
sustancialmente a la planificación hidrológica o a los usos del agua6.

e) Las cuestiones comunes a dos o más organismos de cuenca en relación con el 
aprovechamiento de recursos hídricos y demás bienes del dominio público hidráulico.

Artículo 25. Colaboración con las Comunidades Autónomas

1.   Los organismos de cuenca y las Comunidades Autónomas podrán establecer una 
mutua colaboración en el ejercicio de sus respectivas competencias, especialmente 
mediante la incorporación de aquéllas a la Junta de Gobierno de dichos organismos, según 
lo determinado en esta Ley.

2.   Los organismos de cuenca podrán celebrar convenios de colaboración con las Comu-
nidades Autónomas, las Administraciones Locales y las Comunidades de usuarios para el 
ejercicio de sus respectivas competencias, conforme a lo dispuesto en la legislación vigente.

3.   Los expedientes que tramiten los organismos de cuenca en el ejercicio de sus compe-
tencias sustantivas sobre la utilización y aprovechamiento del dominio público hidráulico se 
someterán a informe previo de las Comunidades Autónomas para que manifiesten, en el plazo 
y supuestos que reglamentariamente se determinen, lo que estimen oportuno en materias 
de su competencia. Las autorizaciones y concesiones sometidas a dicho trámite de informe 
previo no estarán sujetas a ninguna otra intervención ni autorización administrativa respecto 
al derecho a usar el recurso, salvo que así lo establezca una Ley estatal, sin perjuicio de las 
que sean exigibles por otras Administraciones Públicas en relación a la actividad de que se 
trate o en materia de intervención o uso de suelo. Al mismo trámite de informe se someterán 
los planes, programas y acciones a que se refiere el artículo 24, párrafo f.

4.   Las Confederaciones Hidrográficas emitirán informe previo, en el plazo y supuestos 
que reglamentariamente se determinen, sobre los actos y planes que las Comunidades 
Autónomas hayan de aprobar en el ejercicio de sus competencias, entre otras, en materia 
de medio ambiente, ordenación del territorio y urbanismo7, espacios naturales, pesca, 
montes, regadíos y obras públicas de interés regional, siempre que tales actos y planes 

6 En materia de ordenación del territorio, la Ley 1/1994, de 11 de enero, LOTA; señala como actuaciones 
con incidencia en la ordenación del territorio: “I.10. Planificación regional y subregional de infraestructuras de 
aducción y depuración de aguas.” “II.6. Infraestructuras supramunicipales de aducción y depuración de aguas.”
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afecten al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales o a los usos permitidos 
en terrenos de dominio público hidráulico y en sus zonas de servidumbre y policía, teniendo 
en cuenta a estos efectos lo previsto en la planificación hidráulica y en las planificaciones 
sectoriales aprobadas por el Gobierno.

Cuando los actos o planes de las Comunidades Autónomas o de las entidades locales 
comporten nuevas demandas de recursos hídricos, el informe de la Confederación 
Hidrográfica se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia de recursos 
suficientes para satisfacer tales demandas.

El informe se entenderá desfavorable si no se emite en el plazo establecido al efecto8.

Lo dispuesto en este apartado será también de aplicación a los actos y ordenanzas que 
aprueben las entidades locales en el ámbito de sus competencias, salvo que se trate de 
actos dictados en aplicación de instrumentos de planeamiento que hayan sido objeto del 
correspondiente informe previo de la Confederación Hidrográfica.

Artículo 43. Previsiones de los planes hidrológicos de cuenca

1.   En los planes hidrológicos de cuenca se podrán establecer reservas, de agua y de 
terrenos, necesarias para las actuaciones y obras previstas.

2.   Podrán ser declarados de protección especial determinadas zonas, cuencas o tramos 
de cuencas, acuíferos o masas de agua por sus características naturales o interés 
ecológico, de acuerdo con la legislación ambiental y de protección de la naturaleza. Los 
planes hidrológicos recogerán la clasificación de dichas zonas y las condiciones específicas 
para su protección.

3.   Las previsiones de los planes hidrológicos a que se refieren los apartados anteriores 
deberán ser respetadas en los diferentes instrumentos de ordenación urbanística del 
territorio9.

7  Destacar que cuando los actos o planes de las CCAA o de las EELL comporten nuevas demandas de recursos 
hídricos, el informe de la CH se pronunciará expresamente sobre la existencia o inexistencia de recursos suficientes 
para satisfacer dichas demandas, y que el informe se entenderá desfavorable si no se emite en el plazo establecido 
al efecto. El Art. 17 del RDL 7/2015, que aprueba el Texto Refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación urbana, 
estatal, dispone que en la fase de consultas sobre los instrumentos de ordenación de actuaciones de urbanización, 
deberá recabarse el informe de la Administración hidrológica sobre la existencia de recursos hídricos necesarios 
para satisfacer las nuevas demandas y sobre la protección del dominio público hidráulico.

8  En aplicación de lo establecido en el apartado 4º de la Disposición adicional segunda de la Ley 13/2003, de 
23 de mayo, reguladora del contrato de concesión de obras públicas, este informe, que será emitido en el plazo 
de dos meses, tiene carácter vinculante.

9 La Disposición Adicional Quinta de esta Ley estatal de aguas aclara que lo dispuesto en este artículo se 
aplicarán sin menoscabo de las competencias de las CCAA en materia de ordenación del territorio.
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Artículo 47. Obligaciones de los predios inferiores10

1.   Los predios inferiores están sujetos a recibir las aguas que naturalmente y sin obra del 
hombre desciendan de los predios superiores, así como la tierra o piedra que arrastren en 
su curso. Ni el dueño del predio inferior puede hacer obras que impidan esta servidumbre 
ni el del superior obras que la agraven.

2.   Si las aguas fueran producto de alumbramiento, sobrantes de otros aprovechamientos 
o se hubiese alterado de modo artificial su calidad espontánea, el dueño del predio inferior 
podrá oponerse a su recepción, con derecho a exigir resarcimiento de daños y perjuicios, 
de no existir la correspondiente servidumbre.

Artículo 48. Régimen jurídico de la servidumbre de acueducto

1.   Los organismos de cuenca podrán imponer, con arreglo a lo dispuesto en el 
Código Civil y en el Reglamento de esta Ley, la servidumbre forzosa de acueducto, si el 
aprovechamiento del recurso o su evacuación lo exigiera.

2.   Con arreglo a las mismas normas, los organismos de cuenca podrán imponer las 
servidumbres de saca de agua y abrevadero, de estribo de presa y de parada o partidor, 
así como las de paso, cuando se trate de garantizar el acceso o facilitar el mismo a zona 
de dominio público de los cauces, para usos determinados, incluyendo los deportivos y 
recreativos, y, en general, cuantas servidumbres estén previstas en el Código Civil.

3.   El expediente de constitución de servidumbre deberá reducir, en lo posible, el gravamen 
que la misma implique sobre el predio sirviente.

4.   La variación de las circunstancias que dieron origen a la constitución de una servidumbre 
dará lugar, a instancia de parte, al correspondiente expediente de revisión, que seguirá los 
mismos trámites reglamentarios que los previstos en el de constitución.

5.   El beneficiario de una servidumbre forzosa deberá indemnizar los daños y perjuicios 
ocasionados al predio sirviente de conformidad con la legislación vigente.

Artículo 50. Usos comunes11

1.   Todos pueden, sin necesidad de autorización administrativa y de conformidad con 
lo que dispongan las Leyes y Reglamentos, usar de las aguas superficiales, mientras 

10  Los artículos 47 a 49 de esta Ley estatal de Aguas se ocupan de las servidumbres legales (natural de aguas, 
y de acueducto).
11 La Ley estatal de Aguas recoge la clásica distinción entre el uso común general de las aguas, (art 50) el 
uso especial sujeto a autorización (art.51) y el uso privativo otorgado por la ley (art. 52) o por concesión 
administrativa (art. 59), señalando que el otorgamiento de una concesión no exime al concesionario de la 
obtención de cualquier otro tipo de autorización o licencia que proceda.
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discurren por sus cauces naturales, para beber, bañarse y otros usos domésticos, así 
como para abrevar el ganado.

2.   Estos usos comunes habrán de llevarse a cabo de forma que no se produzca una 
alteración de la calidad y caudal de las aguas. Cuando se trate de aguas que circulen 
por cauces artificiales, tendrán, además, las limitaciones derivadas de la protección del 
acueducto. En ningún caso, las aguas podrán ser desviadas de sus cauces o lechos, 
debiendo respetarse el régimen normal de aprovechamiento.

3.   La protección, utilización y explotación de los recursos pesqueros en aguas 
continentales, así como la repoblación acuícola y piscícola, se regulará por la legislación 
general del medio ambiente y, en su caso, por su legislación específica.

4.   La Ley no ampara el abuso del derecho en la utilización de las aguas ni el desperdicio 
o mal uso de las mismas, cualquiera que fuese el título que se alegare.

Artículo 51. Usos comunes especiales sujetos a declaración responsable

1.   El ejercicio de los siguientes usos comunes especiales requerirá previa declaración 
responsable:

a) La navegación y flotación.

b) El establecimiento de barcas de paso y sus embarcaderos.

c) Cualquier otro uso, no incluido en el artículo anterior, que no excluya la utilización del 
recurso por terceros.

2.   La declaración responsable, a la que se refiere el artículo 3.9 de la Ley 17/2009, 
de 23 de noviembre, sobre el libre acceso de las actividades de servicios y su ejercicio, 
deberá presentarse con un periodo mínimo de antelación de quince días, para que pueda 
comprobarse la compatibilidad de dichos usos con los fines del dominio público hidráulico.

Artículo 52. Formas de adquirir el derecho al uso privativo

1.   El derecho al uso privativo, sea o no consuntivo, del dominio público hidráulico se 
adquiere por disposición legal o por concesión administrativa.

2.   No podrá adquirirse por prescripción el derecho al uso privativo del dominio público 
hidráulico.

Artículo 54. Usos privativos por disposición legal

1.   El propietario de una finca puede aprovechar las aguas pluviales que discurran por ella 
y las estancadas, dentro de sus linderos, sin más limitaciones que las establecidas en la 
presente Ley y las que se deriven del respeto a los derechos de tercero y de la prohibición 
del abuso del derecho.
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2.   En las condiciones que reglamentariamente se establezcan, se podrán utilizar en un 
predio aguas procedentes de manantiales situados en su interior y aprovechar en él aguas 
subterráneas, cuando el volumen total anual no sobrepase los 7.000 metros cúbicos. En 
los acuíferos que hayan sido declarados como sobreexplotados, o en riesgo de estarlo, no 
podrán realizarse nuevas obras de las amparadas por este apartado sin la correspondiente 
autorización.

Artículo 59. Concesión administrativa

1.   Todo uso privativo de las aguas no incluido en el artículo 54 requiere concesión 
administrativa.

2.   Las concesiones se otorgarán teniendo en cuenta la explotación racional conjunta 
de los recursos superficiales y subterráneos, sin que el título concesional garantice la 
disponibilidad de los caudales concedidos.

3.   Si para la realización de las obras de una nueva concesión, fuese necesario modificar 
la toma o captación de otra u otras preexistentes, el organismo de cuenca podrá imponer, 
o proponer en su caso, la modificación, siendo los gastos y perjuicios que se ocasionen a 
cargo del peticionario.

4.   Toda concesión se otorgará según las previsiones de los Planes Hidrológicos, con 
carácter temporal y plazo no superior a setenta y cinco años. Su otorgamiento será 
discrecional, pero toda resolución será motivada y adoptada en función del interés público. 
Las concesiones serán susceptibles de revisión con arreglo a lo establecido en el artículo 
65 de esta Ley.

5.   No obstante lo dispuesto en el apartado 1, los órganos de la Administración Central 
o de las Comunidades Autónomas podrán acceder a la utilización de las aguas previa 
autorización especial extendida a su favor o del Patrimonio del Estado, sin perjuicio de 
terceros.

6.   Cuando para la normal utilización de una concesión fuese absolutamente necesaria la 
realización de determinadas obras, cuyo coste no pueda ser amortizado dentro del tiempo 
que falta por transcurrir hasta el final del plazo de la concesión, éste podrá prorrogarse 
por el tiempo preciso para que las obras puedan amortizarse, con un límite máximo de 
diez años y por una sola vez, siempre que dichas obras no se opongan al Plan Hidrológico 
correspondiente y se acrediten por el concesionario los perjuicios que se le irrogarían en 
caso contrario.

7.   Los caudales ecológicos o demandas ambientales no tendrán el carácter de uso a 
efectos de lo previsto en este artículo y siguientes, debiendo considerarse como una 
restricción que se impone con carácter general a los sistemas de explotación. En todo 
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caso, se aplicará también a los caudales medioambientales la regla sobre supremacía del 
uso para abastecimiento de poblaciones recogida en el párrafo final del apartado 3 del 
artículo 60. Los caudales ecológicos se fijarán en los Planes Hidrológicos de cuenca. Para 
su establecimiento, los organismos de cuenca realizarán estudios específicos para cada 
tramo de río.

8.   El otorgamiento de una concesión no exime al concesionario de la obtención de 
cualquier otro tipo de autorización o licencia que conforme a otras leyes se exija a su 
actividad o instalaciones.
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TITULO PRELIMINAR

Artículo 1.

1.   Es objeto del presente Reglamento el desarrollo de los títulos Preliminar, I, IV, V, VI, 
VII y VIII del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2001, de 20 de julio, en el marco definido en el artículo 1.1 de dicho texto refundido.

Lo dispuesto en el apartado anterior se entenderá, respecto del desarrollo complementario 
del título V, sin perjuicio de lo establecido en el Real Decreto 817/2015, de 11 de 
septiembre, por el que se establecen los criterios de seguimiento y evaluación del estado 
de las aguas superficiales y las normas de calidad ambiental.

2.   Las aguas continentales superficiales, así como las subterráneas renovables, 
integradas todas ellas en el ciclo hidrológico, constituyen un recurso unitario, subordinado 
al interés general, que forma parte del dominio público estatal como dominio público 
hidráulico (art. 1.2 de la LA).

§ 4.2 REGLAMENTO DEL DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO 
 QUE DESARROLLA LOS TÍTULOS PRELIMINAR, I, IV, V, VI, VII Y VIII 
 DEL TEXTO REFUNDIDO DE LA LEY DE AGUAS, APROBADO 
 POR EL REAL DECRETO LEGISLATIVO 1/2001, DE 20 DE JULIO12 

(Selección)

12  Son objeto de este Reglamento las materias reguladas en los títulos Preliminar, I, IV, V, VI y VII de la Ley estatal 
de Aguas, que se refieren a la definición del dominio público hidráulico y a su utilización y protección, incluidos los 
regímenes de policía y económico-financiero del mismo. La importante modificación operada por el RD 683/2016, 
de 9 de diciembre, en parte para adaptarse a la normativa europea y a la jurisprudencia, insiste en la necesidad 
de garantizar el dominio público hidráulico en su doble vertiente como recurso y como hábitat de los ecosistemas 
fluviales. La reforma afecta fundamentalmente a las siguientes materias: riesgos de inundación, a fin de y al 
proceso de planificación de estos riesgos, estableciendo limitaciones a los usos del suelo para la zona inundable; 
regulación de los caudales ecológicos, a fin de preservar un régimen de caudales que preserva la vida piscícola 
que de manera natural pueda habitar en los ríos, así como su vegetación de ribera; reservas hidrológicas por 
motivos ambientales, que se declaran en atención a criterios sencialmente abióticos, hidromorfológicos, de la 
calidad de las aguas, incluido el paisaje; y finalmente se ocupa del régimen jurídico de los vertidos.

 (BOE núm. 103, de 30 de abril de 1986)
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3.   Corresponde al Estado, en los términos que se establecen en la Ley de Aguas y en 
este Reglamento, la planificación hidrológica, a la que deberá someterse toda actuación 
sobre el dominio público hidraulico (art. 1.3 de la LA).

4.   Las aguas minerales y termales se regularán por su legislación específica (art. 1.4 de 
la LA). En el expediente para su calificación como tales se habrá de oír al Ministerio de 
Obras Públicas y Urbanismo a los efectos de su exclusión del ámbito de la Ley de Aguas, 
si procediere.

TITULO I

DEL DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO DEL ESTADO

CAPITULO I

De los bienes que lo integran

Artículo 2.

Constituyen el dominio público hidráulico del Estado, con las salvedades expresamente 
establecidas en la Ley:

a) Las aguas continentales, tanto las superficiales como las subterráneas renovables, 
con independencia del tiempo de renovación.

b) Los cauces de corrientes naturales, continuas o discontinuas.

c) Los lechos de los lagos y lagunas y los de los embalses superficiales en cauces 
públicos.

d) Los acuíferos subterráneos, a los efectos de los actos de disposición o de afección 
de los recursos hidráulicos (art. 2 de la LA).

Artículo 3.

1.   La fase atmosférica del ciclo hidrológico sólo podrá ser modificada artificialmente por 
la Administración del Estado o por aquellos a quienes ésta autorice (art. 3 de la LA).

Toda actuación pública o privada tendente a modificar el régimen de lluvias deberá ser 
aprobada previamente por el Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, a propuesta del 
Organismo de cuenca.

2.   A tal efecto, el Organismo de cuenca, a la vista del proyecto presentado por 
el solicitante, del conocimiento que exista sobre la materia y de los posibles efectos 
negativos sobre las precipitaciones en otras áreas, previo informe del Instituto Nacional de 
Meteorología elevará propuesta al Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo.
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3.   Cuando la modificación de la fase atmosférica del ciclo hidrológico tenga por finalidad 
evitar precipitaciones en forma de granizo o pedrisco, la autorización se otorgará por el 
Organismo de cuenca por un plazo de doce meses, renovables por periodos idénticos.

En la instancia se indicará el alcance de la pretensión y los medios previstos para 
conseguirla. El Organismo de cuenca, previos los asesoramientos que estime oportunos, 
otorgará la autorización con carácter discrecional, pudiendo revocarla en cualquier 
momento si se produjesen resultados no deseados.

4.   Cuando los procedimientos empleados a los efectos de este artículo impliquen la 
utilización de productos o formas de energía con propiedades potencialmente adversas 
para la salud, se requerirá el informe favorable de la Administración Sanitaria para el 
otorgamiento de la autorización.

CAPITULO II

De los cauces, riberas y márgenes

Artículo 4.

1.   Álveo o cauce natural de una corriente continua o discontinua es el terreno cubierto 
por las aguas en las máximas crecidas ordinarias (artículo 4 del texto refundido de la Ley 
de Aguas). La determinación de ese terreno se realizará atendiendo a sus características 
geomorfológicas, ecológicas y teniendo en cuenta las informaciones hidrológicas, hidráulicas, 
fotográficas y cartográficas que existan, así como las referencias históricas disponibles.

2.   En los tramos de cauce donde exista información hidrológica suficiente, se considerará 
caudal de la máxima crecida ordinaria la media de los máximos caudales instantáneos 
anuales en su régimen natural, calculada a partir de las series de datos existentes y 
seleccionando un período que incluirá el máximo número de años posible y será superior 
a diez años consecutivos. Dicho periodo será representativo del comportamiento 
geomorfológicas, ecológicas y referencias históricas disponibles.

En los tramos de cauce en los que no haya información hidrológica suficiente para aplicar 
el párrafo anterior, el caudal de la máxima crecida ordinaria se establecerá a partir de 
métodos hidrológicos e hidráulicos alternativos, y, en especial, a partir de la simulación 
hidrológica e hidráulica de la determinación del álveo o cauce natural y teniendo en 
cuenta el comportamiento hidráulico de la corriente, las características geomorfológicas, 
ecológicas y referencias históricas disponibles13.

13  Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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Artículo 5.

1.   Son de dominio privado los cauces por los que ocasionalmente discurran aguas 
pluviales, en tanto atraviesen, desde su origen, únicamente fincas de dominio particular.

2.   El dominio privado de estos cauces no autoriza hacer en ellos labores ni construir 
obras que puedan hacer variar el curso natural de las aguas en perjuicio del interés público 
o de tercero, o cuya destrucción por la fuerza de las avenidas pueda ocasionar daños a 
personas o cosas (art. 5 de la LA).

Artículo 6.

1.   Se entiende por riberas las fajas laterales de los cauces públicos situadas por encima 
del nivel de aguas bajas y por márgenes los terrenos que lindan con los cauces.

2.   La protección del dominio público hidráulico tiene como objetivos fundamentales los 
enumerados en el artículo 92 del texto refundido de la Ley de Aguas. Sin perjuicio de las 
técnicas específicas dedicadas al cumplimiento de dichos objetivos, las márgenes de los 
terrenos que lindan con dichos cauces están sujetas en toda su extensión longitudinal:

a) A una zona de servidumbre de cinco metros de anchura para uso público, que se 
regula en este reglamento.

b) A una zona de policía de cien metros de anchura, en la que se condicionará el uso del 
suelo y las actividades que en él se desarrollen.

3.   La regulación de dichas zonas tiene como finalidad la consecución de los objetivos de 
preservar el estado del dominio público hidráulico, prevenir el deterioro de los ecosistemas 
acuáticos, contribuyendo a su mejora, y proteger el régimen de las corrientes en avenidas, 
favoreciendo la función de los terrenos colindantes con los cauces en la laminación de 
caudales y carga sólida transportada.

4.   En las zonas próximas a la desembocadura en el mar, en el entorno inmediato de los 
embalses o cuando las condiciones topográficas o hidrográficas de los cauces y márgenes 
lo hagan necesario para la seguridad de personas y bienes, podrá modificarse la anchura 
de dichas zonas en la forma que se determina en este Reglamento.

Artículo 7.

1.   La zona de servidumbre para uso público definida en el artículo anterior tendrá los 
fines siguientes:

a) Protección del ecosistema fluvial y del dominio público hidráulico.

b) Paso público peatonal y para el desarrollo de los servicios de vigilancia, conservación 
y salvamento, salvo que por razones ambientales o de seguridad el organismo de 
cuenca considere conveniente su limitación.
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c) Varado y amarre de embarcaciones de forma ocasional y en caso de necesidad.

2.   Los propietarios de estas zonas de servidumbre podrán libremente sembrar y plantar 
especies no arbóreas, siempre que no deterioren el ecosistema fluvial o impidan el paso 
señalado en el apartado anterior.

Las talas o plantaciones de especies arbóreas requerirán autorización del organismo de 
cuenca.

3.   Con carácter general no se podrá realizar ningún tipo de construcción en esta zona 
salvo que resulte conveniente o necesaria para el uso del dominio público hidráulico o 
para su conservación y restauración. Solo podrán autorizarse edificaciones en zona de 
servidumbre en casos muy justificados.

Las edificaciones que se autoricen se ejecutarán en las condiciones menos desfavorables 
para la propia servidumbre y con la mínima ocupación de la misma, tanto en su suelo 
como en su vuelo. Deberá garantizarse la efectividad de la servidumbre, procurando su 
continuidad o su ubicación alternativa y la comunicación entre las áreas de su trazado que 
queden limitadas o cercenadas por aquélla.

Artículo 8.

Por razones topográficas, hidrográficas, o si lo exigieran las características de la 
concesión de un aprovechamiento hidráulico, podrá modificarse la zona de servidumbre. 
La modificación se hará por causas justificadas de exigencia del uso público, previa la 
tramitación de un expediente en el que se oirá al propietario del terreno y, en su caso, al 
titular de la concesión, determinándose la correspondiente indemnización de acuerdo con 
la legislación de expropiación forzosa, si procediera.

Artículo 9.

1.   En la zona de policía de 100 metros de anchura medidos horizontalmente a partir del 
cauce quedan sometidos a lo dispuesto en este Reglamento las siguientes actividades y 
usos del suelo:

a) Las alteraciones sustanciales del relieve natural del terreno.

b) Las extracciones de áridos.

c) Las construcciones de todo tipo, tengan carácter definitivo o provisional.

d) Cualquier otro uso o actividad que suponga un obstáculo para la corriente en régimen 
de avenidas o que pueda ser causa de degradación o deterioro del estado de la masa 
de agua, del ecosistema acuático, y en general, del dominio público hidráulico.

2. Sin perjuicio de la modificación de los límites de la zona de policía, cuando concurra alguna 
de las causas señaladas en el artículo 6.2 del Texto Refundido de la Ley de Aguas (TRLA), la 
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zona de policía podrá ampliarse, si ello fuese necesario, para incluir la zona o zonas donde se 
concentra preferentemente el flujo, al objeto específico de proteger el régimen de corrientes 
en avenidas, y reducir el riesgo de producción de daños en personas y bienes. En estas zonas 
o vías de flujo preferente sólo podrán ser autorizadas aquellas actividades no vulnerables 
frente a las avenidas y que no supongan una reducción significativa de la capacidad de 
desagüe de dichas zonas, en los términos previsto en los artículos 9 bis, 9 ter y 9 quáter.

La zona de flujo preferente es aquella zona constituida por la unión de la zona o zonas donde 
se concentra preferentemente el flujo durante las avenidas, o vía de intenso desagüe, y 
de la zona donde, para la avenida de 100 años de periodo de retorno, se puedan producir 
graves daños sobre las personas y los bienes, quedando delimitado su límite exterior 
mediante la envolvente de ambas zonas.

A los efectos de la aplicación de la definición anterior, se considerará que pueden producirse 
graves daños sobre las personas y los bienes cuando las condiciones hidráulicas durante 
la avenida satisfagan uno o más de los siguientes criterios:

a) Que el calado sea superior a 1 m.

b) Que la velocidad sea superior a 1 m/s.

c) Que el producto de ambas variables sea superior a 0,5 m2/s.

Se entiende por vía de intenso desagüe la zona por la que pasaría la avenida de 100 años 
de periodo de retorno sin producir una sobreelevación mayor que 0,3 m, respecto a la 
cota de la lámina de agua que se produciría con esa misma avenida considerando toda la 
llanura de inundación existente. La sobreelevación anterior podrá, a criterio del organismo 
de cuenca, reducirse hasta 0,1 m cuando el incremento de la inundación pueda producir 
graves perjuicios o aumentarse hasta 0,5 m en zonas rurales o cuando el incremento de 
la inundación produzca daños reducidos.

En la delimitación de la zona de flujo preferente se empleará toda la información de índole 
histórica y geomorfológica existente, a fin de garantizar la adecuada coherencia de los 
resultados con las evidencias físicas disponibles sobre el comportamiento hidráulico del río14.

3.   La modificación de los límites de la zona de policía, cuando concurra alguna de las 
causas señaladas en el apartado 2 del presente artículo, solo podrá ser promovida por la 
Administración General del Estado, autonómica o local.

La competencia para acordar la modificación corresponderá al organismo de cuenca, 
debiendo instruir al efecto el oportuno expediente en el que deberá practicarse el trámite 
de información pública y el de audiencia a los ayuntamientos y comunidades autónomas 

14 Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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en cuyo territorio se encuentren los terrenos gravados y a los propietarios afectados. 
La resolución deberá ser motivada y publicada, al menos, en el Boletín Oficial de las 
provincias afectadas.

4.   La ejecución de cualquier obra o trabajo en la zona de policía de cauces precisará 
autorización administrativa previa del organismo de cuenca, sin perjuicio de los supuestos 
especiales regulados en este Reglamento. Dicha autorización será independiente de cualquier 
otra que haya de ser otorgada por los distintos órganos de las Administraciones públicas.

Artículo 9 bis. Limitaciones a los usos en la zona de flujo preferente en suelo 
rural15

Con el objeto de garantizar la seguridad de las personas y bienes, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 11.3 del TRLA, y sin perjuicio de las normas complementarias que 
puedan establecer las comunidades autónomas, se establecen las siguientes limitaciones 
en los usos del suelo en la zona de flujo preferente:

1.   En los suelos que se encuentren en la fecha de entrada en vigor del Real Decreto 
638/2016, de 9 de diciembre, en la situación básica de suelo rural del texto refundido de 
la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, 
de 30 de octubre, no se permitirá la instalación de nuevas:

a) Instalaciones que almacenen, transformen, manipulen, generen o viertan productos 
que pudieran resultar perjudiciales para la salud humana y el entorno (suelo, agua, 
vegetación o fauna) como consecuencia de su arrastre, dilución o infiltración, en parti-
cular estaciones de suministro de carburante, depuradoras industriales, almacenes de 
residuos, instalaciones eléctricas de media y alta tensión; o centros escolares o sani-
tarios, residencias de personas mayores, o de personas con discapacidad, centros 
deportivos o grandes superficies comerciales donde puedan darse grandes aglomera-
ciones de población; o parques de bomberos, centros penitenciarios, instalaciones de 
los servicios de Protección Civil.

b) Edificaciones, obras de reparación o rehabilitación que supongan un incremento de 
la ocupación en planta o del volumen de edificaciones existentes, cambios de uso 
que incrementen la vulnerabilidad de la seguridad de las personas o bienes frente a 
las avenidas, garajes subterráneos, sótanos y cualquier edificación bajo rasante e 
instalaciones permanentes de aparcamientos de vehículos en superficie.

c) Acampadas, zonas destinadas al alojamiento en los campings y edificios de usos 
vinculados.

15 Introducido por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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d) Depuradoras de aguas residuales urbanas, salvo en aquellos casos en los que 
se compruebe que no existe una ubicación alternativa o, en el caso de pequeñas 
poblaciones, que sus sistemas de depuración sean compatibles con las inundaciones. 
En estos casos excepcionales, se diseñarán teniendo en cuenta, además de los 
requisitos previstos en los artículos 246 y 259 ter, el riesgo de inundación existente, 
incluyendo medidas que eviten los eventuales daños que puedan originarse en sus 
instalaciones y garantizando que no se incremente el riesgo de inundación en el 
entorno inmediato, ni aguas abajo. Además se informará al organismo de cuenca 
de los puntos de desbordamiento en virtud de la disposición adicional segunda. 
Quedan exceptuadas las obras de conservación, mejora y protección de las ya 
existentes.

e) Invernaderos, cerramientos y vallados que no sean permeables, tales como los cierres 
de muro de fábrica estancos de cualquier clase.

f) Granjas y criaderos de animales que deban estar incluidos en el Registro de 
explotaciones ganaderas.

g) Rellenos que modifiquen la rasante del terreno y supongan una reducción significativa 
de la capacidad de desagüe. Este supuesto no es de aplicación a los rellenos 
asociados a las actuaciones contempladas en el artículo 126 ter, que se regirán por 
lo establecido en dicho artículo.

h) Acopios de materiales que puedan ser arrastrados o puedan degradar el dominio 
público hidráulico o almacenamiento de residuos de todo tipo.

i) Infraestructuras lineales diseñadas de modo tendente al paralelismo con el cauce. 
Excepcionalmente, cuando se demuestre en que no existe otra alternativa viable 
de trazado, podrá admitirse una ocupación parcial de la zona de flujo preferente, 
minimizando siempre la alteración del régimen hidráulico y que se compense, en su 
caso, el incremento del riesgo de inundación que eventualmente pudiera producirse. 
Quedan exceptuadas las infraestructuras de saneamiento, abastecimiento y otras 
canalizaciones subterráneas así como las obras de conservación, mejora y protección 
de infraestructuras lineales ya existentes. Las obras de protección frente a inundaciones 
se regirán por lo establecido en los artículos 126, 126 bis y 126 ter.

2.   Excepcionalmente se permite la construcción de pequeñas edificaciones destinadas 
a usos agrícolas con una superficie máxima de 40 m2, la construcción de las obras 
necesarias asociadas a los aprovechamientos reconocidos por la legislación de aguas, 
y aquellas otras obras destinadas a la conservación y restauración de construcciones 
singulares asociadas a usos tradicionales del agua, siempre que se mantenga su uso 
tradicional y no permitiendo, en ningún caso, un cambio de uso salvo el acondicionamiento 
museístico, siempre que se reúnan los siguientes requisitos:

a) No represente un aumento de la vulnerabilidad de la seguridad de las personas o 
bienes frente a las avenidas.
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b) Que no se incremente de manera significativa la inundabilidad del entorno inmediato, ni 
aguas abajo, ni se condicionen las posibles actuaciones de defensa contra inundaciones 
de la zona urbana. Se considera que se produce un incremento significativo de la 
inundabilidad cuando a partir de la información obtenida de los estudios hidrológicos e 
hidráulicos, que en caso necesario sean requeridos para su autorización y que definan 
la situación antes de la actuación prevista y después de la misma, no se deduzca un 
aumento de la zona inundable en terrenos altamente vulnerables.

3.   Toda actuación en la zona de flujo preferente deberá contar con una declaración 
responsable, presentada ante la Administración hidráulica competente e integrada, en su 
caso, en la documentación del expediente de autorización, en la que el promotor exprese 
claramente que conoce y asume el riesgo existente y las medidas de protección civil 
aplicables al caso, comprometiéndose a trasladar esa información a los posibles afectados, 
con independencia de las medidas complementarias que estime oportuno adoptar para 
su protección. Dicha declaración será independiente de cualquier autorización o acto de 
intervención administrativa previa que haya de ser otorgada por los distintos órganos de 
las Administraciones públicas, con sujeción, al menos, a las limitaciones de uso que se 
establecen en este artículo. En particular, estas actuaciones deberán contar con carácter 
previo a su realización, según proceda, con la autorización en la zona de policía en los 
términos previstos en el artículo 78 o con el informe de la Administración hidráulica de 
conformidad con el artículo 25.4 del TRLA (en tal caso, a menos que el correspondiente 
Plan de Ordenación Urbana, otras figuras de ordenamiento urbanístico o planes de 
obras de la Administración, hubieran sido informados y hubieran recogido las oportunas 
previsiones formuladas al efecto). La declaración responsable deberá presentarse ante 
la Administración hidráulica con una antelación mínima de un mes antes del inicio de la 
actividad en los casos en que no haya estado incluida en un expediente de autorización.

4.   Para los supuestos excepcionales anteriores, y para las edificaciones ya existentes, 
las administraciones competentes fomentarán la adopción de medidas de disminución 
de la vulnerabilidad y autoprotección, todo ello de acuerdo con lo establecido en la Ley 
17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil y la normativa de las 
comunidades autónomas.

Artículo 9 ter. Obras y construcciones en la zona de flujo preferente en suelos en 
situación básica de suelo urbanizado16

1.   En el suelo que se encuentre en la fecha de entrada en vigor del Real Decreto 638/2016, 
de 9 de diciembre, en la situación básica de suelo urbanizado de acuerdo con el artículo 
21.3 y 4 del texto refundido de la Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana, se podrán realizar 
nuevas edificaciones, obras de reparación o rehabilitación que supongan un incremento de 

16 Introducido por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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la ocupación en planta o del volumen de edificaciones existentes, cambios de uso, garajes 
subterráneos, sótanos y cualquier edificación bajo rasante e instalaciones permanentes de 
aparcamientos de vehículos en superficie, siempre que se reúnan los siguientes requisitos 
y sin perjuicio de las normas adicionales que establezcan las comunidades autónomas:

a) No representen un aumento de la vulnerabilidad de la seguridad de las personas o 
bienes frente a las avenidas, al haberse diseñado teniendo en cuenta el riesgo al que 
están sometidos.

b) Que no se incremente de manera significativa la inundabilidad del entorno inmediato ni 
aguas abajo, ni se condicionen las posibles actuaciones de defensa contra inundaciones 
de la zona urbana. Se considera que se produce un incremento significativo de la 
inundabilidad cuando a partir de la información obtenida de los estudios hidrológicos e 
hidráulicos, que en caso necesario sean requeridos para su autorización y que definan 
la situación antes de la actuación prevista y después de la misma, no se deduzca un 
aumento de la zona inundable en terrenos altamente vulnerables.

c) Que no se traten de nuevas instalaciones que almacenen, transformen, manipulen, ge-
neren o viertan productos que pudieran resultar perjudiciales para la salud humana y el 
entorno (suelo, agua, vegetación o fauna) como consecuencia de su arrastre, dilución o 
infiltración, en particular estaciones de suministro de carburante, depuradoras industria-
les, almacenes de residuos, instalaciones eléctricas de media y alta tensión.

d) Que no se trate de nuevos centros escolares o sanitarios, residencias de personas 
mayores, o de personas con discapacidad, centros deportivos o grandes superficies 
comerciales donde puedan darse grandes aglomeraciones de población.

e) Que no se trate de nuevos parques de bomberos, centros penitenciarios o instalaciones 
de los servicios de Protección Civil.

f) Las edificaciones de carácter residencial se diseñarán teniendo en cuenta el riesgo 
y el tipo de inundación existente y los nuevos usos residenciales se dispondrán a 
una cota tal que no se vean afectados por la avenida con periodo de retorno de 500 
años. Podrán disponer de garajes subterráneos y sótanos, siempre que se garantice 
la estanqueidad del recinto para la avenida de 500 años de período de retorno, y 
que se realicen estudios específicos para evitar el colapso de las edificaciones, 
todo ello teniendo en cuenta la carga sólida transportada y que además dispongan 
de respiraderos y vías de evacuación por encima de la cota de dicha avenida. Se 
deberá tener en cuenta, en la medida de lo posible, su accesibilidad en situación de 
emergencia por inundaciones.

2.   Además de lo exigido en el artículo 9 bis.3, con carácter previo al inicio de las obras, 
el promotor deberá disponer del certificado del Registro de la Propiedad en el que se 
acredite que existe anotación registral indicando que la construcción se encuentra en zona 
de flujo preferente.
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3.   Para los supuestos excepcionales anteriores, y para las edificaciones ya existentes, 
las administraciones competentes fomentarán la adopción de medidas de disminución 
de la vulnerabilidad y autoprotección, todo ello de acuerdo con lo establecido en la Ley 
17/2015, de 9 de julio, del Sistema Nacional de Protección Civil y la normativa de las 
comunidades autónomas.

Artículo 9 quáter. Régimen especial en municipios con más de 1/3 de su 
superficie incluida en la zona de flujo preferente17

1.   En los municipios en que al menos un 1/3 de su superficie esté incluida en la zona de 
flujo preferente o que por la morfología de su territorio tengan una imposibilidad material 
para orientar sus futuros desarrollos hacia zonas no inundables, se podrá permitir como 
régimen especial la realización de nuevas edificaciones o usos asociados en la zona de 
flujo adicionales que establezcan las comunidades autónomas:

a) Estén ubicados fuera de la zona de policía.

b) No incrementen de manera significativa el riesgo de inundación existente. Se considera 
que se produce un incremento significativo del riesgo de inundación cuando a partir 
de la información obtenida de los estudios hidrológicos e hidráulicos, que en caso 
necesario sean requeridos para su autorización y que definan la situación antes de 
la actuación prevista y después de la misma, no se deduzca un aumento de la zona 
inundable en terrenos altamente vulnerables.

c) No representen un aumento de la vulnerabilidad de la seguridad de las personas o 
bienes frente a las avenidas, al haberse diseñado teniendo en cuenta el riesgo al que 
están sometidos, cumpliendo además con lo establecido en el artículo 9 ter.1.f).

d) No se permitirá la construcción de instalaciones que se encuentren entre las contenidas 
en el artículo 9 bis.1.a), e) y h), ni grandes superficies comerciales donde puedan 
darse grandes aglomeraciones de población.

e) No se permitirá, salvo que cuando con carácter excepcional se demuestre que no existe 
otra alternativa de ubicación, el nuevo establecimiento de servicios o equipamientos 
sensibles o infraestructuras públicas esenciales para el núcleo urbano tales como: 
hospitales, centros escolares o sanitarios, residencias de personas mayores o de 
personas con discapacidad, centros deportivos, parques de bomberos, depuradoras, 
instalaciones de los servicios de Protección Civil o similares. Para estos casos 
excepcionales, las infraestructuras requeridas no deberán incrementar de manera 
significativa la inundabilidad del entorno inmediato ni aguas abajo, de forma que no 

17 Introducido por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre)
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se produzca un aumento de la zona inundable en terrenos altamente vulnerables. 
Igualmente, no condicionarán las posibles actuaciones de defensa contra inundaciones 
de la zona urbana, ni representarán un aumento de la vulnerabilidad de la seguridad de 
las personas o bienes frente a las avenidas, al haberse diseñado teniendo en cuenta 
el riesgo al que están sometidas, cumpliendo además con lo establecido en el artículo 
9 ter.1.f); para ello se realizarán los oportunos estudios hidrológicos e hidráulicos que 
definan la situación antes de la actuación prevista y después de la misma.

2.   Además de lo exigido en el artículo 9 bis.3, con carácter previo al inicio de las obras, 
el promotor deberá disponer del certificado del Registro de la Propiedad en el que se 
acredite que existe anotación registral indicando que la construcción se encuentra en zona 
de flujo preferente.

3.   Para los supuestos anteriores, y para las edificaciones ya existentes, las administracio-
nes competentes fomentarán la adopción de medidas de disminución de la vulnerabilidad y 
autoprotección, todo ello de acuerdo con lo establecido en la Ley 17/2015, de 9 de julio, 
del Sistema Nacional de Protección Civil y la normativa de las comunidades autónomas.

Artículo 10. Gestión de los episodios de avenidas e inundaciones18

1.   Podrán realizarse en caso de urgencia trabajos de protección de carácter provisional 
en las márgenes de los cauces. Serán responsables de los eventuales daños que pudieran 
derivarse de dichas obras los propietarios o en su caso los promotores que las hayan 
construido.

2.   La realización de los citados trabajos en la zona de policía deberá ser puesta en 
conocimiento del organismo de cuenca en el plazo de quince días, al objeto de que éste, a 
la vista de los mismos y de las circunstancias que los motivaron, pueda resolver sobre su 
legalización o demolición de conformidad con el artículo 78.

3.   En la gestión de una avenida, en la operación de los órganos de desagüe de los 
embalses de la cuenca se procederá de acuerdo con lo establecido en el artículo 49 
del Reglamento de la Administración Pública del Agua y de la planificación hidrológica 
aprobado por Real Decreto 927/1988, de 29 de julio, y con las obligaciones establecidas 
para los titulares de presas y embalses en el artículo 367 de este Reglamento.

4.   Con el fin de minimizar, en la medida de lo posible, los daños aguas abajo de los 
embalses existentes, en el conjunto de operaciones destinadas a la gestión de una 
avenida en un determinado tramo de río situado aguas abajo de un embalse, o sistema de 
embalses, las maniobras de los órganos de desagüe se realizarán con el objetivo de que 
el caudal máximo desaguado no supere, a lo largo del periodo de duración de la avenida, 

18 Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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al máximo caudal de entrada estimado en dicho período, sin perjuicio de las maniobras 
que se realicen con el objetivo de aumentar la capacidad de regulación del embalse o su 
propia seguridad mediante desembalses preventivos ni de las obligaciones derivadas del 
cumplimiento del régimen de caudales ecológicos.

Artículo 11.

Las situaciones jurídicas derivadas de las modificaciones naturales de los cauces se 
regirán por lo dispuesto en la legislación civil. En cuanto a las modificaciones que se 
originen por las obras legalmente autorizadas, se estará a lo establecido en la concesion 
o autorización correspondiente (art. 8 de la LA).

CAPITULO LII

De los lagos, lagunas, embalses y terrenos inundables

Artículo 12.

1.   Lecho o fondo de los lagos o lagunas es el terreno que ocupan sus aguas en las 
épocas en que alcanzan su mayor nivel ordinario.

2.   Lecho o fondo de un embalse superficial es el terreno cubierto por las aguas cuando 
éstas alcanzan su mayor nivel a consecuencia de las máximas crecidas ordinarias de los 
ríos que lo alimentan (art. 9 de la LA).

Artículo 13.

Las charcas situadas en predios de propiedad privada se considerarán como parte 
integrante de los mismos, siempre que se destinen al servicio exclusivo de tales predios 
(art. 10 de la LA).

Artículo 14.

1.   Se considera zona inundable los terrenos que puedan resultar inundados por los niveles 
teóricos que alcanzarían las aguas en las avenidas cuyo período estadístico de retorno sea de 
500 años, atendiendo a estudios geomorfológicos, hidrológicos e hidráulicos, así como de 
series de avenidas históricas y documentos o evidencias históricas de las mismas en los la-
gos, lagunas, embalses, ríos o arroyos. Estos terrenos cumplen labores de retención o alivio 
de los flujos de agua y carga sólida transportada durante dichas crecidas o de resguardo con-
tra la erosión. Estas zonas se declararán en los lagos, lagunas, embalses, ríos o arroyos19.

19 Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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La calificación como zonas inundables no alterará la calificación jurídica y la titularidad 
dominical que dichos terrenos tuviesen.

2.   Los organismos de cuenca darán traslado a las Administraciones competentes en 
materia de ordenación del territorio y urbanismo de los datos y estudios disponibles sobre 
avenidas, al objeto de que se tengan en cuenta en la planificación del suelo, y en particular, 
en las autorizaciones de usos que se acuerden en las zonas inundables.

De igual manera los organismos de cuenca trasladarán al Catastro inmobiliario así como a las 
Administraciones competentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo los deslin-
des aprobados definitivamente, o las delimitaciones de los mismos basadas en los estudios 
realizados, así como de las zonas de servidumbre y policía, al objeto de que sean incorpora-
dos en el catastro y tenidos en cuenta en el ejercicio de sus potestades sobre ordenación del 
territorio y planificación urbanística, o en la ejecución del planeamiento ya aprobado.

3.   El conjunto de estudios de inundabilidad realizados por el Ministerio de Medio Ambiente 
y sus organismos de cuenca configurarán el Sistema Nacional de Cartografía de Zonas 
Inundables, que deberá desarrollarse en colaboración con las correspondientes comunidades 
autónoma, y, en su caso, con las administraciones locales afectadas. En esta cartografía, 
además de la zona inundable, se incluirá de forma preceptiva la delimitación de los cauces 
públicos y de las zonas de servidumbre y policía, incluyendo las vías de flujo preferente.

La información contenida en el Sistema Nacional de Cartografía de las Zonas Inundables 
estará a disposición de los órganos de la Administración estatal, autonómica y local.

Se dará publicidad al Sistema Nacional de Cartografía de Zonas Inundables de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los derechos de 
acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en materia de 
medio ambiente.

Artículo 14 bis. Limitaciones a los usos del suelo en la zona inundable20

Con el objeto de garantizar la seguridad de las personas y bienes, de conformidad con 
lo previsto en el artículo 11.3 del texto refundido de la Ley de Aguas, y sin perjuicio 
de las normas complementarias que puedan establecer las comunidades autónomas, se 
establecen las siguientes limitaciones en los usos del suelo en la zona inundable:

1.   Las nuevas edificaciones y usos asociados en aquellos suelos que se encuentren en 
situación básica de suelo rural en la fecha de entrada en vigor del Real Decreto 638/2016, 
de 9 de diciembre, se realizarán, en la medida de lo posible, fuera de las zonas inundables.

20 Introducido por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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En aquellos casos en los que no sea posible, se estará a lo que al respecto establezcan, en 
su caso, las normativas de las comunidades autónomas, teniendo en cuenta lo siguiente:

a) Las edificaciones se diseñarán teniendo en cuenta el riesgo de inundación existente y 
los nuevos usos residenciales se dispondrán a una cota tal que no se vean afectados 
por la avenida con periodo de retorno de 500 años, debiendo diseñarse teniendo 
en cuenta el riesgo y el tipo de inundación existente. Podrán disponer de garajes 
subterráneos y sótanos, siempre que se garantice la estanqueidad del recinto para 
la avenida de 500 años de período de retorno, se realicen estudios específicos para 
evitar el colapso de las edificaciones, todo ello teniendo en cuenta la carga sólida 
transportada, y además se disponga de respiraderos y vías de evacuación por encima 
de la cota de dicha avenida. Se deberá tener en cuenta su accesibilidad en situación 
de emergencia por inundaciones.

b) Se evitará el establecimiento de servicios o equipamientos sensibles o infraestructuras 
públicas esenciales tales como, hospitales, centros escolares o sanitarios, residencias 
de personas mayores o de personas con discapacidad, centros deportivos o 
grandes superficies comerciales donde puedan darse grandes aglomeraciones de 
población, acampadas, zonas destinadas al alojamiento en los campings y edificios 
de usos vinculados, parques de bomberos, centros penitenciarios, depuradoras, 
instalaciones de los servicios de Protección Civil, o similares. Excepcionalmente, 
cuando se demuestre que no existe otra alternativa de ubicación, se podrá permitir su 
establecimiento, siempre que se cumpla lo establecido en el apartado anterior y se 
asegure su accesibilidad en situación de emergencia por inundaciones.

2.   En aquellos suelos que se encuentren a en la fecha de entrada en vigor del Real 
Decreto 638/2016, de 9 de diciembre, en la situación básica de suelo urbanizado, podrá 
permitirse la construcción de nuevas edificaciones, teniendo en cuenta, en la medida de lo 
posible, lo establecido en las letras a) y b) del apartado 1.

3.   Para los supuestos anteriores, y para las edificaciones ya existentes, las administraciones 
competentes fomentarán la adopción de medidas de disminución de la vulnerabilidad y 
autoprotección, todo ello de acuerdo con lo establecido en la Ley 17/2015, de 9 de julio, 
del Sistema Nacional de Protección Civil y la normativa de las comunidades autónomas. 
Asimismo, el promotor deberá suscribir una declaración responsable en la que exprese 
claramente que conoce y asume el riesgo existente y las medidas de protección civil 
aplicables al caso, comprometiéndose a trasladar esa información a los posibles afectados, 
con independencia de las medidas complementarias que estime oportuno adoptar para 
su protección. Esta declaración responsable deberá estar integrada, en su caso, en la 
documentación del expediente de autorización. En los casos en que no haya estado incluida 
en un expediente de autorización de la administración hidráulica, deberá presentarse ante 
ésta con una antelación mínima de un mes antes del inicio de la actividad obras, el promotor 
deberá disponer del certificado del Registro de la Propiedad en el que se acredite que existe 
anotación registral indicando que la construcción se encuentra en zona inundable.
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5.   En relación con las zonas inundables, se distinguirá entre aquéllas que están incluidas 
dentro de la zona de policía que define el artículo 6.1.b) del TRLA, en la que la ejecución 
de cualquier obra o trabajo precisará autorización administrativa de los organismos de 
cuenca de acuerdo con el artículo 9.4, de aquellas otras zonas inundables situadas fuera 
de dicha zona de policía, en las que las actividades serán autorizadas por la administración 
competente con sujeción, al menos, a las limitaciones de uso que se establecen en 
este artículo, y al informe que emitirá con carácter previo la Administración hidráulica 
de conformidad con el artículo 25.4 del TRLA, a menos que el correspondiente Plan de 
Ordenación Urbana, otras figuras de ordenamiento urbanístico o planes de obras de la 
Administración, hubieran sido informados y hubieran recogido las oportunas previsiones 
formuladas al efecto.

CAPITULO IV

De los acuíferos subterráneos

Artículo 15.

1.   Se entiende por acuíferos, terrenos acuíferos o acuíferos subterráneos aquellas forma-
ciones geológicas que contienen agua, o la han contenido y por las cuales el agua puede fluir.

2.   El dominio público de los acuíferos o formaciones geológicas por las que circulan 
aguas subterráneas, se entiende sin perjuicio de que el propietario del fundo pueda realizar 
cualquier obra que no tenga por finalidad la extracción o aprovechamiento del agua ni 
perturbe su régimen ni deteriore su calidad, con la salvedad prevista en el apartado 2 del 
artículo 52 de la Ley de Aguas (art. 12 de la LA).

TITULO II

DE LA UTILIZACIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO

CAPÍTULO PRELIMINAR

Definiciones

Artículo 15 bis. Definiciones21

A los efectos de este título se entiende por:

a) Altura geométrica o desnivel máximo: máxima diferencia de cotas entre el nivel de 
agua del embalse/balsa superior e inferior en una central hidroeléctrica reversible.

21 Introducido por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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b) Aprovechamiento de aguas: derecho a utilizar un volumen determinado de agua que se 
toma de uno o varios puntos, para uno o varios usos, dentro de una misma concesión 
o derecho al uso privativo de las aguas.

c) Asiento: cada uno de los apuntes que se realizan sobre una inscripción del Registro de 
Aguas y que refleja los cambios que se han ido produciendo en el historial administrativo 
de un aprovechamiento.

d) Capacidad útil de una balsa o embalse: volumen de agua almacenado entre los niveles 
de aguas mínimo y el máximo ordinario en condiciones normales de explotación.

e) Captación: toma, derivación o extracción, directa o indirecta, de un caudal de agua en 
dominio público hidráulico que podrá tener procedencia superficial o subterránea y que 
se lleva a cabo en un lugar denominado punto de captación. Asociada a la captación 
principal en dominio público hidráulico, podrán existir una o varias captaciones 
secundarias de agua o subtomas, a través de las infraestructuras u obras hidráulicas 
asociadas al aprovechamiento (canales, acequias, balsas, depósitos…).

f) Caudal de mantenimiento concesional: caudal a respetar para garantizar en el tiempo 
y el espacio el régimen de caudales ecológicos establecido en el tramo de río donde 
radica un aprovechamiento de aguas.

g) Caudal máximo instantáneo de captación: volumen que atraviesa el punto de captación 
durante el instante de mayor detracción o derivación, adoptando como unidad de 
tiempo el segundo.

h) Caudal unitario máximo: caudal turbinado por una unidad operando con salto crítico y 
apertura total.

i) Caudal unitario nominal: caudal turbinado por una unidad operando con salto nominal 
y apertura total.

j) Cota: altitud referida al sistema de referencia altimétrico definido en el Real Decreto 
1071/2007, de 27 de julio, por el que se regula el sistema geodésico de referencia 
oficial en España.

k) Jornada restringida: número máximo de horas diarias que se permiten extraer o 
derivar aguas de dominio público hidráulico en el punto de captación.

l) Modulación: distribución temporal del volumen máximo anual de aguas derivado en el 
punto de captación en la unidad temporal correspondiente.

m) Notas marginales: notas que acreditan circunstancias que atañen a la inscripción 
principal cuyo objeto es facilitar la mecánica del Registro no formando parte de la 
inscripción registral y, por tanto, tampoco son objeto de certificación.

n) Potencia máxima instalada: potencia global que entrega el conjunto de grupos de una 
central hidroeléctrica operando con salto máximo y apertura total.
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o) Potencia nominal de una turbina: potencia que se entrega cuando la turbina opera con 
salto nominal y apertura total.

p) Predio: porción de terreno delimitada cuya propiedad pertenece a una sola persona o 
a varias en pro indiviso.

q) Repositorio electrónico de inscripciones: depósito o archivo en donde se almacenará y 
mantendrá la información de cada inscripción digital, constituido por una plataforma de 
almacenamiento que cumple con los requisitos de autenticidad, integridad, fiabilidad, 
disponibilidad, imposibilidad de eliminación y conservación de forma indefinida de 
cada documento.

r) Salto bruto: diferencia de cotas entre el nivel del agua en el punto de toma y el punto 
en que el agua se reintegra al río.

s) Salto crítico: salto neto para el cual la potencia que entrega una turbina operando con 
apertura total proporciona la capacidad nominal del alternador.

t) Salto máximo: salto neto correspondiente al nivel máximo normal de embalse y al nivel 
de agua en el punto de restitución con una turbina en operación.

u) Salto neto: diferencia entre el salto bruto y las pérdidas de carga que se originan en 
las estructuras que conforman la toma y conducción.

v) Salto nominal o de diseño: salto neto con el que se consigue el punto de máxima 
eficiencia en la turbinación.

w) Superficie con derecho a riego: cantidad máxima de superficie que puede regarse 
anualmente en virtud del título habilitante; esta cantidad será siempre menor o igual a 
la superficie regable.

x) Superficie regable: extensión de terreno constituido por una o varias parcelas en las 
que se puede ejercer el derecho a riego establecido en la concesión y que incluye las 
superficies que alternativa o sucesivamente se pueden regar o el perímetro máximo 
de superficie dentro del cual el concesionario podrá regar unas superficies u otras.

CAPITULO I

Servidumbres legales

Sección 1ª. Disposición general

Artículo 16.

1.   Los predios inferiores están sujetos a recibir las aguas que naturalmente y sin obra del 
hombre desciendan de los predios superiores, así como la tierra o piedra que arrastren en 
su curso. Ni el dueño del predio inferior puede hacer obras que impidan esta servidumbre, 
ni el del superior obras que la agraven.
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2.   Si las aguas fueran producto de alumbramiento, sobrantes de otros aprovechamientos, 
o se hubiese alterado de modo artificial su calidad espontánea, el dueño del predio inferior 
podrá oponerse a su recepción, con derecho a exigir resarcimiento de daños y perjuicios 
de no existir la correspondiente servidumbre (art. 45 de LA).

Artículo 17.

1.   El expediente de constitución de servidumbre deberá reducir, en lo posible, el gravamen 
que la misma implique sobre el predio sirviente (art. 46.3 de la LA).

2.   La variación de las circunstancias que dieron origen a la constitución de una 
servidumbre dará lugar, a instancia de parte, al correspondiente expediente de revisión, 
que seguirá los mismos trámites reglamentarios que los previstos en el de constitución 
(art. 46.4 de la LA).

3.   El beneficiario de una servidumbre forzosa deberá indemnizar los daños y perjuicios 
ocasionados al predio sirviente de conformidad con la legislación vigente (art. 46.5 de la LA).

Sección 2ª. Servidumbre de acueducto

Artículo 18.

1.   Los Organismos de cuenca podrán imponer, con arreglo a lo dispuesto en el Código 
Civil y en este Reglamento, la servidumbre forzosa de acueducto, si el aprovechamiento 
del recurso o su evacuación lo exigiera (art. 46.1 de la LA).

2.   El derecho que asiste al titular de la concesión para conducir las aguas objeto de la 
misma a través de fundos ajenos será independiente de la finalidad o clase de la concesión 
y se regirá por lo dispuesto, para la servidumbre de acueducto, en la Ley de Aguas, en 
este Reglamento y, subsidiariamente, en el Código Civil.

Artículo 19.

1.   Por la servidumbre de acueducto se otorga al propietario de una finca que quiera 
servirse del agua de que pueda disponer para la misma, o evacuar las sobrantes, el 
derecho a hacerla pasar por los predios intermedios, con obligación de indemnizar a sus 
dueños y a los de los predios inferiores sobre los que se filtren o caigan las aguas.

2.   La servidumbre forzosa de acueducto podrá imponerse tanto por motivos de interés 
público como de interés privado.

3.   Se consideran motivos suficientes de interés privado los siguientes:

a) Abastecimiento de viviendas y establecimiento o ampliación de riegos, aprovecha-
mientos energéticos, balnearios o industrias, así como evacuación de las aguas so-
brantes o residuales.
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b) Desecación de lagunas y terrenos pantanosos, siempre que se cumplan las previsiones 
contenidas en el capítulo V del título III de este Reglamento.

c) Evacuación de aguas procedentes de alumbramientos artificiales, de escorrentías y 
drenajes.

Artículo 20.

1.   No puede imponerse la servidumbre forzosa de acueducto por motivos de interés 
privado en los supuestos contemplados en el artículo 559 del Código Civil.

2.   Tampoco podrá constituirse la servidumbre forzosa de acueducto por dentro de otro 
acueducto preexistente, pero si el dueño de éste lo consintiese y el dueño del predio 
sirviente se negase, se instruirá el oportuno expediente para obligar a éste a avenirse al 
nuevo gravamen, previa indemnización, si se le ocupase mayor zona de terreno.

Artículo 21.

Cuando un terreno de regadío que recibe el agua por un solo punto se divida por herencia, 
venta u otro título entre dos o más dueños, éstos quedan obligados a dar paso al agua de 
modo que puedan regarse todas las fincas resultantes de la división, sin poder exigir por 
ello indemnización, de no existir pacto en contrario.

Artículo 22.

El dueño del terreno sobre el que se trate de imponer la servidumbre forzosa de acueducto 
podrá oponerse por alguna de las causas siguientes:

a) Por no acreditar el que la solicite la disponibilidad del agua.

b) Por no acreditar, además, la propiedad del terreno en que intente utilizarla, para objeto 
de interés privado, si la disponibilidad se deriva de título distinto al concesional, al 
amparo de los supuestos excepcionales previstos en la Ley de Aguas.

c) Por poderse establecer sobre otros predios con iguales ventajas para el que pretende 
imponerla y menores inconvenientes para el que haya de sufrirla.

Los expedientes que al respecto se tramiten exigirán la audiencia de los interesados.

Artículo 23.

La servidumbre forzosa de acueducto se constituirá:

a) Con acequia cubierta cuando lo exija su profundidad, su contigüidad a edificios o caminos 
o algún otro motivo análogo, o cuando lo estimare necesario la autoridad competente.
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b) Con acequia abierta, si así se solicitase y no estuviese incluida en los supuestos del 
apartado anterior.

c) Con tubería o conducción impermeable cuando puedan ser absorbidas otras aguas, 
cuando las aguas conducidas puedan contaminar a otras o absorber sustancias 
nocivas, o causar daños a obras o edificios, y siempre que resulte necesario según el 
expediente que al efecto se instruya.

Artículo 24.

Al establecerse la servidumbre forzosa de acueducto se señalará la anchura de los 
terrenos del predio sirviente que han de ser ocupados por la acequia o conducción y sus 
zonas de servicio.

Artículo 25.

El establecimiento de la servidumbre forzosa de acueducto exigirá el previo abono de 
la indemnización que corresponda de acuerdo con lo dispuesto en la legislación de 
expropiación forzosa.

Artículo 26.

Serán de cuenta del que haya promovido y obtenido la servidumbre de acueducto todas 
las obras necesarias para su construcción, conservación y limpieza. A tal efecto se le 
autorizará para ocupar temporalmente los terrenos indispensables para el depósito de 
materiales, previa la indemnización, o en el caso de no ser su extensión fácil de prever, o 
no conformarse con ella los interesados, previo el depósito de una fianza suficiente. Estos 
o la Administración podrán compelerle a ejecutar las obras y mondas necesarias para 
impedir estancamientos o filtraciones que originen deterioro de los bienes colindantes.

Artículo 27.

Si el acueducto atravesase vías públicas o particulares, de cualquier naturaleza que sean, 
quedará obligado el titular de la servidumbre a constituir y conservar las alcantarillas y 
puentes necesarios, y si hubiese de atravesar otros acueductos, se procederá de modo que 
no retarde ni acelere el curso de las aguas, ni disminuya su caudal, ni adultere su calidad.

Artículo 28.

El dueño de un acueducto podrá, en su caso, consolidar sus márgenes con céspedes, 
estacadas, paredes o ribazos de piedra suelta, pero no con plantaciones de ninguna clase.

El dueño del predio sirviente tampoco podrá hacer plantaciones ni operación alguna de 
cultivo en las mismas márgenes, y las raíces que penetren en ellas podrán ser cortadas 
por el dueño del acueducto.
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Artículo 29.

La servidumbre de acueducto no obsta para que el dueño del predio sirviente pueda 
cerrarlo y cercarlo, así como edificar sobre el acueducto mismo de manera que éste no 
experimente perjuicio ni se imposibiliten las reparaciones y limpias necesarias, de acuerdo 
con lo prevenido en el artículo 560 del Código Civil. Asimismo, en idénticas condiciones 
podrán construirse puentes sobre el acueducto para atravesarlo.

Artículo 30.

Nadie podrá derivar agua de un acueducto, ni aprovecharse de los productos de ella ni de 
los de las márgenes, ni utilizar la fuerza de la corriente sin título administrativo suficiente.

En las acequias pertenecientes a Comunidades de Usuarios se observará, en cuanto al 
aprovechamiento de las corrientes y de los cauces y márgenes, lo prescrito en la Ley de 
Aguas, en este Reglamento y en sus propias Ordenanzas.

Artículo 31.

El dueño del predio dominante vendrá obligado a reponer las cosas a su antiguo estado 
una vez extinguida la servidumbre.

Artículo 32.

Se entenderá implícito en la servidumbre forzosa de acueducto el derecho de paso por sus 
márgenes para el exclusivo servicio del mismo.

Artículo 33.

La servidumbre de acueducto podrá extinguirse:

a) Por consolidación, cuando se reúnan en una sola persona la propiedad de los predios 
dominante y sirviente.

b) Por expiración del plazo fijado al otorgarla.

c) Por expropiación forzosa.

d) Por renuncia del titular del predio dominante.

e) Por pérdida del derecho a la disposición del agua.

Artículo 34.

El uso de la servidumbre de acueducto por cualquiera de los cotitulares conserva el 
derecho para todos, impidiendo la prescripción por falta de uso, según lo establecido en 
el artículo 548 del Código Civil.
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Artículo 35.

Al establecimiento de la servidumbre de acueducto deberá preceder expediente 
administrativo justificativo de la utilidad del gravamen que se pretende imponer.

Artículo 36.

El expediente se iniciará mediante escrito dirigido al Presidente del Organismo de cuenca 
a que correspondan los terrenos sobre los que se intenta imponer la servidumbre. A 
la solicitud, que deberá reunir los requisitos previstos en el artículo 69 de la Ley de 
Procedimiento Administrativo, habrán de acompañar planos suscritos por técnico 
competente que definan la topografía del terreno y las obras, debiendo figurar en los 
mismos la situación del acueducto respecto a los predios que ha de atravesar y la longitud 
y anchura que ocupará en cada uno de ellos. Esta documentación será completada con 
una memoria explicativa.

Artículo 37.

El Organismo de cuenca notificará a los propietarios afectados, en el plazo de diez días, 
la solicitud de establecimiento de servidumbre, concediéndoles otros quince para formular 
las alegaciones que estimen oportunas.

Artículo 38.

Constituida la servidumbre de acueducto, el dueño del predio dominante podrá ejercer su 
derecho una vez abonado el importe de la correspondiente indemnización.

En caso de falta de avenencia o disconformidad en cuanto al importe de la indemnización, 
ésta será fijada de acuerdo con lo dispuesto en la legislación de expropiación forzosa.

Artículo 39.

Todos los gastos que ocasione la tramitación del expediente de servidumbre forzosa de 
acueducto serán de cuenta del peticionario, salvo los que se deriven, en el transcurso de la 
tramitación del expediente, de la oposición del dueño del predio sirviente al establecimiento 
del gravamen.

Artículo 40.

En toda acequia o acueducto el cauce, los cajeros y márgenes serán considerados como 
parte integrante de la heredad o edificio a que vayan a ser destinadas las aguas, o bien, 
cuando se trate de su evacuación, de los que procedieran (art. 47 de la LA).
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Sección 3ª. Otras servidumbres

Artículo 41.

Con arreglo a las normas del Código Civil y del presente Reglamento, los Organismos 
de cuenca podrán imponer las servidumbres de saca de agua y abrevadero, de estribo 
de presa y de parada o partidor, así como las de paso cuando se trate de garantizar 
el acceso o facilitar el mismo a la zona de dominio público de los cauces, para usos 
determinados, incluyendo los deportivos y recreativos y, en general, cuantas servidumbres 
estén previstas en el Código Civil (art. 46.2 de la LA).

Artículo 42.

Las servidumbres forzosas de abrevadero y de saca de agua solamente podrán imponerse 
por causa de utilidad pública, en favor de vivienda o núcleo de población, previa la 
correspondiente indemnización, de acuerdo con lo establecido en el artículo 555 del 
Código Civil.

Artículo 43.

No se impondrán estas servidumbres sobre cisternas o aljibes ni edificios o terrenos 
cercados con pared.

Artículo 44.

Las servidumbres de abrevadero y de saca de agua llevan consigo la obligación de los 
predios sirvientes de dar paso a personas a ganados hasta el punto donde hayan de 
utilizarse aquellas, debiendo ser extensiva a este servicio la indemnización, según lo 
preceptuado en el artículo 556 del Código Civil.

Artículo 45.

Son aplicables a la imposición de esta clase de servidumbre las prescripciones establecidas 
para el otorgamiento de las de acueducto. Al concederlas se fiará, según su objeto y las 
circunstancias de la localidad, la anchura de la vía o senda que hayan de conducir al 
abrevadero o punto destinado para sacar agua.

Artículo 46.

Los dueños de los predios sirvientes podrán variar la dirección de la vía o senda destinada 
al uso de estas servidumbres, pero no su anchura ni entrada y siempre que la variación no 
perjudique el uso de la servidumbre.
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Artículo 47.

1.   La servidumbre de paso para facilitar el acceso a las márgenes de los cauces públicos 
podrá imponerse por los Organismos de cuenca cuando de otro modo resultase imposible 
o particularmente difícil tal acceso.

2.   La finalidad concreta de la servidumbre se justificará por quien pretenda establecerla 
en el expediente que el Organismo de cuenca debe instruir. Las indemnizaciones que 
procedan correrán a cargo del titular de la servidumbre.

Artículo 48.

Si para precaver que las avenidas arrebaten las maderas u objetos conducidos a flote por 
los ríos, fuese necesario extraerlos, podrán ser depositados temporalmente en la zona de 
servidumbre de los predios ribereños.

Artículo 49.

Cuando los cauces públicos hayan de desbrozarse y limpiarse de arena y piedras 
depositadas por las aguas, o hayan de retirarse otros objetos que al obstruir o torcer 
el curso de las aguas amenacen con que éstas produzcan daños, podrán depositarse 
temporalmente en las zonas de servidumbre de los predios ribereños.

CAPITULO II

Usos comunes y privativos

Sección preliminar. Disposiciones generales

Artículo 49 bis. Clasificación del uso del agua.

1.   A los efectos de determinar el procedimiento concesional o de autorización aplicable 
y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 60.3 del texto refundido de la Ley de Aguas, 
se establece la siguiente clasificación de los usos de las aguas en ocho categorías:

a) Uso destinado al abastecimiento:

1º Uso destinado al abastecimiento de núcleos urbanos.

 i) Consumo humano.

 ii) Otros usos domésticos distintos del consumo humano.

 iii) Municipal (baldeos, fuentes y otros…).

 iv) Industrias, comercios, ganadería y regadío de poco consumo de agua, situados en 
núcleos de población y conectados a la red municipal.
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2º Uso destinado a otros abastecimientos fuera de los núcleos urbanos.

 i) Consumo humano.

 ii) Otros usos domésticos distintos del consumo humano.

 iii) Regadío de poco consumo de agua (riego de jardines o asimilable).

Se entiende por consumo humano el correspondiente a beber, cocinar, preparar alimentos e 
higiene personal. El riego de poco consumo hace referencia al riego de jardines o asimilable.

b) Usos agropecuarios:

1º Regadíos.

2º Ganadería.

3º Otros usos agrarios.

c) Usos industriales para producción de energía eléctrica:

1º Centrales hidroeléctricas y de fuerza motriz.

2º Centrales térmicas renovables: termosolares y biomasa.

3º Centrales térmicas no renovables: nucleares, carbón y ciclo combinado.

d) Otros usos industriales.

1º Industrias productoras de bienes de consumo.

2º Industrias del ocio y del turismo.

3º Industrias extractivas.

En los usos de industrias de ocio y turismo quedan incluidos los que implican derivar 
agua del medio natural y tienen como finalidad posibilitar esta actividad en instalaciones 
deportivas (campos de golf, estaciones de esquí, parques acuáticos, complejos deportivos 
y asimilables), picaderos, guarderías caninas y asimilables, así como las que tienen como 
finalidad el mantenimiento o rehabilitación de instalaciones industriales culturales: fraguas, 
fuentes, aserraderos, lavaderos, máquinas y otros de este tipo, que no pueden ser 
atendidos por las redes urbanas de abastecimiento.

La tramitación de las concesiones para industrias productoras de energía eléctrica 
de centrales térmicas seguirá el mismo procedimiento que el previsto para los usos 
industriales de este apartado.

e) Acuicultura.

f) Usos recreativos.

En los usos recreativos quedan incluidos los que no estando incluidos en los apartados 
anteriores tienen un carácter recreativo privado o colectivo sin que exista actividad 
industrial o comercial, y, en concreto, los siguientes:
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1º  Las actividades de ocio que usan el agua en embalses, ríos y parajes naturales de un 
modo no consuntivo, como los deportes acuáticos en aguas tranquilas (piragüismo, vela, 
windsurf, remo, barcos de motor, esquí acuático, etc.) o bravas (piragüismo, rafting, etc.), 
el baño y la pesca deportiva.

2º  Las actividades de ocio relacionadas con el agua de un modo indirecto, utilizada como 
centro de atracción o punto de referencia para actividades afines, como acampadas, 
excursiones, ornitología, caza, senderismo y todas aquellas actividades turísticas o 
recreativas que se efectúan cerca de superficies y cursos de agua.

g) Navegación y transporte acuático, incluyendo navegación de transportes de mercan-
cías y personas.

h) Otros usos:

1º De carácter público.

2º De carácter privado.

Estos usos comprenderán todos aquéllos que no se encuentren en alguna de las categorías 
anteriores, que en ningún caso implicarán la utilización del agua con fines ambientales que 
sean condicionantes del estado de las masas de agua, ni se referirán a los supuestos 
previstos en el artículo 59.7 del texto refundido de la Ley de Aguas.

2.   Los aprovechamientos que usen la climatización geotérmica podrán estar asociados a 
cualquiera de los usos previstos en este artículo.

Artículo 49 ter. Régimen de caudales ecológicos22

1.   El establecimiento del régimen de caudales ecológicos tiene la finalidad de contribuir a 
la conservación o recuperación del medio natural y mantener como mínimo la vida piscícola 
que, de manera natural, habitaría o pudiera habitar en el río, así como su vegetación de 
ribera y a alcanzar el buen estado o buen potencial ecológicos en las masas de agua, así 
como a evitar su deterioro. Así mismo, el caudal ecológico deberá ser suficiente para evitar 
que por razones cuantitativas se ponga en riesgo la supervivencia de la fauna piscícola y 
la vegetación de ribera.

2.   Los caudales ecológicos no tendrán el carácter de uso , debiendo cosiderarse 
una restricción que se impone con carácter general a los sistemas de explotación. En 
consecuencia, las disponibilidades hídricas obtenidas en estas condiciones, son las que 
pueden ser objeto de asignación y reserva en los planes hidrológicos de cuenca.

22 Introducido por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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Artículo 49 quáter. Mantenimiento del régimen de caudales ecológicos23

1.   La exigencia en el cumplimiento de los caudales ecológicos se mantendrá en todos 
los sistemas de explotación, con la única excepción del abastecimiento a poblaciones 
cuando no exista una alternativa razonable que pueda dar satisfacción a esta necesidad, 
y hayan planificado conforme al artículo 22.3.a) del texto refundido de la Ley de Suelo y 
Rehabilitación Urbana, aprobado por el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre.

2.   La inexistencia de obligación expresa en relación con el mantenimiento de caudales 
ecológicos en las autorizaciones y concesiones otorgadas por la Administración hidráulica 
no exonerará al concesionario de la observancia de los mismos.

3.   En cauces de ríos no regulados, la exigencia de los caudales ecológicos quedará 
limitada a aquellos periodos en que la disponibilidad natural lo permita.

4.   Sin perjuicio de lo establecido en los siguientes apartados, en los ríos que cuenten o 
puedan contar con reservas artificiales de agua embalsada, se exigirá el mantenimiento 
del régimen de caudales ecológicos aguas abajo de las presas conforme a lo previsto en 
la disposición transitoria quinta y cuando la disponibilidad natural lo permita. A tal efecto, 
el régimen de caudales ecológicos no será exigible si el embalse no recibe aportaciones 
naturales iguales o superiores al caudal ecológico fijado en el correspondiente plan 
hidrológico, quedando limitado en estos casos al régimen de entradas naturales al embalse.

No obstante, el régimen de caudales ecológicos será exigible, siempre y en todo caso, 
cuando exista una legislación prevalente como la aplicable en Red Natura o en la Lista 
de Humedales de Importancia Internacional de acuerdo de acuerdo con el Convenio 
de Ramsar, de 2 de febrero de 1971, en la que se establece la prevalencia del caudal 
ecológico frente al uso.

En todo caso, la exigibilidad del cumplimiento de los caudales se mantendrá atendiendo 
al estado en que se encuentren los ríos aguas abajo debido a previas situaciones de 
estrés hídrico cuando, pese a haber cesado la aportación natural aguas arriba, se puedan 
realizar aportaciones adicionales provenientes de agua embalsada que pudieran contribuir 
a mitigar tal estrés.

5.   Aquellas subzonas o sistemas de explotación que, conforme al sistema de indicadores 
de sequía integrado en el Plan Especial de Actuación ante Situaciones de Alerta y Eventual 
Sequía de la demarcación hidrográfica correspondiente, se encuentren afectados por este 
fenómeno coyuntural, con sequía formalmente declarada, podrán aplicar un régimen de 
caudales ecológicos menos exigente de acuerdo a lo previsto en su plan hidrológico, sin 
perjuicio de lo establecido en el artículo 18.4 del RPH.

23 Introducido por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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6.   Los caudales de desembalse a pie de presa que sea preciso liberar para mantener 
el régimen de caudales ecológicos, pueden ser objeto de concesión o autorización para 
aprovechamiento hidroeléctrico, en la medida en que no distorsione el régimen de caudales 
ecológicos aguas abajo de la presa.

7.   Los caudales desembalsados para mantener el régimen de caudales ecológicos deberán 
ofrecer unas condiciones de calidad, y en especial de oxigenación, que no pongan en riesgo 
los objetivos ambientales de la masa de agua superficial situada inmediatamente aguas abajo 
de la presa que los libera por causa de las operaciones de suelta de estos caudales. Por otra 
parte, la masa de agua que reciba los caudales ecológicos no deberá registrar un deterioro 
en su estado o potencial como consecuencia de recibir unos caudales ecológicos en peores 
condiciones cualitativas que las de entrada al embalse que los libera. En la exigibilidad de 
estos requisitos, serán de aplicación los periodos temporales que se regulan en la disposición 
transitoria quinta en relación a la adaptación de los órganos de desagüe de las presas.

Artículo 49 quinquies. Control y seguimiento del régimen de caudales ecológicos24

1.   Los organismos de cuenca vigilarán el cumplimiento de los regímenes de caudales 
adecuadas para este fin. Adicionalmente, podrán valorar el cumplimiento de los regímenes 
de caudales ecológicos mediante campañas de aforo específicas u otros procedimientos.

2.   Se entenderá que se produce el incumplimiento del régimen de caudales ecológicos esta-
blecido en el correspondiente plan hidrológico cuando se dé alguno de los siguientes supuestos:

a) Si en algún momento los caudales mínimos han sido inferiores al 50 % del valor 
establecido en los términos que resulte exigible de conformidad con lo previsto en el 
artículo 49 quáter.

b) Si durante más de 72 horas, a lo largo de un mes, se incumplen los caudales mínimos, 
máximos o de desembalse, establecidos como componentes del régimen de caudales 
ecológicos en, al menos, un 20 % de su valor.

c) Si, durante una semana en más de seis episodios instantáneos, se incumplen las 
condiciones máximas o mínimas establecidas en, al menos, un 20 % de su valor.

d) Si las tasas máximas de cambio se incumplen en más de tres ocasiones en un mes en, 
al menos, un 20 % de su valor.

e) En ningún caso se admitirá que de forma sistemática o prolongada en el tiempo, los 
caudales ecológicos circulantes se encuentren dentro de los márgenes de reducción 
indicados en las letras b), c) y d).

24 Introducido por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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Cuando circunstancias especiales así lo aconsejen, el plan hidrológico de cuenca podrá 
fijar unas reglas menos exigentes, que no podrán ser generales sino referidas a masas de 
agua específicas, siempre y cuando el uso de esta excepción no ponga en riesgo el logro 
de los objetivos ambientales generales previstos en la legislación.

3.   Los titulares de aprovechamientos de aguas que incorporen en el mismo una presa con 
embalse están obligados a instalar y mantener los sistemas de medición que garanticen 
la información precisa sobre el mantenimiento de los caudales ecológicos, debiendo 
comunicar al organismo de cuenca con la periodicidad que éste establezca, los caudales 
desembalsados para el cumplimiento del régimen de caudales ecológicos.

4.   Los titulares de aprovechamientos de aguas que no incluyan sistemas de regulación 
en su título habilitante, están obligados a instalar y mantener sistemas de medición que 
garanticen la información precisa sobre el mantenimiento de los caudales ecológicos en 
sus puntos de captación.

5.   El incumplimiento sistemático del régimen de caudales ecológicos en una masa de 
agua, entendiendo como tal el registro de alguna de las circunstancias indicadas en el 
apartado 2 durante tres meses consecutivos, conducirá a la clasificación de dicha masa 
como en riesgo de no alcanzar los objetivos ambientales.

6.   La operación de los órganos de desagüe de las presas por razones de seguridad en 
situaciones extraordinarias debidamente acreditadas podrá dar lugar al incumplimiento 
coyuntural del régimen de caudales ecológicos, aunque esto suponga el deterioro temporal 
del estado o potencial de la masa de agua.

Sección 1ª. Usos comunes. Principios generales

Artículo 50.

1.   Todos pueden, sin necesidad de autorización administrativa y de conformidad con lo 
que dispongan las leyes y reglamentos, usar de las aguas superficiales, mientras discurran 
por sus cauces naturales, para beber, bañarse y otros usos domésticos, así como para 
abrevar el ganado (art. 48.1 de la LA).

2.   Estos usos comunes habrán de llevarse a cabo de forma que no se produzca una 
alteración de la calidad y caudal de las aguas. Cuando se trate de aguas que circulen 
por cauces artificiales tendrán, además, las limitaciones derivadas de la protección del 
acueducto En ningún caso las aguas podrán ser desviadas de sus cauces o lechos, 
debiendo respetarse el régimen normal de aprovechamiento (art. 48.2 de la LA).

3.   La protección, utilización y explotación de los recursos pesqueros en aguas 
continentales, así como la repoblación acuícola y piscícola, se regulará por la legislación 
general del Medio Ambiente y, en su caso, por su legislación específica (art. 48.3 de la 
LA).
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4.   De acuerdo con lo establecido en la Ley de Aguas, no será amparado el abuso del 
derecho en la utilización de las aguas, ni el desperdicio o mal uso de las mismas, cualquiera 
que fuese el título que se alegare (art. 48.4 de la LA).

Sección 2ª. Usos comunes especiales. Normas generales

Artículo 51.

1.   Se presentará una declaración responsable para el ejercicio de los siguientes usos 
comunes especiales:

a) La navegación y flotación.

b) El establecimiento de barcas de paso y sus embarcaderos.

c) Cualquier otro uso, no incluido en el artículo anterior, que no excluya la utilización del 
recurso por terceros.

2.   El ejercicio de estos usos comunes especiales deberá respetar los fines e integridad 
del dominio público hidráulico y, en particular, la calidad y caudal de las aguas. A estos 
efectos, los organismos de cuenca deberán establecer, atendiendo a las características 
y circunstancias de cada cuenca hidrográfica, las condiciones, cupos y demás requisitos 
que deberán observarse en el ejercicio de los citados usos y conforme a los cuales se 
valorará la compatibilidad de la actividad con la protección del dominio público hidráulico.

Dichos requisitos deberán publicarse cada año, mantenerse actualizados y estar a 
disposición del público en la página web del organismo de cuenca para que puedan 
consultarse en cualquier momento, y en todo caso, con la antelación suficiente para el 
ejercicio de la actividad.

En particular, se pondrá a disposición del público la información detallada de los requisitos, 
plazos y documentación necesarios para el ejercicio de cada uno de los usos, así como 
el régimen de acceso, prohibiciones, condiciones, limitaciones, cupos, pago del canon 
o presentación de fianza, aplicables en cada caso y los modelos de presentación de la 
declaración responsable y, en su caso, de las autorizaciones.

3.   En ningún caso se permitirá dentro del dominio público hidráulico la construcción, 
montaje o ubicaciones de instalaciones destinadas a albergar personas, aunque sea con 
carácter provisional o temporal.

Artículo 51. bis.

1.   Las declaraciones responsables relativas a los usos comunes especiales se ajustarán 
a lo previsto en la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común y en esta norma.
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2.   En la declaración responsable, además del contenido previsto para cada tipo de 
uso en los artículos 55 y siguientes de este reglamento, se describirá el modo en qué 
va a realizarse la actividad, incluido el plazo previsto para su ejercicio. Asimismo, en la 
declaración se hará constar la realización de los trámites previos necesarios en cada caso.

3.   Tras la presentación de la declaración responsable, y una vez transcurrido el plazo que 
se fije por el organismo de cuenca, el interesado podrá iniciar la actividad.

Cuando el organismo de cuenca considere que la actividad descrita en la declaración 
es incompatible con los fines e integridad del dominio público hidráulico, notificará al 
interesado mediante resolución, de forma motivada y antes de que finalice el plazo previsto 
en el párrafo anterior, la imposibilidad de llevar a cabo esta actividad.

4.   La actividad prevista en la declaración responsable deberá realizarse conforme a lo 
manifestado en ella y en el plazo de tiempo indicado. Si no se hubiera desarrollado la 
actividad en ese plazo, no podrá llevarse a cabo, salvo que se presente nueva declaración.

En el caso de actividades cuyo ejercicio esté sometido a un cupo, el declarante deberá 
comunicar a la autoridad administrativa, en su caso, su decisión de no realizar la actividad 
o su cese en el ejercicio de la misma.

5.   La inexactitud, falsedad u omisión, de carácter esencial, en cualquier dato, 
manifestación o documento que se acompañe o incorpore a una declaración responsable, 
o la no presentación ante la Administración competente de la declaración responsable, 
determinará la imposibilidad de continuar con el ejercicio de la actividad afectada desde el 
momento en que se tenga constancia de tales hechos, sin perjuicio de las responsabilidades, 
penales, civiles o administrativas a que hubiera lugar.

Asimismo, la resolución de la Administración pública que declare tales circunstancias, 
podrá determinar la obligación del interesado de reponer las cosas al estado previo 
al inicio de la actividad correspondiente, así como la imposibilidad de instar un nuevo 
procedimiento con el mismo objeto durante un periodo de tiempo determinado, todo ello 
conforme a los términos establecidos en las normas sectoriales de aplicación.

Artículo 52.

1.   En las declaraciones responsables que se requieran para la realización de usos 
comunes especiales del dominio público hidráulico de los cauces, el organismo de cuenca 
recabará del interesado un proyecto justificativo u otra documentación complementaria que 
estime necesaria, en especial se podrá recabar la presentación de un estudio, elaborado 
por técnico responsable, sobre la evaluación de los efectos que pudieran producirse sobre 
el medio ambiente, la salubridad y los recursos pesqueros, así como sobre las soluciones 
que, en su caso, se prevean.

2.   Se acordará, un período de información pública por un plazo no inferior a veinte días, 
ni superior a dos meses.
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3.   Estos trámites deberán realizarse en el plazo de tres meses, que quedará ampliado 
a seis en el supuesto de que el plazo de información pública sea superior a un mes o 
proceda la confrontación del proyecto, desde que se presente el proyecto a la autoridad 
administrativa. En este plazo la administración, mediante resolución motivada, deberá 
notificar al interesado su conformidad o disconformidad con el proyecto en función de su 
compatibilidad con la protección del dominio público hidráulico.

4.   Cuando se presente la declaración responsable, se acreditará la realización de los 
trámites mencionados.

5.   La declaración responsable se presentará ante el organismo de cuenca competente cuan-
do se trate de obras que ejecute la Administración del Estado o en el caso de que éstas deban 
llevarse a cabo en cauces que delimiten el territorio de dos o más comunidades autónomas.

Artículo 53.

1.   Los usos comunes especiales a los que se refieren las secciones V y VI de este capítulo, 
que por su especial intensidad puedan afectar a la utilización del recurso por terceros, 
requerirán autorización. Los procedimientos de otorgamiento de las autorizaciones 
respetarán los principios de publicidad, transparencia y objetividad. Se aplicará además el 
principio de concurrencia competitiva, en los términos previstos en la Ley 30/2007, de 30 
de octubre, de contratos del sector público, en los siguientes supuestos:

a) Cuando se trate de una actividad de servicios cuya contratación se promueva por el 
organismo de cuenca conforme a los usos previstos atendiendo a las características 
y circunstancias de cada cuenca hidrográfica,

b) Cuando el ejercicio de la actividad excluya el ejercicio de otras actividades por terceros.

2.   Los criterios para el otorgamiento de autorizaciones estarán directamente vinculados 
a la protección del medio ambiente.

3.   Las autorizaciones se ajustarán a la siguiente tramitación:

a) En los supuestos en que sea necesaria la presentación de un proyecto o un periodo de 
información pública estos trámites se realizarán conforme a lo dispuesto en el artículo 
52.2 y 3.

b) El plazo de la Administración para resolver el procedimiento de autorización será de 
tres meses, que quedará ampliado a seis en el supuesto de que el plazo de información 
pública fuera superior a un mes o procediera la confrontación del proyecto. Transcurrido 
dicho plazo podrá entenderse desestimada la solicitud, en aplicación de párrafo segundo 
del apartado primero del artículo 43 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre.

4.   En los casos en que la tramitación de la autorización haya sido encomendada a una co-
munidad autónoma, ésta formulará propuesta de resolución al organismo de cuenca, quien, 
a su vez, comunicará a aquélla la resolución que se dicte, para su notificación al interesado.
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Se entenderá que la resolución es conforme con la propuesta formulada cuando, en el 
plazo de tres meses, contados a partir de la fecha de entrada de aquélla en el organismo 
de cuenca, éste no hubiera comunicado la resolución a la comunidad autónoma.

La tramitación de expedientes de esta naturaleza corresponderá al organismo de cuenca, 
cuando se trate de obras que ejecute la Administración del Estado o en el caso de que éstas 
deban llevarse a cabo en cauces que delimiten el territorio de dos o más comunidades 
autónomas.

5.   Las resoluciones de los organismos de cuenca dependientes de la Administración 
General del Estado previstas en los artículos 51.bis.3. segundo párrafo, 52.3 y en este 
artículo pondrán fin a la vía administrativa.

Artículo 54.

1.   El ejercicio de los usos comunes especiales se realizará sin menoscabo del derecho 
de propiedad y sin perjuicio de tercero, con independencia de las condiciones específicas 
que puedan establecerse en cada caso concreto.

2.   El ejercicio de los usos comunes especiales estarán sujetos al pago del canon de 
ocupación de los terrenos de dominio público hidráulico establecido en el artículo 112 del 
Texto Refundido de la Ley de Aguas.

3.   Quien realice un uso común especial quedará obligado, incluso en caso de finalización 
anticipada de la actividad, a dejar el cauce en condiciones normales de desagüe, pudiendo 
el organismo de cuenca adoptar las medidas necesarias para asegurar el cumplimiento 
de esta obligación.

Sección 3ª. Navegación, flotación, establecimiento de barcas de paso 
y sus embarcaderos

Artículo 55.

Las declaraciones responsables para usos con fines de navegación en las aguas de las 
corrientes naturales, de los lagos y lagunas y de los embalses se presentarán ante el 
organismo de cuenca.

Artículo 56.

En las zonas colindantes a las playas naturales de los ríos, lagos, lagunas o embalses donde 
no estuviese expresamente prohibido el baño, no se precisará ningún tipo de declaración 
responsable para el uso de medios de flotación que, por su tamaño y características, 
puedan ser considerados como complementarios del baño.
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Artículo 57.

Las declaraciones responsables para el establecimiento de embarcaderos, rampas, cables 
y demás instalaciones precisas para la navegación o complementarias de dicho uso se 
regirán por lo dispuesto en los artículos 51 bis y 52 del presente reglamento.

Artículo 58.

1.   A los efectos de este reglamento, toda embarcación que navegue por las aguas 
continentales de una cuenca hidrográfica, con la excepción de las previstas en el artículo 
56, deberá ir provista de matrícula normalizada.

2.   Se eximirán de los requisitos de matriculación a las embarcaciones respecto de las 
que se presente declaración responsable para navegar exclusivamente con motivo de 
descensos de ríos, pruebas deportivas u otras ocasiones similares de carácter esporádico

Artículo 59.

1.   Quienes presenten declaraciones responsables para navegar responden de que sus em-
barcaciones cumplan con la legislación vigente en cuanto a estabilidad de las mismas, elemen-
tos de seguridad de que deben disponer y buen estado de conservación de aquéllas y éstos.

2.   Las embarcaciones de propulsión a motor o vela con eslora superior a 4 metros 
deberán estar aseguradas contra daños a terceros mediante la correspondiente póliza de 
seguro. La declaración responsable de navegación, cualquiera que sea su plazo, carecerá 
de validez fuera del período de vigencia de la póliza. Para el resto de las embarcaciones 
queda a criterio del organismo de cuenca la exigencia de seguro.

Artículo 60.

1.   Para el manejo o gobierno de las embarcaciones será preciso estar en posesión del 
correspondiente título expedido por el Organismo competente, en aquellos casos en que 
sea preceptivo de acuerdo con la clase de embarcación.

2.   Quien presente una declaración responsable de navegación otorgada para el uso de 
una pluralidad de embarcaciones, queda obligado a velar por la suficiencia del título de 
quienes las manejen.

Artículo 61.

Las declaraciones responsables de navegación recreativa en embalses se condicionarán, 
como exige el artículo 78 del Texto Refundido de la Ley de Aguas, atendiendo a los usos 
previstos para las aguas almacenadas, protegiendo su calidad y limitando el acceso a las 
zonas de derivación o desagüe, del modo que se prescribe en los artículos siguientes de 
este Reglamento.
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Artículo 62.

1.   En aquellos lagos, lagunas, embalses o ríos en los que los usos recreativos de navega-
ción y baños alcancen suficiente grado de desarrollo, el organismo de cuenca correspon-
diente podrá fijar las zonas destinadas a navegación, fondeo y acceso a embarcaderos, 
que se balizarán adecuadamente, así como aquéllas en las que se prohíba la navegación 
por peligro para los bañistas, peligrosidad de las aguas o proximidad de tomas de abaste-
cimiento, azudes, presas u órganos de desagüe de las mismas.

2.   En el supuesto de que la zona por balizar sea utilizada para la navegación por una o 
más personas físicas o jurídicas que dispongan de instalaciones previstas para este uso, 
se podrá obligar a cada una de ellas a que realice por su cuenta el balizamiento de las 
zonas correspondientes a sus fondeos y mangas. El coste del balizamiento en la zona 
común podrá ser repercutido sobre las mismas, en proporción al canon que corresponda 
al conjunto de embarcaciones que hagan uso de cada instalación.

Artículo 63.

1.   La presentación de la declaración responsable no supondrán monopolio ni preferencia 
de clase alguna a favor del declarante. El ejercicio de la navegación podrá ser suspendido 
temporal o definitivamente por la Administración por razones de seguridad, salubridad u 
otros motivos justificados, sin que el declarante tenga derecho a indemnización alguna.

2.   Las declaraciones de navegación por las aguas continentales quedarán sometidas 
al canon por utilización del dominio público hidráulico a que se refiere el 112 del Texto 
Refundido de la Ley de Aguas.

Artículo 64.

Los organismos de cuenca clasificarán los lagos, lagunas y embalses comprendidos 
dentro de sus respectivos ámbitos geográficos de acuerdo con las posibilidades que 
presenten para la navegación a remo, vela y motor, así como para el uso de baños. Para 
los embalses se tendrán en cuenta, además de sus características naturales y de acceso, 
las limitaciones que se deduzcan de la compatibilidad de dichos usos con el destino de 
las aguas, el régimen de explotación, la variabilidad de niveles y demás circunstancias que 
puedan condicionarlos.

Artículo 65.

Cualquier alteración sobrevenida en las obras, instalaciones o entorno de un embalse y que, 
de forma permanente o temporal, pueda repercutir en los usos de baños o navegación o 
modificar las limitaciones establecidas, deberá ser comunicada de inmediato al organismo 
de cuenca correspondiente por el responsable de la explotación del embalse.
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Artículo 66.

Los organismos de cuenca podrán establecer un sistema de clasificación, similar al de 
lagos, lagunas y embalses, para aquellos tramos de ríos en que resulte conveniente a la 
vista de sus condiciones de navegabilidad. La clasificación podrá ser revisada, así como 
ampliada o reducida en su ámbito, teniendo en cuenta las estadísticas de navegación en 
los años precedentes.

Artículo 67.

1.   Las declaraciones responsables de flotación fluvial para transporte de madera por 
piezas sueltas o con almadías se presentará ante el organismo de cuenca correspondiente, 
indicando además de los datos para la identificación del declarante, los siguientes: tramo 
o tramos de río que se pretende utilizar, especificando su principio y su final, relación de 
azudes, tomas de aguas y demás obstáculos existentes en el tramo, con indicación de sus 
características y, en su caso, sistema que se propone para salvarlos, número y dimensiones 
de las piezas o de las almadías, y fechas en que se vaya a llevar a cabo la flotación.

2.   El trámite se ajustará a lo dispuesto en los artículos 51 bis y 52 de este reglamento.

Artículo 68.

El declarante será responsable de cuantos daños se puedan producir al dominio público 
hidráulico y a los bienes de particulares o del Estado que puedan existir en el tramo objeto 
de la flotación. Para responder de ellos y antes de iniciar estas actividades, prestará fianza 
en la cuantía que, en cada caso concreto, fije la Administración, la cual será devuelta si no 
se hubieran producido daños.

Artículo 69.

1.   La presentación de declaración responsable relativa a barcas de paso, incluidos sus 
embarcaderos, se formulará en los términos señalados en el artículo 51 bis y 52.

2.   A dicha declaración, se unirá la siguiente documentación:

a) Proyecto suscrito por técnico competente.

En el supuesto de que no existan cables en las instalaciones y no esté previsto el transporte 
de vehículos a motor, se podrá sustituir el proyecto por planos del embarcadero y una 
memoria descriptiva y justificativa de las instalaciones y de la embarcación, de la cual 
deberán quedar definidas como mínimo las siguientes características: Eslora, manga, 
puntal, desplazamiento en lastre y en carga, cabida máxima de personas, tipo de propulsión 
y potencia en su caso, y material de que está construido el casco.

b) Si se destinan al servicio público, el Reglamento de explotación.
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3.   Se podrá prescindir de la información pública en el caso de que no se prevea el 
uso público de la embarcación y que, por las características de la instalación, no sea 
preceptiva la presentación del proyecto.

4.   Simultáneamente a la presentación de la declaración responsable necesaria para el 
establecimiento de las instalaciones, se presentará la relativa a la navegación, que se 
sujetará a las normas previstas para este uso en el presente reglamento.

Sección 4ª. Otros usos comunes especiales

Artículo 70.

Las declaraciones responsables para utilización de pastos en el dominio público 
hidráulico seguirán los trámites señalados en los artículos 51 bis y 52 con las siguientes 
especialidades:

1.   A la declaración se unirá documentación análoga a la señalada en el artículo 73 para 
las plantaciones y cortas.

2.   La información pública se practicará con inserción de anuncios en los ayuntamientos 
en que radique el aprovechamiento.

3.   Estas declaraciones permitirán el ejercicio de la actividad por un plazo máximo de dos años.

4.   La presentación de la declaración responsable de pastos, salvo que la Administración 
lo considere necesario para una mejor explotación, no supone el ejercicio de la actividad 
con carácter exclusivo.

Artículo 71.

La utilización de embalses o tramos de río por hidroaviones se someterá a declaración 
responsable y se acomodará a lo previsto en el presente capítulo, siempre que sea 
compatible con la naturaleza y finalidad de la utilización del dominio público hidráulico.

Sección 5ª. Usos comunes especiales que por su especial afección del dominio 
público hidráulico puedan dificultar la utilización del recurso por terceros

Artículo 72.

1.   La utilización o aprovechamiento por los particulares de los cauces o de los bienes 
situados en ellos requerirá la previa autorización administrativa.

2.   En el otorgamiento de autorizaciones para aprovechamientos de áridos, vegetación 
arbórea o arbustiva, establecimiento de puentes o pasarelas, embarcaderos e instalaciones 
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para baños públicos, se considerará la posible incidencia ecológica desfavorable, debiendo 
exigirse las adecuadas garantías para la restitución del medio.

Artículo 73.

Las autorizaciones para siembras, plantaciones y corta de árboles en terrenos de dominio 
público hidráulico, se sujetarán a lo dispuesto en el artículo 53 y a las siguientes normas:

1.   Se concretará expresamente la extensión superficial de la siembra o plantación en 
hectáreas, sus límites, tipo de arbolado y densidad. En el caso de cortas, el peticionario 
deberá señalar además si realizó personalmente la plantación o si tiene permiso del que la 
hizo para llevarlas a cabo. Si se tratara de árboles nacidos espontáneamente, indicará la 
cantidad de madera medida en metros cúbicos.

2.   A la petición se unirá la siguiente documentación:

a) Plano a escala de la zona, si la superficie fuera igual o superior a una hectárea.

b) Croquis de la zona, si fuera inferior a una hectárea.

c) En su caso, documento justificativo de que el peticionario realizó la plantación o cuenta 
con autorización del que la hizo.

Artículo 74.

1.   En el anuncio de la información pública, si se trata de autorizaciones de siembra, 
plantaciones o de corta de árboles nacidos espontáneamente, se advertirá la posibilidad 
de presentar peticiones en competencia e incompatibles con la petición inicial.

2.   En el caso de que se formularan peticiones en competencia con la inicial e incompatibles 
con ella, se resolverá sobre la base de dar preferencia al propietario entidad pública y para 
fines de utilidad pública, en cuyo caso se dará preferencia a la misma. Si la adjudicación 
no se hiciera a favor del peticionario inicial, el adjudicatario vendrá obligado a indemnizar 
al primero los gastos realizados, debidamente justificados.

3.   Las autorizaciones para siembras y plantaciones se otorgarán por un plazo máximo 
igual al del ciclo vegetativo de la especie correspondiente.

3 bis.   Las autorizaciones de siembras, plantaciones o corta de árboles, establecerán la 
obligación al titular de restituir el terreno a su condición anterior, lo que puede incluir entre 
otros el destoconado, plantación de vegetación de ribera autóctona y eliminación de obras 
de defensa, salvo que se obtenga una nueva autorización para seguir con el cultivo durante 
el siguiente período vegetativo.

4.   Al amparo de estas autorizaciones no se podrán llevar a cabo, en ningún caso, obras 
de movimientos de tierras que alteren la sección del cauce o su configuración.
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5.   La corta de árboles nacidos espontáneamente quedará sometida al canon de 
utilización de los bienes de dominio público hidráulico, establecido en el artículo 112 del 
Texto Refundido de la Ley de Aguas.

6.   Los derechos del beneficiario, en caso de revocación, se limitarán al aprovechamiento 
de los árboles o plantas en el estado en que se encuentren al producirse aquélla.

7.   El titular de una autorización para siembra, plantación o corta de árboles, será 
responsable de que la actividad no altere las condiciones de desagüe de la corriente en 
ese tramo, debiendo retirar árboles o ramas caídos o cualquier otro elemento relacionado 
con la explotación, que pudiera suponer un obstáculo al flujo y causar daños al dominio 
público hidráulico o a terceros.

Artículo 75.

Las autorizaciones para establecimientos de baños o zonas recreativas y deportivas en los 
cauces públicos o sus zonas de policía serán tramitadas de acuerdo con lo dispuesto en el 
artículo 53 de este reglamento. Además regirán las siguientes prescripciones:

a) La documentación técnica incluirá, como mínimo, planos y memoria explicativa y 
justificativa de las obras e instalaciones, señalando en aquéllos la posición relativa 
de éstas respecto a las tomas de agua para abastecimiento, azudes, presas y sus 
órganos de desagüe, que queden a distancia inferior a 500 metros.

b) En el caso de que se trate de instalaciones deportivas entre cuyos fines se incluya 
la navegación en ríos o embalses, la documentación técnica incluirá, además de los 
datos correspondientes a los embarcaderos, una propuesta de balizamiento de las 
zonas dedicadas a fondeos, mangas de salida y acceso, así como de aquéllas en las 
que se habrá de prohibirse la navegación por peligro para los bañistas, peligrosidad 
de las aguas, proximidad a las instalaciones propias de los embalses, azudes o tomas 
de abastecimiento u otras causas. Este balizamiento correrá a cargo del peticionario.

c) En este tipo de autorizaciones se establecerá el trámite de competencia de peticiones.

d) El plazo de estas autorizaciones será como máximo de veinticinco años.

e) La declaración responsable para la navegación de las embarcaciones que pretendan 
hacer uso de las instalaciones a que se refiere este artículo se presentará de forma 
independiente y de acuerdo con lo previsto en los artículos 55 al 66 de este reglamento.

Artículo 76.

1.   Las extracciones de áridos en terrenos de dominio público que no pretendan el uso 
exclusivo de un tramo precisarán autorización administrativa, que se tramitará de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 53 de este reglamento.

2.   En la petición se concretarán: cauce, zona de extracción y término municipal, empla-
zamiento de las instalaciones de clasificación y acopio, si las hubiere, puntos de salida y 
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acceso a la red de carreteras, volumen en metros cúbicos y plazo en que ha de realizarse la 
extracción, medios que se utilizarán en ésta y en el transporte y tarifas de venta, en su caso.

3.   A la petición reseñada se unirá la siguiente documentación:

a) Para extracción de más de 20.000 metros cúbicos, se presentará proyecto suscrito 
por técnico competente.

b) Para extracciones comprendidas entre 20.000 metros cúbicos y 500 metros cúbicos, 
se presentará: Memoria descriptiva de la extracción, en la que se justificará que el 
desarrollo de los trabajos está orientado al encauzamiento y mejor desagüe del río, 
contribuyendo a la minoración de las inundaciones marginales, planos de situación y 
topográfico de la gravera y perfiles transversales de ésta con sus cubicaciones.

c) Para extracciones inferiores a 500 metros cúbicos, bastará con la presentación de 
croquis de situación y de la gravera, este último acotado.

4.   El plazo por el que se otorguen estas autorizaciones será proporcionado al volumen 
de la extracción, sin que pueda exceder de un año, pudiendo ser prorrogado por otro año 
previa petición justificada. Podrá prescindirse del trámite de información pública en las 
extracciones inferiores a 5.000 metros cúbicos.

5.   En estas autorizaciones se ponderará su incidencia sobre el estado de las masas 
de agua. Cuando la extracción se pretenda realizar en los tramos finales de los ríos y 
pueda ocasionar efectos perjudiciales en las playas o afecte a la disponibilidad de áridos 
necesarios para su aportación a las mismas, será preceptivo el informe del Organismo 
encargado de la gestión y tutela del dominio público marítimo, al que se dará después 
traslado de la resolución que se adopte.

6.   Los beneficiarios de estas autorizaciones, antes de iniciar los trabajos, vendrán 
obligados a constituir una fianza o aval para responder de los posibles daños al dominio 
público hidráulico. El importe de esta fianza o aval será de cuantía igual al importe del 
canon y, como mínimo, de 300 €. Se podrá eximir de esta fianza en las extracciones 
inferiores a 500 metros cúbicos. La fianza será devuelta, una vez terminados los trabajos 
de extracción, si no se han producido aquellos daños.

Artículo 77.

1.   Las solicitudes de autorización para derivaciones de agua de carácter temporal que 
no pretendan un derecho al uso privativo de ella, deberán hacer constar todos los datos 
necesarios para la adopción de la correspondiente resolución y deberán ir acompañadas 
de un croquis detallado de las obras de toma y del resto de las instalaciones y de una 
memoria descriptiva de unas y otras, en la que deberá justificarse, asimismo, el caudal 
solicitado y la no afección sensible a otros aprovechamientos preexistentes.

2.   El organismo de cuenca podrá recabar del interesado la presentación de un proyecto 
justificativo de las obras e instalaciones, suscrito por técnico competente, si por su 
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importancia lo considerase necesario y, una vez haya estimado suficiente la documentación 
aportada, procederá a contrastar la compatibilidad de la petición con las disposiciones del 
Plan Hidrológico de Cuenca.

3.   En el caso de que la solicitud se estime compatible con las previsiones del Plan, se 
concederá sin más trámites la autorización, que no podrá otorgarse por un plazo superior a 
dos años, en la que se hará constar que se concede a precario, pudiendo quedar revocada 
si el organismo de cuenca lo cree conveniente para una mejor gestión del dominio público 
hidráulico.

Sección 6ª. Actividades en la zona de policía

Artículo 78.

1.   Para realizar cualquier tipo de construcción en zona de policía de cauces, se exigirá 
la autorización previa al organismo de cuenca, a menos que el correspondiente Plan de 
Ordenación Urbana, otras figuras de ordenamiento urbanístico o planes de obras de la 
Administración, hubieran sido informados por el organismo de cuenca y hubieran recogido 
las oportunas previsiones formuladas al efecto. En todos los casos, los proyectos derivados 
del desarrollo del planeamiento deberán ser comunicados al organismo de cuenca para 
que se analicen las posibles afecciones al dominio público hidráulico y a lo dispuesto en el 
artículo 9, 9 bis, 9 ter, 9 quáter, 14 y 14 bis25.

2.   A la petición referida se unirá plano de planta que incluya la construcción y las márgenes 
del cauce, con un perfil transversal por el punto de emplazamiento de la construcción más 
próximo al cauce, en el que quedarán reflejadas las posibles zonas exentas de edificios.

3.   La tramitación será la señalada en el artículo 53 de este reglamento.

4.   Los organismos de cuenca notificarán al ayuntamiento competente las peticiones de 
autorización de construcción de zona de policía de cauces, así como las resoluciones que 
sobre ella recaigan a los efectos del posible otorgamiento de la correspondiente licencia 
de obras.

Artículo 79.

Para la ejecución de obras de defensa o nivelaciones de terrenos, caminos rurales, 
acequias y drenajes en zona de policía que alteren sensiblemente el relieve natural, la 
petición, documentación y trámites se ajustarán a lo dispuesto en el artículo 53.

25 Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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Artículo 80.

Las extracciones de áridos en zonas de policía de cauces, sin perjuicio de lo establecido 
en la legislación de Minas, sólo podrán ser otorgadas al propietario de la finca o a personas 
que gocen de su autorización.

Se tramitarán de acuerdo con lo señalado en el artículos 53, con las peculiaridades propias 
del caso y con las salvedades siguientes:

a) Se suprimirá en la documentación técnica todo lo referente a cubicaciones.

b) En la misma documentación se hará resaltar cuanto corresponda a la realización de los 
trabajos en relación con las márgenes y sus refuerzos con el fin de evitar la desviación 
del cauce como consecuencia de la depresión causada con las extracciones. 
Igualmente se estudiará la posible reposición del hueco ocasionado con productos 
sobrantes de la extracción u otros materiales.

Artículo 81.

La autorización de cualquier otra actividad a que hace referencia el artículo 9.1.d) se 
tramitará por el Organismo de cuenca de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 53.

En relación con plantaciones, serán de aplicación para la zona de policía los mismos 
condicionantes establecidos en el artículo 74.7.

Artículo 82.

1.   Las acampadas colectivas en zona de policía de cauces públicos que, de acuerdo con 
la legislación vigente, necesiten autorización de los organismos competentes en materia 
de regulación de campamentos turísticos, habrán de ser autorizadas por el organismo de 
cuenca, previa la correspondiente petición formulada por el interesado, al menos con un 
mes de antelación a la fecha en que quiera iniciarse la acampada.

2.   Esta autorización señalará las limitaciones a que habrá de sujetarse la acampada, en 
lo referente a los riesgos para la seguridad de las personas o de contaminación de las 
aguas por vertidos de residuos sólidos o líquidos.

Sección 7ª. Usos privativos por disposición legal

Artículo 83.

1.   El derecho al uso privativo, sea o no consuntivo, del dominio público hidráulico, se 
adquiere por disposición legal o por concesión administrativa.

2.   No podrá adquirirse por prescripción el derecho al uso privativo del dominio público 
hidráulico (art. 50 de la LA).
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Artículo 84.

1.   El propietario de una finca puede aprovechar las aguas pluviales que discurran por ella 
y las estancadas dentro de sus linderos, sin más limitaciones que las establecidas en la 
Ley de Aguas y las que se deriven del respeto a los derechos de tercero y la prohibición 
del abuso del derecho (art. 52.1 de la LA).

2.   En las condiciones que establece este Reglamento, se podrán utilizar en un predio 
aguas procedentes de manantiales situados en su interior y aprovechar en él aguas 
subterráneas cuando el volumen total anual no sobrepase los 7.000 metros cúbicos. En 
los acuíferos que hayan sido declarados como sobreexplotados, o en riesgo de estarlo, no 
podrán realizarse nuevas obras de las amparadas por este apartado sin la correspondiente 
autorización (art. 52.2 de la LA).

3.   Las aguas a que se refieren los apartados anteriores no podrán utilizarse en finca 
distinta de aquellas en las que nacen, discurren o están estancadas.

Artículo 85.

1.   A efectos administrativos de control, estadísticos y de inscripción en el Registro de 
Aguas, el propietario de la finca o, en su nombre, el que ejercite el derecho reconocido en 
el artículo anterior, viene obligado a comunicar al Organismo de cuenca las características 
de la utilización que se pretende, acompañando documentación acreditativa de la propie-
dad de la finca.

La fecha de registro de entrada en el Organismo de cuenca de la comunicación y do-
cumentación indicadas servirá de referencia para determinar los aprovechamientos con 
derechos preexistentes que hayan de ser respetados, así como las nuevas peticiones de 
concesiones que puedan resultar incompatibles.

2.   En la comunicación citada deberá indicarse: El caudal máximo instantáneo, el volumen 
máximo anual y el volumen máximo mensual derivados, finalidad de la derivación, término 
municipal y descripción de las obras a realizar para la derivación.

3.   A los mismos efectos indicados en el primer párrafo del apartado 1, se deberá 
comunicar al Organismo de cuenca cualquier cambio en la titularidad de la finca que afecte 
al aprovechamiento o a las características de éste. Esta comunicación se presentará y 
tramitará como si se tratara de una comunicación de nuevo aprovechamiento, y en ella 
se deberá hacer constar los datos precisos para identificar en el Registro de Aguas la 
utilización que se modifica.

Artículo 86.

1.   En los casos de utilización de aguas pluviales a que se refiere el artículo 84 se 
acompañará a la comunicación una copia del plano parcelario del Catastro, donde se 
indicarán las obras y, en caso de que el destino sea el riego, la zona regada.
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2.   El Organismo de cuenca, con reconocimiento sobre el terreno si lo considera preciso, 
comprobará la suficiencia de la documentación y si la utilización cumple las condiciones 
legales y, en caso de conformidad, lo comunicará al dueño de la finca, procediendo a 
inscribir la derivación a su favor, con indicación de sus características y de la fecha de 
entrada en el Organismo de cuenca de la comunicación del usuario, a los efectos señalados 
en el artículo 85.

En caso de disconformidad lo comunicará, asimismo, al dueño del predio mediante 
resolución motivada. El solicitante podrá reiterar su petición después de subsanar en 
debida forma los defectos que se le hayan puesto de manifiesto.

Artículo 87.

1.   En los casos de utilización de aguas procedentes de manantiales o alumbramientos 
de aguas subterráneas a que se refiere al artículo 84, el derecho de utilización queda 
limitado a un total de 7.000 metros cúbicos anuales, aunque sean más de uno los puntos 
de derivación o extracción dentro del mismo predio.

Cuando el volumen total anual aprovechado supere los 3.000 metros cúbicos, el interesado 
justificará que la dotación utilizada es acorde con el uso dado a las aguas, sin que se 
produzca el abuso o despilfarro, prohibido en el artículo 48.4 de la ley de Aguas.

Si el volumen anual a derivar fuera superior a 7.000 metros cúbicos, el propietario del 
predio solicitará la concesión de la totalidad de aquél, siguiendo el procedimiento indicado 
al efecto en el presente Reglamento

2.   Cuando la extracción de las aguas sea realizada mediante la apertura de pozos, las 
distancias mínimas entre éstos o entre pozos y manantial, serán las que señale el Plan 
Hidrológico de cuenca y en su defecto, para caudales inferiores a 0,15 litros/segundo, 
la de diez metros en suelo urbano, de veinte metros en suelo no urbanizable, y de cien 
metros en caso de caudales superiores al mencionado, iguales distancias deberán 
guardarse, como mínimo, entre los pozos de un predio y los estanques o acequias no 
impermeabilizados de los predios vecinos.

3.   A la documentación se unirá copia del plano parcelario del Catastro, indicando en 
ella las obras a realizar y la superficie regable, en su caso. También se situarán los 
manantiales o pozos que se pretendan aprovechar o construir, señalando la distancia 
entre los mismos y las que les separen de otras tomas de agua, corrientes naturales o 
artificiales, edificaciones, caminos, minas u otras instalaciones existentes.

4.   Cuando el pozo se situase en la zona de policía de las márgenes, será necesario, 
en todo caso, solicitar autorización del Organismo de cuenca, que comprobará si con la 
extracción se distraen aguas superficiales con derecho preferente.
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Artículo 88.

1.   El Organismo de cuenca, con reconocimiento sobre el terreno si lo considera preciso, 
comprobará la suficiencia de la documentación aportada y la adecuación técnica de las 
obras y caudales que se pretendan derivar para la finalidad perseguida.

2.   En caso de conformidad, lo comunicará al dueño de la finca, procediendo a inscribir la 
derivación a su favor, con indicación de sus características.

3.   En caso de disconformidad lo comunicará, asimismo, al dueño del predio, señalándose 
las omisiones de la documentación, la causa de inadecuación técnica de las obras o 
caudales, las modificaciones que en su caso sea preciso introducir o la causa de ilegalidad 
de la derivación, prohibiendo al mismo tiempo la misma, sin perjuicio de que el usuario 
pueda reiterar su petición una vez corregidas aquéllas.

Sección 8ª. Extinción del derecho al uso privativo

Artículo 89.

1.   El derecho al uso privativo de las aguas, cualquiera que sea el título de su adquisición, 
se extingue:

a) Por término del plazo de su concesión.

b) Por caducidad de la concesión en los términos previstos en el artículo 64 de la Ley de 
Aguas.

c) Por expropiaciones forzosas.

d) Por renuncia expresa del concesionario.

2.   La declaración de la extinción del derecho al uso privativo del agua requerirá la previa 
audiencia de los titulares del mismo.

3.   Cuando el destino dado a las aguas concedidas fuese el riego o abastecimiento de 
población, el titular de la concesión podrá obtener una nueva con el mismo uso y destino 
para las aguas, debiendo formular la solicitud en el trámite de audiencia previa en el 
expediente de declaración de extinción o durante los últimos cinco años de la vigencia de 
aquélla.

En caso de producirse la solicitud y siempre que a ello no se opusiere el Plan Hidrológico 
Nacional, el Organismo de cuenca tramitará el expediente excluyendo el trámite de 
proyectos en competencia.

4.   Al extinguirse el derecho concesional revertirán al Estado gratuitamente y libres de 
cargas cuantas obras hubieran sido construidas dentro del dominio público hidráulico para 



REGLAMENTO DEL DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO QUE DESARROLLA LOS TÍTULOS PRELIMINAR, I, IV, V, VI, VII Y VIII...

281

la explotación del aprovechamiento, sin perjuicio del cumplimiento de las condiciones 
estipuladas en el documento concesional y, en su caso, las relativas a la reversión de 
otros elementos situados fuera del demanio.

Si en dicho momento, la Administración hidráulica considerase posible y conveniente la 
continuidad del aprovechamiento, podrá exigir del concesionario la entrega de los bienes 
objeto de reversión en condiciones de explotación tal como prevén los artículos 164.3, 
165.3 y 167.3 y 4. Si por el contrario lo considerase inviable, o su mantenimiento resultase 
contrario al interés público, podrá exigir la demolición de lo construido en dominio público 
de conformidad con el artículo 101 de la Ley 33/2003, de 3 de noviembre, del Patrimonio 
de las Administraciones Públicas.

5.   Los derechos adquiridos por disposición legal se perderán según lo establecido en la 
norma que los regule o, en su defecto, por disposición normativa del mismo rango (art. 
51 de la LA).

6.   El expediente que se incoe a los efectos de declarar la extinción del derecho al uso 
privativo de las aguas seguirá la tramitación establecida en los artículos 163 al 169.

Sección 9ª. Régimen de explotación de los embalses superficiales 
y acuíferos subterráneos. Asignaciones y reservas de recursos

Artículo 90.

1.   El Organismo de cuenca, cuando así lo exija la disponibilidad del recurso, podrá fijar 
el régimen de explotación de los embalses establecidos en los ríos y de los acuíferos 
subterráneos, régimen al que habrá de adaptarse la utilización coordinada de los 
aprovechamientos existentes.

2.   Con carácter temporal, podrá también condicionar o limitar el uso del dominio público 
hidráulico para garantizar su explotación racional. Cuando por ello se ocasione una 
modificación de caudales que genere perjuicios a unos aprovechamientos en favor de otros, 
los titulares beneficiados deberán satisfacer la oportuna indemnización, correspondiendo 
al Organismo de cuenca, en defecto de acuerdo entre las partes, la determinación de su 
cuantía.

3.   Cuando existan caudales reservados o comprendidos en algún plan del Estado que no 
sean objeto de aprovechamiento inmediato, podrán otorgarse concesiones a precario que 
no consolidarán derecho alguno ni darán lugar a indemnización si el Organismo de cuenca 
reduce los caudales o revoca las autorizaciones (art. 53 de la LA).

4.   La adopción de las medidas a que se refieren los apartados 1 y 2 de este artículo se 
realizará previa deliberación de la Junta de Gobierno del Organismo de cuenca.
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Artículo 91.

1.   La asignación de recursos establecida en los Planes Hidrológicos de cuenca determi-
nará los caudales que se adscriben a los aprovechamientos actuales y futuros.

2.   Las concesiones existentes deberán ser revisadas cuando lo exija su adecuación a las 
asignaciones formuladas por los Planes Hidrológicos de cuenca.

La revisión de la concesión dará lugar a indemnización cuando, como consecuencia de 
la misma, se irrogue un daño efectivo al patrimonio del concesionario, en los términos 
previstos en el artículo 156.

Artículo 92.

1.   El Organismo de cuenca, de acuerdo con las previsiones de los Planes Hidrológicos, 
deberá reservar para regadíos, pesca, aprovechamientos hidroeléctricos o para cualquier 
otro servicio del Estado o fin de utilidad pública determinados tramos de corrientes, 
sectores de acuíferos subterráneos, o la totalidad de algunos de ellos.

2.   Los caudales que deban ser reservados se inscribirán en el Registro de Aguas a nom-
bre del Organismo de cuenca, siendo título suficiente para ello la inclusión de los recursos 
citados en las previsiones que para reservas formulen los Planes Hidrológicos de cuenca.

En el asiento que a tal efecto se practique deberá especificarse la cuantía de los caudales, 
el plazo de la reserva y los servicios del Estado o fines de utilidad pública a los que se 
adscriben aquéllos.

3.   En su momento las Comunidades de usuarios, Organismos públicos o particulares, 
podrán solicitar la concesión de los recursos reservados, que se otorgará por el Organismo 
de cuenca, previa apertura de un periodo de información pública.

4.   Otorgada la concesión se procederá a la inscripción de la misma en el Registro de 
Aguas a nombre del concesionario, debiendo detraerse el caudal concedido de la reserva 
inscrita a nombre del Organismo de cuenca.

CAPITULO III

Autorizaciones y concesiones

Sección 1ª. La concesión de aguas en general

Artículo 93.

1.   Todo uso privativo de las aguas no incluido en el artículo 54 del texto refundido de la 
Ley de Aguas requiere concesión administrativa Su otorgamiento será discrecional, pero 
toda resolución será motivada y adoptada en función del interés publico. Las concesiones 
serán susceptibles de revisión con arreglo a lo establecido en el artículo 65 del texto 
refundido de la Ley de Aguas.
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2.   El procedimiento ordinario de otorgamiento de concesiones se ajustará a los principios 
de publicidad y tramitación en competencia, prefiriéndose, en igualdad de condiciones, 
aquellos que proyecten la más racional utilización del agua y una mejor protección de su 
entorno. El principio de competencia podrá suprimirse cuando se trate de abastecimiento 
de agua a poblaciones (art. 71.2 de la LA).

3.   El otorgamiento de autorizaciones y concesiones referentes al dominio público 
hidráulico es atribución del Organismo de cuenca, salvo cuando se trate de obras y 
actuaciones, de interés general del Estado, que corresponderán al Ministerio de Obras 
Públicas y Urbanismo, tal como se establece en el artículo 22, a), de la Ley de Aguas.

4.   No obstante, lo dispuesto en el apartado 1, los órganos de la Administración del Estado o 
de las comunidades autónomas podrán acceder a la utilización de las aguas, previa autorización 
especial extendida a su favor o del Patrimonio del Estado, sin perjuicio de terceros.

Artículo 94.

En aplicación de lo establecido en el artículo 71 de la Ley de Aguas, llevarán implícita 
la declaración de utilidad pública las concesiones de agua cuando su finalidad sea el 
abastecimiento de población a que se refiere el párrafo primero del apartado 3 del artículo 
58 de la Ley de Aguas, o cuando, siendo otra su finalidad, se ajusten a las condiciones que 
para ello se definan en los respectivos Planes Hidrológicos de cuenca.

Artículo 95.

1.   Podrán disfrutar de los beneficios implícitos en la declaración de utilidad pública las 
concesiones de aguas que no reúnan los requisitos señalados en el artículo anterior, 
siempre que sean necesarias para el funcionamiento de una actividad que haya obtenido 
previamente una declaración del mismo carácter otorgada por la autoridad competente.

2.   La solicitud para acogerse a esta posibilidad, que podrá ser conjunta con la de la 
concesión de las aguas, será presentada en el Organismo de cuenca acompañando 
documentación justificativa de la declaración de utilidad pública de la actividad. Los 
trámites se reducirán a una información pública con el mismo ámbito espacial y geográfico 
previsto para la concesión en el artículo 102.

Artículo 96.

1.   Las concesiones se otorgarán teniendo en cuenta la explotación racional conjunta 
de los recursos superficiales y subterráneos, sin que el título concesional garantice la 
disponibilidad de los caudales concedidos (art. 57.2 de la LA).

2. Las concesiones y reservas para usos existentes o previsibles se otorgan según las 
disponibilidades existentes obtenidas una vez que se ha aplicado la restricción derivada 
del cumplimiento de los caudales ecológicos de conformidad con el artículo 49 ter.
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3. Si para la realización de las obras de una nueva concesión fuese necesario modificar la 
toma o captación de otra u otras preexistentes, el Organismo de cuenca podrá imponer, 
o proponer en su caso, la modificación, siendo los gastos y perjuicios que se ocasionen a 
cargo del peticionario (art. 57.3 de la LA).

Artículo 97. Duración de las concesiones

Toda concesión se otorgará según las previsiones de los Planes Hidrológicos; tendrá 
carácter temporal y plazo máximo de duración, incluidas las prórrogas, no superior a 
setenta y cinco años de conformidad con el artículo 93.3 de la Ley 33/2003, de 3 de 
noviembre, del Patrimonio de las Administraciones Públicas.

El plazo comenzará a computar desde el día siguiente al de la notificación de la resolución 
concesional.

Artículo 98.

1.   En las concesiones se observará, a efectos de su otorgamiento, el orden de preferencia 
que se establezca en el Plan Hidrológico de la cuenca correspondiente, teniendo en cuenta 
las exigencias para la protección y conservación del recurso y su entorno.

2.   Toda concesión está sujeta a expropiación forzosa, de conformidad con lo dispuesto 
en la legislación general sobre la materia, a favor de otro aprovechamiento que le preceda 
según el orden de preferencia establecido en el Plan Hidrológico de cuenca.

3.   A falta de dicho orden de preferencia, regirá con carácter general el siguiente:

1º Abastecimiento de población, incluyendo en su dotación la necesaria para industrias 
de poco consumo de agua situadas en los núcleos de población y conectadas a la red 
municipal.

2º Regadíos y usos agrarios.

3º Usos industriales para producción de energía eléctrica.

4º Otros usos industriales no incluidos en los apartados anteriores.

5º Acuicultura.

6º Usos recreativos.

7º Navegación y transporte acuático.

8º Otros aprovechamientos.

El orden de prioridades que pudiere establecerse específicamente en los Planes 
Hidrológicos de cuenca deberá respetar, en todo caso, la supremacía de uso consignado 
en el apartado 1.º de la precedente enumeración.
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De conformidad con lo dispuesto en el artículo 58 del texto refundido de la Ley de Aguas, 
el Consejo de Ministros podrá alterar el mencionado orden de preferencia en los términos 
expuestos en el referido artículo.

En todo caso, el abastecimiento a nuevos desarrollos urbanos deberá haber sido planificado 
de conformidad con el artículo 15.3.a) del texto refundido de la Ley del Suelo, aprobado 
por el Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio, y con el artículo 25.4 del texto 
refundido de la Ley de Aguas.

Dentro de cada clase estarán incluidas las categorías y subcategorías previstas en la 
clasificación de usos descrita en el artículo 49 bis. De no especificarse las subcategorías, 
se entenderá que cada categoría engloba todas las subcategorías previstas en la 
mencionada clasificación con igual preferencia.

4. Dentro de cada clase, en caso de incompatibilidad de usos, serán preferidas aquellas 
de mayor utilidad pública o general, o aquellas que introduzcan mejoras técnicas que 
redunden en un menor consumo de agua (art. 58 de la LA).

Artículo 99.

1.   Toda concesión se entenderá hecha sin perjuicio de tercero.

2.   El agua que se concede queda adscrita a los usos indicados en el título concesional, 
sin que pueda ser aplicada a otros distintos, ni a terrenos diferentes si se trata de riegos.

3.   No obstante, la Administración concedente podrá imponer la sustitución de la totalidad 
o de parte de los caudales concesionales por otros de distinta origen, con el fin de 
racionalizar el aprovechamiento del recurso.

La Administración responderá únicamente de los gastos inherentes a la obra de sustitución, 
pudiendo repercutir estos gastos sobre los beneficiados.

4.   Cuando el destino de las aguas fuese el riego, el titular de la concesión deberá serlo 
también de las tierras a las que el agua vaya destinada, sin perjuicio de las concesiones 
otorgadas a las Comunidades de Usuarios y de lo que se establece en el artículo siguiente 
(art. 59 de la LA).

Artículo 100.

1.   Podrán otorgarse concesiones de aguas para riego en régimen de servicio público a 
empresas o particulares, aunque no ostenten la titularidad de las tierras eventualmente 
beneficiarias del riego, siempre que el peticionario acredite previamente que cuenta con 
la conformidad de los titulares que reunieran la mitad de la superficie de dichas tierras.

2.   En este supuesto, la Administración concedente aprobará los valores máximos y mínimos 
de las tarifas de riego, que habrán de incorporar las cuotas de amortización de las obras.
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3.   El titular de una concesión para riego en régimen de servicio público no podrá 
beneficiarse de lo previsto en el artículo 51.3 de la Ley de Aguas, correspondiendo a los 
titulares de la superficie regada el derecho a instar una nueva concesión en los términos 
de dicho apartado.

4.   Las obras e instalaciones que no hayan revertido al Estado pasarán, en su caso, a la 
titularidad del nuevo concesionario (art. 60 de la LA).

Artículo 101.

En las concesiones de aguas públicas y en las modificaciones de las mismas que se 
autoricen, se entenderá comprendida la de los terrenos de dominio público hidráulico 
necesarios para su utilización.

Artículo 102. Elementos de la concesión

1.   En toda concesión de aguas públicas se fijará la finalidad de ésta, su plazo, el caudal 
máximo instantáneo, el volumen máximo anual y en su caso el volumen máximo mensual 
cuyo aprovechamiento se concede, indicando el período de utilización cuando ésta se 
haga en jornadas restringidas. Se identificará el término municipal y provincia donde está 
ubicada la captación y las referencias cartográficas de las captaciones de aguas y de sus 
lugares de aplicación.

2.   En las concesiones de agua para riegos se fijará, además, la superficie con derecho a 
riego y la superficie regable en hectáreas, los términos municipales y provincias donde la 
misma esté situada, el volumen de agua máximo a derivar por hectárea y año, y el volumen 
máximo mensual derivable que servirá para tipificar el caudal máximo instantáneo.

3.   En las concesiones de agua para usos hidroeléctricos se fijarán, además, las 
características técnicas de los grupos instalados y el tramo de río afectado, entendiendo 
por tal el comprendido entre las cotas de máximo embalse normal en el punto de toma y 
de restitución al cauce público.

Artículo 103.

La transmisión total o parcial de los aprovechamientos de agua que impliquen un servicio 
público o la constitución de gravámenes sobre los mismos requerirá autorización 
administrativa previa.

En los demás casos sólo será necesario acreditar de modo fehaciente, en el plazo y forma 
establecidos en este Reglamento, la transferencia o la constitución del gravamen (art. 61 
de la LA).
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Sección 2ª. Normas generales de procedimiento

Artículo 104.

Quien desee obtener una concesión de aguas superficiales presentará una instancia al 
Organismo de cuenca correspondiente, manifestando su pretensión y solicitando la 
iniciación siguientes extremos:

− Peticionario (persona fisica o jurídica).

− Destino del aprovechamiento.

− Caudal de agua solicitado.

− Corriente de donde se han de derivar las aguas, y

− Términos municipales donde radican las obras.

Artículo 105.

1.   El Organismo de cuenca redactará el anuncio conforme a la petición presentada, para 
su publicación en los Boletines Oficiales de las provincias donde radiquen las obras. En 
el anuncio se indicará la apertura de un plazo de un mes, ampliable hasta tres a criterio 
de la Administración si por la importancia de la petición lo considera oportuno, a contar 
desde la publicación de la nota en el Boletín Oficial de la provincia, para que el peticionario 
presente su petición concreta y el documento técnico correspondiente, admitiéndose 
también, durante dicho plazo, otras peticiones que tengan el mismo objeto que aquélla o 
sean incompatibles con la misma. También se indicará que, de acuerdo con lo dispuesto 
en el apartado siguiente, se denegará la tramitación posterior de toda petición presentada 
que suponga una utilización de caudal superior al doble del que figura en la petición inicial, 
sin perjuicio de que, el peticionario que pretenda solicitar un caudal superior al límite fijado, 
pueda acogerse a la tramitación indicada en el apartado 3 del presente artículo.

2.   Tanto la petición del iniciador del expediente como la de otros posibles concurrentes a 
este trámite no podrán contemplar una utilización de caudal superior al doble del que figuraba 
en la petición que sirvió de base al concurso, entendiéndose que las que sobrepasasen ese 
limite tienen manifiesta disparidad respecto de aquélla y, en consecuencia, el Organismo 
de cuenca denegará la tramitación de las mismas, mediante acuerdo motivado, que se 
notificará a los interesados con devolución de la documentación presentada.

3.   Cualquier posible concurrente que proyectase utilizar un caudal superior al doble de 
la petición inicial podrá dirigirse por escrito al Organismo de cuenca dentro del plazo 
fijado en el anuncio de aquélla para la presentación de peticiones, remitiendo su petición 
en la forma prevista en el artículo anterior y solicitando la paralización del trámite de 
la publicada inicialmente. A la petición acompañará resguardo de haber depositado una 
fianza para responder de la presentación del documento técnico correspondiente a su 
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petición. El importe de esta fianza será determinado por el Organismo de cuenca de forma 
general, teniendo en cuenta el caudal solicitado y el destino del mismo.

El Organismo de cuenca procederá a remitir el nuevo anuncio en la forma señalada 
anteriormente, indicando que esta petición paraliza, provisionalmente, la tramitación 
de la anterior, inmediatamente antes del trámite de desprecintado de los documentos 
técnicos que a la misma se hubieran presentado. Esta suspensión provisional del trámite 
se comunicará directamente al primer peticionario y a los concurrentes, una vez finalizado 
el plazo de admisión de peticiones.

Si en la nueva competencia no fuese presentada ninguna petición, o no fuera admitida, el 
expediente continuará su tramitación con el desprecintado de los documentos aceptados. 
En caso contrario, se elevará a definitiva la suspensión, mediante acuerdo motivado, que 
se notificará a los interesados con devolución de sus respectivos documentos técnicos.

(...)

Artículo 126. Obras dentro y sobre el dominio publico hidráulico26

1.   La tramitación de los expedientes de concesiones y autorizaciones de obras dentro 
o sobre el domino público hidráulico se realizará según el procedimiento regulado en los 
artículos 53 y 54, con las siguientes salvedades y precisiones:

a) En el caso de estabilización de márgenes o labores de mera conservación y mantenimien-
to de cauces, la documentación comprenderá, como mínimo, un plano de planta a escala 
de la obra a ejecutar, en el que la misma quede perfectamente definida en relación con 
ambas márgenes del cauce, acompañado de una sucinta memoria descriptiva.

Cuando por la índole de la obra solicitada, pueda verse modificada la capacidad de 
evacuación del cauce, se incluirán perfiles transversales del mismo y un cálculo justificativo 
de la capacidad a distintos niveles. Se podrán sustituir los planos a escala por croquis 
acotados, si se trata de obras de poca importancia a realizar en cauces públicos de 
escasa entidad.

b) Obras de encauzamientos, motas de defensa, puentes y pasarelas u otras modifica-
ciones no incluidas en el apartado anterior, requerirán la presentación de proyecto 
suscrito por técnico competente. El Organismo de cuenca podrá acordar la sustitución 
del proyecto por planos a escala, descriptivos de la totalidad de las obras y una me-
moria justificativa, cuando a su juicio se trate de obras de poca importancia a realizar 
en cauces públicos de escasa entidad.

26 Letra a) del apartado 1 y apartado 2 de este artículos modificados por Real Decreto 638/2016, de 9 de 
diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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Los proyectos de cortas o cobertura de cauces contendrán un plano topográfico que 
defina los vértices de la poligonal que delimita los cauces nuevo y antiguo referenciados 
con coordenadas ETRS89.

c) En el caso de que con las obras se pretendan recuperar terrenos que hayan pertenecido 
al peticionario, esta circunstancia se hará constar expresamente en la solicitud inicial, de-
biendo justificar la propiedad de los mismos mediante la presentación del oportuno título o 
certificación registral, junto con una copia del plano parcelario de la finca que se pretende 
recuperar y un plano topográfico que defina los vértices de la delimitación de los terrenos 
referenciados con coordenadas ETRS89 respecto del cauce, que deberá contrastarse 
con la correspondiente delimitación del dominio público hidráulico de la que disponga 
el Organismo de cuenca. Esta delimitación de los terrenos no vinculará el resultado del 
deslinde que se desarrolle en los términos previstos en los artículos 240 y siguientes.

2.   Podrá prescindirse de la información pública cuando los estudios hidráulicos realizados 
por el solicitante y validados por la Administración hidráulica competente demuestren que 
no se produce un incremento de niveles tanto en la otra margen del río como aguas arriba 
y abajo del tramo en cuestión, o bien se trate de estabilización de márgenes, labores 
de mera conservación y mantenimiento de cauces, puentes, pasarelas y coberturas de 
escasa importancia en cauces de pequeña entidad.

3.   La actuación deberá someterse a la tramitación ambiental necesaria en función de la 
legislación ambiental aplicable en cada caso.

4.   No necesitarán la concesión a que se refiere este artículo las obras que realice el 
Estado o las comunidades autónomas, incluidas en Planes que hubieran sido informados 
por el Organismo de cuenca y hayan recogido sus prescripciones. No obstante, todos 
los proyectos de las administraciones públicas que se realicen en estos ámbitos deberán 
someterse a informe del Organismo de cuenca para que se analicen las posibles afecciones 
al dominio público hidráulico.

5.   Las actuaciones derivadas de estos expedientes y de cualquier otro que suponga una 
afección al dominio público hidráulico, se almacenarán y mantendrán actualizadas en un 
sistema informático convenientemente georreferenciadas de forma que sirvan de base 
al inventario de presiones establecido en el Reglamento de la Planificación Hidrológica, 
aprobado por el Real Decreto 907/2007, de 6 de julio.

Artículo 126 bis. Condiciones para garantizar la continuidad fluvial

1.   El Organismo de cuenca promoverá el respeto a la continuidad longitudinal y lateral 
de los cauces compatibilizándolo con los usos actuales del agua y las infraestructuras 
hidráulicas recogidas en la planificación hidrológica.

2.   En los condicionados de las nuevas concesiones y autorizaciones o de la modificación 
o revisión de las existentes, que incluyan obras transversales en el cauce el Organismo de 
cuenca exigirá la instalación y adecuada conservación de dispositivos que garanticen su fran-
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queabilidad por la ictiofauna autóctona. Igual exigencia tendrá lugar para las obras de este 
tipo existentes, vinculadas a concesiones y autorizaciones que incluyan esta obligación en su 
condicionado o que deban incorporar tales dispositivos en aplicación de la legalidad vigente.

Se podrá prescindir temporalmente de estos dispositivos por criterios ambientales o por 
inviabilidad técnica, a justificar adecuadamente en cada caso. En función de la evolución 
ambiental del tramo o de la mejora de las técnicas, el Organismo de cuenca podrá exigir 
su instalación cuando las condiciones así lo aconsejen.

3.   En las obras y en la tramitación de expedientes de autorizaciones y concesiones que 
correspondan a obras de defensa frente a inundaciones, el Organismo de cuenca tendrá en 
cuenta los posibles efectos sobre el estado de las masas de agua salvo casos excepcionales, 
solo podrán construirse obras de defensa sobreelevadas lateralmente a los cauces en la zona 
de flujo preferente cuando protejan poblaciones e infraestructuras públicas existentes.

Dominio público hidráulico, se encuentren abandonadas sin cumplir función alguna ligada 
al aprovechamiento de las aguas, teniendo en consideración la seguridad de las personas 
y los bienes y valorando el efecto ambiental y económico de cada actuación.

5.   Para el otorgamiento de nuevas autorizaciones o concesiones de obras transversales 
al cauce, que por su naturaleza y dimensiones puedan afectar significativamente al 
transporte de sedimentos, será exigible una evaluación del impacto de dichas obras sobre 
el régimen de transporte de sedimentos del cauce. En la explotación de dichas obras se 
adoptarán medidas para minimizar dicho impacto.

Artículo 126 ter. Criterios de diseño y conservación para obras de protección, 
modificaciones en los cauces y obras de paso27

Además del cumplimiento de los requisitos previstos en los dos artículos anteriores con 
carácter general, se establecen los siguientes criterios para el diseño de las actuaciones 
en dominio público hidráulico:

1.   En las obras de protección frente a inundaciones se tenderá, en lo posible, a aumentar 
el espacio del cauce y no agravar la inundabilidad y el riesgo preexistente aguas arriba y 
aguas abajo de la actuación, teniendo en consideración lo establecido en el artículo 28.3 
y el párrafo segundo del artículo 36.2 Plan Hidrológico Nacional aprobado por la Ley 
10/2001, de 5 de julio.

2.   Como criterio general no será autorizable la realización de cubrimientos de los 
cauces ni la alteración de su trazado, sin perjuicio de la aplicación de lo establecido en 
los apartados 3, 4 y 5. En los casos excepcionales debidamente justificados en los que se 

27 Añadido por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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plantee la autorización de cubrimientos, la sección será, en lo posible, visitable y dispondrá 
de los elementos necesarios para su correcto mantenimiento y en cualquier caso, deberá 
permitir el desagüe del caudal de avenida de 500 años de período de retorno.

3.   El diseño de los puentes, pasarelas y obras de drenaje transversal en las autopistas, 
autovías, vías rápidas y nuevas carreteras convencionales y de la red ferroviaria, así como 
de aquellas otras vías de comunicación que den acceso a instalaciones y servicios básicos 
para la planificación de protección civil, se realizará de forma que no se ocupe la vía de 
intenso desagüe con terraplenes o estribos de la estructura de paso y no se produzcan 
alteraciones significativas de la zona de flujo preferente, para lo cual la obra de paso se 
complementará con posibles obras de drenaje adicionales y pasos inferiores.

En caso necesario, podrán ubicarse pilas dentro de la vía de intenso desagüe, minimizando 
siempre la alteración del régimen hidráulico, y garantizando que la sobreelevación producida 
sea inferior a los límites establecidos en el artículo 9.2. En aquellas zonas donde pueda 
verse afectada la seguridad de las personas y bienes o el posible desarrollo urbanístico, 
la sobreelevación máxima será inferior a 10 cm.

4.   Los puentes en caminos vecinales, vías y caminos de servicio y otras infraestructuras 
de baja intensidad de tráfico rodado, deberán tener, al menos, la misma capacidad 
de desagüe que el cauce en los tramos inmediatamente aguas arriba y aguas abajo. 
Asimismo, se diseñarán para no suponer un obstáculo a la circulación de los sedimentos 
y de la fauna piscícola, tanto en ascenso como en descenso.

5.   En el diseño de los drenajes transversales de las vías de comunicación se respetarán 
en la medida de lo posible las áreas de drenaje naturales y deberán adoptarse las medidas 
necesarias para limitar el incremento del riesgo de inundación que pueda derivarse.

6.   En todo caso, los titulares de estas infraestructuras deberán realizar las labores de 
conservación necesarias que garanticen el mantenimiento de la capacidad de desagüe de 
la misma, para lo cual los particulares facilitarán el acceso de los equipos de conservación 
a sus propiedades, no pudiendo realizar actuaciones que disminuyan la capacidad de 
drenaje de las infraestructuras.

7.   Las nuevas urbanizaciones, polígonos industriales y desarrollos urbanísticos en 
general, deberán introducir sistemas de drenaje sostenible, tales como superficies y 
acabados permeables, de forma que el eventual incremento del riesgo de inundación se 
mitigue. A tal efecto, el expediente del desarrollo urbanístico deberá incluir un estudio 
hidrológico-hidráulico que lo justifique.

Artículo 127.

1.   Los cruces de líneas eléctricas y de otro tipo sobre el dominio público hidráulico serán 
tramitados por el Organismo de cuenca. La documentación técnica a presentar consistirá 
en una sucinta memoria, especificando las características esenciales de la línea y en 
planos de planta y perfil transversal, en los que queden reflejados el cauce, los apoyos 
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y los cables, acotando la altura mínima de éstos sobre el nivel de las máximas crecidas 
ordinarias. El expediente se tramitará sin información pública.

2.   En todos los cruces la altura mínima en metros sobre el nivel alcanzado por las 
máximas avenidas se deducirá de las normas que a estos efectos tenga dictada sobre 
este tipo de gálibos el Ministerio de Industria y Energía, respetando siempre como mínimo 
el valor que se deduce de la siguiente fórmula:

H = G + 2,30 + 0,01 U,

en la que H será la altura mínima en metros, G tendrá el valor de 4,70 para casos normales 
y de 10,50 para cruces de embalses y ríos navegables, y U será el valor de la tensión de 
la línea expresada en kilovoltios

TITULO III

DE LA PROTECCIÓN DEL DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO Y 
DE LA CALIDAD DE LAS AGUAS CONTINENTALES

CAPITULO I

Normas generales, apeo y deslinde del dominio público, y zonas de protección 
y reservas hidrológicas

Sección 1ª. Normas generales

Artículo 232.

Son objetivos de la protección del dominio público hidráulico contra su deterioro:

a) Conseguir y mantener un adecuado nivel de calidad de las aguas.

b) Impedir la acumulación de compuestos tóxicos o peligrosos en el subsuelo, capaces 
de contaminar las aguas subterráneas.

c) Evitar cualquier otra actuación que pueda ser causa de su degradación (art. 84 de LA).

Artículo 233.

1.   Se entiende por contaminación, a los efectos de la Ley de Aguas, la acción y el efecto 
de introducir materias o formas de energía, o inducir condiciones en el agua que, de modo 
directo o indirecto, impliquen una alteración perjudicial de su calidad en relación con los 
usos posteriores o con su función ecológica.
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El concepto de degradación del dominio público hidráulico a efectos de esta Ley incluye 
las alteraciones perjudiciales del entorno afecto a dicho dominio (artículo 85 de la LA).

2.   Entre los usos posteriores mencionados en el apartado anterior, serán objeto de 
especial protección aquéllos que corresponden a los abastecimientos de agua potable, 
impliquen afección a la salud humana o tengan asignada una función ecológica para la 
protección de zonas vulnerables o sensibles.

Artículo 234.

Queda prohibido con carácter general y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 92 de 
la Ley de Aguas:

a) Efectuar vertidos directos o indirectos que contaminen las aguas.

b) Acumular residuos sólidos, escombros o sustancias, cualquiera que sea su naturaleza 
y el lugar en que se depositen, que constituyan o puedan constituir un peligro de 
contaminación de las aguas o de degradación de su entorno.

c) Efectuar acciones sobre el medio físico o biológico afecto al agua que constituyan o 
puedan constituir una degradación del mismo.

Cuando el Organismo de cuenca compruebe la degradación del medio receptor como 
consecuencia de prácticas agropecuarias inadecuadas, lo comunicará a la Administración 
competente, sin perjuicio de la exigencia de responsabilidad por acciones causantes de 
daños al dominio público hidráulico derivadas del incumplimiento del artículo 97.b) del 
texto refundido de la Ley de Aguas.

d) El ejercicio de actividades dentro de los perímetros de protección fijados en los Planes 
Hidrológicos, cuando pudiera constituir un peligro de contaminación o degradación del 
dominio público hidráulico (art. 89 de LA).

Artículo 235.

1.   La policía de las aguas superficiales y subterráneas y de sus cauces y depósitos natu-
rales, zonas de servidumbre y perímetros de protección se ejercerá por la Administración 
hidráulica competente (art. 86 de LA).

2.   El apeo y deslinde de los cauces de dominio público corresponde a la Administración 
del Estado, que los efectuará por los Organismos de cuenca, según el procedimiento que 
se establece en el presente Reglamento (art. 87 de LA).

Artículo 236.

En la tramitación de concesiones y autorizaciones que afecten al dominio público hidráulico 
y pudieren implicar riesgos para el medio ambiente, será preceptiva la presentación de una 
evaluación de sus efectos (art. 90 de LA).



LEGISLACIÓN EN  MATERIA DE ORDENACIÓN DEL TERRITORIO, PROTECCIÓN DEL LITORAL Y PAISAJE

294

Artículo 237.

1.   Las concesiones o autorizaciones administrativas, en relación con obras o actividades en 
el dominio público hidráulico, que, a juicio del Organismo de cuenca, se consideren suscepti-
bles de contaminar o degradar el medio ambiente, causando efectos sensibles en el mismo, 
requerirán la presentación por el peticionario de un estudio para evaluación de tales efectos.

2.   Los estudios de evaluación de efectos medioambientales identificarán, preverán y 
valorarán las consecuencias o efectos que las obras o actividades que el peticionario 
pretenda realizar puedan causar a la salubridad y al bienestar humanos y al medio 
ambiente, e incluirán las cuatro fases siguientes:

a) Descripción y establecimiento de las relaciones causa efecto.

b) Predicción y cálculo en su caso de los efectos y cuantificación de sus indicadores.

c) Interpretación de los efectos.

d) Previsiones a medio y largo plazo y medidas preventivas de efectos indeseables.

Si la entidad de las obras o acciones a realizar así lo aconseja, el Organismo de cuenca podrá 
admitir los estudios a que se refiere el presente artículo, redactados de forma simplificada.

En cualquier caso estos estudios deberán ser redactados por titulado superior competente.

3.   Si la supuesta contaminación o degradación del medio implicase afección de aguas 
subterráneas, el estudio incluirá la evaluación de las condiciones hidrogeológicas de la 
zona afectada, del eventual poder depurador del suelo y del subsuelo, y de los riesgos 
de contaminación y de alteración de la calidad de las aguas subterráneas por el vertido, 
determinando si la solución que se propone es adecuada, especialmente si se tratase de 
vertidos directos o indirectos.

Artículo 238.

Los estudios de evaluación de efectos medioambientales contenidos en las peticiones de 
concesiones o autorizaciones como documentos que forman parte de los correspondientes 
expedientes, se verán sometidos a la tramitación normal regulada para éstos, debiendo 
ser recabados los informes correspondientes, en relación con la afección a la salud o al 
medio ambiente, si por la índole de la obra o acción previstas por el peticionario, así lo 
estimara el Organismo de cuenca.

Artículo 239.

Los programas, planes, anteproyectos y proyectos de obras o acciones a realizar por la 
propia Administración, deberán también incluir los correspondientes estudios de evaluación 
de efectos medioambientales cuando razonablemente puedan presumirse riesgos para el 
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medio ambiente, como consecuencia de su realización. Asimismo, deberán incorporarse 
dichos estudios a los expedientes de todas las obras de regulación.

Estos estudios deberán adaptarse, en este caso, a lo preceptuado en el artículo 237, en 
lo relativo a su entidad y contenido.

(...)

Artículo 243.

1.   A fin de proteger adecuadamente la calidad del agua, el Gobierno podrá establecer 
alrededor de los lechos de lagos, lagunas y embalses, definidos en el artículo 9 de la Ley 
de Aguas, un área en la que se condicionará el uso del suelo y las actividades que se 
desarrollen.

2.   Alrededor de los embalses superficiales, el Organismo de cuenca podrá prever en sus 
proyectos las zonas de servicio necesarias para su explotación. Frecuencia y persistencia 
de la inundación de la cubeta, la profundidad o las características de sus riberas.

3º  En cuanto a los acuíferos, el origen y características geológicas, las características 
hidrogeológicas o su conexión con los ecosistemas terrestres asociados.

3.   Se entenderá por estado natural aquél en el que se haya constatado la nula o escasa 
alteración de los procesos naturales como consecuencia de la intervención humana, de 
forma que la reserva hidrológica mantenga las características que dan lugar a hacerla 
merecedora de protección y podrán utilizarse como sitios de referencia de la DMA.

4.   Las reservas hidrológicas se clasifican en tres grupos:

a) Reservas naturales fluviales. Son aquellos cauces, o tramos de cauces, de corrientes 
naturales, continuas o discontinuas, en los que, teniendo las características de 
representatividad indicadas en el apartado anterior, las presiones e impactos 
producidos como consecuencia de la actividad humana no han alterado el estado 
natural que motivó su declaración.

b) Reservas naturales lacustres. Son aquellos lagos o masas de agua de la categoría lago, 
y sus lechos, en los que, teniendo las características de representatividad indicadas 
en el apartado anterior, las presiones e impactos producidos como consecuencia de 
la actividad humana no han alterado el estado natural que motivó su declaración.

c) Reservas naturales subterráneas. Son aquellos acuíferos o masas de agua subte-
rráneas, en los que, teniendo las características de representatividad indicadas en 
el apartado anterior, las presiones e impactos producidos como consecuencia de la 
actividad humana no han alterado el estado natural que motivó su declaración.
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Sección 4ª. Régimen Jurídico de las Reservas Hidrológicas

Artículo 244 bis. Reservas hidrológicas. Concepto y tipología28

1.   A los efectos del artículo 25 de la Ley 10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico 
Nacional, constituyen una reserva hidrológica los ríos, tramos de río, lagos, acuíferos, 
masas de agua o partes de masas de agua, declarados como tales dadas sus especiales 
características o su importancia hidrológica para su conservación en estado natural.

Estas reservas se circunscribirán estrictamente a los bienes de dominio público hidráulico.

2.   Para determinar si las reservas hidrológicas poseen especiales características o 
una importancia hidrológica, se atenderá al estado de las aguas o a sus características 
hidromorfológicas:

a) En cuanto al estado, se podrán declarar como reserva hidrológica aquéllas que estando 
en muy buen estado o buen estado, tengan una relevancia especial, bien por su 
singularidad, representatividad de las distintas categorías o tipos de masas de agua, o 
por ser consideradas como sitios de referencia de la Directiva Marco del Agua (DMA).

b) En cuanto a las características hidromorfológicas, se podrán declarar como reserva 
hidrológica aquéllas que sean representativas de las distintas hidromorfologías 
existentes:

1º  En cuanto a cauces (ríos o tramos de ríos) el régimen y la estacionalidad del régimen 
de caudales asociado (permanente, temporal o estacional, intermitente o fuertemente 
estacional o efímero, entre otros) y el origen de sus aportaciones (glacial, nival, nivo-
pluvial, pluvio-nival, pluvial oceánico, pluvial mediterráneo, entre otros).

Además, la tipología en cuanto al tipo de fondo de valle, trazado, morfología y geometría 
del cauce (recto, meandriforme, trenzado, divagante, anastomosado, rambla, entre otros); 
la estructura y sustrato del lecho; o las características de sus riberas.

Artículo 244 ter. Declaración de las reservas hidrológicas29

1.   En la regulación de la declaración de reservas hidrológicas en las demarcaciones 
hidrográficas intracomunitarias, que corresponde realizar a las comunidades autónomas 
competentes para su planificación, regulación y gestión, el procedimiento establecido por 
éstas se sujetará a lo dispuesto en los apartados 5 y 7 y se realizará por la Administración 
hidráulica intracomunitaria correspondiente y sus órganos colegiados equivalentes.

28  Añadido por por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE nº 314, de 29 de diciembre).

29 Añadido por por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE nº 314, de 29 de diciembre).
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2.   Las reservas hidrológicas en las demarcaciones hidrográficas intercomunitarias 
se declararán de acuerdo con el procedimiento establecido en el artículo 25 de la Ley 
10/2001, de 5 de julio, del Plan Hidrológico Nacional, y en este artículo. A tal efecto, 
la declaración tendrá lugar mediante acuerdo de Consejo de Ministros, a propuesta 
del Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente, previo informe del Consejo 
Nacional del Agua y consulta a las comunidades autónomas.

3.   La propuesta de declaración contendrá los datos identificativos que figuran en el 
artículo 244 sexies para su inclusión en el Catálogo Nacional de Reservas Hidrológicas, 
así como la información necesaria para su inclusión en el registro de zonas protegidas que 
se especifica en el artículo 24.4 del Reglamento de la Planificación Hidrológica.

4.   La propuesta de declaración será elaborada por la Dirección General del Agua a 
partir de la información suministrada por los organismos de cuenca y en especial de la 
información disponible en el Plan Hidrológico de cada demarcación, e irá acompañada 
de una Memoria que exprese las razones que motivan la declaración de cada una de las 
reservas, el grupo de reserva hidrológica de que se trata y un análisis sobre las presiones 
significativas existentes.

5.   En el proceso de elaboración de la propuesta de declaración se deberán incorporar 
los requisitos establecidos en la Ley 27/2006, de 18 de julio, por la que se regulan los 
derechos de acceso a la información, de participación pública y de acceso a la justicia en 
materia de medio ambiente, de manera que la propuesta:

a) Será objeto de consulta pública durante al menos un mes en la Web del Ministerio 
de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente para que se formulen las 
alegaciones que estimen oportunas.

b) Se someterá a consulta del Consejo del Agua de cada una de las Demarcaciones 
Hidrográficas afectadas, por el procedimiento escrito en los términos previstos en la 
norma que regula dicho órgano de participación.

c) Se someterá a consulta del Consejo Asesor de Medio Ambiente y al Consejo Nacional 
del Agua.

d) Se fomentará la participación activa de los ciudadanos mediante la constitución 
de foros o grupos de trabajo en los que podrán participar además de las partes 
interesadas, personas de reconocido prestigio y experiencia en esta materia.

6.   Una vez declaradas, la Dirección General del Agua informará a los organismos de 
cuenca y éstos al Comité de Autoridades Competentes con la finalidad de garantizar la 
revisión y actualización del registro de zonas protegidas de conformidad con el artículo 
25 del Reglamento de Planificación Hidrológica y se publicará en el “Boletín Oficial del 
Estado”.
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7.   La declaración de nuevas reservas conllevará la actualización automática del 
correspondiente Plan Hidrológico, debiendo proceder el organismo de cuenca a incluirlas 
formalmente en el mismo y a publicar dicha actualización del Plan en su web y en el 
“Boletín Oficial del Estado” cuando implique cambios en la parte publicada en el mismo.

Artículo 244 quáter. Protección de las reservas30

1.   El régimen de protección de las reservas hidrológicas declaradas comprende, al 
menos, las siguientes medidas:

a) No se otorgarán nuevas concesiones ni se autorizarán actividades o declaraciones 
responsables sobre el dominio público hidráulico que pongan en riesgo el mantenimiento 
del estado de naturalidad y las características hidromorfológicas que motivaron la 
declaración de cada reserva hidrológica. Queda exceptuada de esta limitación el 
aprovechamiento de las aguas para abastecimiento urbano cuando no existan otras 
alternativas viables de suministro; en cuyo caso, se atenderá para cada situación 
específica, a su debida justificación y al resultado del análisis de la repercusión 
ambiental que pudieren ocasionar.

b) No se autorizarán modificaciones de las concesiones o autorizaciones existentes que 
pongan en riesgo el mantenimiento del estado de naturalidad y las características 
hidromorfológicas que motivaron la declaración de cada reserva hidrológica.

c) Podrán ser objeto de revisión, de oficio, por el organismo de cuenca, las concesiones, 
autorizaciones o declaraciones responsables existentes cuando la actividad o uso 
sobre el recurso hídrico o sobre la morfología de las reservas hidrológicas pudiere 
producir efectos negativos o de alto riesgo ecológico, cuando así lo indique un análisis 
previo de impactos y presiones.

d) Las reservas declaradas deberán ser respetadas por los instrumentos de ordenación 
urbanística; a tal fin, deberá solicitarse informe al organismo de cuenca de conformidad 
con el artículo 25 del TRLA.

2.   En aquellos casos en que, por una intervención humana, se produzca el deterioro del 
estado o de las características hidromorfológicas de las reservas hidrológicas declaradas, 
el organismo de cuenca, sin perjuicio de la iniciación del procedimiento sancionador que 
corresponda, adoptará las medidas precisas para impedir un mayor deterioro y posibilitar 
la recuperación de esas características y del estado inicial.

A tal efecto se repercutirá a los causantes del deterioro, las responsabilidades que 
procedan.

30  Añadido por por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE nº 314, de 29 de diciembre).
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Artículo 244 quinquies. Gestión de las reservas31

1.   El organismo de cuenca establecerá un conjunto de medidas de gestión de las reservas 
hidrológicas declaradas, que se incorporarán en los Programas de medidas de los Planes 
Hidrológicos de demarcación, en las que se contemplarán los siguientes aspectos:

a) Actividades de conservación y mejora del estado de la reserva hidrológica, a través de 
la identificación de las principales presiones y de las medidas de gestión asociadas.

b) Actividades de evaluación y seguimiento del estado de la reserva hidrológica, 
incluyendo los efectos del cambio climático.

c) Actividades de puesta en valor de las reservas hidrológicas de la cuenca.

d) Indicadores de seguimiento de las actividades.

2.   El organismo de cuenca llevará a cabo medidas de coordinación con las comunidades 
autónomas, respecto a las reservas hidrológicas declaradas, en relación con otras figuras 
de protección que hubiesen establecido en ejercicio de sus competencias respectivas las 
comunidades autónomas o, en su caso, el Estado, de acuerdo con la legislación ambiental 
y de protección de la naturaleza.

Artículo 244 sexies. Catálogo Nacional de Reservas Hidrológicas32

1.   El Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, creará y 
mantendrá actualizado el Catálogo Nacional de Reservas Hidrológicas, que almacenará 
toda la información de las mismas, y en especial la situación y los límites geográficos de 
cada una de las reservas que se definirán mediante un sistema de información geográfica.

2.   Los datos para identificar cada una de las reservas hidrológicas declaradas, son los 
siguientes:

a) Código de la reserva hidrológica, que estará configurado por el código oficial de la 
demarcación hidrográfica, el grupo al que pertenece y un número correlativo.

b) Demarcación Hidrográfica.

c) Comunidad autónoma.

d) Grupo de la reserva hidrológica.

31  Añadido por por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE nº 314, de 29 de diciembre).

32  Añadido por por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE nº 314, de 29 de diciembre).
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e) Nombre de la reserva hidrológica.

f) Longitud (km) o área (km2) o perímetro (km).

g) Nombre de los cauces principales o masas de agua asociadas.

h) Coordenadas UTM X, UTM Y, y el HUSO en el sistema de referencia ETRS89 de los 
puntos iniciales de los cauces principales de cada reserva natural fluvial y del punto 
final de cada reserva natural fluvial.

i) Coordenadas UTM X, UTM Y, y el HUSO en el sistema de referencia ETRS89 del 
centroide del polígono asociado a las reservas naturales lacustres y subterráneas.

3.   El soporte del Catálogo Nacional se elaborará y mantendrá actualizado en la página 
web del Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente, de manera 
que la información recogida en este sistema permita cumplir con lo dispuesto en la Ley 
27/2006, de 18 de julio.

4.   Las comunidades autónomas con competencias en las cuencas intracomunitarias 
facilitarán al Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente la información 
establecida en los puntos anteriores para mantener actualizado el Catálogo Nacional de 
Reservas Hidrológicas

Artículo 245. Autorización

1.   A los efectos de la Ley de Aguas, se consideran vertidos los que se realicen directa 
o indirectamente en las aguas continentales, así como en el resto del dominio público 
hidráulico, cualquiera que sea el procedimiento o técnica utilizada.

Son vertidos directos la emisión directa de contaminantes a las aguas continentales 
o a cualquier otro elemento del dominio público hidráulico, así como la descarga de 
contaminantes en el agua subterránea mediante inyección sin percolación a través del 
suelo o del subsuelo.

Son vertidos indirectos tanto los realizados en aguas superficiales a través de azarbes, 
redes de colectores de recogida de aguas residuales o de aguas pluviales o por cualquier 
otro medio de desagüe, o a cualquier otro elemento del dominio público hidráulico, así 
como los realizados en aguas subterráneas mediante filtración a través del suelo o del 
subsuelo.

2.   Queda prohibido con carácter general el vertido directo o indirecto de aguas y productos 
residuales susceptibles de contaminar las aguas continentales o cualquier otro elemento del 
dominio público hidráulico, salvo que se cuente con la previa autorización. Dicha autorización 
corresponde a la Administración hidráulica competente, salvo en los casos de vertidos 
efectuados en cualquier punto de la red de alcantarillado o de colectores gestionados por 
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las Administraciones autonómicas o locales o por entidades dependientes de las mismas, en 
los que la autorización corresponderá al órgano autonómico o local competente.

3.   La autorización de vertido tendrá como objeto la consecución de los objetivos 
medioambientales establecidos. Dichas autorizaciones se otorgarán teniendo en cuenta 
las mejores técnicas disponibles y de acuerdo con las normas de calidad ambiental y 
los límites de emisión establecidos en este reglamento y en el resto de la normativa 
en materia de aguas. Se establecerán condiciones de vertido más rigurosas cuando el 
cumplimiento de los objetivos medioambientales así lo requiera. Estas normas y objetivos 
podrán ser concretados para cada cuenca por el respectivo plan hidrológico, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 100.2 del texto refundido de la Ley de Aguas.

4.   Los vertidos indirectos a aguas superficiales con especial incidencia para la calidad 
del medio receptor, según los criterios señalados en el apartado anterior, han de ser 
informados favorablemente por el Organismo de cuenca previamente al otorgamiento de 
la preceptiva autorización.

5.   A los efectos de este reglamento, se entiende por:

a) Norma de calidad ambiental: la concentración de un determinado contaminante o 
grupo de contaminantes en el agua, en los sedimentos o en la biota, que no debe 
superarse con el fin de proteger la salud humana y el medio ambiente.

b) Valor límite de emisión: la cantidad o la concentración de un contaminante o grupo de con-
taminantes, cuyo valor no debe superarse por el vertido. En ningún caso el cumplimiento 
de los valores límites de emisión podrá alcanzarse mediante técnicas de dilución.

c) Contaminante: cualquier sustancia que pueda causar contaminación y en particular las 
que figuran en el anexo II.

d) Sustancia peligrosa: las sustancias o grupos de sustancias que son tóxicas, 
persistentes y bioacumulables, así como otras sustancias o grupos de sustancias que 
entrañan un nivel de riesgo análogo. En particular, son sustancias peligrosas todas las 
enumeradas en los anexos IV y V del Real Decreto 817/2015, de 11 de septiembre, 
por el que se establecen los criterios de seguimiento y evaluación del estado de las 
aguas superficiales y las normas de calidad ambiental, independientemente de la clase 
atribuida (prioritarias, peligrosas prioritarias, otros contaminantes o preferentes)33.

e) Objetivo medioambiental: para las aguas continentales, la prevención del deterioro 
de las distintas masas de agua, su protección, mejora y regeneración, con el fin de 
alcanzar un buen estado de las aguas.

33 Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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Artículo 246. Iniciación del procedimiento de autorización de vertidos

1.   El procedimiento para obtener la autorización de vertido se iniciará mediante solicitud 
del titular de la actividad, con los datos requeridos en el artículo 70 de la Ley 30/1992, de 
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del procedimiento 
Administrativo Común, y con la declaración de vertido según modelo aprobado por el 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.

2.   La declaración de vertido contendrá los siguientes extremos:

a) Características de la actividad causante del vertido.

b) Localización exacta del punto donde se produce el vertido.

c) Características cualitativas (con indicación de todos los valores de los parámetros 
contaminantes del vertido), cuantitativas y temporales del vertido.

d) Descripción de las instalaciones de depuración y evacuación del vertido.

e) Proyecto, suscrito por técnico competente, de las obras e instalaciones de depuración 
o eliminación que, en su caso, fueran necesarias para que el grado de depuración sea 
el adecuado para la consecución de los valores límite de emisión del vertido, teniendo 
en cuenta las normas de calidad ambiental determinadas para el medio receptor.

e) En su caso, documentación técnica que desarrolle y justifique adecuadamente las 
características de la red de saneamiento y los sistemas de aliviaderos, y las medidas, 
actuaciones e instalaciones previstas para limitar la contaminación por desbordamiento 
en episodios de lluvias.

f) Petición, en su caso, de imposición de servidumbre forzosa de acueducto o de 
declaración de utilidad pública, a los efectos de expropiación forzosa, acompañada de 
la identificación de predios y propietarios afectados.

g) Descripción de las medidas, actuaciones e instalaciones de seguridad previstas para 
la prevención de vertidos accidentales.

3.   En el caso de solicitudes formuladas por entidades locales y comunidades autónomas, 
la declaración de vertido deberá incluir además:

a) Inventario de vertidos industriales con sustancias peligrosas a que se refiere el artículo 
245.5.d) recogidos por la red de saneamiento autonómica o local.

b) Contenido y desarrollo del plan de saneamiento y control de vertidos a la red de 
saneamiento autonómica o local que incluirá, en su caso, los programas de reducción 
de sustancias peligrosas, así como el correspondiente reglamento u ordenanza de 
vertidos. En el caso de que las instalaciones de depuración y evacuación necesarias 
formen parte de un plan o programa de saneamiento aprobado por otra Administración 
pública, se hará constar así en la solicitud.
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c) Conjunto de medidas que comprendan estudios técnicos de detalle que, teniendo en 
cuenta el régimen de lluvias, las características de la cuenca vertiente, el diseño de la 
red de saneamiento, la naturaleza y características de las sustancias presentes en los 
desbordamientos de los sistemas de saneamiento en episodios de lluvia, y los objetivos 
medioambientales del medio receptor, definan las buenas prácticas y actuaciones 
básicas para maximizar el transporte de volúmenes hacia las estaciones depuradoras 
de aguas residuales y de escorrentía y reducir el impacto de los desbordamientos de 
los sistemas de saneamiento en episodios de lluvia.

Estas medidas incluirán, como mínimo, descripción general del sistema de saneamiento y 
de las actuaciones previstas y cronograma de ejecución.

4.   En el caso de que el solicitante de la autorización de vertido deba solicitar, 
además, una concesión para el aprovechamiento privativo de las aguas, o pretenda la 
reutilización de las aguas, la documentación a que se refieren los apartados anteriores 
se presentará conjuntamente con la que resulte necesaria a los efectos de obtener 
dicha concesión.

La puesta en explotación del aprovechamiento quedará supeditada al otorgamiento de la 
concesión y la autorización de vertido.

Artículo 247. Subsanación y mejora

1.   Si la solicitud no reúne los requisitos establecidos en el artículo anterior, el Organismo 
de cuenca requerirá la subsanación al solicitante, en los términos del artículo 71.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común.

2.   Con independencia de la subsanación, los servicios técnicos del Organismo de cuenca 
comprobarán los datos consignados en la declaración de vertido presentada, y emitirán 
informe sobre si la solicitud es adecuada al cumplimiento de las normas de calidad y 
objetivos ambientales y sobre las características de emisión e inmisión. Si del informe se 
desprende la improcedencia del vertido, el Organismo de cuenca denegará la autorización 
dictando resolución motivada, previa audiencia del solicitante, o bien requerirá a éste para 
que introduzca las correcciones oportunas en el plazo de 30 días.

Transcurrido este plazo sin que el solicitante haya introducido las correcciones requeridas, 
el Organismo de cuenca denegará la autorización mediante resolución motivada y previa 
audiencia del solicitante.

3.   El Organismo de cuenca deberá notificar las resoluciones a que se refiere el apartado 
2 en el plazo de seis meses a partir de la recepción de la solicitud. Transcurrido este plazo, 
las solicitudes que no hayan sido denegadas se tramitarán con arreglo a lo establecido en 
los artículos siguientes.
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Artículo 248. Información pública e informes

1.   El Organismo de cuenca someterá a información pública las solicitudes no denegadas 
en aplicación del artículo 247.2 por un plazo de 30 días, mediante anuncio en el boletín 
oficial de la provincia.

Petición de declaración de utilidad pública o de imposición de servidumbre.

2.   Simultáneamente, el Organismo de cuenca recabará el informe de la comunidad 
autónoma y aquellos otros que procedan en cada caso.

3.   De las alegaciones e informes se dará traslado al peticionario para que manifieste lo 
que a su derecho convenga en plazo de 10 días.

Artículo 249. Resolución

1.   Finalizado el plazo a que se refiere el artículo 248.3, el Organismo de cuenca formulará 
la propuesta de resolución y la notificará al solicitante y, si los hubiera, a los restantes 
interesados, que podrán presentar alegaciones en el plazo de 10 días.

La propuesta de resolución favorable al otorgamiento de la autorización deberá expresar 
el condicionado.

2.   El Organismo de cuenca notificará la resolución motivada en el plazo máximo de un 
año y, de no hacerlo, podrá entenderse desestimada la solicitud de autorización.

3.   Si el condicionado de la autorización comporta la ejecución de obras o instalaciones, 
la autorización de vertido no producirá plenos efectos jurídicos hasta que el Organismo de 
cuenca apruebe el acta de reconocimiento final favorable de aquellas, aplicándose, durante 
el período de ejecución, el coeficiente de mayoración correspondiente a un tratamiento no 
adecuado. Aprobada el acta de reconocimiento, será exigible, en su totalidad, el objetivo 
de calidad que en cada caso corresponda.

4.   Las autorizaciones de vertido tendrán un plazo máximo de vigencia de cinco años, 
entendiéndose renovadas por plazos sucesivos de igual duración al autorizado, siempre 
que el vertido no sea causa de incumplimiento de las normas de calidad ambiental exigibles 
en cada momento. La renovación no impide que cuando se den otras circunstancias, el 
Organismo de cuenca proceda a su revisión. En este último caso se notificará al titular con 
seis meses de antelación.

Artículo 250. Autorización de vertido de las entidades locales y de las 
comunidades autónomas

(Suprimido)
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Artículo 251. Condicionado de las autorizaciones de vertido

1.   Las autorizaciones de vertido establecerán las condiciones en que éstos deben 
realizarse, concretando especialmente los extremos siguientes:

a) Origen de las aguas residuales y localización geográfica del punto de vertido.

b) El caudal y los valores límite de emisión del efluente, determinados con arreglo a las 
siguientes reglas generales:

1ª Las características de emisión del vertido serán tales que resulten adecuadas para 
el cumplimiento de las normas de calidad ambiental del medio receptor. Se podrá 
establecer una aplicación gradual de aquéllas hasta su completa consecución.

2ª Se exigirán valores límite de emisión para los parámetros característicos de la 
actividad causante del vertido.

3ª Los valores límites de emisión no podrán alcanzarse mediante técnicas de dilución.

c) Las instalaciones de depuración y evacuación que el Organismo de cuenca considere 
suficientes para cumplir la normativa sobre la calidad del agua del medio receptor.

d) Las fechas de iniciación y terminación de las obras e instalaciones, fases parciales 
previstas y entrada en servicio de aquéllas, así como las medidas que, en caso 
necesario, se deban adoptar para reducir la contaminación durante el plazo de 
ejecución de aquéllas.

e) Los elementos de control de las instalaciones de depuración y los sistemas de medición 
del caudal y de la toma de muestras, así como la periodicidad en la que es obligatorio 
analizar y acreditar los parámetros y condiciones del vertido, así como cualesquiera 
otras declaraciones y acreditaciones a que venga obligado ante el Organismo de cuenca.

e´) En su caso, medidas, actuaciones e instalaciones para la regulación de los 
desbordamientos de los sistemas de saneamiento en episodios de lluvia, así como los 
elementos de control de las mismas, necesarios que permitan limitar adecuadamente 
la contaminación que puedan producir y cumplir los objetivos medioambientales del 
medio receptor.

f) El plazo de vigencia de la autorización.

g) El importe del canon de control de vertidos que corresponda en aplicación del artículo 
113 del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2001, de 20 de junio, especificando el precio unitario y sus componentes.

h Las causas de modificación y revocación de la autorización.
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i) Las actuaciones y medidas que, en casos de emergencia, deban ser puestas en 
práctica por el titular de la autorización, entre ellas las instalaciones de almacenamiento 
de agua sin tratar para el caso de paradas súbitas o programadas de las estaciones 
depuradoras de industrias que incluyan procesos químicos, biológicos o radioactivos.

j) En su caso, el establecimiento de los programas de reducción de la contaminación 
para la progresiva adecuación de las características del vertido a los valores límite de 
emisión a que se refiere el párrafo b) anterior, así como sus correspondientes plazos.

k) Cualquier otra condición que el Organismo de cuenca considere oportuna en razón 
de las características específicas del caso y del cumplimiento de la finalidad de las 
instalaciones de depuración y evacuación.

2.   El condicionado de las autorizaciones de vertidos que puedan afectar a las aguas 
subterráneas se ajustarán, además, a lo dispuesto en el artículo 259.

3.   Una vez concedida la autorización, las entidades locales y comunidades autónomas 
autorizadas están obligadas:

a) A informar anualmente a la Administración hidráulica sobre la existencia de vertidos en 
los colectores de sustancias peligrosas a que se refiere el artículo 245.5.d).

b) A informar sobre el funcionamiento de las estaciones de depuración de aguas 
residuales urbanas, a los fines previstos en el Real Decreto 509/1996, de 15 de 
marzo, por el que se desarrolla el Real Decreto-ley 11/1995, de 28 de diciembre, 
por el que se establecen las normas aplicables al tratamiento de las aguas residuales 
urbanas.

c) A informar anualmente a la Administración hidráulica sobre los desbordamientos de la 
red de saneamiento.

4.   El incumplimiento de las condiciones de autorización podrá dar lugar a su revocación 
en los términos previstos en el artículo 263.

Artículo 252. Control de las autorizaciones de vertido

Con independencia de los controles impuestos en el condicionado de la autorización, el 
Organismo de cuenca podrá efectuar cuantos análisis e inspecciones estime convenientes 
para comprobar las características del vertido y el rendimiento de las instalaciones de 
depuración y evacuación. A tales efectos, las instalaciones de toma de muestras se 
ejecutarán de forma que se facilite el acceso a éstas por parte de la Administración, 
que, en su caso, hará entrega de una muestra alícuota al representante o persona que se 
encuentre en las instalaciones y acredite su identidad, para su análisis contradictorio. De 
no hacerse cargo de la muestra, se le comunicará que ésta se encuentra a su disposición 
en el lugar que se indique.
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Artículo 253. Vertido de núcleos aislados de población, de polígonos industriales, 
urbanizaciones y otras agrupaciones sin personalidad jurídica34

1.   Los titulares de los vertidos de naturaleza urbana o asimilable procedentes de núcleos 
aislados de población inferior a 250 habitantes-equivalentes y sin posibilidad de formar 
parte de una aglomeración urbana, prevista en el Real Decreto-ley 11/1995, de 28 de 
diciembre, por el que se establecen las normas aplicables al tratamiento de las aguas 
residuales urbanas, y los de vertidos domésticos generados en instalaciones industriales 
presentarán ante el organismo de cuenca una declaración de vertido simplificada.

2.   Dicha declaración de vertido simplificada contendrá, como mínimo, la situación del 
vertido y una memoria descriptiva de las instalaciones de depuración y evacuación del 
Alimentación y Medio Ambiente.

Comprobado que el vertido es compatible con los objetivos medioambientales del medio 
receptor y con los derechos de terceros, el organismo de cuenca otorgará la autorización 
adecuada a las características del vertido. Si, por el contrario, no concurre esa 
compatibilidad, se seguirá el procedimiento establecido en los artículos 247 y siguientes.

3.   Cuando no exista un titular único de la actividad causante del vertido, el Organismo de 
cuenca podrá requerir a los titulares de los establecimientos industriales o de cualquier 
otra naturaleza que tengan necesidad de verter aguas o productos residuales y se 
encuentren situados en una misma zona o polígono industrial, así como a los titulares de 
las urbanizaciones u otros complejos residenciales, a los efectos de la autorización de 
vertidos de naturaleza doméstica, para que se constituyan en una comunidad de vertidos 
en el plazo de seis meses.

El incumplimiento del requerimiento a constituirse en comunidad tendrá la consideración 
de infracción administrativa con arreglo al artículo 116.g) en relación con el 90, ambos del 
texto refundido de la Ley de Aguas.

4.   La comunidad constituida de conformidad con el artículo 90 del texto refundido de la 
Ley de Aguas, ya sea por iniciativa de los propios titulares de la actividad causante del 
vertido, ya sea por requerimiento del Organismo de cuenca, será la titular de la preceptiva 
autorización de vertido.

Artículo 254. Censos de Vertidos Autorizados35

1.   Con objeto de dar cumplimiento a lo previsto en el artículo 15 del TRLA los organismos 
de cuenca llevarán un Censo de Vertidos Autorizados.

34 Apartados 1 y 2 modificados por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).

35 Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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Esta información deberá permitir cumplir con lo dispuesto en la Ley 27/2006, de 18 de 
julio, por la que se regulan los derechos de acceso a la información, de participación 
pública y de acceso a la justicia en materia de medio ambiente.

2.   En aras de la colaboración interadministrativa, la Dirección General del Agua del 
Ministerio de Agricultura y Pesca, Alimentación y Medio Ambiente llevará el Censo Nacional 
de Vertidos donde figurarán los datos correspondientes a los vertidos cuya autorización 
corresponde a los organismos de cuenca y a las Administraciones hidráulicas autonómicas, 
así como los vertidos efectuados desde tierra al mar, según los datos proporcionados por 
las comunidades autónomas.

Esta información deberá permitir cumplir con lo dispuesto en el capítulo II del título II 
de la Ley 27/2006, de 18 de julio; a este fin, los ciudadanos podrán acceder libre y 
gratuitamente a la información contenida en el Censo Nacional de Vertidos.

3.   La información recogida en los censos de vertidos deberá permitir cumplir con lo 
dispuesto en la Ley 14/2010, de 5 de julio, sobre las infraestructuras y los servicios de 
información geográfica en España; en la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutili-
zación de la información del sector público; y en las demás obligaciones y compromisos 
internacionales adquiridos por el Reino de España, especialmente los derivados de su in-
clusión como Estado miembro de la Unión Europea y como parte firmante de los convenios 
internacionales.

Artículo 254 bis. Contenido de los Censos de Vertidos Autorizados y del Censo 
Nacional de Vertidos36

1.   Los Censos de Vertidos Autorizados de los organismos de cuenca así como el Censo 
Nacional de Vertidos contendrán, al menos, la siguiente información que se cumplimentará 
atendiendo a las especificaciones del anexo VII:

a) Titular y localización del vertido.

b) Actividad generadora y características de las aguas residuales.

c) Características cualitativas y cuantitativas del vertido, con indicación de la presencia 
de sustancias peligrosas.

d) Calidad ambiental del medio receptor.

e) Instalaciones de depuración.

36  Añadido por por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE nº 314, de 29 de diciembre).
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f) Programa de reducción de la contaminación.

g) Tipo de autorización de vertido de aguas residuales

h) Información adicional.

2.   Para garantizar la actualización adecuada del Censo Nacional de Vertidos, los órganos 
competentes suministrarán la información que figura en el anexo VII a la Dirección General 
del Agua con una periodicidad anual. El envío se realizará a través de servicios web mediante 
ficheros de intercambio y en formato compatible con el Censo Nacional de Vertidos.

3.   Los órganos competentes para el envío de la información son:

a) Para el suministro de información sobre vertidos a dominio público hidráulico: los 
organismos de cuenca en las demarcaciones hidrográficas intercomunitarias y las 
Administraciones hidráulicas de las comunidades autónomas en las intracomunitarias.

b) Para el suministro de información sobre vertidos a dominio público marítimo-terrestre: 
las comunidades autónomas y las ciudades autónomas.

4.   Este régimen no se verá alterado por que la actividad esté sujeta a autorización 
ambiental integrada o se haya suscrito una encomienda de gestión sobre autorizaciones 
de vertido con otra Administración hidráulica.

Artículo 254 ter. Sistema informático de soporte al Censo Nacional de Vertidos37

1.   La Dirección General del Agua desarrollará el sistema informático que dará soporte al 
Censo Nacional de Vertidos.

2.   La Dirección General de Agua velará por la calidad y precisión de la información 
del Censo Nacional de Vertidos. A tal efecto, los datos suministrados por los órganos 
competentes se someterán a un proceso de validación a fin de garantizar que sea precisa, 
actualizada y susceptible de comparación.

3.   El Censo Nacional de Vertidos se adaptará en materia de seguridad e interoperabilidad 
a lo previsto en el Real Decreto 3/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema 
Nacional de Seguridad en el ámbito de la Administración Electrónica, y en el Real Decreto 
4/2010, de 8 de enero, por el que se regula el Esquema Nacional de Interoperabilidad 
en el ámbito de la Administración electrónica, y en particular, a las normas técnicas de 
interoperabilidad relativas al documento electrónico, a la firma electrónica y al modelo de 
datos para el intercambio de asientos entre las Entidades Registrales.

37  Añadido por por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE nº 314, de 29 de diciembre).
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Artículo 260. Limitaciones a las actuaciones industriales contaminantes38

1.   Las autorizaciones administrativas sobre establecimiento, modificación o traslado de 
instalaciones o industrias que originen o puedan originar vertidos se otorgarán condiciona-
das a la obtención de la correspondiente autorización de vertido.

El Gobierno podrá prohibir, en zonas concretas, aquellas actividades y procesos industriales 
cuyos efluentes, a pesar del tratamiento a que sean sometidos, puedan constituir riesgo 
de contaminación grave para las aguas, bien sea en su funcionamiento normal, bien en 
caso de situaciones excepcionales previsibles, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
103 del texto refundido de la Ley de Aguas.

2.   Las autorizaciones de vertido tendrán, en todo caso, el carácter de previas para 
la implantación y entrada en funcionamiento de la industria o actividad que se trata de 
establecer, modificar o trasladar, y precederán a las licencias de apertura o de actividad 
que hayan de otorgar las Administraciones local o autonómica en razón de su competencia

3.   La autorización de vertido de los lixiviados producidos por depósitos al aire libre 
de residuos o productos derivados de actividades industriales y de aprovechamientos 
extractivos debe referirse no sólo a la fase de explotación y al cierre de la instalación, 
sino a todo el periodo de tiempo en el que se produzcan lixiviados, sin perjuicio de lo 
establecido en el artículo 22 bis de la Ley 16/2002, de 1 de julio, de Prevención y Control 
Integrados de la Contaminación.

4.   Con carácter previo a la obtención de la autorización administrativa necesaria para 
realizar un depósito al aire libre de residuos o productos derivados de actividades 
industriales y de aprovechamientos extractivos, y que contenga alguna de las sustancias 
peligrosas previstas en el artículo 245, se deberá acreditar ante el organismo de cuenca 
que no va a provocar contaminación o degradación del dominio público hidráulico en los 
términos previstos en el artículo 97 del TRLA.

Artículo 289. Concepto y hecho imponible39

1.   Los vertidos al dominio público hidráulico estarán gravados con una tasa destinada al 
estudio, control, protección y mejora del medio receptor de cada cuenca hidrográfica, que 
se denominará canon de control de vertidos, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 
113.1 del TRLA.

El organismo de cuenca adoptará las medidas necesarias para acreditar el cumplimiento 
del destino de la tasa a la realización de las actuaciones que la justifican, siendo al menos 
las siguientes:

38  Añadido por por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE nº 314, de 29 de diciembre).

39  Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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a) Vigilancia del cumplimiento de las condiciones de las autorizaciones de vertido a 
través de los planes de inspección en cumplimiento del artículo 94 del TRLA.

b) Vigilancia del cumplimiento de los objetivos medioambientales a través de los 
programas de seguimiento del estado de las aguas conforme a lo previsto en el Real 
Decreto 817/2015, de 11 de septiembre, por el que se establecen los criterios de 
seguimiento y evaluación del estado de las aguas superficiales y las normas de calidad 
ambiental.

c) Mantenimiento del sistema de intercambio de información sobre vertidos y calidad de 
las aguas en cumplimiento del artículo 15 del TRLA.

El canon de control de vertidos será independiente de los cánones o tasas que puedan 
establecer las comunidades autónomas o las corporaciones locales para financiar obras 
de saneamiento y depuración, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 113.7 del 
TRLA.

2.   Constituye el hecho imponible del canon de control de vertidos la realización de 
vertidos al dominio público hidráulico.

Artículo 290. Sujeto pasivo

Serán sujetos pasivos del canon de control de vertidos quienes lleven a cabo el vertido, 
según lo dispuesto en el artículo 113.2 del texto refundido de la Ley de Aguas, ya sea 
como titulares de las autorizaciones de vertido, ya sea como responsables de vertidos no 
autorizados.

Artículo 291. Importe

1.   El importe del canon de control de vertidos será el resultado de multiplicar el volumen 
de vertido autorizado por el precio unitario de control de vertido.

2.   Dicho precio unitario se calculará multiplicando el precio básico por metro cúbico 
determinado de acuerdo con el artículo 113.3 del TRLA por un coeficiente de mayoración 
o minoración conforme al procedimiento descrito en el anexo IV de este reglamento. Los 
precios básicos podrán revisarse periódicamente en las Leyes de Presupuestos Generales 
del Estado40.

3.   El coeficiente de mayoración del precio básico no podrá ser superior a 4.

40 Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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4.   El importe del canon, calculado conforme a lo establecido en los apartados preceden-
tes, habrá de constar en la autorización de vertido.

Artículo 303. Puesta al cobro del canon de regulación41

El canon podrá ser puesto al cobro a partir de la aplicación del presupuesto del ejercicio 
correspondiente o de la prórroga del anterior.

En el caso de que el canon de regulación no pudiera ser puesto al cobro en el ejercicio 
corriente, debido a retrasos motivados por tramitación de impugnaciones o recursos, o 
por otras causas, el organismo gestor podrá aplicar el último aprobado que haya devenido 
firme.

Artículo 310. Puesta al cobro de la tarifa de utilización del agua42

La tarifa podrá ser puesta al cobro a partir de la aplicación del presupuesto del ejercicio 
correspondiente o de la prórroga del anterior.

En el caso de que la tarifa no pudiera ser puesta al cobro en el ejercicio corriente, debido 
a retrasos motivados por tramitación de Impugnaciones o recursos o por otras causas, el 
organismo gestor podrá aplicar la última aprobada que haya devenido firme.

TITULO V

DE LAS INFRACCIONES Y SANCIONES Y DE LA COMPETENCIA 
DE LOS TRIBUNALES

CAPITULO I

Infracciones y Sanciones

Artículo 314.

De conformidad con lo dispuesto en los artículos 116 y 117 del Texto Refundido de la 
Ley de Aguas, se consideran infracciones administrativas en materia de aguas las que se 
definen en los artículos siguientes.

41 Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).

42  Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).



REGLAMENTO DEL DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO QUE DESARROLLA LOS TÍTULOS PRELIMINAR, I, IV, V, VI, VII Y VIII...

313

Artículo 315.

Constituirán infracciones administrativas leves:

a) Las acciones u omisiones que causen daños a los bienes del dominio público hidráulico, 
siempre que la valoración de aquéllos no supere los 3.000.00 euros.

b) El incumplimiento de las condiciones impuestas en las concesiones y autorizaciones 
administrativas a que se refiere el Texto Refundido de la Ley de Aguas, en los supuestos 
en que no dieran lugar a caducidad o revocación de las mismas.

c) La ejecución sin la debida autorización administrativa o sin la presentación de la 
correspondiente declaración responsable de obras, trabajos, siembras o plantaciones 
en los cauces públicos o en las zonas sujetas legalmente a algún tipo de limitación en 
su uso, en los supuestos en que no se derivaran de tales actuaciones daños para el 
dominio hidráulico o, de producirse, su valoración no superara los 3.000.00 euros.

d) La invasión o la ocupación de los cauces o la extracción de áridos en los mismos, 
sin la correspondiente autorización, cuando no se derivaran daños para el dominio 
hidráulico o de producirse éstos la valoración no superara los 3.000.00 euros.

e) El daño a las obras hidráulicas o plantaciones y la sustracción y daños a los materiales 
acopiados para su construcción, conservación, limpieza y monda en los supuestos en 
que la valoración de tales daños, o de lo sustraído, no superara los 3.000.00 euros.

f) El corte de árboles, ramas, raíces o arbustos en los cauces, riberas o márgenes 
sometidos al régimen de policía sin autorización administrativa.

g) El cruce de canales o cauces, en sitio no autorizado, por personas, ganado o vehículos.

h) Del organismo de cuenca en el ejercicio de las funciones que tiene conferidas por la 
legislación vigente.

i) El incumplimiento de cualquier prohibición establecida en la Ley de Aguas y en el 
presente Reglamento o la omisión de los actos a que obligan, siempre que no estén 
consideradas como infracciones menos graves, graves o muy graves.

j) El ejercicio de un uso común especial sin la presentación previa de la declaración 
responsable o incumpliendo las condiciones impuestas por la autoridad administrativa 
para garantizar la compatibilidad de dicho uso con el dominio público hidráulico.

k) La inexactitud u omisión de carácter esencial en los datos, manifestaciones o 
documentos que se incorporen o acompañen a la declaración responsable.

l) Los vertidos efectuados sin la correspondiente autorización o aquéllos que incumplan 
las condiciones en las que han sido autorizados, así como otras actuaciones 
susceptibles de contaminar las aguas continentales, o cualquier otro elemento del 
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dominio público hidráulico, o de alterar las condiciones de desagüe del cauce receptor, 
cuando los daños derivados para el dominio público hidráulico no sean superiores a 
3.000,00 euros.

m) La derivación de aguas de sus cauces y el alumbramiento de aguas subterráneas 
sin la correspondiente concesión o autorización cuando sea precisa, y en los casos 
en que se incumplan las condiciones impuestas en la autorización o concesión o los 
requisitos exigidos para el ejercicio del derecho a los usos privativos por disposición 
legal cuando los daños derivados para el dominio público hidráulico no sean superiores 
a 3.000 euros.

n) Las acciones u omisiones contrarias al régimen de protección de las reservas 
hidrológicas o al régimen de caudales ecológicos cuando no sean susceptibles de 
causar daños graves al medio43.

Artículo 316.

Tendrán la consideración de infracciones administrativas menos graves:

a) Las acciones u omisiones que causen daños a los bienes del dominio público hidráulico, 
siempre que la valoración de aquéllos esté comprendida entre 3.000.01 y 15.000.00 
euros.

b) El incumplimiento de las condiciones impuestas en las concesiones y autorizaciones 
administrativas en los supuestos en que hubiera lugar a la declaración de caducidad o 
revocación de las mismas.

c) La derivación de aguas de sus cauces y el alumbramiento de aguas subterráneas 
sin la correspondiente concesión o autorización cuando sea precisa, y en los casos 
en que se incumplan las condiciones impuestas en la autorización o concesión o 
los requisitos exigidos para el ejercicio del derecho a los usos privativos por 
disposición legal, siempre que los daños derivados para el dominio público hidráulico 
estén comprendidos entre 3.000,01 y 15.000,00 euros o hubiera sido previamente 
sancionado por esta conducta; así como la realización de trabajos o mantenimiento 
de cualquier medio que hagan presumir la continuación de la captación abusiva de las 
mismas, siempre que, en estos últimos supuestos, exista requerimiento previo del 
organismo de cuenca en contrario.

d) La ejecución sin la debida autorización administrativa de obras, trabajos, siembras o 
plantaciones en los cauces públicos o en las zonas sujetas legalmente a algún tipo de 

43  Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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limitación en su uso, en los supuestos en que, de producirse daños para el dominio 
hidráulico, su valoración estuviera comprendida entre 3.000.01 y 15.000.00 euros.

e) La invasión o la ocupación de los cauces o la extracción de áridos en los mismos sin 
la correspondiente autorización, cuando se produjeran como consecuencia de ello 
daños para el dominio público cuya valoración estuviera comprendida entre 3.000.01 
y 15.000.00 euros.

f) Los daños a las obras hidráulicas o plantaciones y la sustracción o daños a los 
materiales acopiados para su construcción, conservación, limpieza y monda, en los 
supuestos en que la valoración de tales daños o de los bienes sustraídos estuviera 
comprendida entre 3.000.01 y 15.000.00 euros.

g) Los vertidos efectuados sin la correspondiente autorización o aquéllos que incumplan las 
condiciones en las que han sido autorizados, así como otras actuaciones susceptibles 
de contaminar las aguas continentales, o cualquier otro elemento del dominio público 
hidráulico derivados para el dominio público hidráulico estén comprendidos entre 
3.000,01 y 15.000,00 euros.

h La falsedad en los datos, manifestaciones o documentos que se incorporen o 
acompañen a la declaración responsable.

i) Las acciones u omisiones contrarias al régimen de protección de las reservas 
hidrológicas o al régimen de caudales ecológicos cuando sean susceptibles de causar 
daños graves al medio44.

Artículo 317.

Se considerarán infracciones graves o muy graves las enumeradas en los artículos 
anteriores cuando de los actos y omisiones en ellos previstos se deriven para el dominio 
público hidráulico daños cuya valoración supere los 15.000.01 y los 150.000.00 euros, 
respectivamente.

Asimismo, podrán ser calificadas de graves o muy graves, según los casos, las infracciones 
consistentes en los actos y omisiones contemplados en el artículo 116, g) del Texto 
Refundido de la Ley de Aguas, en función de los perjuicios que de ellos se deriven para 
el buen orden y aprovechamiento del dominio público hidráulico, la trascendencia de los 
mismos para la seguridad de las personas y bienes y el beneficio obtenido por el infractor, 
atendiendo siempre las características hidrológicas específicas de la cuenca y el régimen 
de explotación del dominio público hidráulico en el tramo del río o término municipal donde 
se produzca la infracción.

44  Modificado por Real Decreto 638/2016, de 9 de diciembre (BOE Nº 314, de 29 de diciembre).
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Artículo 318.

1.   Las infracciones enumeradas en los artículos anteriores podrán ser sancionadas con 
las siguientes multas:

a) Infracciones leves, multa de hasta 10.000,00 euros.

b) Infracciones menos graves, multa de 10.000,01 a 50.000,00 euros.

c) Infracciones graves, multa de 50.000,01 a 500.000,00 euros.

d) Infracciones muy graves, multa de 500.000,01 a 1.000.000,00 euros.

2.   Los cómplices y encubridores podrán ser sancionados con multas que oscilarán entre 
el tercio y los dos tercios de las que correspondan a los autores de la infracción.

Artículo 319.

(Derogado)

Artículo 320.

(Derogado)

Artículo 321.

Con carácter general, tanto para la calificación de las infracciones como para la fijación 
del importe de las sanciones previstas en los artículos anteriores, además de los criterios 
expuestos, se considerarán en todo caso las circunstancias concurrentes previstas en el 
artículo 117 del Texto Refundido de la Ley de Aguas.

Artículo 322.

1.   La sanción de las infracciones leves y menos graves corresponderá al Organismo de 
cuenca. Será competencia del Ministro de Obras Públicas y Urbanismo la sanción de las 
infracciones graves y quedará reservada al Consejo de Ministros la imposición de multa 
por infracciones muy graves (art. 109.2 de la LA).

2.   El Gobierno podrá mediante Real Decreto proceder a la actualización del importe de 
las sanciones previsto en el artículo 109.1 de la Ley de Aguas.

Artículo 323. Reposición e indemnización

1.   Con independencia de las sanciones que les sean impuestas, los infractores deberán 
reponer las cosas a su estado anterior y, cuando no fuera posible, indemnizar los daños y 
perjuicios ocasionados al dominio público hidráulico.
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2.   La reparación de daños que produzcan efectos adversos significativos al medio 
ambiente tal y como se definen en el artículo 2.1 de la Ley 26/2007, de 23 de octubre, de 
Responsabilidad Medioambiental, será exigible en los términos establecidos en el artículo 
6.3, y en su caso, el artículo 7 de dicha Ley.

3.   En todo caso, la exigencia de reponer las cosas a su estado anterior obligará al 
infractor a destruir o demoler toda clase de instalaciones u obras ilegales y a ejecutar 
cuantos trabajos sean precisos para tal fin, de acuerdo con los planos, forma y condiciones 
que fije el Organismo sancionador competente.

4.   El órgano sancionador fijará las indemnizaciones por daños y perjuicios de acuerdo 
con los artículos 326 a 326 quáter de este reglamento.

5.   Tanto el importe de las sanciones como el de las indemnizaciones a que hubiera lugar 
podrán exigirse por la vía administrativa de apremio.

6.   Podrá procederse a la ejecución subsidiaria, previo apercibimiento al infractor y 
establecimiento de un plazo para ejecución voluntaria.

Artículo 324.

1.   Los órganos sancionadores podrán imponer multas coercitivas en los supuestos 
considerados en la Ley de Procedimiento Administrativo. La cuantía de cada multa no 
superará en ningún caso el 10 por 100 de la sanción máxima fijada para la infracción 
cometida (art. 111 de la LA).

2.   Será requisito previo a la imposición de multas coercitivas el apercibimiento al 
infractor, en el que se fijará un plazo para la ejecución voluntaria de lo ordenado, que será 
establecido por el Organismo sancionador, atendiendo a las circunstancias concretas de 
cada caso.

Artículo 325. Responsables

Las obligaciones de reponer las cosas a su primitivo estado y las de indemnizar daños 
serán exigibles de forma solidaria, en primer lugar, a los responsables directos, y, sucesiva 
y subsidiariamente, a los cómplices y encubridores.

Artículo 326. Valoración de daños al dominio público hidráulico

1. La valoración de los daños al dominio público hidráulico, a efectos de la calificación 
de las infracciones regulada en el artículo 117 del texto refundido de la Ley de Aguas, se 
realizará por el órgano sancionador de acuerdo con los criterios técnicos determinados 
en los artículos siguientes y, en su caso, teniendo en cuenta los criterios generales que 
hayan acordado las Juntas de Gobierno de los organismos de cuenca, en aplicación de lo 
previsto en el artículo 28 j) del texto refundido de la Ley de Aguas.
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2.   Con carácter general, para la valoración del daño en el dominio público hidráulico y las 
obras hidráulicas se ponderará su valor económico. En el caso de daños en la calidad del 
agua, se tendrá en cuenta el coste del tratamiento que hubiera sido necesario para evitar 
la contaminación causada por el vertido y la peligrosidad del mismo.
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§ 4.3 LEY 9/2010, DE 30 DE JULIO, DE AGUAS DE ANDALUCÍA45

 (Selección)

Artículo 6. Objetivos medioambientales en materia de agua

1.   Sin perjuicio de lo dispuesto en la Sección VI del Título I del Reglamento de la 
Planificación Hidrológica, aprobado por Real Decreto 907/2007, de 6 de julio, constituyen 
objetivos medioambientales en materia de agua los siguientes:

e) Coordinar con las Administraciones competentes en materia de protección civil y 
ordenación territorial y urbanística y del medio rural, los planes de gestión del riesgo 
de inundación que sean necesarios por sus efectos potenciales de generación de 
daños sobre personas y bienes.

Artículo 11. Funciones de la Administración Andaluza del Agua

Corresponde a la consejería competente en materia de agua el ejercicio, directamente o, 
en su caso, a través de sus entidades instrumentales, de las funciones atribuidas a los 
organismos de cuenca por la legislación básica en materia de agua y que correspondan a 
la Comunidad Autónoma de Andalucía y, sin perjuicio de las que se asignen en su decreto 
de estructura orgánica, en particular: 

45  La ley de aguas andaluza considera como un objetivo medioambiental en materia de aguas la  integración 
en  las políticas sectoriales y la planificación urbanística la defensa del dominio público hidráulico, la prevención 
del riesgo y las zonas inundables, atribuyendo a la Administración Andaluza del Agua las competencias 
correspondientes. Véase el Decreto 189/2002, de 2 de julio, por el que se aprueba el Plan de Prevención de 
avenidas e inundaciones en cauces urbanos andaluces, modificado por Decreto 36/2014. La Orden de 14 de 
enero de 2016, (BOJA nº 45, de 8 marzo) por la que se aprueban los mapas de peligrosidad por inundaciones y 
los mapas de riesgo de inundación en Andalucía de las demarcaciones hidrográficas del Tinto, Odiel y Piedras; 
del Guadalete y Barbate; y de las cuencas mediterráneas andaluzas.

(BOJA núm. 155, de 09 de agosto de 2010)
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7.   b) Informar los instrumentos de ordenación territorial con anterioridad a su aprobación 
y los de planeamiento urbanístico tras su aprobación inicial46.

Artículo 29. Obras de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía

1.   Tienen la consideración de obras de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía:

a) Las obras que sean necesarias para la regulación y conducción del recurso hídrico, al 
objeto de garantizar la disponibilidad y aprovechamiento del agua.

b) Las obras necesarias para el control, defensa y protección del dominio público hidráu-
lico, especialmente las que tengan por objeto hacer frente a fenómenos catastróficos 
como las inundaciones, sequías y otras situaciones excepcionales, así como la pre-
vención de avenidas vinculadas a obras de regulación que afecten al aprovechamiento, 
protección e integridad de los bienes del dominio público hidráulico.

c) Las obras de corrección hidrológico-forestal y de restauración de ríos y riberas 
acordes a las prescripciones de los planes hidrológicos.

d) Las obras de abastecimiento, potabilización, desalación y depuración que expresamente 
se declaren por el Consejo de Gobierno.

e) En general, las infraestructuras hidráulicas que sean necesarias para dar cumplimiento 
a la planificación hidrológica y que se prevean en los programas de medidas, los 
planes y programas hidrológicos específicos, aprobados por el Consejo de Gobierno.

2.   Será de aplicación a las obras de interés de la Comunidad Autónoma de Andalucía el 
siguiente régimen de prerrogativas:

46  El art. 32. 2ª LOUA señala que tras la aprobación inicial , además del sometimiento a información pública, 
procede el requerimiento de los informes, dictámenes u otro tipo de pronunciamientos de los órganos y 
entidades administrativas gestores de intereses públicos afectados, previstos legalmente como preceptivos, 
que deberán ser emitidos en los plazos que establezca su regulación específica. Como norma estatal básica,  el  
art. 22 TR 7/2015, referido a la evaluación y seguimiento de la sostenibilidad del desarrollo urbano, y garantía 
de la viabilidad técnica y económica de las actuaciones, refiere los informes sectoriales que deberán recabarse 
en todo caso (existencia y suficiencia recursos hídricos, costas, infraestructuras afectadas).

Respecto a los informes que corresponde emitir a órganos autonómicos, el DL 5/2012, de 27 noviembre, 
de medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral,  reformó en este extremo las 
leyes autonómicas de aguas, carreteras, servicios ferroviarios, puertos, la propia LOUA en materia de vivienda 
protegida, patrimonio histórico, salud pública y comercio interior, para establecer un plazo máximo para emitir 
el informe de tres meses,  entendiéndose favorable si no se emite en dicho plazo. Afortunadamente, este 
art. 42.2 fue objeto de nueva redacción por el apartado uno del artículo 3 de la Ley  3/2015, 29 diciembre, 
de Medidas en Materia de Gestión Integrada de Calidad Ambiental, de Aguas, Tributaria y de Sanidad Animal, 
B.O.J.A, 12 enero 2016, entendiéndose ahora , de conformidad con la ley estatal, que el informe tendrá 
carácter desfavorbale si no se emite en plazo.  
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a) Las obras hidráulicas y las obras y actuaciones hidráulicas de ámbito supramunicipal, 
incluidas en la planificación hidrológica, y que no agoten su funcionalidad en el término 
municipal en donde se ubiquen, no estarán sujetas a licencia ni a cualquier acto de 
control preventivo municipal a los que se refiere la letra b del apartado 1 del artículo 
84 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases de Régimen Loca47.

b) Los órganos urbanísticos competentes no podrán suspender la ejecución de las obras 
a las que se refiere el párrafo primero del apartado anterior, siempre que se haya 
cumplido el trámite de informe previo, esté debidamente aprobado el proyecto técnico 
por el órgano competente, las obras se ajusten a dicho proyecto o a sus modificaciones 
y se haya hecho la comunicación a que se refiere la letra c de este apartado.

 El informe previo será emitido, a petición de la consejería competente en materia de 
agua, por las entidades locales afectadas por las obras. El informe deberá pronunciarse 
exclusivamente sobre aspectos relacionados con el planeamiento urbanístico y se 
entenderá favorable si no se emite y notifica en el plazo de un mes.

c) La consejería competente en materia de agua deberá comunicar a los órganos urba-
nísticos competentes la aprobación de los proyectos de las obras públicas hidráulicas 
a que se refiere el apartado 1, a fin de que se inicie, en su caso, el procedimiento de 
modificación del planeamiento urbanístico municipal para adaptarlo a la implantación 
de las nuevas infraestructuras o instalaciones, de acuerdo con la legislación urbanísti-
ca que resulte aplicable en función de la ubicación de la obra.

3.   La aprobación por la consejería competente en materia de agua de los proyectos de 
infraestructuras hidráulicas de interés de la Comunidad Autónoma supondrá, implícitamente, 
la declaración de utilidad pública e interés social de las obras, así como la necesidad de 
urgente ocupación de los bienes y derechos afectados, a efectos de expropiación forzosa, 
ocupación temporal e imposición o modificación de servidumbres, y se extenderán a los 
bienes y derechos comprendidos en el replanteo definitivo de las obras y en las modificaciones 
de proyectos y obras complementarias o accesorias no segregables de la principal.

4.   La consejería competente en materia de agua podrá encomendar a entidades instrumen-
tales del sector público andaluz la realización de actuaciones necesarias para la expropiación 
forzosa que no supongan el ejercicio de la potestad expropiatoria, cuando tales prestaciones 
estén vinculadas a la realización de actividades que formen parte del objeto o ámbito de 
actividad previsto en sus estatutos o reglas fundacionales. La atribución se realizará a través 
de la correspondiente encomienda de gestión y podrá comprender el pago del justiprecio 
y las indemnizaciones y compensaciones que procedan por la expropiación de los bienes o 
su urgente ocupación. La ejecución de las indicadas prestaciones no podrá producirse con 
anterioridad a la aprobación del correspondiente gasto.

47 Se trata de uno de los supuestos exceptuados de licencia municipal. 
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5.   Los proyectos hidráulicos derivados de la planificación hidrológica deberán contar, 
previamente a su aprobación, con un estudio de viabilidad medioambiental, técnica y 
económica. Los proyectos de obras declarados de interés de la Comunidad Autónoma 
deberán incluir un estudio específico sobre recuperación de costes.

Artículo 42. Ordenación territorial y urbanística

1.   La consejería competente en materia de agua deberá emitir informe sobre los actos y 
planes con incidencia en el territorio de las distintas Administraciones Públicas que afecten 
o se refieran al régimen y aprovechamiento de las aguas continentales, superficiales o 
subterráneas, a los perímetros de protección, a las zonas de salvaguarda de las masas 
de agua subterránea, a las zonas protegidas o a los usos permitidos en terrenos de 
dominio público hidráulico y en sus zonas de servidumbre y policía, teniendo en cuenta a 
estos efectos lo previsto en la planificación hidrológica y en las planificaciones sectoriales 
aprobadas por el Consejo de Gobierno.

2.   La Administración competente para la tramitación de los instrumentos de ordenación 
del territorio y de planeamiento urbanístico solicitará a la Consejería competente en materia 
de agua informe sobre cualquier aspecto que sea de su competencia y, en todo caso, sobre 
las infraestructuras de aducción y depuración. El informe se solicitará con anterioridad a 
la aprobación de los planes de ordenación territorial y tras la aprobación inicial de los 
instrumentos de planeamiento urbanístico. El informe tendrá carácter vinculante y deberá 
ser emitido en el plazo de tres meses, entendiéndose desfavorable si no se emite en dicho 
plazo, en los términos de la legislación básica de aguas48.

En dicho informe se deberá hacer un pronunciamiento expreso sobre si los planes de 
ordenación del territorio y urbanismo respetan los datos del deslinde del dominio público 
y la delimitación de las zonas de servidumbre y policía que haya facilitado la Consejería 
competente en materia de agua a las entidades promotoras de los planes. Igualmente, 
el informe apreciará el reflejo que dentro de los planes tengan los estudios sobre zonas 
inundables.

48  Respecto a los informes que corresponde emitir a órganos autonómicos, el DL 5/2012, de 27 noviembre, 
de medidas urgentes en materia urbanística y para la protección del litoral,  reformó en este extremo las 
leyes autonómicas de aguas, carreteras, servicios ferroviarios, puertos, la propia LOUA en materia de vivienda 
protegida, patrimonio histórico, salud pública y comercio interior, para establecer un plazo máximo para emitir 
el informe de tres meses,  entendiéndose favorable si no se emite en dicho plazo. Afortunadamente, este 
art. 42.2 fue objeto de nueva redacción por el apartado uno del artículo 3 de la Ley  3/2015, 29 diciembre, 
de Medidas en Materia de Gestión Integrada de Calidad Ambiental, de Aguas, Tributaria y de Sanidad Animal, 
B.O.J.A, 12 enero 2016, entendiéndose ahora, de conformidad con la ley estatal, que el informe tendrá carácter 
desfavorbale si no se emite en plazo. 
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3.   Cuando la ejecución de los actos o planes de las Administraciones49 comporten 
nuevas demandas de recursos hídricos, el informe de la consejería competente en materia 
de agua al que se refiere este artículo se pronunciará expresamente sobre la existencia 
o inexistencia de recursos suficientes para satisfacer tales demandas, así como sobre la 
adecuación del tratamiento de los vertidos a la legislación vigente.

4.   Lo dispuesto en el apartado anterior será también de aplicación a las ordenanzas y 
actos que aprueben las entidades locales en el ámbito de sus competencias, salvo que 
se trate de actuaciones llevadas a cabo en aplicación de instrumentos de planeamiento 
que hayan sido objeto del correspondiente informe previo de la consejería competente en 
materia de agua con carácter favorable.

5.   Los instrumentos de ordenación del territorio y de planeamiento urbanístico 
deberán incorporar las determinaciones y medidas correctoras contenidas en el informe 
de la consejería competente en materia de agua que minimicen la alteración de las 
condiciones hidrológicas de las cuencas de aportación y sus efectos sobre los caudales 
de avenida.

6.   En los instrumentos de ordenación del territorio y planeamiento urbanístico, no se 
podrá prever ni autorizar en las vías de intenso desagüe ninguna instalación o construcción, 
ni de obstáculos que alteren el régimen de corrientes.

7.   Reglamentariamente se establecerá el contenido mínimo que deben recoger los instru-
mentos de planeamiento urbanístico en materia de agua.

Artículo 54. Masas de agua subterránea en riesgo de no alcanzar el buen estado

1.   La consejería competente en materia de agua, una vez que una masa de agua 
subterránea haya sido identificada en riesgo de no alcanzar un buen estado, llevará a cabo 
las siguientes medidas:

a) Procederá a la constitución de oficio de una comunidad de usuarios de masas de agua 
subterránea, de la forma establecida en el artículo 35, si no la hubiere, o encomendará 
sus funciones con carácter temporal a una entidad representativa de los intereses 
concurrentes.

49 Podemos incluir, por ejemplo, los Avances de asentamientos en suelos no urbanizables a que se refiere el 
Decreto 2/2012, de 10 de enero, sobre edificaciones y asentamientos en suelo no urbanizable de Andalucía o 
las declaraciones de situaciones de asimilación a nueva de ordenación en parcelaciones urbaníticas, admitidas 
tras la reforma de la LOUA operada por la Ley 6/20016.
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b) Aprobará de oficio, o a propuesta de la comunidad de usuarios o de cualquier parte 
interesada y en el plazo máximo de un año desde que haya tenido lugar la identificación, 
un programa de medidas de recuperación de la masa de agua afectada con arreglo a 
lo siguiente:

1º   Deberá incorporarse en el programa de medidas al que se refiere el artículo 25.

2º   Hasta la aprobación del programa de medidas de recuperación, la consejería 
competente en materia de agua podrá acordar las limitaciones de extracción así como 
las medidas de protección de la calidad del agua subterránea que sean necesarias 
como medida preventiva y cautelar.

3º   Para la aprobación del programa de medidas de recuperación se recabará informe 
de la comunidad de usuarios y una vez aprobado será de obligado cumplimiento, sea 
cual sea la naturaleza del título del derecho al uso privativo del agua.

4º   El programa de actuación ordenará el régimen de extracciones para lograr una 
explotación racional de los recursos hasta alcanzar un buen estado de las masas 
de agua subterránea, así como la recuperación de los manantiales y ecosistemas 
terrestres asociados, y podrá establecer la sustitución de las captaciones individuales 
preexistentes por captaciones comunitarias, transformándose, en su caso, los títulos 
individuales con sus derechos inherentes en uno colectivo que deberá ajustarse a lo 
dispuesto en el programa de actuación.

5º   En su caso, el programa podrá prever la aportación de recursos externos a la 
masa de agua subterránea incluyendo los criterios para la explotación conjunta de los 
recursos locales y de los externos.

6º   Podrá determinar también perímetros de protección de las masas de agua 
subterránea, con arreglo a lo que se establece en el artículo 55.

7º   El programa de medidas de recuperación podrá incluir una zona de salvaguarda, en 
la cual no será posible el otorgamiento de nuevas concesiones de aguas subterráneas 
a menos que las personas y entidades titulares de las preexistentes estén constituidas 
en comunidades de usuarios. Las zonas de salvaguarda determinadas se incorporarán 
al Registro de Zonas Protegidas de la Demarcación Hidrográfica. Para el caso de nuevas 
concesiones, estas deben ir acompañadas de la delimitación de la correspondiente 
zona de salvaguarda.

c) No se otorgarán nuevos derechos de agua ni autorizaciones de uso sobre la masa en 
riesgo en tanto la circunstancia que ha llevado al deterioro de la masa permanezca.

2.   Las Administraciones competentes en ordenación del territorio y urbanismo deberán 
tener en cuenta la identificación de la masa de agua en riesgo y las previsiones contenidas 
en la letra b del apartado 1 de este artículo en la elaboración de sus instrumentos de 
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planificación, así como en el otorgamiento de las licencias que, en su caso, puedan 
proceder50.

Artículo 55. Perímetro de protección de las masas de agua subterránea

1.   La consejería competente en materia de agua podrá determinar un perímetro para 
la protección de una masa de agua subterránea en el que será necesaria su autorización 
para la realización de obras de infraestructura, extracción de áridos u otras actividades e 
instalaciones que puedan afectarle, de conformidad con la legislación sectorial.

6.   Los condicionamientos establecidos en el perímetro de protección deberán ser tenidos 
en cuenta en los diferentes planes urbanísticos o de ordenación del territorio.

50  Nótese que el precepto contiene una llamada expresa a las autoridades locales para que se abstengan de 
conceder licencias (y con mayor razón, declaraciones de asimilación a la de fuera de ordenación) cuando su 
otorgamiento pueda afectar a una masa de agua en riesgo. 
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Artículo 61.

1.   Los propietarios de los terrenos amenazados por la invasión del mar o de las arenas 
de las playas, por causas naturales o artificiales, podrán construir obras de defensa, previa 
autorización o concesión, siempre que no perjudiquen a la playa ni a la zona marítimo-terrestre, 
ni menoscaben las limitaciones y servidumbres legales correspondientes.

2.   En otro caso, los terrenos invadidos pasarán a formar parte del dominio público 
marítimo-terrestre, según resulte del correspondiente deslinde.

3.   Todo ello se entiende sin perjuicio de la aplicación del artículo 13 bis, cuando proceda

Artículo 7.

Conforme a lo dispuesto en el artículo 132.1 de la Constitución, los bienes de dominio 
público marítimo-terrestre definidos en esta Ley son inalienables, imprescriptibles e 
inembargables.

Artículo 8.

A los efectos del artículo anterior, no se admitirán más derechos que los de uso y 
aprovechamiento adquiridos de acuerdo con la presente Ley, careciendo de todo valor 
obstativo frente al dominio público las detentaciones privadas, por prolongadas que sean 
en el tiempo y aunque aparezcan amparadas por asientos del Registro de la Propiedad.

§ 5.1 LEY 22/1988, DE 28 DE JULIO, DE COSTAS 
 (Selección)

( BOE núm. 181, de 29 de Julio de 1988 )

1  En la redacción modificada por el número cuatro del artículo primero de la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de 
protección y uso sostenible del litoral y de modificación de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.
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Artículo 9.

1.   No podrán existir terrenos de propiedad distinta de la demanial del Estado en ninguna 
de las pertenencias del dominio público marítimo-terrestre, ni aun en el supuesto de terrenos 
ganados al mar o desecados en su ribera, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 49.

2.   Serán nulos de pleno derecho los actos administrativos que infrinjan lo dispuesto en el 
apartado anterior. Los actos particulares en fraude del mencionado precepto no impedirán 
la debida aplicación del mismo.

Artículo 10.

1.   La Administración del Estado tiene el derecho y el deber de investigar la situación 
de los bienes y derechos que se presuman pertenecientes al dominio público marítimo-
terrestre, a cuyo efecto podrá recabar todos los datos e informes que considere necesarios 
y promover la práctica del correspondiente deslinde.

2.   Asimismo tendrá la facultad de recuperación posesoria, de oficio y en cualquier tiempo 
sobre dichos bienes, según el procedimiento que se establezca reglamentariamente.

3.   No se admitirán interdictos contra las resoluciones dictadas por la Administración del 
Estado en ejercicio de las competencias configuradas en la presente Ley y de acuerdo con 
el procedimiento establecido.

Artículo 13 bis2.

1.   Los deslindes se revisarán cuando se altere la configuración del dominio público 
marítimo-terrestre. La incoación del expediente de deslinde tendrá los efectos previstos 
en el artículo 12.

2.   Los titulares de los terrenos que tras la revisión del deslinde se incorporen al 
dominio público marítimo-terrestre pasarán a ser titulares de un derecho de ocupación y 
aprovechamiento, a cuyo efecto la Administración otorgará de oficio la concesión, salvo 
renuncia expresa del interesado.

La concesión se otorgará por setenta y cinco años, respetando los usos y aprovechamientos 
existentes, sin obligación de abonar canon.

3.   Los titulares de las obras e instalaciones que tras la revisión del deslinde se incorporen a la 
zona de servidumbre de protección podrán realizar obras de reparación, mejora, consolidación 
y modernización siempre que no impliquen aumento de volumen, altura ni superficie.

2 Añadido por el art. 1.8 de la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de protección y uso sostenible del litoral y de 
reforma de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.
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Estas obras deberán suponer una mejora en la eficiencia energética. A tal efecto y cuando 
les resulte aplicable tendrán que obtener una calificación energética final que alcance 
una mejora de dos letras o una letra B, lo que se acreditará mediante la certificación de 
eficiencia energética, de acuerdo con lo previsto en el Real Decreto 235/2013, de 5 de 
abril, por el que se aprueba el procedimiento básico para la certificación de la eficiencia 
energética de los edificios o lo que cualquier otra norma pueda establecer en el futuro para 
la certificación de edificios existentes.

Asimismo, en estas obras, cuando proceda, se emplearán los mecanismos, sistemas, 
instalaciones y equipamientos individuales y/o colectivos que supongan un ahorro efectivo 
en el consumo de agua. En el caso de que afecten a jardines y espacios verdes, para su 
riego fomentarán el uso de recursos hídricos marginales, tales como aguas regeneradas 
o aguas de lluvia almacenadas.

Las circunstancias a las que se refiere este apartado deberán acreditarse ante la Admi-
nistración autonómica, mediante una declaración responsable, de acuerdo con lo previsto 
en el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y Procedimiento Administrativo Común, con carácter previo a 
la autorización urbanística que proceda. En caso de que las obras o instalaciones afecten 
a la servidumbre de tránsito se requerirá que, con carácter previo, la Administración del 
Estado emita un informe favorable en el que conste que la servidumbre de tránsito queda 
garantizada. Este informe deberá emitirse en el plazo de dos meses desde su solicitud, si 
en dicho plazo no se emitiera se entenderá que tiene carácter favorable.

Artículo 23.

1.   La servidumbre de protección recaerá sobre una zona de 100 metros medida tierra 
adentro desde el límite interior de la ribera del mar.

2.   La extensión de esta zona podrá ser ampliada por la Administración del Estado, de 
acuerdo con la de la Comunidad Autónoma y el Ayuntamiento correspondiente, hasta un 
máximo de otros 100 metros, cuando sea necesario para asegurar la efectividad de la 
servidumbre, en atención a las peculiaridades del tramo de costa de que se trate.

3.   En las márgenes de los ríos hasta donde sean sensibles las mareas la extensión de 
esta zona podrá reducirse por la Administración del Estado, de acuerdo con la Comunidad 
Autónoma y Ayuntamiento correspondiente, hasta un mínimo de 20 metros, en atención a las 
características geomorfológicas, a sus ambientes de vegetación, y a su distancia respecto 
de la desembocadura, conforme a lo que reglamentariamente se disponga3.

3  El apdo. 3 fue añadido por el art. 1.10 de la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de protección y uso sostenible del 
litoral y de reforma de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.
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Artículo 254.

1.   En la zona de servidumbre de protección estarán prohibidos:

a) Las edificaciones destinadas a residencia o habitación5.

b) La construcción o modificación de vías de transporte interurbanas y las de intensidad 
de tráfico superior a la que se determine reglamentariamente, así como de sus áreas 
de servicio.

c) Las actividades que impliquen la destrucción de yacimientos de áridos naturales o no 
consolidados, entendiéndose por tales los lugares donde existen acumulaciones de 
materiales detríticos tipo arenas o gravas.

d) El tendido aéreo de líneas eléctricas de alta tensión.

e) El vertido de residuos sólidos, escombros y aguas residuales sin depuración.

f) La publicidad a través de carteles o vallas o por medios acústicos o audiovisuales.

2.   Con carácter ordinario, solo se permitirán en esta zona, las obras, instalaciones y 
actividades que, por su naturaleza, no puedan tener otra ubicación, como los establecimientos 
de cultivo marino o las salinas marítimas, o aquellos que presten servicios necesarios o 
convenientes para el uso del dominio público marítimo-terrestre, así como las instalaciones 
deportivas descubiertas. En todo caso, la ejecución de terraplenes, desmontes o tala 
de árboles deberán cumplir las condiciones que se determinen reglamentariamente para 
garantizar la protección del dominio público.

3.   Excepcionalmente y por razones de utilidad pública debidamente acreditadas, el 
Consejo de Ministros podrá autorizar las actividades e instalaciones a que se refieren las 
letras b) y d) del apartado 1 de este artículo. En la misma forma podrán ser autorizadas 
las edificaciones a que se refiere la letra a) y las instalaciones industriales en las que no 
concurran los requisitos del apartado 2, que sean de excepcional importancia y que, por 

4  Se modifican los apartados 1 c), 2 y se añade el apartado 4 por el art. 1.11 de la Ley 2/2013, de 29 de 
mayo. Arts. 17.7, 46.1 a) y 2 a) de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía. 
Conforme a la Sentencia del Tribunal Constitucional 149/1991, de 4 de julio, la potestad de autorizar usos en la 
servidumbre de protección corresponde a las Comunidades Autónomas ya que “se trata de una competencia de 
acrácter ejecutivo ajena a las constitucionalmente reservadas al Estado y que se engloba, por su contenido, en 
la ejecución de la normativa sobre protección de medio ambiente o en la ordenación del territorio y/o urbanismo 
de competencia exclusiva de las Comunidades Autónomas” (FJ 3 D d).

5  La Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 29 de junio de 2015 (BOE n.º 191, 
de 11 de agosto de 2015), en su FJ 2, señala que para la inscripción de obras antigua en la servidumbre de 
protección, ex art. 20.4 TRLS/08, se exige, como requisito imprescindible, el informe favorable del Servicio 
Provincial de Costas del Estado.
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razones económicas justificadas, sea conveniente su ubicación en el litoral, siempre que, en 
ambos casos, se localicen en zonas de servidumbres correspondientes a tramos de costa 
que no constituyan playa, ni zonas húmedas u otros ámbitos de especial protección. Las 
actuaciones que se autoricen conforme a lo previsto en este apartado deberán acomodarse 
al planeamiento urbanístico que se apruebe por las Administraciones competentes.

4.   Reglamentariamente se establecerán las condiciones en las que se podrá autorizar la 
publicidad, a que se refiere la letra f) del apartado 1 de este artículo, siempre que sea parte 
integrante o acompañe a instalaciones o actividades permitidas y no sea incompatible con 
la finalidad de la servidumbre de protección.

Artículo 276.

1.   La servidumbre de tránsito recaerá sobre una franja de 6 metros, medidos tierra adentro 
a partir del límite interior de la ribera del mar. Esta zona deberá dejarse permanentemente 
expedita para el paso público peatonal y para los vehículos de vigilancia y salvamento, 
salvo en espacios especialmente protegidos.

2.   En lugares de tránsito difícil o peligroso dicha anchura podrá ampliarse en lo que 
resulte necesario, hasta un máximo de 20 metros.

3.   Esta zona podrá ser ocupada excepcionalmente por obras a realizar en el dominio 
público marítimo-terrestre. En tal caso se sustituirá la zona de servidumbre por otra nueva 
en condiciones análogas, en la forma en que se señale por la Administración del Estado. 
También podrá ser ocupada para la ejecución de paseos marítimos.

Artículo 28.

1.   La servidumbre de acceso público y gratuito al mar recaerá, en la forma que se 
determina en los números siguientes, sobre los terrenos colindantes o contiguos al 
dominio público marítimo-terrestre, en la longitud y anchura que demanden la naturaleza y 
finalidad del acceso.

2.   Para asegurar el uso público del dominio público marítimo-terrestre, los planes y 
normas de ordenación territorial y urbanística del litoral establecerán, salvo en espacios 
calificados como de especial protección, la previsión de suficientes accesos al mar y 

6  La Resolución de la Dirección General de los Registros y del Notariado de 16 de julio de 2011 (BOE n.º 242, 
de 7 de octubre de 2011), señala que la inscripción de obra nueva en la zona de servidumbre de tránsito exige, 
además de licencia urbanística, el informe favorable de Costas (FJ 6).
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aparcamientos, fuera del dominio público marítimo-terrestre. A estos efectos, en las zonas 
urbanas y urbanizables, los de tráfico rodado deberán estar separados entre sí, como 
máximo, 500 metros, y los peatonales, 200 metros. Todos los accesos deberán estar 
señalizados y abiertos al uso público a su terminación.

3.   Se declaran de utilidad pública, a efectos de la expropiación o de la imposición de la 
servidumbre de paso por la Administración del Estado, los terrenos necesarios para la 
realización o modificación de otros accesos públicos al mar y aparcamientos, no incluidos 
en el apartado anterior.

4.   No se permitirán en ningún caso obras o instalaciones que interrumpan el acceso 
al mar sin que se proponga por los interesados una solución alternativa que garantice 
su efectividad en condiciones análogas a las anteriores, a juicio de la Administración del 
Estado.

Artículo 307.

1.   La ordenación territorial y urbanística sobre terrenos incluidos en una zona, cuya 
anchura se determinará en los instrumentos correspondientes y que será como mínimo 
de 500 metros a partir del límite interior de la ribera del mar, respetará las exigencias de 
protección del dominio público marítimo-terrestre a través de los siguientes criterios:

a) En tramos con playa y con acceso de tráfico rodado, se preverán reservas de suelo para 
aparcamientos de vehículos en cuantía suficiente para garantizar el estacionamiento 
fuera de la zona de servidumbre de tránsito.

b) Las construcciones habrán de adaptarse a lo establecido en la legislación urbanística. 
Se deberá evitar la formación de pantallas arquitectónicas o acumulación de 
volúmenes, sin que, a estos efectos, la densidad de edificación pueda ser superior a la 
media del suelo urbanizable programado o apto para urbanizar en el término municipal 
respectivo.

2.   Para el otorgamiento de las licencias de obra o uso que impliquen la realización 
de vertidos al dominio público marítimo-terrestre se requerirá la previa obtención de la 
autorización de vertido correspondiente.

7  Arts. 17.7, 46.1 d) y 2 b), 185.2 B) a) y 207.4 C) a) de la Ley 7/2002, de 17 de diciembre, de Ordenación 
Urbanística de Andalucía, y 44 C) a) y 78.4 C) a) del RDUA..Según la Sentencia del Tribunal Constitucional 
4/1991, de 4 de julio,: “El precepto viene, en resumen, a imponer a los planes de ordenación territorial unos 
determinados criterios que se añaden a los que, como consecuencia de la servidumbre de acceso al mar 
impone el art. 28.2, que ya antes consideramos compatibles con el bloque de constitucionalidad” (FJ 3 H).
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Artículo 338.

1.   Las playas no serán de uso privado, sin perjuicio de lo establecido en la presente Ley 
sobre las reservas demaniales.

2.   Las instalaciones que en ellas se permitan, además de cumplir con lo establecido 
en el artículo anterior, serán de libre acceso público, salvo que por razones de policía, 
de economía u otras de interés público, debidamente justificadas, se autoricen otras 
modalidades de uso.

3.   Las edificaciones de servicio de playa se ubicarán, preferentemente, fuera de ella, con 
las dimensiones y distancias que reglamentariamente se determinen.

4.   La ocupación de la playa por instalaciones de cualquier tipo, incluyendo las 
correspondientes a servicios de temporada, no podrá exceder, en conjunto, de la mitad 
de la superficie de aquélla en pleamar y se distribuirá de forma homogénea a lo largo de 
la misma.

5.   Quedarán prohibidos el estacionamiento y la circulación no autorizada de vehículos, 
así como los campamentos y acampadas.

6.   Reglamentariamente se desarrollará el régimen de ocupación y uso de las playas 
atendiendo a su naturaleza. Se dotará a los tramos naturales de las playas de un elevado 
nivel de protección que restrinja las ocupaciones, autorizando únicamente las que sean 
indispensables o estén previstas en la normativa aplicable. Se regulará la ocupación y uso 
de los tramos urbanos de las playas de modo que se garantice una adecuada prestación 
de los servicios que sea compatible con el uso común.

En los tramos urbanos podrá autorizarse la celebración de aquellos eventos de interés 
general con repercusión turística que cumplan los requisitos que se establezcan, en 
particular, los relativos a superficie y tiempo de ocupación física, así como la adopción de 
todas las medidas preventivas tendentes a evitar cualquier afección ambiental y a garantizar 
el mantenimiento del tramo de playa en el estado anterior a la ocupación. En todo caso, 
una vez finalizada la ocupación, se procederá de manera inmediata al levantamiento de las 
instalaciones, a la completa limpieza del terreno ocupado y a la ejecución de las demás 
actuaciones precisas para asegurar la íntegra conservación de la playa.

En la delimitación de los tramos urbanos y naturales de las playas participarán las 
administraciones competentes en materia de ordenación del territorio y urbanismo, en la 
forma que reglamentariamente se determine.

8  El apdo. sexto fue incorporado por el art. 1.12 de la Ley 2/2013, de 29 de mayo, y el inciso “destacado” del 
apdo. Cuarto fue declarado inconstitucional por la Sentencia del Tribunal Constitucional 149/1991, de 4 de julio.
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Artículo 44.

1.   Los proyectos se formularán conforme al planeamiento que, en su caso, desarrollen, y 
con sujeción a las normas generales, específicas y técnicas que apruebe la Administración 
competente en función del tipo de obra y de su emplazamiento9.

2.   Deberán prever la adaptación de las obras al entorno en que se encuentren situadas y, en su 
caso, la influencia de la obra sobre la costa y los posibles efectos de regresión de ésta.

Asimismo, los proyectos deberán contener una evaluación de los posibles efectos del cambio 
climático sobre los terrenos donde se vaya a situar la obra, en la forma que se determine 
reglamentariamente.

3.   Cuando el proyecto contenga la previsión de actuaciones en el mar o en la zona 
marítimo-terrestre, deberá comprender un estudio básico de la dinámica litoral, referido a 
la unidad fisiográfica costera correspondiente y de los efectos de las actuaciones previstas.

4.   Para la creación y regeneración de playas se deberá considerar prioritariamente la 
actuación sobre los terrenos colindantes, la supresión o atenuación de las barreras al 
transporte marino de áridos, la aportación artificial de éstos, las obras sumergidas en el 
mar y cualquier otra actuación que suponga la menor agresión al entorno natural.

5.   Los paseos marítimos se localizarán fuera de la ribera del mar y serán preferentemente 
peatonales.

6.   Las instalaciones de tratamiento de aguas residuales se emplazarán fuera de la ribera 
del mar y de los primeros 20 metros de la zona de servidumbre de protección. No se 
autorizará la instalación de colectores paralelos a la costa dentro de la ribera del mar. En los 
primeros 20 metros fuera de la ribera del mar se prohibirá los colectores paralelos.

No se entenderá incluida en los supuestos de prohibición del párrafo anterior la reparación de 
colectores existentes, así como su construcción cuando se integren en paseos marítimos u 
otros viales urbanos.

7.   Los proyectos contendrán la declaración expresa de que cumplen las disposiciones de 
esta Ley y de las normas generales y específicas que se dicten para su desarrollo y aplicación.

Artículo 49.

4.   En la zona de servicio portuaria de los bienes de dominio público marítimo-terrestre 
adscritos, que no reúnan las características del artículo 3, además de los usos necesarios para 

9  Número 1 del artículo 44 declarado constitucional por Sentencia del Tribunal Constitucional 149/1991, 4 julio 
(«B.O.E.» 29 julio), si se interpreta en el sentido fijado en su fundamento jurídico 4.C.a).
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el desarrollo de la actividad portuaria, se podrán permitir usos comerciales y de restauración, 
siempre que no se perjudique el dominio público marítimo-terrestre, ni la actividad portuaria 
y se ajusten a lo establecido en el planeamiento urbanístico. En todo caso, se prohíben las 
edificaciones destinadas a residencia o habitación10.

Reglamentariamente se fijarán los criterios de asignación de superficie máxima para los usos 
previstos en el párrafo anterior, teniendo en cuenta el número de amarres del puerto y los 
demás requisitos necesarios para no perjudicar el dominio público marítimo-terrestre, ni la 
actividad portuaria.

Artículo 112.

Corresponde también a la Administración del Estado emitir informe, con carácter preceptivo 
y vinculante, en los siguientes supuestos:

a) Planes y normas de ordenación territorial o urbanística y su modificación o revisión, en 
cuanto al cumplimiento de las disposiciones de esta Ley y de las normas que se dicten 
para su desarrollo y aplicación.

b) Planes y autorizaciones de vertidos industriales y contaminantes al mar desde tierra, 
a efectos del cumplimiento de la legislación estatal y de la ocupación del dominio 
público marítimo-terrestre.

c) Proyectos de construcción de nuevos puertos y vías de transporte de competencia de 
las Comunidades Autónomas, ampliación de los existentes o de su zona de servicio, y 
modificación de su configuración exterior, conforme a lo previsto en el artículo 49.

d) Declaraciones de zonas de interés para cultivos marinos, concesiones y autorizaciones, 
de acuerdo con la legislación específica.

Artículo 11411.

Las Comunidades Autónomas ejercerán las competencias que, en las materias de 
ordenación territorial y del litoral, puertos, urbanismo, vertidos al mar y demás relacionadas 
con el ámbito de la presente Ley tengan atribuidas en virtud de sus respectivos Estatutos.

10  Introducido por el número dieciséis del artículo primero de la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de protección y 
uso sostenible del litoral y de modificación de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.

11 El art. 120.6 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, añadió un segundo párrafo que fue declarado 
inconstitucional por la Sentencia del Tribunal Constitucional 162/2012, de 20 de septiembre. Al respecto, es 
necesario tener en cuenta la afirmación contenida en las sentencias del Tribunal Constitucional 149/1991, de 4 
de julio (FJ 7 A b) y 162/2012, de 20 de septiembre (FJ 7): “… es obvio que la competencia autonómica sobre 
ordenación del territorio no se extiende al mar”.
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Artículo 116.

Las Administraciones públicas cuyas competencias incidan sobre el ámbito espacial 
contemplado en la presente Ley ajustarán sus relaciones recíprocas a los deberes de 
información mutua, colaboración, coordinación y respeto a aquéllas.

Artículo 11712.

1.   En la tramitación de todo planeamiento territorial y urbanístico que ordene el litoral, 
el órgano competente, para su aprobación inicial, deberá enviar, con anterioridad a dicha 
aprobación, el contenido del proyecto correspondiente a la Administración del Estado 
para que ésta emita, en el plazo de un mes, informe comprensivo de las sugerencias y 
observaciones que estime convenientes.

2.   Concluida la tramitación del plan o normas de que se trate e inmediatamente antes 
de la aprobación definitiva, la Administración competente dará traslado a la del Estado 
del contenido de aquél para que en el plazo de dos meses se pronuncie sobre el mismo. 
En caso de que el informe no sea favorable en aspectos de su competencia, se abrirá un 
período de consultas, a fin de llegar a un acuerdo. Si, como resultado de este acuerdo, 
se modificara sustancialmente el contenido del plan o normas, deberá someterse 
nuevamente a información pública y audiencia de los Organismos que hubieran intervenido 
preceptivamente en la elaboración.

3.   El cumplimiento de los trámites a que se refiere el apartado anterior interrumpirá el 
cómputo de los plazos que para la aprobación de los planes de ordenación se establecen 
en la legislación urbanística.

Artículo 119.

1.   Se declaran contrarios al interés general los actos y acuerdos que infrinjan la presente 
Ley o las normas aprobadas conforme a la misma, y podrán ser impugnados directamente 
por la Administración del Estado, autonómica o local, ante los órganos del orden jurisdiccional 
contencioso-administrativo, con petición expresa de suspensión. El Tribunal se pronunciará 
sobre dicha suspensión en el primer trámite siguiente a la petición de la misma.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior y de acuerdo con el procedimiento 
previsto en el artículo 67 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de bases del régimen local, 

12 Artículo 22.3 b) del TRLS/15: “En la fase de consultas sobre los instrumentos de ordenación de actuaciones 
de urbanización, deberán recabarse al menos los siguientes informes, cuando sean preceptivos y no hubieran 
sido ya emitidos e incorporados al expediente ni deban emitirse en una fase posterior del procedimiento 
de conformidad con su legislación reguladora: (…) El de la Administración de Costas sobre el deslinde y la 
protección del dominio público marítimo-terrestre, en su caso”.
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el Delegado del Gobierno, a instancia del Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente, podrá suspender los actos y acuerdos adoptados por las entidades locales 
que afecten a la integridad del dominio público marítimo terrestre o de la servidumbre 
de protección o que supongan una infracción manifiesta de lo dispuesto en el artículo 
25 de la presente Ley13.

Disposición transitoria tercera14

1.   Las disposiciones contenidas en el título II sobre las zonas de servidumbre de protección 
y de influencia serán aplicables a los terrenos que a la entrada en vigor de la presente 
Ley estén clasificados como suelo urbanizable no programado y suelo no urbanizable. 
Las posteriores revisiones de la ordenación que prevean la futura urbanización de dichos 
terrenos y su consiguiente cambio de clasificación deberán respetar íntegramente las 
citadas disposiciones.

13 Introducido por el número treinta y ocho del artículo primero de la Ley 2/2013, de 29 de mayo, de protección 
y uso sostenible del litoral y de modificación de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas («B.O.E.» 30 mayo).
Vigencia: 31 mayo 2013.

14 Se modifica el apartado 3 por el art. 120.7 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, cuya aplicación 
debe llevarse de acabe conforme a lo dispuesto en la Disposición transitoria primera de la Ley 2/2013, de 
29 de mayo: “1. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de la presente Ley, se podrá instar que 
el régimen previsto en la disposición transitoria tercera, apartado 3, de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de 
Costas, se aplique igualmente a los núcleos o áreas que, a su entrada en vigor, no estuvieran clasificados 
como suelo urbano pero que, en ese momento, reunieran alguno de los siguientes requisitos: a) En municipios 
con planeamiento, los terrenos que, o bien cuenten con acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación 
de aguas residuales y suministro de energía eléctrica y estuvieran consolidados por la edificación en al menos 
un tercio de su superficie, o bien, careciendo de alguno de los requisitos citados, estuvieran comprendidos en 
áreas consolidadas por la edificación como mínimo en dos terceras partes de su superficie, de conformidad 
con la ordenación de aplicación. b) En municipios sin planeamiento, los terrenos que, o bien cuenten con 
acceso rodado, abastecimiento de agua, evacuación de aguas residuales y suministro de energía eléctrica 
y estuvieran consolidados por la edificación en al menos un tercio de su superficie, o bien, careciendo de 
alguno de los requisitos citados, estuvieran comprendidos en áreas consolidadas por la edificación como 
mínimo en la mitad de su superficie.2. Esta disposición se aplicará a los núcleos o áreas delimitados por 
el planeamiento, y en defecto de este, serán delimitados por la Administración urbanística competente; en 
ambos casos, previo informe favorable del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente que deberá 
pronunciarse sobre la delimitación y compatibilidad de tales núcleos o áreas con la integridad y defensa del 
dominio público marítimo-terrestre. Este informe deberá emitirse en el plazo de dieciocho meses desde que 
haya sido solicitado por la Administración urbanística. En caso de que no se emitiera en este plazo se entenderá 
que es favorable.3. Las Administraciones urbanísticas que ya hayan delimitado o clasificado como suelo urbano 
a los núcleos o áreas a los que se refiere el apartado primero de esta disposición deberán solicitar al Ministerio 
de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente el informe previsto en el apartado segundo de esta disposición 
en el plazo de tres meses desde la entrada en vigor de la presente Ley. El informe deberá emitirse en el plazo 
de dieciocho meses desde que haya sido solicitado. En caso de que no se emitiera en ese plazo se entenderá 
que es favorable.4. No obstante, en los núcleos y áreas a los que se refiere la presente disposición, no se 
podrán autorizar nuevas construcciones de las prohibidas en el artículo 25 de la Ley 22/1988, de 28 de julio, 
de Costas”.
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2.   En los terrenos que, a la entrada en vigor de la presente Ley, estén clasificados como 
suelo urbanizable programado o apto para la urbanización se mantendrá el aprovechamiento 
urbanístico que tengan atribuido, aplicándose las siguientes reglas:

a) Si no cuentan con Plan parcial aprobado definitivamente, dicho Plan deberá respetar 
íntegramente y en los términos del apartado anterior las disposiciones de esta 
Ley, siempre que no se dé lugar a indemnización de acuerdo con la legislación 
urbanística.

b) Si cuentan con Plan parcial aprobado definitivamente, se ejecutarán las determinaciones 
del Plan respectivo, con sujeción a lo previsto en el apartado siguiente para el suelo 
urbano. No obstante, los Planes parciales aprobados definitivamente con posterioridad 
al 1 de enero de 1988 y antes de la entrada en vigor de esta Ley, que resulten contrarios 
a lo previsto en ella, deberán ser revisados para adaptarlos a sus disposiciones, 
siempre que no se dé lugar a indemnización de acuerdo con la legislación urbanística. 
La misma regla se aplicará a los Planes parciales cuya ejecución no se hubiera llevado 
a efecto en el plazo previsto por causas no imputables a la Administración, cualquiera 
que sea la fecha de su aprobación definitiva.

3.   Los terrenos clasificados como suelo urbano a la entrada en vigor de la presente 
Ley estarán sujetos a las servidumbres establecidas en ella, con la salvedad de que la 
anchura de la servidumbre de protección será de 20 metros. No obstante, se respetarán 
los usos y construcciones existentes, así como las autorizaciones ya otorgadas, en los 
términos previstos en la disposición transitoria cuarta. Asimismo, se podrán autorizar 
nuevos usos y construcciones de conformidad con los planes de ordenación en vigor, 
siempre que se garantice la efectividad de la servidumbre y no se perjudique el dominio 
público marítimo-terrestre. El señalamiento de alineaciones y rasantes, la adaptación o 
reajuste de los existentes, la ordenación de los volúmenes y el desarrollo de la red viaria se 
llevará a cabo mediante Estudios de Detalle y otros instrumentos urbanísticos adecuados, 
que deberán respetar las disposiciones de esta Ley y las determinaciones de las normas 
que se aprueban con arreglo a la misma.

Para la autorización de nuevos usos y construcciones, de acuerdo con los instrumentos de 
ordenación, se aplicarán las siguientes reglas:

1ª  Cuando se trate de usos y construcciones no prohibidas en el artículo 25 de la Ley 
y reúnan los requisitos establecidos en el apartado 2.º del mismo, se estará al régimen 
general en ella establecido y a las determinaciones del planeamiento urbanístico.

2ª  Cuando se trate de edificaciones destinadas a residencia o habitación, o de aquellas 
otras que, por no cumplir las condiciones establecidas en el artículo 25.2 de la Ley, no 
puedan ser autorizadas con carácter ordinario, sólo podrán otorgarse autorizaciones de 
forma excepcional, previa aprobación del Plan General de Ordenación, Normas Subsidiarias 
u otro instrumento urbanístico específico, en los que se contenga una justificación expresa 
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del cumplimiento de todos y cada uno de los siguientes requisitos indispensables para el 
citado otorgamiento:

a) Que con las edificaciones propuestas se logre la homogeneización urbanística del 
tramo de fachada marítima al que pertenezcan.

b) Que exista un conjunto de edificaciones, situadas a distancia inferior a 20 metros 
desde el límite interior de la ribera del mar, que mantenga la alineación preestablecida 
por el planeamiento urbanístico.

c) Que en la ordenación urbanística de la zona se den las condiciones precisas de 
tolerancia de las edificaciones que se pretendan llevar a cabo.

d) Que se trate de edificación cerrada, de forma que, tanto las edificaciones existentes, 
como las que puedan ser objeto de autorización, queden adosadas lateralmente a las 
contiguas.

e) Que la alineación de los nuevos edificios se ajuste a la de los existentes.

f) Que la longitud de las fachadas de los solares, edificados o no, sobre los que se deba 
actuar para el logro de la pretendida homogeneidad, no supere el 25 por 100 de la 
longitud total de fachada del tramo correspondiente.

El propio planeamiento urbanístico habrá de proponer el acotamiento de los tramos 
de fachada marítima cuyo tratamiento homogéneo se proponga obtener mediante las 
actuaciones edificatorias para las que se solicite autorización.

3ª  En los núcleos que han sido objeto de una declaración de conjunto histórico o de otro 
régimen análogo de especial protección serán de aplicación las medidas derivadas de 
dicho régimen con preferencia a las contenidas en esta Ley.

4.   Sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados anteriores, la ordenación territorial y 
urbanística del litoral existente a la entrada en vigor de la presente Ley deberá adecuarse 
a las normas generales y específicas que se aprueben conforme a lo previsto en los 
artículos 22 y 34.

5.   Las servidumbres de paso al mar actualmente existentes se mantendrán en los 
términos en que fueron impuestas.

6.   Los accesos públicos al mar actualmente existentes y los construidos en virtud de 
planeamiento urbanístico aprobado con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley 
permanecerán destinados al uso público, abriéndose al mismo cuando lo estuvieren.
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Disposición transitoria cuarta15

1.   Las obras e instalaciones construidas con anterioridad a la entrada en vigor de la 
presente Ley, sin la autorización o concesión exigible con arreglo a la legislación de costas 
entonces vigente, serán demolidas cuando no proceda su legalización por razones de 
interés público.

2.   En las obras e instalaciones legalizadas conforme a lo previsto en el apartado anterior, 
así como en las construidas o que puedan construirse al amparo de licencia municipal 
y, cuando fuera exigible, autorización de la Administración del Estado otorgada con 
anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, que resulten contrarias a lo establecido en 
la misma, se aplicarán las siguientes reglas:

a) Si ocupan terrenos de dominio público marítimo-terrestre, serán demolidas al extin-
guirse la concesión.

 Mientras la concesión esté vigente, sus titulares podrán realizar obras de reparación, 
mejora, consolidación y modernización siempre que no impliquen aumento de volumen, 
altura ni superficie de las construcciones existentes.

b) Si se emplazan en la zona de servidumbre de tránsito, los titulares de las construccio-
nes e instalaciones podrán realizar las obras de reparación, mejora, consolidación y 
modernización siempre que no impliquen aumento de volumen, altura ni superficie de 
las construcciones existentes y sin que el incremento de valor que aquellas comporten 
pueda ser tenido en cuenta a efectos expropiatorios. Tales obras no podrán ser auto-
rizadas por el órgano urbanístico competente, sin que con carácter previo, la Adminis-
tración del Estado emita un informe favorable en el que conste que la servidumbre de 
tránsito queda garantizada. Este informe deberá emitirse en el plazo de dos meses 
desde su solicitud, si en dicho plazo no se emitiera se entenderá que tiene carácter 
favorable.

c) En el resto de la zona de servidumbre de protección y en los términos en que la misma 
se aplica a las diferentes clases de suelo conforme a lo establecido en la disposición 
transitoria tercera, podrán realizarse obras de reparación, mejora, consolidación y 
modernización siempre que no impliquen aumento de volumen, altura ni superficie de 
las construcciones existentes y sin que el incremento de valor que aquellas comporten 
pueda ser tenido en cuenta a efectos expropiatorios. En caso de demolición total o 
parcial, las nuevas construcciones deberán ajustarse íntegramente a las disposiciones 
de esta Ley.»

15 Se modifica el apartado 2 y se añade el apartado 3 por el art. 1.40 de la Ley 2/2013, de 29 de mayo. 
Asimismo, la letra c), del apdo. 3, fue declarada inconstitucional por la Sentencia del Tribunal Constitucional 
149/1991, de 4 de julio.
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3.   Las obras, a las que se refiere el apartado segundo de esta disposición transitoria, 
cuando les sea aplicable, deberán:

a) Suponer una mejora en la eficiencia energética. A tal efecto, tendrán que obtener 
una calificación energética final que alcance una mejora de dos letras o una letra B, 
lo que se acreditará mediante la certificación de eficiencia energética, de acuerdo 
con lo previsto en el Real Decreto 235/2013, de 5 de abril, por el que se aprueba el 
procedimiento básico para la certificación de la eficiencia energética de los edificios 
o lo que cualquier otra norma pueda establecer en el futuro para la certificación de 
edificios existentes.

b) Emplear los mecanismos, sistemas, instalaciones y equipamientos individuales y/o 
colectivos que supongan un ahorro efectivo en el consumo de agua. En el caso 
de que afecten a jardines y espacios verdes, para su riego fomentarán el uso de 
recursos hídricos marginales, tales como aguas regeneradas o aguas de lluvia 
almacenadas.

No podrán ser autorizadas por el órgano urbanístico competente sin que los titulares de 
las concesiones acrediten haber presentado ante la Administración del Estado y los de 
las construcciones e instalaciones ante los órganos competentes de las Comunidades 
Autónomas una declaración responsable en la que de manera expresa y clara manifiesten 
que tales obras no supondrán un aumento del volumen, altura ni superficie de las 
construcciones existentes y que cumplen con los requisitos establecidos anteriormente 
sobre eficiencia energética y ahorro de agua, cuando les sean de aplicación. La declaración 
responsable se ajustará a lo dispuesto en el artículo 71 bis de la Ley 30/1992, de 26 
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y Procedimiento 
Administrativo Común.

Disposición adicional tercera

1.   Se declaran de utilidad pública, a efectos de expropiación, los terrenos de propiedad 
particular a que se refiere la disposición transitoria segunda, así como los incluidos en la 
zona de servidumbre de protección que se estimen necesarios para la defensa y el uso del 
dominio público marítimo-terrestre.

2.   El justiprecio de las expropiaciones que se realicen al amparo de lo previsto en el 
apartado anterior se determinará exclusivamente por aplicación de los criterios de 
valoración establecidos en la legislación urbanística.

3.   La Administración del Estado tendrá derecho de tanteo y retracto en las transmisiones 
onerosas intervivos de los bienes mencionados en el apartado 1, a cuyo efecto deberá ser 
notificada por escrito. El derecho de tanteo podrá ejercerse en el plazo de tres meses y 
el de retracto en el de un año, ambos a contar desde la correspondiente notificación, que 
comprenderá las condiciones esenciales de la transmisión.
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Disposición adicional quinta16

1.   En caso de ser necesarias para un mismo supuesto una concesión o autorización de 
dominio y otra de servicio o funcionamiento, el otorgamiento de la primera o su conformidad 
tendrá carácter previo e independiente del de la segunda.

2.   Las autorizaciones y concesiones obtenidas según esta Ley no eximen a sus titulares 
de obtener las licencias, permisos y otras autorizaciones que sean exigibles por otras 
disposiciones legales. No obstante, cuando se obtengan con anterioridad al título 
administrativo exigible conforme a esta Ley, su eficacia quedará demorada al otorgamiento 
del mismo, cuyas cláusulas prevalecerán en todo caso.

Disposición adicional sexta

Las limitaciones en el uso del suelo, previstas en esta Ley se aplicarán sin menoscabo de 
las competencias que las Comunidades Autónomas y Ayuntamientos puedan ejercer en 
materia de ordenación del territorio y del litoral y urbanismo.

Disposición adicional décima17

1.   Son urbanizaciones marítimo-terrestres los núcleos residenciales en tierra firme 
dotados de un sistema viario navegable, construido a partir de la inundación artificial de 
terrenos privados.

2.   Las urbanizaciones marítimo-terrestres deberán contar con un instrumento de 
ordenación territorial o urbanística que se ajuste a las prescripciones que en materia de 
dominio público marítimo-terrestre se establecen en esta disposición y en sus normas de 
desarrollo.

3.   La realización de las obras para construir los canales navegables de la urbanización 
marítimo-terrestre que dan lugar a la invasión por el mar o por las aguas de los ríos hasta 
donde se hagan sensible el efecto de las mareas de terrenos que antes de dichas obras 
no sean de dominio público marítimo-terrestre, ni estén afectadas por la servidumbre de 
protección, producirán los siguientes efectos:

16 La Sentencia del Tribunal Constitucional 149/1991, de 4 julio, declaró inconstitucional el inciso “en todo 
caso” del apartado segundo.

17  Se añade por el art. 1.41 de la Ley 2/2013, de 29 de mayo. Ver también Disposición Adicional sexta de la 
Ley 2/2013 de 29 de mayo.
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a) El terreno inundado se incorporará al dominio público marítimo-terrestre. No obstante, 
no se incluirán en el dominio público marítimo-terrestre los terrenos de propiedad 
privada colindantes a la vivienda y retranqueados respecto del canal navegable que se 
destinen a estacionamiento náutico individual y privado. Tampoco se incorporarán al 
dominio público marítimo-terrestre los terrenos de titularidad privada colindantes con 
el canal navegable e inundados como consecuencia de excavaciones, que se destinen 
a estacionamiento náutico colectivo y privado.

b) La servidumbre de protección preexistente con anterioridad a las obras mantendrá su 
vigencia. No se generará una nueva servidumbre de protección ni de tránsito, en torno 
a los espacios inundados.

c) El instrumento de ordenación territorial o urbanística deberá garantizar a través de viales 
el tránsito y acceso a los canales, en la forma que se establezca reglamentariamente.

4.   Los propietarios de las viviendas contiguas a los canales navegables tendrán un 
derecho de uso de los amarres situados frente a las viviendas. Este derecho está vinculado 
a la propiedad de la vivienda y solo serán transmisible junto a ella.

5.   Las obras para la construcción de los canales navegables y los estacionamientos 
náuticos a los que se refiere la letra a) del apartado 3, precisarán del correspondiente 
título administrativo para su realización y en ningún caso afectarán a tramos de costa 
que constituyan playa o espacios protegidos, de acuerdo con lo que se disponga 
reglamentariamente.
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Disposición Adicional Tercera

La línea exterior de los paseos marítimos construidos por la Administración General del 
Estado o por otras administraciones públicas con la autorización de aquella, durante 
el periodo comprendido entre la entrada en vigor de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de 
Costas y la entrada en vigor de la presente Ley, se entenderá a todos los efectos como 
línea interior de la ribera del mar. La Administración General del Estado podrá desafectar 
los terrenos situados al interior de los paseos marítimos, de conformidad con lo previsto 
en el artículo 18 de la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas.

A efectos de esta disposición no se considerarán paseos marítimos aquellas instalaciones 
que no hayan supuesto una alteración del terreno que les sirve de soporte, tales como las 
pasarelas o los caminos de madera apoyados sobre el terreno o sobre pilotes.

Disposición Adicional Quinta

Aquellas personas que, en el momento de la entrada en vigor de la Ley 22/1988, de 28 
de julio, de Costas, eran propietarias, con título inscrito en el Registro de la Propiedad, de 
terrenos que pasaron a formar parte del dominio público marítimo-terrestre por aplicación 
de aquella, o sus causahabientes, serán reintegrados en el dominio de los bienes que por 
aplicación de la presente Ley dejen de formar parte del dominio público marítimo-terrestre, 
una vez revisados los correspondientes deslindes, de acuerdo con la disposición adicional 
segunda.

Disposición Adicional Sexta

Las personas que, a la entrada en vigor de esta Ley, sean titulares de terrenos inscritos 
en el Registro de la Propiedad, situados en urbanizaciones marítimo-terrestres, que dejen 
de formar parte del dominio público marítimo-terrestre por aplicación de la misma, serán 

§ 5.2 LEY 2/2013, DE 29 DE MAYO, DE PROTECCIÓN 
 Y USO SOSTENIBLE DEL LITORAL Y DE MODIFICACIÓN 
 DE LA LEY 22/1988, DE 28 DE JULIO, DE COSTAS
 (Selección)

(BOE núm. 129, de 30 de mayo de 2013)
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reintegrados en el dominio de dichos bienes, una vez sean revisados los correspondientes 
deslindes, de acuerdo con la disposición adicional segunda

Disposición adicional Séptima18

1.   Se excluyen del dominio público marítimo-terrestre los terrenos correspondientes a los 
núcleos de población que se enumeran en el anexo de esta Ley, en la extensión que se fija 
en la planimetría incorporada al propio anexo.

2.   Los terrenos excluidos podrán ser transmitidos a sus ocupantes por cualquiera de 
los negocios dispositivos previstos en la Ley 33/2003 de 3 de noviembre, del Patrimonio 
de las Administraciones Públicas. A estos efectos, por Orden conjunta del Ministro de 
Hacienda y Administraciones Públicas y del Ministro de Agricultura, Alimentación y Medio 
Ambiente se determinará el procedimiento de identificación de los interesados a cuyo favor 
pueda efectuarse la transmisión y el negocio jurídico a través del cual deba efectuarse 
dicha transmisión, de conformidad con la Ley 33/2003 de 3 de noviembre, del Patrimonio 
de las Administraciones Públicas

3.   La escritura pública de transmisión será título suficiente para rectificar las situaciones 
contradictorias que aparezcan en el Registro de la Propiedad y en el Catastro.

4.   La efectividad de la exclusión declarada en el apartado 1 de este artículo estará 
condicionada a la formalización de los correspondientes negocios de transmisión.

Relación de núcleos en Andalucía que se excluyen del dominio público marítimo-terrestre 
en virtud de la disposición adicional séptima, en la extensión que se fija en la planimetría

− Ría Punta Umbría, término municipal de Punta Umbría, provincia de Huelva

− Caño del Cepo, término municipal de Isla Cristina, provincia de Huelva.

− Casco urbano, término municipal de Isla Cristina, provincia de Huelva.

− Pedregalejo, término municipal de Málaga, provincia de Málaga.

− El Palo, término municipal de Málaga, provincia de Málaga.

18 Las Sentencias del Tribunal Constitucional TC (Pleno) de 5 noviembre de 2015, y 57/2016 declaran que la 
disposición adicional 7.ª y, por conexión, el anexo, no son inconstitucionales siempre que se interpreten en los 
términos establecidos en los fundamentos jurídicos 14 y 9 respectivamente.
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EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

« ‘La ordenación, la conservación y el desarrollo sostenible de todos los tipos de bosques 
son fundamentales para el desarrollo económico y social, la protección del medio ambiente 
y los sistemas sustentadores de la vida en el planeta. Los bosques son parte del desarrollo 
sostenible.’

Esta declaración de la Asamblea de Naciones Unidas, en su sesión especial de junio de 
1997, es una clara expresión del valor y el papel que los montes desempeñan en nuestra 
sociedad. (…)”

Artículo 3. Principios2

Son principios que inspiran esta ley:

a) La gestión sostenible de los montes.

b) El cumplimiento equilibrado de la multifuncionalidad de los montes en sus valores 
ambientales, económicos y sociales.

c) La planificación forestal en el marco de la ordenación del territorio.

d) El fomento de las producciones forestales y sus sectores económicos asociados.

e) La creación de empleo y el desarrollo del medio rural.

§ 6.1 LEY 43/2003, DE 21 DE NOVIEMBRE, DE MONTES1

 (Selección)

 (BOE núm. 280, de 22 de noviembre de 2003)

1  Artículo 149.1.23 CE.

2  Se modifica la letra f) y se añade la l) por el art. único.2 y 3 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.

   Se añaden las letras j) y k) por el art. único.2 de la Ley 10/2006, de 28 de abril.
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f) La conservación, mejora y restauración de la biodiversidad de los ecosistemas y 
especies forestales.

g) La integración en la política forestal española de los objetivos de la acción internacional 
sobre protección del medio ambiente, especialmente en materia de desertificación, 
cambio climático y biodiversidad.

h) La colaboración y cooperación de las diferentes Administraciones públicas en la 
elaboración y ejecución de sus políticas forestales.

i) La participación en la política forestal de los sectores sociales y económicos implicados.

j) Principio o enfoque de precaución, en virtud de la cual cuando exista una amenaza de 
reducción o pérdida sustancial de la diversidad biológica no debe alegarse la falta de 
pruebas científicas inequívocas como razón para aplazar las medidas encaminadas a 
evitar o reducir al mínimo esa amenaza.

k) Adaptación de los montes al Cambio Climático, fomentando una gestión encaminada 
a la resiliencia y resistencia de los montes al mismo.

l) La consideración de los montes como infraestructuras verdes para mejorar el capital 
natural y su consideración en la mitigación del cambio climático.

Artículo 4. Multifuncionalidad de los montes3

Los montes, independientemente de su titularidad, desempeñan una función social relevante, 
tanto como fuente de recursos naturales y sustento de actividades económicas como por 
ser proveedores de múltiples servicios ambientales, entre ellos, de protección del suelo y del 
ciclo hidrológico; de fijación del carbono atmosférico; de depósito de la diversidad biológica 
y como elementos fundamentales de la conectividad ecológica y del paisaje.

El reconocimiento de estos recursos y externalidades, de los que toda la sociedad se 
beneficia, obliga a las Administraciones públicas a velar en todos los casos por su conser-
vación, protección, restauración, mejora y ordenado aprovechamiento.

Artículo 5. Concepto de monte4

1.   A los efectos de esta ley, se entiende por monte todo terreno en el que vegetan 
especies forestales arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, sea espontáneamente 
o procedan de siembra o plantación, que cumplan o puedan cumplir funciones ambientales, 
protectoras, productoras, culturales, paisajísticas o recreativas.

3  Se modifica por el art. único.4 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.

4  Se modifica el apartado 2 y se añade el 4 por el art. único.5 y 6 de la Ley 21/2015, de 20 de julio. Se añade 
la letra e) al apartado 1 por el art. único.3 de la Ley 10/2006, de 28 de abril.
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Tienen también la consideración de monte:

a) Los terrenos yermos, roquedos y arenales.

b) Las construcciones e infraestructuras destinadas al servicio del monte en el que se ubican.

c) Los terrenos agrícolas abandonados que cumplan las condiciones y plazos que 
determine la comunidad autónoma, y siempre que hayan adquirido signos inequívocos 
de su estado forestal.

d) Todo terreno que, sin reunir las características descritas anteriormente, se adscriba 
a la finalidad de ser repoblado o transformado al uso forestal, de conformidad con la 
normativa aplicable.

e) Los enclaves forestales en terrenos agrícolas con la superficie mínima determinada 
por la Comunidad Autónoma.

2.   Sin perjuicio de lo dispuesto en los demás apartados de este artículo, no tienen la 
consideración de monte:

a) Los terrenos dedicados al cultivo agrícola.

b) Los terrenos urbanos.

c) Los terrenos que excluya la comunidad autónoma en su normativa forestal y urbanística.

3.   Las comunidades autónomas, de acuerdo con las características de su territorio, 
podrán determinar la dimensión de la unidad administrativa mínima que será considerada 
monte a los efectos de la aplicación de esta ley.

4.   Las plantaciones de especies forestales de turno corto en régimen intensivo sobre 
terrenos agrícolas estarán sometidas a lo dispuesto en esta ley durante la vigencia de 
los turnos de aprovechamiento previamente establecidos, a menos que la comunidad 
autónoma decida expresamente un periodo más corto decidiendo su titular una vez 
finalizado dicho periodo sobre el aprovechamiento de dicho terreno.

Artículo 6. Definiciones5

A los efectos de esta ley, se definen los siguientes términos:

a) Forestal: todo aquello relativo a los montes.

b) Especie forestal: especie arbórea, arbustiva, de matorral o herbácea que no es 
característica de forma exclusiva del cultivo agrícola.

5  Se modifican las letras f), i), n), ñ) y q) por el art. único.7 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.Se modifica la 
letra q) por el art. único.4 de la Ley 10/2006, de 28 de abril.
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c) Gestión: el conjunto de actividades de índole técnica y material relativas a la conserva-
ción, mejora y aprovechamiento del monte.

d) Selvicultura: conjunto de técnicas que tratan de la conservación, mejora, aprovecha-
miento y regeneración o, en su caso, restauración, de las masas forestales.

e) Gestión forestal sostenible: la organización, administración y uso de los montes de 
forma e intensidad que permita mantener su biodiversidad, productividad, vitalidad, 
potencialidad y capacidad de regeneración, para atender, ahora y en el futuro, las 
funciones ecológicas, económicas y sociales relevantes en el ámbito local, nacional y 
global, y sin producir daños a otros ecosistemas.

f) Repoblación forestal: establecimiento de especies forestales en un terreno mediante 
siembra o plantación. Puede ser forestación o reforestación.

g) Forestación: repoblación, mediante siembra o plantación, de un terreno que era 
agrícola o estaba dedicado a otros usos no forestales.

h) Reforestación: reintroducción de especies forestales, mediante siembra o plantación, en 
terrenos que estuvieron poblados forestalmente hasta épocas recientes, pero que queda-
ron rasos a causa de talas, incendios, vendavales, plagas, enfermedades u otros motivos.

i) Aprovechamientos forestales: los maderables y leñosos, incluida la biomasa forestal, 
los de corcho, los de resina, pastos, caza, frutos, hongos, plantas aromáticas 
y medicinales, productos apícolas y los demás productos y servicios con valor de 
mercado característicos de los montes.

j) Plan de aprovechamiento: documento que describe el objeto del aprovechamiento y espe-
cifica la organización y medios a emplear, incluidas extracción y saca y, en su caso, las 
medidas para garantizar la sostenibilidad de acuerdo con las prácticas de buena gestión 
recogidas en la normativa de la comunidad autónoma o en las directrices del PORF.

k) Incendio forestal: el fuego que se extiende sin control sobre combustibles forestales 
situados en el monte.

l) Cambio del uso forestal: toda actuación material o acto administrativo que haga perder 
al monte su carácter de tal.

m) Instrumentos de gestión forestal: bajo esta denominación se incluyen los proyectos de 
ordenación de montes, planes dasocráticos, planes técnicos u otras figuras equivalentes.

n) Proyecto de ordenación de montes: documento técnico que sintetiza la organización 
en el tiempo y el espacio de la utilización sostenible de los recursos forestales, 
maderables y no maderables, en un monte o grupo de montes, para lo cual debe 
incluir una descripción pormenorizada del terreno forestal en sus aspectos ecológicos, 
legales, sociales y económicos y, en particular, un inventario forestal con un nivel de 
detalle tal que permita la toma de decisiones en cuanto a la selvicultura a aplicar en 
cada una de las unidades del monte y a la estimación de sus rentas.
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ñ) Plan dasocrático o plan técnico: proyecto de ordenación de montes que, por su 
singularidad –pequeña extensión; funciones preferentes distintas a las de producción 
de madera o corcho; masas inmaduras (sin arbolado en edad de corta), etc.– precisan 
una regulación más sencilla de la gestión de sus recursos. En consonancia, el inventario 
forestal podrá ser más simplificado, si bien será necesario que incorpore información 
sobre espesura en el caso de montes arbolados.

o) Monte ordenado: el que dispone de instrumento de gestión forestal vigente.

p) Certificación forestal: procedimiento voluntario por el que una tercera parte 
independiente proporciona una garantía escrita tanto de que la gestión forestal es 
conforme con criterios de sostenibilidad como de que se realiza un seguimiento fiable 
desde el origen de los productos forestales.

q) Agente forestal: Funcionario que ostenta la condición de agente de la autoridad 
perteneciente a las Administraciones Públicas que, de acuerdo con su propia normativa 
y con independencia de la denominación corporativa específica, tiene encomendadas, 
entre otras funciones, las de vigilancia, policía y custodia de los bienes jurídicos de 
naturaleza forestal y la de policía judicial en sentido genérico tal como establece el 
apartado 6 del artículo 283 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, actuando de forma 
auxiliar de los jueces, tribunales y del Ministerio Fiscal, y de manera coordinada con 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, con respeto a las facultades de su legislación 
orgánica reguladora.

Artículo 11.6 Montes públicos y montes privados

1.   Por razón de su titularidad los montes pueden ser públicos o privados.

2.   Son montes públicos los pertenecientes al Estado, a las comunidades autónomas, a 
las entidades locales y a otras entidades de derecho público.

3.   Son montes privados los pertenecientes a personas físicas o jurídicas de derecho 
privado, ya sea individualmente o en régimen de copropiedad.

4.   Los montes vecinales en mano común son montes privados que tienen naturaleza 
especial derivada de su propiedad en común sin asignación de cuotas, siendo la titularidad 
de éstos de los vecinos que en cada momento integren el grupo comunitario de que se 
trate y sujetos a las limitaciones de indivisibilidad, inalienabilidad, imprescriptibilidad e 
inembargabilidad. Sin perjuicio de lo previsto en la Ley 55/1980, de 11 de noviembre, de 
Montes Vecinales en Mano Común, se les aplicará lo dispuesto para los montes privados.

6 En el mismo sentido el art. 20 de la Ley 2/1992, de 15 de noviembre, Forestal de Andalucía.
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Artículo 13.7 Montes catalogados de utilidad pública

A partir de la entrada en vigor de esta ley, las comunidades autónomas podrán declarar de 
utilidad pública e incluir en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública los montes públicos 
comprendidos en alguno de los siguientes supuestos:

a) Los que sean esenciales para la protección del suelo frente a los procesos de erosión.

b) Los situados en las cabeceras de las cuencas hidrográficas y aquellos otros que 
contribuyan decisivamente a la regulación del régimen hidrológico, incluidos los que 
se encuentren en los perímetros de protección de las captaciones superficiales y sub-
terráneas de agua, evitando o reduciendo aludes, riadas e inundaciones y defendiendo 
poblaciones, cultivos e infraestructuras, o mejorando el abastecimiento de agua en 
cantidad o calidad.

c) Los que eviten o reduzcan los desprendimientos de tierras o rocas y el aterramiento 
de embalses y aquellos que protejan cultivos e infraestructuras contra el viento.

d) Los que sin reunir plenamente en su estado actual las características descritas en los 
párrafos a), b) o c) sean destinados a la repoblación o mejora forestal con los fines de 
protección en ellos indicados.

e) Los que contribuyan a la conservación de la diversidad biológica a través del 
mantenimiento de los sistemas ecológicos, la protección de la flora y la fauna o la 
preservación de la diversidad genética y, en particular, los que constituyan o formen 
parte de espacios naturales protegidos, zonas de especial protección para las aves, 
zonas de especial conservación, lugares de interés geológico u otras figuras legales 
de protección, así como los que constituyan elementos relevantes del paisaje.

f) Aquellos otros que establezca la comunidad autónoma en su legislación.

Artículo 14.8 Régimen jurídico de los montes demaniales

Los montes del dominio público forestal son inalienables, imprescriptibles e inembargables9 
y no están sujetos a tributo alguno que grave su titularidad.

7  Se modifica por el art. único.17 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.
    Se modifica por el art. único.9 de la Ley 10/2006, de 28 de abril.

8  En el mismo sentido el art. 27 de la ley 2/1992, de 15 de noviembre, Forestal de Andalucía.

9  Artículo 132 CE.
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Artículo 15. Régimen de usos en el dominio público forestal10

1.   La Administración gestora de los montes demaniales podrá dar carácter público a 
aquellos usos respetuosos con el medio natural, siempre que se realicen sin ánimo de lucro 
y de acuerdo con la normativa vigente, en particular con lo previsto en los instrumentos de 
planificación y gestión aplicables, y cuando sean compatibles con los aprovechamientos, 
autorizaciones o concesiones legalmente establecidos.

2.   La Administración gestora de los montes demaniales someterá a otorgamiento de 
autorizaciones aquellas actividades que, de acuerdo con la normativa autonómica, la 
requieran por su intensidad, peligrosidad o rentabilidad. En los montes catalogados será 
preceptivo el informe favorable del órgano forestal de la comunidad autónoma.

3.   Los aprovechamientos forestales en el dominio público forestal se regirán por lo que 
se establece en los artículos 36 y 37 de esta ley.

4.   La Administración gestora de los montes demaniales someterá a otorgamiento de 
concesión todas aquellas actividades que impliquen una utilización privativa del dominio 
público forestal. En los montes catalogados, esta concesión requerirá el informe favorable 
de compatibilidad con la persistencia de los valores naturales del monte por parte del 
órgano forestal de la comunidad autónoma.

5.   En los procedimientos de concesión y autorización de actividades económicas 
promovidas por la administración gestora del monte que vayan a realizarse en montes 
demaniales, sin perjuicio de lo dispuesto en la regulación de los montes comunales, se 
respetarán los principios de publicidad, objetividad, imparcialidad y transparencia. Se 
aplicará además el principio de concurrencia competitiva conforme a los instrumentos o 
directrices de planificación y gestión del mismo en los siguientes supuestos:

a) Cuando se trate de una actividad de servicios que se promueva por la administración 
gestora del monte.

b) Cuando el ejercicio de la actividad excluya el ejercicio de otras actividades por 
terceros.

Los criterios en que se basará la concesión y autorización para la realización de actividades 
de servicios estarán directamente vinculados a lo dispuesto en los instrumentos o 
directrices de planificación y gestión del monte.

10 Se modifican los apartados 3 y 5 por el art. único.18 y 19 de la Ley 21/2015, de 20 de julio. Se añade el 
apartado 5 por el art. 34 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre.
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La duración de dichas autorizaciones y concesiones será como máximo de 75 años, de 
acuerdo con sus características, y no dará lugar a renovación automática ni a ventajas a 
favor del anterior titular o personas vinculadas con él.

Artículo 16. Catálogo de Montes de Utilidad Pública11

1.   El Catálogo de Montes de Utilidad Pública es un registro público de carácter 
administrativo en el que se inscriben todos los montes declarados de utilidad pública.

2.   La inclusión y exclusión de montes en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública y la 
llevanza de éste corresponde a las comunidades autónomas en sus respectivos territorios. 
Las comunidades autónomas darán traslado al Ministerio de Medio Ambiente de las 
inscripciones que practiquen así como de las resoluciones administrativas y sentencias 
judiciales firmes que conlleven modificaciones en el catálogo, incluidas las que atañen a 
permutas, prevalencias y resoluciones que, con carácter general, supongan la revisión y 
actualización de los montes catalogados.

3.   La inclusión en el Catálogo de Montes de Utilidad Pública de los montes públicos a los 
que se refiere el artículo 13 se hará de oficio o a instancia del titular, y se adoptará por 
acuerdo del máximo órgano de gobierno de cada comunidad autónoma, a propuesta de 
su respectivo órgano forestal, previa instrucción del correspondiente procedimiento en el 
que deberá ser oída la Administración titular y, en su caso, los titulares de derechos sobre 
dichos montes.

4.   La exclusión de un monte del Catálogo de Montes de Utilidad Pública sólo procederá 
cuando haya perdido las características por las que fue catalogado y se regulará por el 
procedimiento descrito en el apartado anterior. La exclusión parcial o permuta de una parte 
no significativa de un monte catalogado podrá ser autorizada por acuerdo del máximo 
órgano de gobierno de cada comunidad autónoma, a propuesta de su órgano forestal, 
siempre que suponga una mejor definición de la superficie del monte o una mejora para su 
gestión y conservación.

5.   Con carácter excepcional, por acuerdo del máximo órgano de gobierno de cada 
comunidad autónoma, previo informe de su órgano forestal y, en su caso, de la entidad 
titular, se podrá autorizar la exclusión o permuta de una parte de un monte catalogado por 
causa de interés público prevalente.

11 Se modifican los apartados 3, 4 y 5 por el art. único.20 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.
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Artículo 17. Desafectación de montes demaniales

1.   La desafectación de los montes catalogados del dominio público forestal requerirá, sin 
perjuicio de lo previsto en el artículo 18.4, su previa exclusión del catálogo.

2.   La desafectación de los restantes montes demaniales se tramitará por su Administración 
titular y requerirá, en todo caso, el informe favorable del órgano forestal de la comunidad 
autónoma.

3.   La comunidad autónoma regulará el procedimiento de desafectación de los montes 
demaniales.

Artículo 18. Efectos jurídicos de la inclusión de los montes en el Catálogo de 
Montes de Utilidad Pública12

1.   La declaración de utilidad pública de un monte no prejuzga ninguna cuestión de 
propiedad, pero constituye una presunción de posesión a favor de la entidad a la que el 
catálogo otorga su pertenencia. La titularidad que en el catálogo se asigne a un monte 
sólo puede impugnarse en juicio declarativo ordinario de propiedad ante los tribunales 
civiles, no permitiéndose el ejercicio de las acciones reales del artículo 250.1.7 de la Ley 
de Enjuiciamiento Civil.

2.   En los casos en los que se promuevan juicios declarativos ordinarios de propiedad 
de montes catalogados, será parte demandada la comunidad autónoma, además de, 
en su caso, la entidad titular del monte. En todas las actuaciones que se realicen en los 
procedimientos judiciales a que se refiere este artículo deberá ser emplazada a su debido 
tiempo la representación de la administración gestora, declarándose nulas en caso contrario.

3.   La Administración titular o gestora inscribirá los montes catalogados, así como 
cualquier derecho sobre ellos, en el Registro de la Propiedad, mediante certificación 
acompañada por un plano topográfico del monte o el levantado para el deslinde a escala 
apropiada, debidamente georreferenciados, y en todo caso la certificación catastral 
descriptiva y gráfica en la que conste la referencia catastral del inmueble o inmuebles que 
constituyan la totalidad del monte catalogado, de acuerdo con el texto refundido de la Ley 
del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo. 
En caso de discrepancia se estará a lo que disponga la legislación hipotecaria sobre la 
inscripción de la representación gráfica de las fincas en el Registro de la Propiedad.

12 Se modifican los apartados 1, 2 y 3 por el art. único.21 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.

Se modifican los apartados 1 y 4 por el art. único.10 y 11 de la Ley 10/2006, de 28 de abril.
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4.   Cuando un monte catalogado se halle afectado por un expediente del cual pueda deri-
varse otra declaración de demanialidad distinta de la forestal, y sin perjuicio de lo que, en 
su caso, disponga la declaración de impacto ambiental, las Administraciones competentes 
buscarán cauces de cooperación al objeto de determinar cuál de tales declaraciones debe 
prevalecer.

En el supuesto de discrepancia entre las Administraciones, resolverá, según la Administra-
ción que haya tramitado el expediente, el Consejo de Ministros o el órgano que la comuni-
dad autónoma determine. En el caso de que ambas fueran compatibles, la Administración 
que haya gestionado el expediente tramitará, en pieza separada, un expediente de concu-
rrencia, para armonizar el doble carácter demanial.

Cuando se trate de montes afectados por obras o actuaciones de interés general del 
Estado, resolverá el Consejo de Ministros, oída la comunidad autónoma afectada.

Artículo 18 bis. Segregación de fincas parcialmente afectadas al dominio público 
forestal13

1.   Cuando una finca registral de titularidad pública sea objeto de afectación parcial 
al dominio público forestal, la Administración titular podrá segregar la parte demanial 
de la patrimonial mediante certificación administrativa que será título suficiente para su 
inscripción en el Registro de la Propiedad.

2.   En los expedientes administrativos de segregación regulados en el apartado anterior 
resultará de aplicación lo dispuesto en los artículos 13 y 46.2 del texto refundido de la Ley 
del Catastro Inmobiliario, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/2004, de 5 de marzo.

Artículo 23. Gestión de los montes privados14

1.   Los montes privados se gestionan en la forma que disponga su titular, sin perjuicio de 
lo dispuesto en la legislación específica y en el Código Civil.

2.   Los titulares de estos montes podrán contratar su gestión con personas físicas o 
jurídicas de derecho público o privado o con los órganos forestales de las comunidades 
autónomas donde el monte radique.

3.   La gestión de estos montes se ajustará, en caso de disponer de él, al correspondiente 
instrumento de gestión o planificación forestal. La aplicación de dichos instrumentos será 
supervisada por el órgano forestal de la comunidad autónoma. A falta de dicho instrumento, 

13 Se añade por el art. único. 22 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.

14 Se modifican los apartados 1 y 3 por el art. único.29 y 30 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.
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la gestión del titular conllevará la necesaria autorización previa para los aprovechamientos 
forestales en los términos que la comunidad autónoma establezca conforme a lo dispuesto 
en los artículos 36 y 37 de esta ley.

Artículo 26.15 Límite a la segregación de montes

Serán indivisibles, salvo por causa no imputable al propietario, las parcelas forestales de 
superficie inferior al mínimo que establecerán las comunidades autónomas.

Artículo 27. Agrupación de montes

Las Administraciones públicas fomentarán la agrupación de montes, públicos o privados, 
con el objeto de facilitar una ordenación y gestión integrada mediante instrumentos de 
gestión forestal que asocien a pequeños propietarios.

Artículo 31. Planes de ordenación de los recursos forestales16

1.   Las comunidades autónomas podrán elaborar los planes de ordenación de recursos 
forestales (PORF) como instrumentos de planificación forestal, constituyéndose en una 
herramienta en el marco de la ordenación del territorio.

2.   El contenido de estos planes será obligatorio y ejecutivo en las materias reguladas en 
esta ley. Asimismo, tendrán carácter indicativo respecto de cualesquiera otras actuaciones, 
planes o programas sectoriales.

15 El Decreto 485/1962, de 22 de febrero, por el que se aprueba el Reglamento de Montes dispone en su 
artículo 6: “en cada Distrito Forestal se constituirá una Comisión (…) Esta Comisión propondrá la extensión 
mínima que a su juicio deba fijarse para los diversos tipos de montes, bien sea la misma para toda la provincia 
o fuese distinta para aquellas zonas que presenten características cuya diferenciación lo haga necesario. 
Los límites que tales mínimos han de comprender serán los siguientes: en los montes altos, medios y bajos 
considerará la necesidad de que puedan ser recorridos con cortas periódicas regularizadas. Para matorrales y 
pastizales herbáceos cuyo principal, y muchas veces único, aprovechamiento es el pastoreo, la unidad mínima 
no debe ser inferior a la necesaria para que un hato de ganado de número prudencial de cabezas, fijado con 
sentido económico local, pueda pastar con cierto carácter de regularidad.”

Por su parte añade el art. 7 dispone“las extensiones de montes iguales o inferiores a las mínimas establecidas 
se reputarán indivisibles y, a tales efectos, les serán de aplicación los artículos segundo al séptimo de la Ley de 
15 de julio de 1954, sobre Unidades Mínimas de Cultivos.”

Téngase en cuenta que la Ley 15 julio 1954 ha sido derogada por D 118/1973, 12 enero, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley de Reforma y Desarrollo Agrario.

16 Se modifican los apartados 4, 6.f) y 8 por el art. único.41 a 43 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.
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3.   Con carácter previo a la elaboración de los PORF, las comunidades autónomas 
definirán los territorios que, de acuerdo con esta ley y con su normativa autonómica, 
tienen la consideración de monte.

4.   El ámbito territorial de los PORF serán los territorios forestales con características 
geográficas, socioeconómicas, ecológicas, culturales o paisajísticas homogéneas. Se 
podrán adaptar a aquellas comarcalizaciones y divisiones de ámbito subregional planteadas 
por la ordenación del territorio u otras específicas divisiones administrativas propias de las 
comunidades autónomas.

5.   Las comunidades autónomas, a propuesta de su órgano forestal, delimitarán los 
territorios forestales a los que se deberá dotar de su correspondiente PORF, cuando las 
condiciones de mercado de los productos forestales, los servicios y beneficios generados 
por los montes o cualquier otro aspecto de índole forestal que se estime conveniente sean 
de especial relevancia socioeconómica en tales territorios.

6.   Las comunidades autónomas, a propuesta de su órgano forestal, elaborarán y 
aprobarán los PORF y determinarán la documentación y contenido de estos que, con 
independencia de su denominación, podrán incluir los siguientes elementos:

a) Delimitación del ámbito territorial y caracterización del medio físico y biológico.

b) Descripción y análisis de los montes y los paisajes existentes en ese territorio, sus 
usos y aprovechamientos actuales, en particular los usos tradicionales, así como las 
figuras de protección existentes, incluyendo las vías pecuarias.

c) Aspectos jurídico-administrativos: titularidad, montes catalogados, mancomunidades, 
agrupaciones de propietarios, proyectos de ordenación u otros instrumentos de 
gestión o planificación vigentes.

d) Características socioeconómicas: demografía, disponibilidad de mano de obra especia-
lizada, tasas de paro, industrias forestales, incluidas las dedicadas al aprovechamiento 
energético de la biomasa forestal y las destinadas al desarrollo del turismo rural.

e) Zonificación por usos y vocación del territorio. Objetivos, compatibilidades y prioridades.

f) Planificación de las acciones necesarias para el cumplimiento de los objetivos fijados en 
el plan, incorporando las previsiones de repoblación, restauración hidrológico-forestal, 
prevención y extinción de incendios, prevención y lucha contra plagas, regulación de 
usos recreativos y ordenación de montes, incluyendo, cuando proceda, la ordenación 
cinegética, piscícola y micológica.

g) Establecimiento del marco en el que podrán suscribirse acuerdos, convenios y 
contratos entre la Administración y los propietarios para la gestión de los montes.

h) Establecimiento de las directrices para la ordenación y aprovechamiento de los 
montes, garantizando que no se ponga en peligro la persistencia de los ecosistemas 
y se mantenga la capacidad productiva de los montes.
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i) Criterios básicos para el control, seguimiento, evaluación y plazos para la revisión del 
plan.

7.   La elaboración de estos planes incluirá necesariamente la consulta a las entidades 
locales y, a través de sus órganos de representación, a los propietarios forestales privados, 
a otros usuarios legítimos afectados y a los demás agentes sociales e institucionales 
interesados, así como los trámites de información pública.

8.   Cuando exista un plan de ordenación de recursos naturales (PORN) de conformidad 
con la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y la Biodiversidad, u otro 
plan equivalente de acuerdo con la normativa autonómica que abarque el mismo territorio 
forestal que el delimitado según el apartado 5, la parte forestal de estos planes podrá 
tener el carácter de PORF, siempre y cuando cuenten con el informe favorable del órgano 
forestal competente.

Artículo 39. Delimitación del uso forestal en el planeamiento urbanístico17

Los instrumentos de planeamiento urbanístico, cuando afecten a la calificación de terrenos 
forestales, requerirán el informe de la Administración competente en gestión forestal. 
Dicho informe será vinculante si se trata de montes catalogados o protectores.

Los montes pertenecientes al dominio público forestal tendrán la consideración de suelo en 
situación rural, a los efectos de lo dispuesto por la legislación estatal de suelo, y deberán 
quedar preservados por la ordenación territorial y urbanística, de su transformación 
mediante la urbanización

Artículo 40. Cambio del uso forestal y modificación de la cubierta vegetal

1.   El cambio del uso forestal de un monte cuando no venga motivado por razones 
de interés general, y sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 18.4 y de la normativa 
ambiental aplicable, tendrá carácter excepcional y requerirá informe favorable del órgano 
forestal competente y, en su caso, del titular del monte.

2.   La Administración forestal competente podrá regular un procedimiento más simplifica-
do para la autorización del cambio de uso en aquellas plantaciones forestales temporales 
para las que se solicite una reversión a usos anteriores no forestales.

3.   La Administración forestal competente regulará los casos en los que, sin producirse 
cambio de uso forestal, se requiera autorización para la modificación sustancial de la 
cubierta vegetal del monte.

17 Se modifica por el art. único.56 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.
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Artículo 77.18 Reparación del daño e indemnización

1.   Sin perjuicio de las sanciones penales o administrativas que en cada caso procedan, 
el infractor deberá reparar el daño causado en la forma y condiciones fijadas por el órgano 
sancionador. Esta obligación es imprescriptible en el caso de daños al dominio público 
forestal.

2.   La reparación tendrá como objetivo la restauración del monte o ecosistema forestal 
a la situación previa a los hechos constitutivos de la infracción sancionada. A los efectos 
de esta ley se entiende por restauración la vuelta del monte a su estado anterior al daño, 
y por reparación las medidas que se adoptan para lograr su restauración. El causante del 
daño vendrá obligado a indemnizar la parte de los daños que no puedan ser reparados, así 
como los perjuicios causados.

3.   Podrá requerirse asimismo indemnización en los casos en que el beneficio económico 
del infractor sea superior a la máxima sanción prevista. Esta indemnización será como 
máximo el doble de la cuantía de dicho beneficio y en el caso de montes declarados de 
utilidad pública se ingresará en el fondo de mejoras regulado en el artículo 38.

4.   Los daños ocasionados al monte y el plazo para su reparación o restauración se 
determinarán según criterio técnico debidamente motivado en la resolución sancionadora.

Disposición adicional tercera.

Participación forestal en la declaración de espacios naturales protegidos

En el procedimiento de declaración de montes como espacios naturales protegidos será 
preceptiva la participación del órgano forestal de la comunidad autónoma cuando éste sea 
distinto del órgano declarante.

Disposición adicional undécima. 

Evaluación ambiental19

Siempre que en la presente ley alguna actividad, uso o aprovechamiento esté sometido sólo 
a notificación o declaración responsable y dicha actividad esté sometida obligatoriamente 
a evaluación ambiental por la Ley 21/2013, de 9 de diciembre, de evaluación ambiental, 

18  Se modifica el apartado 3 por el art. único.81 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.

Se modifica el apartado 2 por el art. único.36 de la Ley 10/2006, de 28 de abril.

19  Se modifica por el art. único.88 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.

Se añade por el art. único.38 de la Ley 10/2006, de 28 de abril.
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o por la legislación de evaluación ambiental de la comunidad autónoma donde se vaya a 
llevar a cabo, se estará a lo ordenado en el artículo 9.2 de dicha ley y demás preceptos 
de concordante aplicación.

Disposición final segunda. 

Habilitación competencial20

1.   Esta Ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.23.ª de la Constitución 
y tiene, por tanto, carácter básico (legislación básica sobre montes, aprovechamientos 
forestales y protección del medio ambiente), sin perjuicio de lo dispuesto en los dos 
apartados siguientes.

2.   Tienen carácter básico al amparo de otros preceptos constitucionales los artículos 
12, 14, 15, 16, 17, 18, apartado 4, 20, 21, 36, apartado 4, 47, apartado 3, disposición 
adicional segunda, apartado 1, y disposición transitoria primera, por dictarse al amparo 
del artículo 149.1.18.ª de la Constitución.

3.   Los siguientes preceptos y disposiciones se dictan al amparo de títulos competenciales 
exclusivos del Estado:

a) Los artículos 18, apartados 1 y 2, 19, 22, 25 y 27 bis, que se dictan al amparo del 
artículo 149.1.8.ª de la Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en 
materia de legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo 
por las comunidades autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí 
donde existan.

b) Los artículos 18.3 y 18 bis se dictan al amparo del artículo 149.1.8.ª de la Constitución 
que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de ordenación de los 
registros.

c) El capítulo I del título V, salvo el artículo 56.1, se dicta al amparo del artículo 149.1.15.ª 
de la Constitución que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de fomento 
y coordinación general de la investigación científica y técnica.

d) La disposición adicional novena se dicta al amparo del artículo 149.1.14.ª de la 
Constitución, que atribuye al Estado competencia exclusiva en materia de Hacienda 
general y Deuda del Estado.

20 Se modifica el apartado 3 por el art. único.95 de la Ley 21/2015, de 20 de julio.

Se declara la inconstitucionalidad, con el alcance del fundamento jurídico 7, por Sentencia TC 49/2013, de 28 
de febrero.
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Artículo 1.

A los efectos de la presente Ley, los montes o terrenos forestales son elementos 
integrantes para la ordenación del territorio, que comprenden toda superficie rústica 
cubierta de especies arbóreas, arbustivas, de matorral, o herbáceas, de origen natural o 
procedente de siembra o plantación, que cumplen funciones ecológicas, protectoras, de 
producción, paisajísticas o recreativas.

Se entenderán, igualmente, incluidos dentro del concepto legal de montes, los enclaves 
forestales en terrenos agrícolas y aquellos otros que, aún no reuniendo los requisitos 
señalados anteriormente, queden adscritos a la finalidad de su transformación futura en 
forestal, en aplicación de las previsiones contenidas en la presente Ley y en los Planes de 
Ordenación de Recursos Naturales que se aprueben al amparo de la misma.

No tendrán la consideración legal de terrenos forestales:

a) Los dedicados a siembras o plantaciones características de cultivos agrícolas, sin 
perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior.

b) Los suelos clasificados legalmente como urbanos y urbanizables programados o 
aptos para urbanizar.

c) Las superficies dedicadas a cultivos de plantas ornamentales y viveros forestales.

21 Artículo 148.1.8º. CE.

Artículo 8 Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes: “Las comunidades autónomas ejercen aquellas 
competencias que en materia de montes y aprovechamientos forestales, y las que en virtud de otros títulos 
competenciales que inciden en esta ley, tienen atribuidas en sus estatutos de autonomía.” Artículo 57.1.a) del 
Estatuto de Autonomía para Andalucía.

§ 6.2 LEY 2/1992, DE 15 DE NOVIEMBRE, LEY FORESTAL 

 DE ANDALUCÍA21  (Selección)

(BOE núm. 57, de 8 de junio de 1992)
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Artículo 5.

Son objetivos de la presente Ley en su ámbito de aplicación:

1.   La protección y conservación de la cubierta vegetal, del suelo y la fauna, todo ello en 
consonancia con los objetivos fijados por la legislación medioambiental.

2.   La restauración de ecosistemas forestales degradados, especialmente los sujetos a 
procesos erosivos y de desertificación.

3.   Propiciar la adecuada asignación de usos del suelo y la utilización racional de los 
recursos naturales renovables.

4.   Garantizar la integración del uso social, productivo y recreativo de los terrenos 
forestales, contribuyendo a la mejora de la calidad de vida, de la salud y de las condiciones 
sociales y económicas de las comunidades rurales.

5.   Posibilitar una efectiva participación social, en las decisiones sobre las materias 
contenidas en la presente Ley con especial atención a los intereses municipales y de las 
demás Entidades Locales.

Artículo 6.

1.   Para el cumplimiento de los objetivos previstos en la presente Ley, la Comunidad 
Autónoma ostenta las potestades siguientes:

1º  Ordenar y planificar los recursos forestales, clasificando los terrenos forestales en 
función de los recursos naturales que sustentan y limitando los usos y aprovechamientos 
en razón de las determinaciones contenidas en los Planes de Ordenación de los 
Recursos Naturales.

2º  Fomentar las actividades privadas.

3º  Investigar, deslindar y recuperar de oficio los montes públicos.

4º  Autorizar y sancionar.

5º  Ejecutar subsidiariamente las obligaciones que puedan imponerse al amparo de la 
presente Ley.

6º  Ejercitar los derechos de tanteo y retracto.

7º  Establecer medidas coercitivas para la protección, restauración, conservación y 
defensa de los montes.
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8º  Expropiar el dominio o cualquier otro derecho de contenido económico o patrimonial 
en aquellas actuaciones previstas en las leyes y en los planes de ordenación dictados 
al amparo de las mismas.

9º  Inspeccionar y vigilar.

Las mencionadas potestades tendrán carácter enunciativo, pudiendo comprender cuantas 
otras sean congruentes para ser ejercidas en cumplimiento de la presente Ley.

2.   La Administración Forestal será oída en la elaboración de cualquier instrumento de 
planificación que afecte, de alguna manera, a los recursos o terrenos forestales.

Artículo 7.

Para la consecución de los objetivos previstos en el artículo 5.º, el Consejo de Gobierno acordará 
la elaboración de Planes de Ordenación de Recursos Naturales en los terrenos forestales a los 
que se refiere esta Ley. En el acuerdo se determinarán los órganos administrativos que deban 
intervenir en su redacción.

Artículo 8.

1.   La clasificación de los terrenos forestales, la asignación de usos compatibles a los 
mismos, las limitaciones sobre su disponibilidad y cuantas determinaciones que, en los 
términos de la presente Ley, estén contenidas en los Planes de Ordenación de Recursos 
Naturales a los que se refiere el artículo anterior obligan a su cumplimiento tanto a la 
Administración como a los particulares.

2.   Cuando en la elaboración del planeamiento urbanístico se prevea alterar la clasificación 
de terrenos forestales para su conversión en suelo urbanizable o categoría análoga, el 
Ayuntamiento solicitará preceptivamente informe a la Administración Forestal.

En el caso de que el órgano a quien competa la aprobación definitiva disienta del contenido 
de las observaciones de la Administración Forestal, la resolución corresponderá al Consejo 
de Gobierno.

Cuando el Consejo de Gobierno resuelva la prevalencia de otro interés general sobre el forestal 
se exigirá, cuando ello sea posible, al promotor del planeamiento o de las infraestructuras, 
ya sea éste público o privado, la correspondiente compensación de usos dentro del ámbito 
de aplicación del instrumento planificador o en la proximidad de las obras y, en su caso, las 
condiciones de ordenamiento de dichos espacios.

Artículo 9.

En la elaboración de los Planes de Ordenación de Recursos Naturales se garantizará la suficiente 
participación social mediante los trámites de consulta de los representantes de los intereses 
afectados, así como la audiencia a los interesados y la información pública.
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Artículo 10.

Los Planes de Ordenación de Recursos Naturales determinarán su propia vigencia, con 
independencia de los procedimientos de modificación y revisión de los mismos, que serán 
iguales que los establecidos para su aprobación. Reglamentariamente, se podrá determinar 
un procedimiento abreviado para las modificaciones que supongan su actualización.

Artículo 11.

Los Planes de Ordenación de Recursos Naturales a los que se refiere la presente Ley 
pueden ser territoriales y especiales.

Son Planes de carácter territorial aquellos que extienden su ámbito de aplicación a un 
territorio definido por sus características físicas, ecológicas y económicas.

Son Planes de carácter especial aquéllos que, aun definiendo un ámbito territorial, continuo 
o discontinuo, se refieren a la planificación de actuaciones encaminadas a la resolución de 
los problemas de unos determinados recursos naturales.

Artículo 20.

Los terrenos forestales, por razón de su pertenencia, pueden ser montes públicos o 
privados.

Son montes públicos, sin perjuicio de lo establecido en la legislación del Estado, los 
pertenecientes a cualesquiera de las Administraciones y Entidades Públicas.

Son montes privados aquéllos cuyo dominio pertenece a los particulares.

Artículo 23.

Los montes de dominio público serán inalienables, imprescriptibles e inembargables, 
pudiendo la Administración recuperar de oficio en cualquier momento la posesión 
indebidamente perdida, sin que se admitan interdictos ni procedimientos especiales en 
esta materia.

Artículo 24.

En el Catálogo de Montes de Andalucía, como registro público de carácter administrativo. 
se incluirán todos los montes pertenecientes a cualquiera de las Administraciones y 
Entidades Públicas.

Reglamentariamente se establecerán las normas precisas para la coordinación de dicho 
Catálogo con el Inventario de Bienes Naturales del Estado y con los Inventarios de Bienes 
de las Entidades Locales a través de los oportunos medios de colaboración.
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Artículo 25.

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 23, los montes del Catálogo de Andalucía 
gozarán del régimen jurídico establecido por la legislación forestal del Estado22 para los 
montes del Catálogo de Utilidad Pública.

Artículo 27.

Los montes de dominio publico tendrán la consideración a efectos urbanísticos de suelo 
no urbanizable de especial protección.

Artículo 31.

La Administración Forestal está facultada para ejercer las potestades de investigación, 
recuperación de oficio y deslinde de todos los montes públicos. Las resoluciones que 
se adopten en estas materias serán recurribles ante el orden jurisdiccional contencioso-
administrativo, una vez agotada la vía administrativa.

Las cuestiones de propiedad que se susciten como consecuencia de la tramitación de 
estos expedientes se resolverán por el orden jurisdiccional civil, al que podrá acudir tanto 
la Administración como los particulares.

Artículo 6923.

1.   El cambio de uso de los terrenos forestales para cultivos agrícolas u otros forestales, 
requerirá autorización de la Administración Forestal, con independencia de la titularidad de 
los terrenos, sin perjuicio de las restantes autorizaciones o licencias requeridas.

2.   La sustitución de las especies principales que constituyan masas arboladas o de 
matorrales en terrenos forestales precisará autorización de la Administración Forestal, o, 
en su caso, un Plan Técnico y Proyecto de Ordenación.

3.   La reforestación de los terrenos deforestados precisará igualmente un Proyecto de 
repoblación o Plan Técnico aprobado por la Administración Forestal o autorización de la 
misma.

4.   Para la concesión de las autorizaciones se habrá de tener en cuenta:

22 Artículos 18 y concordantes de la Ley 43/03 de Montes.

23  Véanse el art. 50 de la Decreto 247/2001, de 13 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento de 
Prevención y Lucha contra los Incendios Forestales, art. 37.2 no se podrá autorizar el cambio de uso forestal a 
agrícola del terreno afectado por un incendio forestal en tanto no resulte cumplida la obligación de restauración.
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a) Los valores ecológicos, protectores, paisajísticos y sociales de la vegetación y 
recursos existentes o los que existieran con anterioridad en caso de incendio forestal 
u otro siniestro.

b) La pendiente del terreno.

c) Los procesos de desertificación y de grave erosión.

Artículo 98.

La restauración, repoblación y obras que se consideren necesarias para la reparación de 
daños causados en los terrenos forestales, como consecuencia de faltas graves, muy 
graves o especialmente graves, sin perjuicio de las facultades de expropiación cuando 
proceda o de ejecución subsidiaria por la Administración, podrán ser susceptibles de 
la utilización del medio de ejecución forzosa de actos administrativos en los términos 
previstos en el artículo 107 de la vigente Ley de Procedimiento Administrativo o norma 
que la sustituya.

A estos efectos se establecen las siguientes multas coercitivas:

a) Incumplimiento durante tres meses del inicio de las actuaciones ordenadas: veinticinco 
mil pesetas por hectárea o fracción de ésta.

b) Incumplimiento durante seis meses del inicio de las actuaciones ordenadas, o por 
transcurso del plazo concedido en el primer apercibimiento: cincuenta mil pesetas por 
hectárea o fracción de ésta.

c) Incumplimiento de sucesivos plazos a los anteriores para el inicio de actuaciones 
ordenadas: cien mil pesetas cada uno por hectárea o fracción de ésta.

d) Incumplimiento de plazo para finalización de actuaciones ordenadas: cincuenta mil 
pesetas por hectárea o fracción de ésta.

e) Por no atender a los requerimientos posteriores que se realicen por incumplimiento 
de plazos concedidos para finalizar las actuaciones ordenadas: cien mil pesetas cada 
uno por hectárea o fracción de ésta.

Artículo 99.

1.   La repoblación impuesta para reparar los daños producidos como consecuencia de las 
infracciones previstas en la presente Ley, deberá realizarse dentro del primer periodo hábil 
para la plantación o siembra, a contar desde el día en que la sanción adquiera firmeza en 
vía administrativa.

2.   Dicha repoblación se efectuará de acuerdo con un Plan Técnico que garantice el 
mantenimiento y conservación de las masas creadas. En dicho plan se establecerán las 
especies idóneas para la repoblación.
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3.   Se practicará nota marginal en el Registro de la Propiedad sobre la finca o fincas 
afectadas por dicha obligación.

Disposición Transitoria Cuarta

Las figuras de planeamiento urbanístico que a la entrada en vigor de la presente Ley no 
hayan sido aprobadas provisionalmente deberán ajustarse al procedimiento previsto en el 
apartado dos del artículo 8.

A los instrumentos de planeamiento urbanístico que se encuentren en fase de tramitación 
y sobre los que no haya recaído aprobación definitiva a la entrada en vigor de la presente 
Ley, les será de aplicación lo dispuesto en el artículo 7 a efectos de la consideración de 
los montes de dominio público como suelo no urbanizable de especial protección.
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Artículo 2. Incendios forestales

Se consideran incendios forestales24 los que afecten a superficies que tengan la 
consideración de montes o terrenos forestales de conformidad con la legislación forestal, 
incluyéndose los enclaves forestales localizados en terrenos agrícolas cualquiera que 
fuere su extensión, con la sola excepción de los árboles aislados.

Artículo 3. Zona de Influencia Forestal

A los efectos de la presente Ley, se establece una Zona de Influencia Forestal constituida 
por una franja circundante de los terrenos forestales que tendrá una anchura de 400 
metros. El Consejo de Gobierno podrá adecuar el ancho de la mencionada franja a las 
circunstancias específicas del terreno y de la vegetación.

Artículo 50. Calificación jurídica de los terrenos

La pérdida total o parcial de cubierta vegetal como consecuencia de un incendio forestal 
no alterará la calificación jurídica de dicha superficie como terreno forestal.

§ 6.3 LEY 5/1999, DE 29 DE JUNIO, DE PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA 
LOS INCENDIOS FORESTALES (Selección)

24  Recuérdese la definición del art. 6.k) de la Ley 43/2003, de 21 de noviembre, de Montes: “Incendio forestal: 
el fuego que se extiende sin control sobre combustibles forestales situados en el monte.”

(BOJA núm. 82, de 17 de julio de 1999)
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Artículo 51. Obligación de restauración

1.   Los propietarios de los terrenos forestales incendiados adoptarán las medidas 
y realizarán las actuaciones de reparación o restauración que, en su caso, resulten 
necesarias para la recuperación de las áreas incendiadas, sin perjuicio de la exigencia de 
las responsabilidades que correspondan a los causantes del incendio.

2.   A los efectos previstos en el apartado anterior, los propietarios de los terrenos 
forestales incendiados elaborarán, en el plazo que reglamentariamente se determine, un 
Plan de Restauración en el que se evalúe la situación de los terrenos incendiados tanto 
desde el punto de vista de la producción forestal como de la conservación de la flora, la 
fauna, el suelo y los ecosistemas, y se propongan las actuaciones o medidas destinadas a 
la restauración o regeneración de los terrenos, incluyéndose obligadamente la prohibición 
del pastoreo durante al menos cinco años y, en todo caso, mientras existan especies 
forestales susceptibles de ser dañadas por tal actividad.

3.   A la vista del Plan de Restauración, la Consejería competente en materia forestal 
señalará las medidas a adoptar, normas de uso y aprovechamientos aplicables, actuaciones 
a realizar y plazos para su ejecución. Se podrá prohibir el pastoreo cuando existan especies 
forestales cuya regeneración sea susceptible de ser dañada por dicha actividad.

4.   En el caso de que el Plan de Restauración incluya la reforestación de los terrenos 
afectados, ésta se llevará a cabo con arreglo a lo previsto en la legislación forestal.

5.   El incumplimiento de las obligaciones establecidas en el presente artículo facultará 
a la Administración para actuar subsidiariamente con arreglo al artículo 98 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y 
del Procedimiento Administrativo Común, o a imponer multas coercitivas conforme a lo 
previsto en el artículo 70.2 de la presente Ley.

Artículo 70. Reparación del daño e indemnizaciones

1.   Las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento sancionador 
serán compatibles con la exigencia al infractor de la reposición de la situación alterada por 
el mismo a su estado originario, así como con la indemnización por los daños y perjuicios 
causados.

2.   La imposición de multas coercitivas, que podrán ser reiteradas, se realizará fijando 
plazo razonable para la ejecución de la actividad exigida y con arreglo a lo establecido en 
las letras siguientes:

a) Demora de tres meses en el inicio de las actuaciones ordenadas: veinticinco mil 
pesetas por hectárea o fracción de ésta.
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b) Demora de seis meses en el inicio de las actuaciones ordenadas, o bien transcurso 
del plazo concedido en el primer apercibimiento: cincuenta mil pesetas por hectárea 
o fracción de ésta.

c) Incumplimiento de los plazos que sucedan a los anteriores para el inicio de actuaciones 
ordenadas: cien mil pesetas cada uno por hectárea o fracción de ésta.

d) Incumplimiento del plazo para finalización de actuaciones ordenadas: cincuenta mil 
pesetas por hectárea o fracción de ésta.

e) Desatención de los requerimientos posteriores que se realicen por incumplimiento de 
los plazos concedidos para finalizar las actuaciones ordenadas: cien mil pesetas cada 
uno por hectárea fracción de ésta.
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Artículo 24. Viviendas, industrias y otras instalaciones

1.   Los núcleos de población, edificaciones, instalaciones de carácter industrial y 
urbanizaciones, deberán mantener una faja de seguridad, de una anchura mínima de 
15 metros, libre de residuos, matorral y vegetación herbácea, pudiéndose mantener las 
formaciones arbóreas y arbustivas en la densidad que en su caso se determine en el 
correspondiente Plan de Autoprotección.

2.   Los propietarios de las viviendas, instalaciones y terrenos a que se refieren los 
apartados anteriores podrán agruparse para su protección común bajo una sola faja de 
seguridad, siempre que su proximidad y las condiciones del terreno lo permitan.

3.   En el ámbito del presente artículo queda prohibido encender fuego fuera de cocinas, 
barbacoas o lugares especialmente acondicionados al efecto, así como quemar brozas o 
despojos de vegetación durante la Época de Peligro medio y alto.

4.   Los Municipios velarán por el cumplimiento de las medidas previstas en este artículo.

§ 6.4 DECRETO 247/2001, DE 13 DE NOVIEMBRE, POR EL QUE SE 
APRUEBA EL REGLAMENTO DE PREVENCIÓN Y LUCHA CONTRA LOS 
INCENDIOS FORESTALES (Selección)

(BOJA núm. 144, de 15 de diciembre de 2001)





7.  VÍAS PECUARIAS
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§ 7.1 LEY 3/1995, DE 23 DE MARZO, DE VÍAS PECUARIAS1

(BOE núm. 71, de 24 de marzo de 1995)

Artículo 1. Objeto y definición

1.   Es objeto de la presente Ley, conforme a lo dispuesto en el artículo 149.1.23.ª de 
la Constitución, el establecimiento de la normativa básica aplicable a las vías pecuarias.

2.   Se entiende por vías pecuarias las rutas o itinerarios por donde discurre o ha venido 
discurriendo tradicionalmente el tránsito ganadero.

3.   Asimismo, las vías pecuarias podrán ser destinadas a otros usos compatibles y 
complementarios en términos acordes con su naturaleza y sus fines, dando prioridad 
al tránsito ganadero y otros usos rurales, e inspirándose en el desarrollo sostenible y el 
respeto al medio ambiente, al paisaje y al patrimonio natural y cultural.

Artículo 2. Naturaleza jurídica de las vías pecuarias

Las vías pecuarias son bienes de dominio público de las Comunidades Autónomas y, en 
consecuencia, inalineables, imprescriptibles e inembargables2.

1  Artículo 149.1.23.ª de la CE.

2  Recuérdese el art. 132 CE.
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Artículo 3. Fines3

1.   La actuación de las Comunidades Autónomas sobre las vías pecuarias perseguirá los 
siguientes fines:

a) Regular el uso de las vías pecuarias de acuerdo con la normativa básica estatal.

b) Ejercer las potestades administrativas en defensa de la integridad de las vías pecuarias.

c) Garantizar el uso público de las mismas tanto cuando sirvan para facilitar el tránsito 
ganadero como cuando se adscriban a otros usos compatibles o complementarios.

d) Asegurar la adecuada conservación de las vías pecuarias, así como de otros elementos 
ambientales o culturalmente valiosos, directamente vinculados a ellas, mediante la 
adopción de las medidas de protección y restauración necesarias.

2.   Con el fin de cooperar con las Comunidades Autónomas en el aseguramiento de la 
integridad y adecuada conservación del dominio público de las vías pecuarias, el Ministerio 
de Agricultura, Pesca y Alimentación podrá instrumentar ayudas económicas y prestar 
asistencia técnica para la realización de cuantas acciones redunden en la consecución de 
dicha finalidad.

Artículo 4. Tipos de vías pecuarias

1.   Las vías pecuarias se denominan, con carácter general: cañadas, cordeles y veredas.

a) Las cañadas son aquellas vías cuya anchura no exceda de los 75 metros.

b) Son cordeles, cuando su anchura no sobrepase los 37,5 metros.

c) Veredas son las vías que tienen una anchura no superior a los 20 metros.

2.   Dichas denominaciones son compatibles con otras de índole consuetudinaria, tales 
como azagadores, cabañeras, caminos ganaderos, carreradas, galianas, ramales, travie-
sas y otras que reciban en las demás lenguas españolas oficiales.

3  Como señala Bermejo Vera, esta Ley justifica la existencia de las vías pecuarias:

a) De una parte, en el servicio que prestan a la cabaña ganadera nacional que se explota en régimen extensivo.

b) De otra, en su consideración como “corredor ecológico” e instrumento favorecedor del contacto del hombre 
con la naturaleza, sin perjuicio de su valor cultural, por ser un legado histórico único en Europa.
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3.   Los abrevaderos, descansaderos, majadas y demás lugares asociados al tránsito ganadero 
tendrán la superficie que determine el acto administrativo de clasificación de vías pecuarias. 
Asimismo, la anchura de las coladas será determinada por dicho acto de clasificación.

Artículo 5. Conservación y defensa de las vías pecuarias

Corresponde a las Comunidades Autónomas, respecto de las vías pecuarias:

a) El derecho y el deber de investigar la situación de los terrenos que se presuman 
pertenecientes a las vías pecuarias.

b) La clasificación.

c) El deslinde.

d) El amojonamiento.

e) La desafectación.

f) Cualesquiera otros actos relacionados con las mismas.

Artículo 6. Creación, ampliación y restablecimiento

La creación, ampliación y restablecimiento de las vías pecuarias corresponde a las 
Comunidades Autónomas en sus respectivos ámbitos territoriales. Dichas actuaciones 
llevan aparejadas la declaración de utilidad pública a efectos expropiatorios de los bienes 
y derechos afectados.
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Artículo 7. Acto de clasificación4

La clasificación es el acto administrativo de carácter declarativo5 en virtud del cual se 
determina la existencia, anchura, trazado y demás características físicas generales de 
cada vía pecuaria.

Artículo 8. Deslinde5

1.   El deslinde es el acto administrativo por el que se definen los límites de las vías 
pecuarias de conformidad con lo establecido en el acto de la clasificación.

4 Tribunal Supremo Sala 3ª, sec. 5ª, S 23-11-2011, rec. 5524/2008. Pte: Fernández Valverde, Rafael , a 
veintitrés de noviembre de dos mil once.FUNDAMENTO DE DERECHO SEGUNDO.-.”(…) El acto de clasificación 
es el que determina la existencia y características físicas generales (anchura, trazado, etc.) de la vía pecuaria. 
Así era en el Reglamento de 1944, conforme al cual se realizó el acto de clasificación de la vía pecuaria aquí 
discutida (arts. 5 y 10), así continuó siendo durante la vigencia de la Ley 22/1974, de 27 de junio, de Vías 
Pecuarias (art. 3), y su Reglamento de desarrollo (art. 10 del RD 2876/1978, de 3 de noviembre ), y así 
sigue siendo en la vigente Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias EDL1995/13458 (art. 7), y en 
la Ley 8/1998, de 15 de junio, de Vías Pecuarias de la Comunidad de Madrid EDL1998/45111 , (art. 13). El 
acto de clasificación es, pues, un acto declarativo de la existencia de la vía pecuaria como bien de dominio 
público y el acto de deslinde es, en cambio, un acto de mera ejecución del acto de clasificación y que, por 
ello, lo complementa. Esta naturaleza del deslinde como acto subordinado al de clasificación y como acto de 
ejecución y complemento de la clasificación, se mantiene en la Ley 3/1995, que en su art. 8.1 establece que 
“El deslinde es el acto administrativo por el que se definen los límites de las vías pecuarias de conformidad 
con lo establecido en el acto de la clasificación”. Por ello, el deslinde podrá impugnarse por no ajustarse a los 
términos del acto de clasificación, pero lo que no puede hacerse es discutir, a través de la impugnación del 
acto de deslinde, el acto mismo de clasificación de 30 de mayo de 1959, discutiéndose ahora, al impugnarse el 
deslinde, el procedimiento seguido para la clasificación y, en concreto, si existió ---en abstracto y sin referencia 
a situación particular alguna atinente a ninguno de los recurrentes que le hubiera impedido recurrir el acto de 
clasificación---, el trámite de información pública y los informes establecidos en el art. 11 del reglamento de 
Vías Pecuarias de 1944 (trámites todos ellos que si bien no constan en el expediente administrativo remitido, sí 
constan como expresamente cumplidos en la resolución aprobatoria del acto de clasificación de la vía pecuaria, 
de 30 de mayo de 1959, que obra en autos y en cuyos antecedentes se expone que se dio cumplimiento al 
trámite de información pública y que los informes municipales establecidos en el Reglamento de 1944 fueron.

5 La declaración de las vías pecuarias, y por tanto su trazado y clasificación, derivada de previas Órdenes 
Ministeriales fueron consentidas al no ser impugnadas en tiempo y forma. Los procedimientos de clasificación y 
el posterior de deslinde son distintos; cada uno de ellos acaba en un acto resolutorio que le pone término. Así, 
por ejemplo, diversas Sentencias dictadas por la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Andalucía, de fechas 10 de noviembre de 2005, de 16 de noviembre de 2005 y de 10 de enero de 
2008, determinan que no es la fase de alegaciones de un expediente de deslinde el momento procedimental 
adecuado para impugnar o poner en tela de juicio las cuestiones físicas –artículo 7 Ley 3/1995, de Vías 
Pecuarias, relativas a la vía pecuaria así como la clasificación de la misma. Por ello, debe ponerse de manifiesto 
la imposibilidad de invocar en el procedimiento de deslinde supuestos vicios o defectos del acto clasificatorio 
por cuanto ha devenido firme y consentido, desplegando toda la eficacia que el ordenamiento jurídico y 
específicamente la Ley 30/1992 de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento 
Administrativo Común le otorgan, en especial la ejecutividad y la validez (artículos 56 y 57). Así ha sido 
manifestado por la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia de Andalucía de 27 de octubre de 2005.

6 Ver nota anterior
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2.   El expediente de deslinde incluirá necesariamente la relación de ocupaciones, 
intrusiones y colindancias.

3.   El deslinde aprobado declara la posesión y la titularidad demanial a favor de la Comunidad 
Autónoma, dando lugar al amojonamiento y sin que las inscripciones del Registro de la 
Propiedad puedan prevalecer frente a la naturaleza demanial de los bienes deslindados.

4.   La resolución de aprobación del deslinde será título suficiente para rectificar, en la 
forma y condiciones que se determinen reglamentariamente, las situaciones jurídicas 
registrales contradictorias con el deslinde. Dicha resolución será título suficiente para que 
la Comunidad Autónoma proceda a la inmatriculación de los bienes de dominio público 
cuando lo estime conveniente. En todo caso, quienes se consideren afectados por la 
resolución aprobatoria del deslinde podrán ejercitar las acciones que estimen pertinentes 
en defensa de sus derechos y solicitar la anotación preventiva de la correspondiente 
reclamación judicial.

5.   Cuando los interesados en un expediente de deslinde aporten títulos inscritos en el 
Registro de la Propiedad sobre terrenos que pudieran resultar incluidos en el dominio 
público, el órgano que tramite dicho expediente lo pondrá en conocimiento del Registrador 
a fin de que por éste se practique la anotación marginal preventiva de esa circunstancia.

6.   Las acciones civiles sobre derechos relativos a terrenos incluidos en el dominio público 
deslindado prescriben a los cinco años, computados a partir de la fecha de la aprobación 
del deslinde.

7.   En el procedimiento se dará audiencia al Ayuntamiento correspondiente, a los 
propietarios colindantes, previa notificación, y a las organizaciones o colectivos interesados 
cuyo fin sea la defensa del medio ambiente.

Artículo 9. Amojonamiento

El amojonamiento es el procedimiento administrativo en virtud del cual, una vez aprobado 
el deslinde, se determinan los límites de la vía pecuaria y se señalizan con carácter 
permanente sobre el terreno.

Artículo 10. Desafectación

Las Comunidades Autónomas, en el ejercicio de las facultades conferidas por el artículo 5, 
apartado e), podrán desafectar del dominio público los terrenos de vías pecuarias que no 
sean adecuados para el tránsito del ganado ni sean susceptibles de los usos compatibles 
y complementarios a que se refiere el Título II de esta Ley.

Los terrenos ya desafectados o que en lo sucesivo se desafecten tienen la condición de 
bienes patrimoniales de las Comunidades Autónomas y en su destino prevalecerá el interés 
público o social.
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Artículo 11. Modificaciones del trazado

1.   Por razones de interés público y, excepcionalmente y de forma motivada, por interés 
particular, previa desafectación, se podrá variar o desviar el trazado de una vía pecuaria, 
siempre que se asegure el mantenimiento de la integridad superficial, la idoneidad de los 
itinerarios y de los trazados, junto con la continuidad del tránsito ganadero y de los demás 
usos compatibles y complementarios con aquél.

2.   La modificación del trazado se someterá a consulta previa de las Corporaciones 
locales, de las Cámaras Agrarias, de las organizaciones profesionales agrarias afectadas 
y de aquellas organizaciones o colectivos cuyo fin sea la defensa del medio ambiente.

La modificación del trazado se someterá a información pública por espacio de un mes.

Artículo 12. Modificaciones del trazado como consecuencia de una nueva 
ordenación territorial.

En las zonas objeto de cualquier forma de ordenación territorial, el nuevo trazado que, en 
su caso, haya de realizarse, deberá asegurar con carácter previo el mantenimiento de la 
integridad superficial, la idoneidad de los itinerarios y la continuidad de los trazados, junto 
con la del tránsito ganadero, así como los demás usos compatibles y complementarios 
de aquél.

Artículo 13. Modificaciones por la realización de obras públicas sobre terrenos 
de vías pecuarias

1.   Cuando se proyecte una obra pública sobre el terreno por el que discurra una vía 
pecuaria, la Administración actuante deberá asegurar que el trazado alternativo de la vía 
pecuaria garantice el mantenimiento de sus características y la continuidad del tránsito 
ganadero y de su itinerario, así como los demás usos compatibles y complementarios de 
aquél.

2.   En los cruces de las vías pecuarias con líneas férreas o carreteras se deberán habilitar 
suficientes pasos al mismo o distinto nivel que garanticen el tránsito en condiciones de 
rapidez y comodidad para los ganados.
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Artículo 398.

1.   Las vías pecuarias, por las características intrínsecas que les reconoce la Ley de Vías 
Pecuarias y el presente Reglamento, podrán clasificarse por el planeamiento urbanístico 
como suelo no urbanizable de especial protección9 o integrarse en el sistema general 
de espacios libres del municipio con la clasificación que corresponda, manteniéndose 
la titularidad de las mismas por parte de la Comunidad Autónoma de Andalucía. En este 
último caso, la superficie ocupada por la vía pecuaria no computará a efectos del cálculo 
del estándar de espacios libres previsto en el artículo 10 de la Ley 7/2002, de 17 de 
diciembre, de Ordenación Urbanística de Andalucía.

7  Artículo 57.1.b) Estatuto de Autonomía para Andalucía.

8 Modificado por la Disposición Final Cuarta del Decreto 36/2014, de 11 de febrero, por el que se regula el 
ejercicio de las competencias de la Administración de la Junta de Andalucía en materia de Ordenación del 
Territorio y Urbanismo.

9  En Sentencia de 15 de diciembre, el TSJA trata un recurso de Ecologistas en Acción, contra la decisión 
adoptada en 2014 por la Comisión Territorial de Ordenación del Territorio y Urbanismo respecto a la aprobación 
definitiva de la modificación número ocho del PGOU de Carmona, operación que incluía la adaptación parcial de 
sus normas subsidiarias de urbanismo a la Ley de Ordenación Urbanística de Andalucía y la modificación puntual 
de tres artículos de las normas subsidiarias relativas a los suelos no urbanizables. En concreto, se trataba de 
los artículos relativos a las riberas de ríos y arroyos; a la protección de carreteras, vías pecuarias y caminos 
públicos; y a las condiciones para la autorización de edificaciones destinadas a actuaciones de interés público. 
Señala el TSJA que «adolece de la misma falta de justificación», toda vez que en lo que respecta al régimen de 
protección de terrenos no urbanizables especialmente protegidos, en la modificación «no consta la pérdida por 
los suelos afectados de los valores que determinaron » los instrumentos de protección.

§ 7.2 DECRETO 155/1998, DE 21 DE JULIO, POR EL QUE SE APRUEBA 
 EL REGLAMENTO DE VÍAS PECUARIAS DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA 

DE ANDALUCÍA7  (Selección)

(BOJA  núm. 87, de 4 de agosto de 1998)
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En todo caso, el instrumento de planeamiento urbanístico deberá contener para estos 
suelos una regulación de usos específica acorde con la condición de vía pecuaria de los 
mismos.

2.   Si como consecuencia de cualquier instrumento de ordenación del territorio o 
planeamiento urbanístico general, su revisión o modificación, fuera necesaria la alteración 
del trazado de las vías pecuarias existentes en su ámbito espacial, de conformidad con lo 
previsto en el artículo 32 de este Reglamento, el instrumento de ordenación que se elabore 
tendrá que contemplar un trazado alternativo a las mismas y su forma de ejecución.

En estos casos, a los terrenos del nuevo trazado establecido por la correspondiente 
modificación les será de aplicación lo regulado en el apartado anterior.



8.  MINAS





393

§ 8.1 1LEY 22/1973, DE 21 DE JULIO, DE MINAS2

 (Selección)

(BOE núm. 176, de 24 de julio de 1973)

1  El artículo 149.1º..25 de la Constitución española, de 27 de diciembre de 1.978, atribuye al Estado competencia 
exclusiva sobre “las bases del régimen minero y energético”. Actualmente las Administraciones autonómicas han 
asumido la mayor parte de las funciones y servicios que antes correspondían al Estado, siempre que afecten ex-
clusivamente a su ámbito territorial. Además, el artículo 148.1º.10 de la C.E. atribuye a las CC.AA. la competencia 
exclusiva sobre “aguas minerales y termales”.

Recuérdese también el artículo 48 del Estatuto de Autonomía para Andalucía.

Dentro de este marco constitucional y estatutario, es traspaso de competencias se produjo por RD 4164/1982, de 
29 de diciembre sobre industria, energía y minas.

2  El artículo 339 del Código civil califica a las minas como bienes de dominio público afectados a la riqueza nacional, 
pero sólo “mientras no se otorgue su concesión”, con lo que parece establecerse un “sistema demanial mixto”, que 
admite la propiedad privada de las minas mediante su concesión. En apoyo de esta tesis se cita el artículo 350 del 
mismo cuerpo legal, al preceptuar que: “El propietario de un terreno es dueño de su superficie y de lo que está de-
bajo de ella, y puede hacer en él las obras, plantaciones y excavaciones que le convengan, salvas las servidumbres, 
y con sujeción a lo dispuesto en las leyes sobre minas y aguas y en los reglamentos de policía”.

Actualmente, la vigencia del “sistema demanial” no es objeto de dudas en nuestro Derecho, al disponer el artículo 
2 de la vigente Ley 22/1.973, de 21 de julio, de Minas, reglamentada por Real Decreto 2.857/1.978, de 25 de 
agosto, que: “Todos los yacimientos de origen natural y demás recursos geológicos existentes en el territorio nacio-
nal, mar territorial y plataforma continental son bienes de dominio público, cuya investigación y aprovechamiento el 
Estado podrá asumir directamente o ceder en la forma y condiciones que se establezcan en la presente ley y demás 
disposiciones vigentes en cada caso”.

Las actividades referidas a los hidrocarburos líquidos o gaseosos se regirán por la Ley 34/1.998, de 7 de octubre, 
de Hidrocarburos, y la ordenación de la energía nuclear por Ley 25/1.964, de 29 de abril. En los dos casos anterio-
res la Ley de Minas tendrá carácter supletorio. Además, hay que tener en cuenta que la Ley 21/1.992, de 16 de julio, 
de Industria, se declara supletoria de la legislación específica sobre “actividades de investigación, aprovechamiento 
y beneficio de los yacimientos minerales y demás recursos geológicos cualesquiera fuere su origen y estado físico”.

Por lo que se refiere a las aguas, el artículo 2 de la Ley de Minas afirma que: “En cuanto al dominio de las aguas, se 
estará a lo dispuesto en el Código civil y leyes especiales, sin perjuicio de lo que establece la presente ley en orden 
a su investigación y aprovecharniento”.

Conforme al vigente Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 julio, que aprueba el Texto Refundido de la Ley de 
Aguas, las aguas termales y minerales se regularán por su legislación específica, regulando exclusivamente la Ley de 
Minas su aprovechamiento, pero no su dominio. De ahí que autores como Ramón Parada consideren que las aguas 
minerales pueden ser de dominio público o privado con arreglo a los criterios del Código civil (arts. 407 a 425).
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Artículo 3.3

Uno. Los yacimientos minerales y demás recursos geológicos se clasifican, a los efectos 
de esta Ley, en las siguientes secciones4:

A)   Pertenecen a la misma los de escaso valor económico y comercialización geográfi-
camente restringida, así como aquellos cuyo aprovechamiento único sea el de obtener 
fragmentos de tamaño y forma apropiados para su utilización directa en obras de infraes-
tructura, construcción y otros usos que no exigen más operaciones que las de arranque, 
quebrantado y calibrado.

B)   Incluye, con arreglo a las definiciones que establece el capítulo primero del título IV, las 
aguas minerales, las termales, las estructuras subterráneas y los yacimientos formados 
como consecuencia de operaciones reguladas por esta Ley.

C)   Comprende esta sección cuantos yacimientos minerales y recursos geológicos no 
estén incluidos en las anteriores y sean objeto de aprovechamiento conforme a esta Ley.

D)   Los carbones, los minerales radiactivos, los recursos geotérmicos, las rocas 
bituminosas y cualesquiera otros yacimientos minerales o recursos geológicos de interés 
energético que el Gobierno acuerde incluir en esta sección, a propuesta del Ministro de 
Industria y Energía, previo informe del Instituto Geológico y Minero de España.

Dos. Queda fuera del ámbito de la presente Ley la extracción ocasional y de escasa 
importancia de recursos minerales, cualquiera que sea su clasificación, siempre que se 
lleve a cabo por el propietario de un terreno para su uso exclusivo y no exija la aplicación 
de técnica minera alguna.

Tres. Los criterios de valoración precisos para configurar la sección A) serán fijados 
mediante Decreto acordado en Consejo de Ministros a propuesta del de Industria, previo 
informe del Ministerio de Planificación del Desarrollo y de la Organización Sindical.

Artículo 5.

Uno. El Ministerio de Industria realizará, con la colaboración, en su caso, del Consejo Superior 
de Investigaciones Científicas, los estudios necesarios para adecuar a las previsiones de 
los Planes de Desarrollo Económico y Social el Programa Nacional de Investigación Minera 
y el de Revalorización de la Minería, al objeto de lograr su permanente actualización, 
ajustándose a dichos programas la acción estatal en cuanto al aprovechamiento de los 
recursos objeto de esta Ley.

3 Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 54/1980, de 5 de noviembre.

4 La regulación de los aprovechamientos de las secciones se aborda en los Títulos III, IV y V.
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Dos. El Ministerio de Industria, previo informe del Instituto Geológico y Minero de España y 
oída la Organización Sindical, podrá disponer la ejecución de todos o algunos de los trabajos 
incluidos en los citados programas, previa declaración de zona reservada y en cualquiera de 
las formas establecidas en el capítulo segundo de este título. De conformidad con el Consejo 
Superior Geográfico, publicará, a las escalas que reglamentariamente se establezcan, los 
mapas geológicos, geofísicos, geoquímicos, geotécnicos, hidrogeológicos, metalogenéticos 
y cualesquiera otros que el desarrollo tecnológico requiera, que sean útiles a la ordenación 
del territorio y al aprovechamiento racional de los recursos minerales del país.

Tres. El Ministerio de Industria realizará los estudios oportunos para fijar las condiciones de 
protección del ambiente, que serán imperativas en el aprovechamiento de los recursos objeto 
de esta Ley y se establecerán por Decreto, a propuesta del Ministerio de Industria, previo 
informe de la Comisión Interministerial del Medio Ambiente y de la Organización Sindical.

Artículo 6.

Uno. Para el perfeccionamiento y actualización del conocimiento geológico y minero del 
país, toda persona natural o jurídica u órgano de la Administración que realice un trabajo, 
cualquiera que sea su clase y objeto, cuya profundidad sobrepase los veinticinco metros por 
debajo de la superficie del suelo emergido o a cualquier profundidad en suelos sumergidos, 
consolidados o no, deberá, además de obtener las autorizaciones que fueren pertinentes, 
informar a la Delegación Provincial correspondiente del Ministerio de Industria de la iniciación 
de los trabajos y suministrar al Instituto Geológico y Minero de España, si éste lo solicita, 
los datos geológicos y mineros que del trabajo en cuestión se hayan obtenido, así como 
permitir al personal titulado competente designado por el Ministerio de Industria el acceso a 
las obras, a fin de comprobar dichos datos o completar la toma de los mismos.

Dos. El Reglamento de esta Ley fijará los plazos en que deberá mantenerse, según los 
casos, el secreto de la información obtenida.

Artículo 7.5

El Estado podrá reservarse zonas de cualquier extensión en el territorio nacional, 
mar territorial y plataforma continental en las que el aprovechamiento de uno o varios 

5  A continuación el artículo 8 de la Ley de Minas distingue las siguientes zonas de reserva:

1.  Especiales, para uno o varios recursos determinados en todo el territorio nacional, mar territorial y plataforma 
continental. Se declaran por un plazo máximo de 5 años, prorrogable únicamente por ley.

2.  Provisionales, para la exploración o investigación, en zonas o áreas definidas, de todos o algunos de sus recursos. 
Se establecen por plazos no superiores a los establecidos en la ley para los permisos de exploración o investigación.

3.  Definitivas, para la explotación de los recursos evaluados en temas o áreas concretas de cada reserva provisional. 
Se establecen por plazos no superiores a los establecidos en la ley para las concesiones de explotación.
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yacimientos minerales y demás recursos geológicos pueda tener especial interés para el 
desarrollo económico y social o para la defensa nacional.

Artículo 16.

Uno. El aprovechamiento de recursos de la Sección A), cuando se encuentren en terrenos 
de propiedad privada, corresponderá al dueño de los mismos6, salvo lo establecido en el 
artículo ochenta y nueve para el caso de que el titular del terreno sea un extranjero, o a las 
personas físicas o jurídicas a quienes ceda sus derechos, en los términos y condiciones 
que en el presente título se determinan, sin perjuicio de lo establecido en el capítulo 
segundo del Título II y en los artículos veinte y veintiuno.

Dos. Cuando los recursos se hallen en terrenos patrimoniales del Estado, Provincia o 
Municipio, podrán sus titulares aprovecharlos directamente o ceder a otros sus derechos.

Tres. Cuando se encuentren en terrenos de dominio y uso público, serán de aprovechamiento 
común.

Artículo 20.

Uno. Cuando lo justifiquen superiores necesidades de interés nacional expresamente 
declaradas por el Gobierno, el Estado podrá, con independencia de las facultades 
concedidas a la Administración por la Ley de Expropiación Forzosa, aprovechar por 
sí mismo recursos de la sección A) o ceder su aprovechamiento por cualquiera de las 
modalidades que se prevén en el artículo once.

Dos. Para ello será necesario:

a) Que el aprovechamiento no se haya iniciado o esté paralizado sin autorización, que 
la explotación sea insuficiente o inadecuada a las posibilidades potenciales que el 
recurso ofrezca, o que se hubieran cometido infracciones reiteradas a las normas 
generales o a las que se hayan dictado en la autorización en orden a la seguridad 
laboral o a la protección del medio ambiente.

b) Que, elaborado el programa de explotación por el Ministerio e invitado con las garantías 
jurídicas suficientes el propietario del terreno, el poseedor legal del mismo o el titular de 
la explotación, si lo hubiere, a realizarlo por sí o por tercera persona, haya manifestado 
su renuncia a este derecho o deje de ejercitarlo en el plazo que se le señale.

6 Se produce una concesión “ex lege” al dueno de los mismos, que tendrá derecho a ser indemnizado por la 
privación de este “derecho a explotar” que se considera inherente a la propiedad superficiaria (STS de 17 de 
junio de 1981).
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Artículo 24.

Uno. La declaración de la condición de mineral de unas aguas determinadas será requisito 
previo para la autorización de su aprovechamiento como tales, pudiendo acordarse de 
oficio o a solicitud de cualquier persona que reúna las condiciones establecidas en el Título 
VIII.

(...)

Artículo 25.

Uno. Salvo lo establecido en los artículos siguientes, el Estado concederá el derecho 
preferente al aprovechamiento de las aguas minerales a quien fuere propietario de las 
mismas en el momento de la declaración de su condición mineral, quien podrá ejercitarlo 
directamente en la forma y condiciones que en el presente título se determinan o cederlo 
a terceras personas.

Dos. El derecho preferente al aprovechamiento de los manantiales o alumbramientos que, 
regulados por esta Ley, se encuentren en terrenos de dominio público, corresponderá a 
la persona que hubiere instado el expediente para obtener la declaración de la condición 
mineral de las aguas.

Tres. El derecho preferente al aprovechamiento prescribirá al año de haberse efectuado la 
notificación de la resolución ministerial a que se refiere el artículo veinticuatro, sin haberlo 
ejercitado.

Artículo 31.

La prioridad en el aprovechamiento de los residuos obtenidos en operaciones de 
investigación, explotación o beneficio corresponde al titular de los derechos mineros en 
los que se hayan producido aquéllos. Si estos yacimientos están situados en terrenos 
que fueron ocupados por derechos mineros caducados, la prioridad corresponde al 
propietario o poseedor legal de los terrenos. Para su aprovechamiento en este segundo 
caso, deberá obtenerse autorización de la Delegación Provincial correspondiente, en la 
forma establecida en los artículos siguientes.

Artículo 34.

Uno. Cualquier persona natural o jurídica que reúna las condiciones exigidas en el Título 
VIII podrá obtener autorización para utilizar una estructura subterránea. Con este fin 
deberá presentar la solicitud correspondiente en la Delegación Provincial del Ministerio de 
Industria, aportando, además de los documentos que señale el Reglamento de esta Ley, 
un proyecto que justifique la conveniencia de dicha utilización, así como la designación del 
perímetro de protección que se considere necesario.
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Dos. Si la Delegación estima insuficientemente conocida la estructura, podrá autorizar 
al peticionario para que realice los trabajos o labores necesarias para el reconocimiento 
de la misma dentro de un plazo no superior a dos años y con arreglo a un proyecto que 
ella misma aceptará o, en otro caso, hará que se modifique. Terminado el reconocimiento 
previo o expirado el plazo concedido, el peticionario deberá presentar en los seis meses 
siguientes el proyecto de utilización de la estructura.

Tres. Determinado sobre el terreno el perímetro de protección, la Delegación Provincial 
comprobará la conveniencia de la utilización solicitada, elevando el expediente, previa 
información pública, con la propuesta que proceda, a la Dirección General de Minas, que, 
con los informes del Instituto Geológico y Minero, del Consejo Superior del Ministerio de 
Industria y de la Comisión Interministerial del Medio Ambiente, autorizará, en su caso, la 
utilización por un plazo inicial adecuado al proyecto y a la estructura y prorrogable por uno 
o más períodos hasta un máximo de noventa años. Podrá imponer las condiciones que 
estime oportunas dentro de una racional utilización y exigir al peticionario la constitución 
de una fianza en la forma y plazo que fije el Reglamento de esta Ley.

Cuatro. La estructura se considerará recurso extinguido, quedando sin efecto la autorización 
de su aprovechamiento, al agotarse la capacidad de almacenamiento, si se usa para 
residuos, o por variar las condiciones que la definen como tal estructura subterránea.

Cinco. El Gobierno podrá declarar no utilizables determinadas estructuras por razones de 
interés público, a propuesta conjunta del Departamento o Departamentos interesados y 
del de Industria.

Artículo 37.

Uno. Los permisos de exploración de recursos de la Sección C) serán otorgados sin 
excluir de su perímetro los terrenos que no fueran francos y registrables en el momento de 
presentarse la solicitud, pero su titular no podrá realizar exploraciones en ellos sin la previa 
autorización de los titulares o adjudicatarios de los permisos, concesiones o reservas de 
que dichos terrenos formen parte.

Dos. Para el otorgamiento de los permisos de investigación y de las concesiones directas 
de explotación de recursos de dicha Sección, será preciso que los terrenos sobre los que 
recaiga reúnan las condiciones de francos y registrables.

Artículo 38.

Uno. Se considerará que un terreno es franco si no estuviera comprendido dentro del 
perímetro de una zona de reserva del Estado, propuesta o declarada para toda clase de 
recursos de la Sección C), o de los perímetros solicitados o ya otorgados de un permiso 
de exploración, un permiso de investigación o una concesión de explotación.



LEY 22/1973, DE 21 DE JULIO, DE MINAS

399

Dos. Tratándose de zonas de reserva del Estado para uno o varios recursos determinados, 
el terreno comprendido en ellas se considerará franco para recursos distintos a los 
reservados.

Artículo 39.

Uno. Se considerará que un terreno es registrable si, además de ser franco, tiene la 
extensión mínima exigible.

Dos. El levantamiento de la reserva o la caducidad del permiso de exploración, del permiso 
de investigación o de la concesión de explotación no otorgará al terreno el carácter de 
registrable hasta que tenga lugar el concurso a que se refiere el artículo cincuenta y tres.

Tres. Sin perjuicio de todo lo anterior, el Gobierno podrá declarar no registrales zonas 
determinadas por razones de interés público, a propuesta conjunta del Departamento 
o Departamentos ministeriales interesados y del de Industria, previo informe de la 
Organización Sindical.

Recursos de la sección D7

7  La Ley de 5 de noviembre de 1.980 se remite a la aplicación de los preceptos que regulan el aprovechamiento 
de los recursos de la Sección C, aunque establece algunas especialidades, siendo la más importante la de 
no regir el principio de “preferencia temporal en la tramitación y resolución”, por lo que será el Ministerio de 
Industria y Energía el que determinará discrecionalmente la preferencia.
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§ 2.2 ACUERDO DE 6 DE MARZO DE 2012, DEL CONSEJO DE GOBIERNO, POR EL QUE SE APRUEBA 

 LA ESTRATEGIA DE PAISAJE DE ANDALUCÍA . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Primero. 
Aprobar la Estrategia de Paisaje de Andalucía, que se inserta a continuación de este Acuerdo  . . . . . .

Segundo. 
Publicar el presente Acuerdo en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Tercero. 
Disponer su publicación en las páginas web de las Consejerías de Obras Públicas y Vivienda, 
Cultura y Medio Ambiente . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

3. MEDIO AMBIENTE  (SELECCIÓN DE ARTÍCULOS) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

§ 3.1 LEY 21/2013, DE 9 DE DICIEMBRE, DE EVALUACIÓN AMBIENTAL  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 1. Objeto y finalidad  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 2. Principios de la evaluación ambiental  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 5. Definiciones  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 6. Ámbito de aplicación de la evaluación ambiental estratégica  . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 7. Ámbito de aplicación de la evaluación de impacto ambiental  . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 8. Supuestos excluidos de evaluación ambiental y proyectos exceptuables  . . . . . . .

Artículo 9. Obligaciones generales  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 10. Falta de emisión de las declaraciones e informes ambientales  . . . . . . . . . . . . 

Artículo 12. Resolución de discrepancias  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 13. Relación entre la evaluación ambiental estratégica 
y la evaluación de impacto ambiental  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 14. Relación entre la evaluación de impacto ambiental 
y la autorización ambiental integrada  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 21. Versión inicial del plan o programa e información pública  . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 24. Análisis técnico del expediente   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 28. Modificación de la declaración ambiental estratégica  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

§ 3.2 LEY 16/2002, DE 1 DE JULIO, DE PREVENCIÓN Y CONTROL INTEGRADOS DE LA CONTAMINACIÓN

Artículo 12. Contenido de la solicitud  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 15. Informe urbanístico del Ayuntamiento   . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

§ 3.3 LEY 37/2003, DE 17 DE NOVIEMBRE, DEL RUIDO  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 6. Ordenanzas municipales y planeamiento urbanístico  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 17. Planificación territorial  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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§ 3.4 LEY 42/2007, DE 13 DE DICIEMBRE, DEL PATRIMONIO NATURAL Y DE LA BIODIVERSIDAD  . . . 

 Artículo 2. Principios . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 19. Alcance  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 31. Los Parques  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Capítulo III. Espacios protegidos Red Natura 2000 . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 42. Red Natura 2000  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 43. Lugares de Importancia Comunitaria y Zonas Especiales de Conservación  . . . . 

Artículo 44. Zonas de Especial Protección para las Aves  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 45. Declaración de las Zonas Especiales de Conservación 
y de las Zonas de Especial protección para las Aves  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 46. Medidas de conservación de la Red Natura 2000  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 47. Coherencia y conectividad de la Red  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 48. Vigilancia y seguimiento  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 49. Cambio de categoría  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Capítulo IV. Otras figuras de protección de espacios  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Artículo 50. Áreas protegidas por instrumentos internacionales  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Capítulo VI. Información ambiental en el Registro de la Propiedad . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 53. Incorporación de la información geográfica al Registro de la Propiedad  . . . . . 

Disposición adicional novena. Exención de tasas urbanísticas para obras de interés general  . . .  .

§ 3.5 LEY 7/2007, DE 9 DE JULIO DE GESTIÓN INTEGRADA DE LA CALIDAD AMBIENTAL 

 DE ANDALUCÍA  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 1. Objeto  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 9. Red de Información Ambiental de Andalucía  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 16. Instrumentos de prevención y control ambiental  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 17. Concurrencia con otros instrumentos administrativos  . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
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para la formulación de la declaración ambiental estratégica . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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4. AGUAS (SELECCIÓN DE ARTÍCULOS) . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

§ 4.1 RDL 1/2001, DE 20 DE JULIO, POR EL QUE SE APRUEBA EL TEXTO REFUNDIDO DE 

 LA LEY DE AGUAS, DESARROLLADO POR REAL DECRETO 849/1986, REGLAMENTO DEL 

DOMINIO PÚBLICO HIDRÁULICO EL REGLAMENTO DE PLANIFICACIÓN HIDROLÓGICA, 

APROBADO POR REAL DECRETO 907/2007, DE 6 DE JULIO, Y REAL DECRETO 

903/2010, DE 9 DE JULIO, DE EVALUACIÓN Y GESTIÓN DE RIESGOS DE INUNDACIÓN 

LEY 10/2001, DE 5 DE JULIO, DE PLAN HIDROLÓGICO NACIONAL . . . . . . . . . . . . . . . . . 
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Artículo 6. Definición de riberas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 11. Las zonas inundables  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Artículo 20. Materias sometidas a informe preceptivo del Consejo Nacional del Agua  . . . . .

Artículo 25. Colaboración con las Comunidades Autónomas . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 43. Previsiones de los planes hidrológicos de cuenca . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 47. Obligaciones de los predios inferiores . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 48. Régimen jurídico de la servidumbre de acueducto . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 50. Usos comunes . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Artículo 51. Usos comunes especiales sujetos a declaración responsable . . . . . . . . . . . . . .
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− Iniciativa local para su formulación: Art. 15 Ley 1/1994

− Modificación POTAS: Art. 26.3 y 27.3y4 de la Ley 1/1994

− Objeto: Art. 10 Ley 1/1994

− Revisión POTAS: Art. 26.2 y 27.1y4 de la Ley 1/1994

− Vigencia: Art. 25 Ley 1/1994

− Vinculación POTAS: Art. 23 Ley 1/1994

PLANIFICACIÓN ESTATAL CON INCIDENCIA EN LA ORDENACIÓN 

DEL TERRITORIO

− Actividades de planificación con incidencia en la ordenación del territorio: Anexo 
II.1 Ley 1/1994

− Comisiones Mixtas de Concertación: Art. 29.3 Ley 1/1994

− Informe de Incidencia Territorial: Art. 29 Ley 1/1994

PROTECCIÓN DE LA LEGALIDAD EN MATERIA DE ORDENACIÓN 

DEL TERRITORIO

− Art. 36 y 37 Ley 1/1994

R

RESIDUOS

− Ley 22/2011, de Residuos y Suelos contaminados, y Arts. 95 
y ss Ley 7/2007,GICA

− Residuos: Ley 22/2011, de Residuos y Suelos contaminados, 
y Arts. 95 y ss Ley 7/2007,GICA

RUIDO

− Ley 37/2003, del Ruido, Arts. 68 y ss Ley 7/2007, GICA

S

SERVIDUMBRE DE AGUAS

− Arts. 47 y ss  RDL 1/2001, TR Ley de Aguas
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U

USO PRIVATIVO DE AGUAS

− Arts. 52 y ss RDL 1/2001, TR Ley de Aguas

V

VÍAS PECUARIAS

− Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, Decreto andaluz 155/1998, 
de 21 de julio

Z

ZONAS INUNDABLES 

− Art. 11 RDL 1/2001, TRLey de Aguas, Art.42. 2 Ley 9/2010,  
de Aguas de Andalucía

ZONIFICACIÓN LUMÍNICA

− Arts. 60 y ss Ley 7/2007, GICA
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